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El 29 de marzo de 2004, el Presidente de la República envió al 
H. Congreso de la Unión una iniciativa de reformas sobre la 
seguridad pública y la administración de justicia. Dicho 
paquete de reformas contempla una serie de enmiendas 
constitucionales y nuevas propuestas de legislación que, de 
aprobarse, cambiarían el sistema de justicia de manera 
fundamental. Para considerar los méritos y defectos de la 
propuesta del ejecutivo es necesario que los C. Legisladores 
cuenten con la mayor información posible para analizar y 
debatir los diferentes aspectos de la propuesta. El propósito 
de este reporte es proporcionar a los C. Legisladores un 
recurso más para enriquecer el análisis y debate sobre la 
reforma de la administración de justicia en México. 

El documento está dividido en dos secciones. La primera 
sección se subdivide a su vez en apartados temáticos. En 
cada apartado se presenta un resumen técnico de la 
iniciativa del Ejecutivo, con particular atención al contexto-
problemática que da origen a la propuesta de reforma; así 
como una explicación de los diferentes argumentos y criticas 
que se han hecho a las iniciativas de cambio. En la segunda 
sección del documento se incluyen las posturas, 
observaciones y recomendaciones de diversas instituciones 
nacionales (académicas, profesionales y organizaciones no 
gubernamentales) enfocadas en el análisis del derecho y la 
seguridad pública.  

 

I. INTRODUCCIÓN 
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El reporte que aquí se presenta es un apoyo para el trabajo 
legislativo. Se trata de un análisis técnico, no partidista, 
sobre las iniciativas de reforma al sistema de justicia 
mexicano. Este reporte es también el resultado de un 
proyecto de colaboración entre el Instituto de 
Investigaciones Legislativas del Senado de la República 
(IILSEN) y el Centro de Estudios México-EU (USMEX) de la 
Universidad de California, San Diego. El reporte fue 
redactado por el Doctor Luis González, la Maestra Layda 
Negrete y el Maestro Guillermo Zepeda. El documento fue 
posteriormente evaluado y comentado por la Doctora Elena 
Azaola, el Doctor Miguel Ontiveros, el Doctor Carlos Ríos y el 
Doctor Miguel Sarre; todos ellos especialistas en distintas 
áreas del derecho mexicano y la administración de la justicia. 

El IILSEN –en colaboración con el USMEX- convocó a 
prestigiadas instituciones académicas, profesionales y 
organizaciones no gubernamentales a presentar su postura y 
comentarios con respecto a las iniciativas de reforma al 
sistema de justicia en una reunión de trabajo en enero del 
2005. Estas posturas y opiniones se presentan como anexo a 
este reporte. En el mismo anexo se incluye un cuadro 
comparativo sobre las opiniones de las instituciones 
participantes en temas claves de la reforma. Las instituciones 
participantes son la Barra Mexicana – Colegio de Abogados, 
Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE), 
Centro de Investigación para el Desarrollo (CIDAC), El 
Colegio de México (Colmex), Democracia, Derechos 
Humanos y Seguridad, A.C., Instituto Ciudadano de Estudios 
Sobre Inseguridad (ICESI), Ilustre y Nacional Colegio de 
Abogados; Instituto de Investigaciones Jurídicas (IIJ-UNAM)1, 
Instituto Nacional de Ciencias Penales (INACIPE), y Programa 
de Apoyo al Estado de Derecho en México (Proderecho). 

[Febrero, 2005] 

 
                                                 
1 Las opinions corresponden a los especialistas  en el tema, Doctor José Antonio 
Caballero y Doctor Carlos F. Natarén, investigadores del IIJ-UNAM. 



CONTEXTO/PROBLEMA:
INCREMENTO DE INSEGURIDAD 
Y FALTA DE CONFIANZA EN LAS
INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA

En la última década, la seguridad pública se ha constituido en una de las
preocupaciones esenciales del Estado mexicano. La percepción de incre-
mento que de la inseguridad se tiene, ha puesto en duda la eficacia de las
instituciones, en especial de las corporaciones policiales, con la conse-
cuente pérdida de confianza de la ciudadanía respecto del potencial de las
autoridades para prevenir y atacar el problema.

Los diagnósticos en materia de seguridad pública y procuración de jus-
ticia contenidos en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, señalan que
el incremento de la incidencia delictiva sufrido en el año 2000 y anteriores,
deviene de factores que pueden resumirse en la precaria situación económi-
ca, la constante y compleja actuación de la delincuencia organizada, y la
falta de resultados eficaces por parte de las instituciones del sistema de
j u s t i c i a .

Como es sabido, el tema alcanzó niveles de la mayor importancia en
1994, cuando una serie de eventos de impacto nacional hicieron evidente
la necesidad de cambios en la política criminal del país. En diciembre de
ese mismo año, el entonces Presidente de la República envió al Congreso
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una reforma de amplio alcance que impactó al sistema de justicia penal y
al Poder Judicial de la Federación y que otorgó al problema de la seguridad
pública, hasta entonces considerado como un tema de alcances locales, una
dimensión federal. La más importante innovación en este último sentido la
constituyó la consecuente aprobación, en diciembre de 1995, de la Ley Ge -
neral que establece las bases de coordinación del Sistema Nacional de Seguridad
Pública.

En términos generales dicha ley creó el propio sistema, fijó los criterios
de coordinación entre la Federación, los estados, el Distrito Federal y
los municipios en la materia. Creó también el Consejo Nacional de Se-
guridad Pública, así como sus referentes locales y regionales, las confe-
rencias nacionales de procuración de justicia, de prevención y readaptación
social, la de secretarios de seguridad pública y la de participación munici-
pal. Además estableció asimismo criterios de actuación y de formación de
los integrantes de las policías, implantó los registros nacionales de personal
de Seguridad Pública y de armamento y equipo, así como el de estadística de
seguridad pública, fijó algunas políticas de acceso a la información sobre el
tema y sentó los criterios para el funcionamiento de los servicios de aten-
ción a la población, y de los servicios privados de seguridad.

No obstante lo anterior, a casi una década de su puesta en funcion a-
miento, el Sistema Nacional de Seguridad Pública no ha logrado los objetivos
para los que fue propuesto. Pesan sobre el mismo importantes cuestiona-
mientos en torno al centralismo en temas torales como la asignación de re-
cursos a los estados, la falta de eficiencia en la coordinación efectiva de
planes y programas destinados a la formación de agentes de la policía y en
la propuesta de políticas públicas destinadas a la prevención y reducción de
los delitos. Sin duda, el indicador más importante de las carencias del sis-
tema puede hallarse en la notable ausencia de confianza de la ciudadanía en
las policías del país, en el incremento de los cuerpos privados de seguridad
y en la aparición de conflictos entre corporaciones e instituciones locales y fe-
derales, lo que pone en cuestionamiento el fin mismo de la ley que hoy es
vigente.

Prevención: Seguridad Pública Federal10



OBJETIVO Y ESTRATEGIAS DE LA
INICIATIVA: CONSOLIDAR EL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

En el contexto descrito, la iniciativa de Ley de Seguridad Pública reglamen-
taria de los párrafos séptimo y octavo del artículo 21 constitucional, pretende
que el Estado mexicano en sus tres órdenes de gobierno y de todas las autoridades que
tengan atribuciones, directa o indirectamente relacionadas con la seguridad públi -
ca, coadyuven a lograr los objetivos de ésta, traducidos en libertad, orden y paz pública,
como condiciones imprescindibles para gozar de las garantías que la Constitución
reconoce a los gobernados. En términos generales, la reforma tiene como obje-
tivo elaborar un programa integral de seguridad pública, que permita la
coordinación y colaboración de los distintos niveles de gobierno y de los
diversos actores sociales, para promover un cambio en las estrategias y tác-
ticas empleadas en la materia, en aras de permitir una lucha directa contra
la delincuencia y, paralelamente, pretende elaborar también un esquema pre-
ventivo del delito que, a mediano y largo plazo, se refleje en la reducción de
los índices de criminalidad. 

Como lo hace notar la exposición de motivos, la iniciativa presenta en
efecto una estructura que da cuenta de una mejor técnica legislativa lo que
contribuirá a hacer más funcional la operatividad de la ley en la práctica. En
realidad, no hay en la iniciativa un cambio de fondo en el enfoque en torno
a la seguridad –que sigue siendo sistémico e “integral”– sino que más bien
se introducen elementos de ordenación y se mejora la regulación de los
órganos ya existentes. Estos cambios pueden enunciarse como sigue:

MODIFICACIONES ESTRUCTURALES
DEL SISTEMA NACIONAL DE
SEGURIDAD PÚBLICA

La iniciativa reorganiza el sistema y le da mayor coherencia interna. La
modificación más notoria la constituye la instauración del Centro Nacional
de Información de Seguridad Pública, que es creado como un órgano del
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sistema destinado a coordinar los servicios y las políticas de información
que ya están previstas en la ley vigente. La creación del Centro, sin embar-
go, presenta ventajas notorias al centralizar todo lo referente a la informa-
ción que genera, almacena y difunde el sistema, lo que facilitará el control
sobre la información así como la rendición de cuentas. Destaca también la
determinación de la ley para que este centro funcione mediante un regla-
mento lo que brindará mayor certeza jurídica a las actividades relacionadas
con la información. En el mismo sentido se aclara la existencia de cuatro
registros nacionales –y no sólo de dos como aparece hoy en la ley en vigor–
a saber: el de personal de seguridad pública, el de armamento y equipo, el
de estadística de seguridad pública y el de información de apoyo a la procu-
ración de justicia. La regulación a la que están sujetas los registros nacio-
nales es prácticamente la que ya existe con algunos cambios que mejoran la
redacción de ciertos artículos y la introducción de algunas disposiciones
nuevas; destaca entre éstas la sujeción del manejo de la información a lo
establecido en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental, la exigencia a las empresas de seguridad privada
que requieran permisos para portar armas, de que muestren ante la autori-
dad que se los solicite las autorizaciones para prestar sus servicios, y de la
adición de un párrafo al actual artículo 40 de la ley en vigor, en el que se
señala una reserva para la revelación de información mientras exista una
condición que ponga en riesgo el desarrollo de una investigación,
averiguación previa o proceso.

Otras modificaciones tienen que ver con la referencia que se hace en
la ley de los subsistemas de procuración de justicia, de readaptación social
y de policía, con la finalidad de afianzar el carácter sistémico de la seguri-
dad pública. En la medida en la que estos subsistemas no se desarr o l l a n ,
este aparece como un cambio de carácter más bien formal. Lo que sí implica
un cambio de fondo en relación con estos subsistemas, es el estableci-
miento de los lineamientos para el desarrollo del servicio civil de carr e r a
en los ámbitos ministerial y policial. En ambos casos se establece la
necesidad de que el servicio de carrera contenga las etapas relativas al
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ingreso, desarr o llo y terminación del servicio, la formación de sus miem-
bros, la sujeción a los principios de actuación aplicables, la rotación del
personal y los perfiles, categorías y funciones que la constituyan, así como
la obligación de una consulta previa ante el registro nacional de personal
de seguridad pública. Es interesante hacer notar que el servicio de carr e r a
policial está mucho más desarrollado en la iniciativa de ley; a diferencia
de lo dispuesto para la carrera ministerial, se fijan en el relativo a la carr e-
ra policial más criterios y algunos controles más específicos: entre los pri-
meros están las categorías que componen la carrera policial y las modali-
dades de la movilidad dentro de la carrera policial; entre los controles se
instaura una evaluación bianual para determinar el grado de aptitud de los
agentes y la exigencia de escolaridad media superior o equivalente para
quien aspire a ingresar al servicio de carrera policial, y de estudios de
licenciatura o equivalente a quien desee especializarse en la investigación
de delitos.

En el mismo ámbito de la carrera policial, se incluyen mecanismos de
delegación de facultades para que las corporaciones policiales establezcan,
con base en sus necesidades, sus propios programas de capacitación, para
que celebren convenios con instituciones educativas, centros de investiga-
ción y otros organismos que coadyuven en la capacitación, para determinar
los estímulos a la labor destacada de sus policías, así como proyectos de
otorgamiento de reconocimientos, incentivos y estímulos al desempeño
destacado a favor de la policía y para contar con órganos de vigilancia inter-
na y con un Consejo de Participación Ciudadana como órgano asesor y de
opinión.

Los cambios estructurales en el sistema de seguridad pública definen
mejor las competencias tanto en materia de información como en lo refe-
rente a las carreras ministerial y de policía. En lo referente a estos servicios
de carrera, centralizan los aspectos que tiene un carácter de coordinación y
en especial en materia policial, dejan a las corporaciones diversas facultades
para desarrollarse en relación con sus propias necesidades, lo que repre-
senta un reconocimiento tácito a las particularidades de cada corporación.
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MODIFICACIONES FUNCIONALES
INTRODUCIDAS POR LA INICIATIVA

Como se ha dicho, la iniciativa de ley no modifica en lo sustancial la actual
concepción del Sistema Nacional de Seguridad Pública, sino que tiende a
organizarlo más con miras a mejorar su funcionamiento. Entre las modifi-
caciones introducidas en este sentido, aparecen cambios en el Consejo
Nacional de Seguridad y en la Secretaría Ejecutiva del sistema.

En lo que respecta al Consejo Nacional de Seguridad, el más importan-
te de estos cambios radica en la incorporación entre sus miembros del ti-
tular del Centro Nacional de Información en Seguridad Pública, del Comi-
sionado de la Policía Federal –denominación que en la reforma se otorga a
la actual Policía Federal Preventiva– así como la participación mediante
invitación de ciudadanos y miembros de organismos no gubernamentales.
La iniciativa no abunda en las razones para incluir al Comisionado, aunque
se afirma que ello se debe al papel protagónico que este funcionario juega
en materia de seguridad. Como se sabe, el Consejo es la instancia superior
del Sistema de Seguridad Pública y está conformado por funcionarios de go-
bierno de primer nivel que deciden las políticas públicas en materia de se-
guridad. En tanto que, entre dichas políticas, están algunas que tienen in-
fluencia directa en la operación de programas policiales, puede encontrarse
justificada la participación del Comisionado, que en última instancia, es un
servidor al mando de una función ejecutiva. En cuanto a la inclusión del ti-
tular del centro de información, dada su función estratégica, la inclusión
aparece como necesaria.

Por otra parte, la incorporación de ciudadanos y miembros de ONG que
con voz pero sin voto pueden acudir como invitados al Consejo también
parece atinada, en la medida en la que hoy en día existe un interés especial
en la sociedad civil por participar en las tareas relativas a un problema que
sin duda es percibido como de interés común. Se trata, sin duda, de un
mecanismo que provee de transparencia a las acciones del Consejo, aunque
cabe señalar que la iniciativa debió contener al menos algunos criterios para
regular el derecho que todos los ciudadanos y organizaciones sociales tienen
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de participar, de modo que este beneficio no se convierta en privilegio de
unas cuantas personas u organizaciones.

En cuanto a las facultades del Consejo, la iniciativa afina las ya exis-
tentes e incorpora nuevas. De acuerdo con el proyecto, el Consejo podrá
conocer y resolver en torno a las siguientes cuestiones: 

I) en lo que se refiere a las tareas de coordinación, además de las que le
atribuye la ley vigente en materia de coordinación del propio sistema y de
la determinación de las políticas generales de seguridad, podrá aprobar
los acuerdos que deban ser considerados como bases de coordinación entre los
tres órdenes de gobierno, así como los convenios relativos a las evaluaciones
que en la materia establezcan los integrantes del Sistema Nacional. Podrá
también resolver en torno a la realización de operativos conjuntos, a la coor-
dinación con autoridades administrativas que realicen funciones de inspección
y control de mercancías y también convocar y coordinar las acciones que
más convengan en la materia e igualmente tendrá facultades para determi-
nar medidas destinadas a vincular al sistema con otros nacionales, regio-
nales o locales, así como llevar a cabo programas de cooperación interna-
cional en la materia.

II) en materia de control de información, suministrar, intercambiar, manejar
y sistematizar todo tipo de información estratégica sobre seguridad públi-
ca, aprobar las reglas de operación y funcionamiento del Centro Nacional
de Información y nombrar a su titular.

III) en lo referente a la organización interna del sistema: expedir las reglas de
organización y funcionamiento del propio sistema y del subsist e m a
nacional de policía, determinar los lineamientos para establecer el sistema de
carrera policial y proponer procedimientos para el reclutamiento, forma-
ción, desarrollo, selección, evaluación de confianza y desempeño, así como
de separación de los miembros de las policías, ello con referencia al catálo-
go de puestos, equipamiento básico policial, sistemas disciplinarios, estímu-
los, reconocimientos y recompensas y homologación de los derechos labo-
rales. Aprobar el nombramiento del titular de la Secretaría Ejecutiva y el
reglamento de funcionamiento de esta última. 
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IV) en materia de diagnósticos y propuesta de políticas públicas de prevención y
reducción del delito: elaborar propuestas de reforma a leyes y reglamentos de
seguridad pública, promover el estudio, la investigación y la capacitación en
la materia, identificando sus problemas y tendencias, determinando las
normas y programas que permitan su solución, formular propuestas para el
Programa Nacional de Seguridad Pública, y 

V) en cuanto al impulso de la participación social, fomentar la participación
de todos los sectores de la sociedad en la formulación de los programas des-
tinados a satisfacer las necesidades de la seguridad pública.

Por otra parte, la iniciativa permite que el Consejo sea convocado, con
independencia de las reuniones semestrales que la ley actual le exige, a peti-
ción de la tercera parte de sus integrantes, para sostener reuniones ordi-
narias y extraordinarias fijando las reglas en cada caso.

En lo que se refiere a la Secretaría Ejecutiva del Sistema, la iniciativa
incorpora también algunos cambios. Incrementa el ámbito de las funciones
del secretario, asignándole la coordinación del Subsistema Nacional de
Policía, la regulación del Centro Nacional de Información y estableciendo
un periodo trimestral para la presentación de los informes ante el Consejo.
Asimismo, la iniciativa refuerza el carácter técnico de la Secretaría al asig-
narle un lugar como órgano de consulta y análisis de las actividades del
p r opio Consejo, para convocar, concertar, inducir e integrar las actividades
de los interesados en la materia, para desarrollar investigación destinada a
homologar procedimientos y a buscar equivalencias en los contenidos de
planes y programas de formación policial, para asesorar a los miembros del
Consejo, desarrollar métodos y técnicas para el estudio del delito, para pro-
poner al Consejo bases y reglas para la realización de operativos conjuntos
entre todas las corporaciones policiales y así como para la emisión de reco-
mendaciones a las autoridades de todos los niveles de gobierno en torno al
cumplimiento de la legislación, normas, políticas y disposiciones del
Sistema y de los convenios que de éste se deriven. La iniciativa también
asigna a la Secretaría facultades para coordinar acciones entre las institu-
ciones federales que realicen funciones policiales.
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Por otro lado, entre los requisitos para ser nombrado secretario
ejecutivo, la iniciativa relativiza el requisito actual que exige ser licencia-
do en derecho de modo que ésta se convierte sólo en una opción prefe-
rente, aunque exige como contraparte, que el candidato cuente con una
experiencia mínima de cinco años en áreas de seguridad pública. Au n
cuando esta disposición permitiría que se nombren personas que, con
experiencia en el tema, podrían ser egresados de otras ciencias sociales,
no establece criterios más claros, lo que deja abierta la puerta para que
el puesto sea ocupado por militares o policías, lo que probablemente
desvirtuaría el carácter técnico-académico que de sus funciones se des-
p r e n d e n .

OTROS ELEMENTOS DE ANÁLISIS

Como se ha comentado, la iniciativa organiza y hace más funcional el sis-
tema, pero no cuestiona en el fondo la concepción de la seguridad que éste
supone. El tema no es menor si se considera que la creación del sistema de
seguridad pública en 1995 impactó el funcionamiento del sistema de jus-
ticia penal, orientando su actividad, no a la garantía de derechos sino a la
consecución del orden público. El resultado más notorio ha sido el de
la subsunción de facto del sistema penal a los objetivos del sistema de seguri-
dad, con lo que se ha producido, más que una coordinación efectiva, una
concatenación entre las instituciones policiales, las de procuración, las de
ejecución y, aunque no explícitamente, las de administración de justicia.
Esta concatenación ha creado la ficción de que el sistema debe reducir el
delito, afectando con ello presupuestos importantes de la justicia penal
–como lo son, el carácter reactivo (no preventivo) de la procuración de jus-
ticia, y la garantía orgánica de imparcialidad en el sistema judicial– así como
otorgando a la policía un papel que tendencialmente la ha aproximado a un
modelo que, de seguir así, terminará invadiendo la esfera de acción de la
policía ministerial, en la medida en la que reclama facultades para investi-
gar y perseguir delitos.
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De ahí que el Sistema Nacional de Seguridad Pública tendría que ser,
más bien, un sistema de coordinación de políticas públicas en materia de
seguridad, destinado, por una parte, a establecer los límites que respecto
de los derechos humanos deben atender los programas de seguridad en la
Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios, en especial en
materia de actuación policial, y por la otra, a incidir en la creación de mo-
delos policiales que permitan mantener el ámbito preventivo separado del
de la justicia penal, ello en función de la necesidad de garantizar, antes
incluso que la seguridad pública, la seguridad jurídica del propio sistema
penal.

La generalidad de la iniciativa puede ser, en ese sentido, una virtud, en
tanto que permitirá resolver estas cuestiones en la reglamentación derivada
de la misma, así como en los programas específicos de acción, pero también
puede convertirse en una oportunidad para afianzar el carácter tendencial-
mente autoritario que tienen la mayoría de los proyectos de seguridad en el
país.

OTROS REFERENTES NORMATIVOS

Existe en la Cámara de Diputados una iniciativa de Ley de Seguridad
Pública para el Distrito Federal propuesta por el Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.
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CONTEXTO/PROBLEMA: INEFICIENCIA 
DE LOS CUERPOS POLICIALES

La historia de la policía en México es la historia de sus deficiencias. Di-
versos diagnósticos han hecho evidentes los problemas de una policía
mal organizada, con preparación precaria y atravesada por prácticas his-
tóricas de corrupción, abuso e ilegalidad. Desde luego, la fragmentación
de las actividades policiales ha sido funcional a la multiplicación de estos
problemas. En la medida en la que se diluyen las responsabilidades de
los agentes policiales, se difumina el mando, se crean conflictos terr i t o-
riales y se producen nuevos espacios para la corrupción y el tráfico de
influencias. Y es que, como se sabe, a la natural división de jurisdiccio-
nes propia de los órdenes de gobierno en un estado federal, hay que
agregar la división funcional que ha derivado en la existencia, aun en el
pasado próximo, de cuerpos policiales para la custodia de caminos y
puentes, de aduanas, de bosques; de una policía fiscal y judicial, así
como de las policías preventivas y de tránsito.

Sobre la base de esta problemática, el Ejecutivo Federal propone crear
una nueva Policía Federal que, en términos genéricos, fusione a las
actuales corporaciones policiales de la Federación en un solo cuerpo
encargado de la prevención delictiva, de la inteligencia policial y de la in-
vestigación de delitos.

Capítulo 2
Prevención: Policía Federal
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La exposición de motivos de la iniciativa de reforma reconoce como un
acierto la reciente creación de la Agencia Federal de Investigación –que
sustituyó a la Policía Judicial de la Federación– así como de la Policía
Federal Preventiva. Textualmente afirma que con ello

…se modificó el esquema de operación de las policías en el pasado. Su implementación –dice–
buscó provocar un cambio de fondo en lo relativo a la prevención y a la investigación y persecu -
ción de los delitos federales, con el propósito de que el Estado Mexicano cumpliera debidamente
con su responsabilidad constitucional, mejorando orgánica y funcionalmente los servicios de
seguridad pública y de procuración de justicia. Con este cambio –continúa la iniciativa– se
incorporó y generó el soporte técnico, jurídico y administrativo que las instituciones encargadas
de la seguridad pública y procuración de justicia necesitaban, con el propósito central de resti -
tuir su capacidad investigadora para combatir estructuralmente la delincuencia organizada, ale -
jándose al mismo tiempo del esquema reactivo con el que operaba la desaparecida Policía Judicial
Federal, asumiendo plenamente su compromiso como brazo operativo auxiliar del Ministerio
Público de la Federación.

Sin embargo, muy a pesar de la relevancia de estos cambios, los cuer-
pos policiales de la Federación siguen acusando problemas. La exposición
de motivos de la iniciativa reconoce los siguientes:

• La desconfianza de la gente hacia la policía, que explicaría la existencia de una
importante cifra oscura del delito y a su vez, la distancia entre las cifras oficiales y la
creciente percepción de inseguridad.
• La sofisticación de la delincuencia organizada, que se expresa en mecanismos de
operación más complejos, en la generación de rutas, modalidades y medios alterna-
tivos para lograr sus objetivos, gracias a la convergencia de una gran cantidad de
recursos y apoyos de carácter tecnológico, logístico, humano y financiero.
• La ilegalidad dentro de la función policial, señalada por la corrupción, la penetración
de la delincuencia en las corporaciones policiales, por la inobservancia de los orde-
namientos jurídicos, la existencia de leyes obsoletas y los altos niveles de impunidad.
• La deficiente función policial, señalada por la existencia de un importante número
de policías que no cumplen con los estándares internacionales ni con las exigencias
sociales, insuficientemente capacitados, descoordinados, así como por la ausencia de
criterios claros de cooperación entre los múltiples cuerpos policiacos, lo que reper-
cute en la invasión de sus competencias.
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• Las deficiencias administrativas de la mayoría de las instituciones responsables de
la seguridad pública y procuración de justicia, que acusan contradicciones fun-
cionales y operativas, adolecen de criterios de rendición de cuentas, desequilibrio en
las cargas de trabajo y dispersión por el desarrollo de diversas actividades no enco-
mendadas originariamente, entre otros aspectos.

OBJETIVOS Y ESTRATEGIAS 
DE LA INICIATIVA

La reforma que se propone a través de la iniciativa de Ley de la Policía
Federal converge con la pretensión del Ejecutivo Federal de concentrar
esfuerzos en materia de seguridad pública, a través del desarrollo de es-
trategias programáticas destinadas a la protección del gobernado. En este
sentido, la reforma persigue en primer término, unificar en una sola depen-
dencia a la Agencia Federal de Investigación, a la Dirección General de
Supervisión e Inspección Interna para la Agencia Federal de Investigación,
y a la Dirección General de Servicios Aéreos, todas estas unidades adminis-
trativas de la Procuraduría General de la Republica, así como a la Policía
Federal Preventiva, dependiente de la Secretaría de Seguridad Pública, re-
gulando su organización y funcionamiento en un órgano desconcentrado de
la Secretaría del Interior –que sustituiría a la actual Secretaría de Seguridad
Pública Federal– en la cual se conformaría a la Policía Federal. Consecuen-
temente, la reforma busca:

1. Una Policía Federal con facultades para hacer prevención delictiva, realizar fun-
ciones de inteligencia policial y para investigar delitos, esto último bajo la dirección
funcional de la Fiscalía General de la Federación.
2. Relevar la relación de subordinación orgánica de los actuales miembros de la
Agencia Federal de Investigación respecto del Ministerio Público, por una relación
de coordinación de los agentes de la Policía Federal bajo la dirección funcional de la
Fiscalía General de la Federación.
3. Establecer el servicio civil de carrera de los elementos policiales, que determine
los criterios de ingreso, permanencia y cese de los agentes con base en méritos, así
como los términos de la capacitación con base a los requerimientos actuales, la profe-
sionalización de sus integrantes, así como la mejora de salarios y prestaciones. 
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4. Establecer un sistema de responsabilidades de los policías, así como las sanciones
aplicables en estos casos, y
5. Establecer un mecanismo de participación ciudadana con la Policía Federal.

OPERACIÓN DE LA POLICÍA FEDERAL

Como se ha dicho, la Policía Federal fusionaría en un solo cuerpo a las
actuales corporaciones ministerial de la Federación y federal preventiva,
con lo que el ámbito de sus atribuciones cubriría un amplio espectro de
intervención, considerado en el artículo 9 de la iniciativa de ley, en el que
destacan tres grandes rubros: a) prevención delictiva y custodia de la seguri-
dad pública, b) inteligencia policial, y c) investigación de delitos:

a) En materia de seguridad pública y prevención delictiva la Po l i c í a
Federal absorbe las funciones que hoy tiene la Policía Federal Pr e v e n t i v a
y asume como objetivo expreso en la iniciativa, “salvaguardar la integri-
dad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el
orden y la paz públicos, en el marco de los párrafos séptimo y octavo del
artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos”. Para la consecución de estos fines, la iniciativa otorga a la
Policía Federal facultades para intervenir en la custodia del orden públi-
co en las zonas federales, mediante estrategias de prevención, combate
y restablecimiento de la paz pública, así como la posibilidad de hacerlo
también en el ámbito local y municipal, mediante la coadyuvancia, la
participación en operativos policiales conjuntos, el resguardo de la se-
guridad de bienes y personas en situaciones que alteren la paz pública,
así como los demás mecanismos de coordinación previstos en la Ley de
Seguridad Pública,

–dentro del ámbito de la seguridad pública, pero en lo que se refiere a la protección
de las vías generales de comunicación, la iniciativa faculta a la Policía Federal para la vi-
gilancia e inspección con fines de seguridad pública y combate a los delitos, de la
zona terrestre de las vías generales de comunicación y de los medios de transporte
que operen en ellas, así como para levantar y tramitar ante el órgano competente las
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infracciones relativas a la violación de disposiciones legales y reglamentarias aplica-
bles a las carreteras federales,
–también dentro del ámbito de la seguridad pública y combate a los delitos, pero en
materia de aduanas, la nueva Policía Federal deberá vigilar e inspeccionar la entrada
y salida de mercancías y personas en los aeropuertos, puertos marítimos y terminales
ferroviarias o de autotransporte de carga o de pasajeros, autorizados para el tráfico
internacional, en las aduanas, recintos fiscales, secciones aduaneras, garitas y puntos
de revisión aduaneros; así como el manejo, transporte o tenencia de dichas mer-
cancías en cualquier parte del territorio nacional, conforme a lo dispuesto en la le-
gislación relativa al Sistema Nacional de Seguridad Pública, y finalmente,
–siempre en el ámbito de la seguridad pública, pero en materia de control de
población, la Policía Federal podrá ejercer, en el marco de su competencia, y en
coordinación con el Instituto Nacional de Migración, las facultades que en materia
migratoria prescriben la Ley General de Población, su Reglamento y demás disposi-
ciones legales; podrá también investigar, en coordinación con el propio Instituto
Nacional de Migración, si los extranjeros que residen en territorio nacional cumplen
con las obligaciones migratorias establecidas en las disposiciones legales aplicables. A
solicitud del Instituto Nacional de Migración podrá asegurar en las estaciones migra-
torias a los extranjeros que violen la Ley General de Población, cuando el caso lo
amerite y en su caso tendrá facultades para ejecutar, también a solicitud del Instituto
Nacional de Migración, las sanciones administrativas previstas por la Ley General de
Población y su Reglamento.

b) En materia de inteligencia policial y cooperación internacional, la
iniciativa establece que a la Policía Federal le corresponde “aplicar y ope-
rar la política policial en el marco de la política criminal diseñada por la
Secretaría del Interior, con estricto apego a las garantías individuales
establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
los derechos humanos y a las leyes en la materia, en colaboración con las
demás autoridades competentes”; en este sentido, la Ley propuesta faculta
a la Policía Federal para participar en el Sistema Nacional de Seguridad
Pública de conformidad con la Ley de Seguridad Pública –que también es
parte del paquete objeto de este documento– para estudiar, planificar y eje-
cutar los métodos y técnicas de combate a la delincuencia, como soporte en
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la investigación de ilícitos; para obtener, analizar, estudiar y procesar infor-
mación, así como poner en práctica métodos conducentes para el combate
de delitos, sea directamente o mediante los sistemas de coordinación pre-
vistos en otras leyes federales; y para requerir, conforme a las normas aplica-
bles, informes y opiniones a las personas físicas o morales encargadas de la
prestación de servicios públicos y que puedan suministrar elementos para
el debido ejercicio de sus atribuciones. En materia de cooperación inter-
nacional, la iniciativa faculta también a la Policía Federal para colaborar y
prestar auxilio a las policías de otros países, conforme a lo establecido en
los tratados o acuerdos internacionales, bajo la supervisión de la Secretaría
del Interior y en coordinación con la Fiscalía General de la Federación.

c) La persecución de delitos constituye el ámbito en el que, según la
propuesta, la Policía Federal tendría más facultades. A este cuerpo policial t o-
caría, de acuerdo con la iniciativa, investigar bajo la supervisión y dirección
f u ncional de los fiscales del Ministerio Público de la Federación, la comisión
de delitos. En este sentido, la iniciativa le permite recibir denuncias, r e a-
lizar investigaciones y actuaciones, detener personas, preservar el escenario
del delito, entrevistar testigos, solicitar y reunir información relevante, así
como auxiliar a la víctima del delito, en el marco legal de las fracciones XIX
a XXX del propio artículo 9, como se ve enseguida:

(…)
XIX. Auxiliar en el ámbito de su competencia a la Fiscalía General de la Federación
en la recepción de denuncias sobre acciones u omisiones que puedan constituir deli-
to, teniendo en cuenta que la víctima o cualquier persona podrán formular la denun-
cia correspondiente directamente ante la Fiscalía General de la Federación; 
XX. Realizar bajo la dirección funcional y supervisión de la legalidad de los fiscales
del Ministerio Público de la Federación, las investigaciones específicas y actuaciones
que le instruyan éstos o la autoridad jurisdiccional conforme a las normas aplicables;
XXI. Participar en auxilio de las autoridades locales y militares cuando así lo
soliciten, en la investigación y persecución de los delitos de su competencia;
XXII. Ejecutar, por órdenes expresas de los fiscales del Ministerio Público de la
Federación, la detención de personas conforme al quinto párrafo del artículo 16 de
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el aseguramien-
to de bienes que sean objeto, instrumento o producto de un delito;
XXIII. Practicar detenciones o aseguramientos en los casos de flagrancia en los tér-
minos de las disposiciones aplicables, poniendo a disposición de la Fiscalía General
de la Federación, o de las autoridades administrativas federales competentes, según
corresponda, a las personas detenidas o los bienes que se hayan asegurado o que
estén bajo su custodia, con estricto cumplimiento de los plazos constitucional y
legalmente establecidos;
XXIV. Informar al inculpado al momento de su detención, sobre los derechos que
en su favor establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
XXV. Previo dictamen pericial y aviso al Fiscal del Ministerio Público de la Fede-
ración que conozca del asunto, poner a disposición de la autoridad competente a los
menores de edad que hubieren incurrido en acciones u omisiones correspondientes
a ilícitos tipificados por las Leyes penales federales;
XXVI. Cuidar que los rastros, objetos, instrumentos o productos del delito sean
conservados e impedir, para este efecto, el acceso a toda persona ajena a la investi-
gación, proceder a su clausura si se trata de local cerrado, o su aislamiento si se trata
de lugar abierto, y evitar que se alteren o borren de cualquier forma los vestigios del
hecho o se remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, en tanto inter-
vinieren los peritos necesarios;
XXVII. Entrevistar a los testigos presumiblemente útiles para descubrir la verdad.
Dejar constancia de las entrevistas que se practiquen y utilizarlas meramente como
un registro de la investigación sin que se atribuya a éstas ningún valor probatorio;
XXVIII. Reunir toda la información de urgencia que pueda ser útil al fiscal que
conozca del asunto, para acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad
del imputado;
XXIX. Solicitar a las autoridades competentes, así como a las dependencias y organis-
mos de la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, con apego a las
disposiciones legales aplicables, informes, documentos, opiniones y elementos de
prueba en general que se requiera para el debido desempeño de sus funciones. El
ejercicio de esta atribución se encontrará limitado a aquellos elementos que para su
solicitud, la Ley no contemple una tramitación especial a cargo de autoridad distin-
ta o se encuentren reservados a la Fiscalía General de la Federación; 
XXX. En materia de atención a la víctima u ofendido por algún delito: 
A. Prestar auxilio inmediato a las víctimas y proteger a los testigos en observancia a
lo dispuesto por la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, el Código
Federal de Procedimientos Penales, y demás normas aplicables;
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B. Informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en su favor establece la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, cuando lo solicite, sobre el
d e s a rrollo de la investigación correspondiente en los términos de la legislación aplicable;
C. Recibir todos los indicios y elementos de prueba que la víctima u ofendido aporte
en ejercicio de su derecho de coadyuvancia, para la comprobación del cuerpo del
delito y la probable responsabilidad del imputado, informando de inmediato al fis-
cal del Ministerio Público de la Federación a cargo del asunto para que éste acuerde
lo conducente;
D. Otorgar las facilidades que las Leyes establezcan para identificar al imputado en
los casos de delitos contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, privación
ilegal de la libertad, así como dictar todas las medidas necesarias para evitar que se
ponga en peligro la integridad física y psicológica de la víctima u ofendido en el
ámbito de su competencia, y 
E. Dictar las medidas necesarias y que estén a su alcance para que la víctima u
ofendido reciba atención médica y psicológica de urgencia. Cuando la Policía lo
estime necesario, en el ámbito de sus atribuciones, tomará las medidas condu-
centes para que la atención médica y psicológica se haga extensiva a otras per-
sonas. En el ejercicio de esta atribución, asentar constancia de sus actuaciones,
misma que se agregará al expediente que para los efectos de investigación se
a p e r t u r a .

RELACIONES CON OTRAS DEPENDENCIAS
DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La relación de la Policía Federal con otras dependencias está regulada en los
capítulos III y IV de la propuesta de Ley. Se establecen dos tipos de
relación: una de auxilio y otra de coordinación. 

De acuerdo con la iniciativa, son auxiliares de la Policía Federal, los serv i-
cios periciales de la Federación y de los estados, las policías locales y mu-
nicipales, el personal del servicio exterior mexicano en el extranjero, los
capitanes, patrones o encargados de naves y aeronaves nacionales y los fun-
cionarios de las entidades y dependencias de la Administración Pública
Federal. Asimismo, la ley prevé que la propia Policía Federal realice fun-
ciones de auxilio para otras dependencias siempre que estas sean compati-
bles con los fines de la institución.
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Respecto de la coordinación, queda establecido en la ley que en sus
funciones de investigación y combate a los delitos, la Policía Fe d e r a l
estará bajo la dirección y supervisión funcional de la Fiscalía General de
la Federación. Esta disposición adquiere sustento en relación con la pro-
puesta de reforma del artículo 21 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, también propuesta en la reforma, que sustituye
la actual relación de subordinación orgánica de la policía al Ministerio
Público de la Federación, por una actuación policial con autonomía opera -
tiva en el ejercicio de las funciones de investigación que le compete desarr o l l a r
bajo la dirección funcional de la autoridad ministerial que corresponde a la ley
definir (véase cuadro 1).

CUADRO 1. PROPUESTA DE REFORMA AL ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN LO REFERENTE A LA CREACIÓN DE LA POLICÍA FEDERAL

Texto actual Texto de la reforma constitucional
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Artículo 21.- La imposición de las penas
es propia y exclusiva de la autoridad
judicial. La investigación y persecución
de los delitos incumbe al Ministerio
Publico, el cual se auxiliará con una po-
licía que estará bajo su autoridad y
mando inmediato. Compete a la autori-
dad administrativa la aplicación de san-
ciones por las infracciones de los re-
glamentos gubernativos y de policía, las
que únicamente consistirán en multa o
a rresto hasta por treinta y seis horas;
pero si el infractor no pagare la multa
que se le hubiese impuesto, se perm u-
tará esta por el arresto corr e s p o n d i e n t e ,
que no excederá en ningún caso de
treinta y seis horas.

Artículo 21.- La imposición de las
penas es propia y exclusiva de la autori-
dad judicial. La investigación de los de-
litos y la persecución legal de los impu-
tados, incumbe al Ministerio Público
con el auxilio de la policía. 
Para efectos del párrafo anterior, con
excepción del fuero de guerra, el Mi-
nisterio Público contará con autonomía
de gestión y presupuestaria, persona-
lidad jurídica y patrimonio propio. L a
policía tendrá autonomía operativa
en el ejercicio de sus funciones de in-
vestigación, que desarrollará bajo la
dirección funcional de la autoridad
ministerial en los términos que seña-
le la ley.



CUADRO 1. (Continuación)

Texto actual Texto de la reforma constitucional

En ese sentido, el capítulo IV define esta relación entre las de coordinación
de la Policía Federal con otras dependencias de la Administración Pública Fe d e -
r a l, aunque el articulado del capítulo IV se refiere sólo a la Fiscalía General
de la Federación. De este capítulo IV se desprende que la actuación de la
Policía en efecto depende o está controlada por la Fiscalía, pero vale hacer
notar las posibilidades que la ley otorga para la realización de actuaciones
autónomas a cargo de agentes de la Policía Federal:

• El artículo 20 de la iniciativa de ley faculta a la Policía Federal para ejercer sus
atribuciones y facultades sin perjuicio de aquéllas equiparables establecidas por el
orden jurídico que rige a los fiscales del Ministerio Público, lo que implica la posi-
bilidad de que se realicen funciones paralelas en ambos cuerpos e introduce inse-
guridad jurídica en la dirección funcional de la fiscalía sobre la policía.
• El artículo 22 faculta a la policía a actuar, de modo previo al conocimiento de un hecho
presuntamente delictivo por parte de la Fiscalía, cuando reciba denuncias anónimas o de
contenido no suficientemente claro, con la finalidad de verificar la información. Esta fa-
cultad supone un criterio de actuación que en materia de investigación, así sea sólo para
verificar la información de una denuncia, se realiza sin el control de la Fiscalía; aunque
el artículo 23 exige la conformación de un expediente que documente las actuaciones
policiales, ello no suple la necesidad de control de la legalidad sobre el quehacer policial.
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Compete a la autoridad administrativa
la aplicación de sanciones por las in-
fracciones de los reglamentos gubern a-
tivos y de policía, las que únicamente
consistirán en multa o arresto hasta por
treinta y seis horas y, en su caso, serv i c i o
en favor de la comunidad; si el infractor
no pagare la multa que se le hubiese
impuesto, se permutará ésta por arr e s t o
o servicio a favor de la comunidad.



• A mayor abundamiento, el artículo 24 establece la posibilidad de que la policía
actúe motu proprio en la investigación de un delito que ya está en conocimiento de la
Fiscalía, cuando el fiscal del Ministerio Público no ordene expresamente su reali-
zación, lo cual permite nuevamente la actuación policial exenta de control.
• En este mismo sentido, el artículo 31 señala que el policía federal que considere
que la evidencia que es producto de sus investigaciones es insuficiente para que el
fiscal acredite el cuerpo del delito, podrá realizar las diligencias conducentes para
obtener los elementos probatorios necesarios para consignar.

Como se puede observar, la autonomía operativa que bajo la dirección
funcional del Ministerio Público la Constitución otorga a la Policía Federal
se torna en la ley en atribuciones que escapan a este control y permiten un
funcionamiento policial sin controles.

ESTABLECIMIENTO Y ADMINISTRACIÓN
DEL SERVICIO CIVIL DE CARRERA POLICIAL

La iniciativa crea un servicio civil de carrera para la Policía Federal, c o m o
mecanismo obligatorio y permanente destinado a garantizar la igualdad de
oportunidades en el ingreso, formación y desarrollo de la corporación, con
base en el mérito y la capacidad de quienes la conforman y con el fin de ha-
cerla una institución profesional. Para su funcionamiento, el proyecto de
Ley crea diversos subsistemas encargados del reclutamiento, desarrollo y
selección, formación continua, evaluación del desempeño y separación.

Los mecanismos de reclutamiento garantizan las condiciones para el
ingreso de nuevos agentes a la Policía Federal, establecen los requisitos que
deben reunir los aspirantes, así como la obligación de aprobar los cursos de
formación inicial y de capacitación para poder permanecer en la corpo-
ración. El subsistema de desarrollo y selección establece los mecanismos
para la movilidad dentro de la carrera policial, tanto verticalmente, como
en términos de la adscripción horizontal a las diferentes unidades de la
corporación. El subsistema de formación continua prevé la capacitación y
evaluación académica permanente de los miembros de la Policía Federal,
mientras que el subsistema de evaluación del desempeño tiene como finali-
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dad valorar el comportamiento de los policías de carrera y demás servidores
públicos de la corporación, en función de las metas programáticas estable-
cidas, la capacitación lograda y las aportaciones realizadas, determinar el
otorgamiento de estímulos al desempeño destacado, aportar información
para mejorar el funcionamiento de la corporación en términos de eficien-
cia, efectividad, honestidad, calidad del servicio y aspectos financieros,
detectar necesidades de capacitación e identificar los casos de desempeño
no satisfactorio y adoptar las medidas conducentes. Finalmente, el subsis-
tema de separación fija los procedimientos para el cese de la relación labo-
ral de los miembros de la corporación, lo que incluye tres posibilidades: las
situaciones ordinarias, es decir, la renuncia, la incapacidad para el desarr o l l o
de la función, la jubilación y muerte del servidor público; otras posibili-
dades de carácter extraordinario, como es el caso del incumplimiento de
los requisitos de permanencia y la remoción, y finalmente las licencias que
son situaciones de carácter temporal.

El servicio civil de carrera policial se acompaña del establecimiento de
un sistema de responsabilidades que fija aquellas situaciones en las que un
agente de la corporación incurre en conductas que ameritan una sanción,
así como la definición y los procedimientos para imponerlas. Las faltas se
agrupan en siete rubros entre los que se destacan las fracciones IV y VI en
la que se sancionan, respectivamente, el hecho de no recoger o recabar
medios de prueba necesarios y la omisión de practicar las diligencias e
investigaciones necesarias en cada asunto. Las sanciones a las que puede
hacerse acreedor quien incurra en faltas son la amonestación pública o pri-
vada, el arresto, la retención en el servicio, la suspensión y la remoción.
También fija la ley los recursos en contra de las resoluciones que fijan las
sanciones.

En el mismo sentido, fija la iniciativa los derechos y deberes que asis-
ten a los agentes de la Policía Federal, estableciendo las conductas que les
están expresamente prohibidas, los servicios que obligatoriamente les corr e s-
ponde prestar y los derechos inherentes a su función y a su pertenencia a la
carrera policial.
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CONTROLES

La Ley determina que el mando directo de la corporación recae en el
Comisionado de la Policía Federal, quien es el responsable ante la Secretaría
del Interior y el Jefe del Ejecutivo del gobierno y administración de la cor-
poración.

Además, la iniciativa de ley crea los consejos de Honor y Pr o f e s i o-
nalización de la Policía y de Participación Ciudadana que, en coadyu-
vancia, constituyen la instancia de vigilancia del desempeño policial, con
facultades para recomendar la adscripción inicial de los nuevos agentes,
así como los cambios de adscripción de los miembros de carrera, evaluar
el servicio civil de carrera y establecer los criterios y políticas condu-
centes, elaborar el proyecto de otorgamiento de reconocimientos,
incentivos y estímulos al desempeño destacado de los policías. Ad e m á s ,
según el proyecto, el Consejo de Honor y Profesionalización será el
responsable de aprobar las convocatorias para el ingreso, los resultados
de los concursos, de resolver en única instancia los procedimientos de
separación del servicio y de remoción y de establecer los criterios y
políticas de capacitación, formación, actualización, especialización del
personal de carr e r a .

OTROS ELEMENTOS DE ANÁLISIS

Del paquete de reformas enviado por el Ejecutivo Federal, esta iniciativa es
una de las más debatidas. En términos generales, la discusión se ha centra-
do en el señalamiento de la inconveniencia de otorgar autonomía funcional
a la policía, bajo el supuesto de que la unificación de los actuales cuerpos
policiales de la Federación, la capacitación y los mecanismos de control
introducidos podrían resolver los problemas orgánicos y administrativos
que hoy aquejan a estas corporaciones. 

En principio, la idea de contar con una policía técnicamente autónoma
no es mala en sí misma, si se piensa que en la organización del Estado con-
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temporáneo, la función policial debe ser concebida como un servicio que
presta el Estado para el mantenimiento de la convivencia armónica, así
como en todos aquellos casos en los que se requiere el uso legítimo de la
fuerza, y en las situaciones que requieren de investigación profesional de
fenómenos y actos delictivos. Sin embargo, como afirman los especialistas,
el punto de partida de una reforma policial no puede desconocer la situa-
ción real que tiene cualquier corporación policial al momento de la refor-
ma. Aun cuando las modificaciones legislativas marcan los límites y delinean
normativamente los contornos de la reforma, ésta no puede llevarse a cabo
si no se da un proceso que indague en la naturaleza de los problemas que
aquejan a la policía como organización, y que proponga mecanismos desti-
nados al cambio de actitud y a la introyección de normas de comporta-
miento afines al sentido de la reforma. En el caso de una policía como la
mexicana, afectada como lo reconoce la exposición de motivos de la propia
iniciativa, por la corrupción, la penetración de la delincuencia, la ausencia
de criterios sólidos de formación y con problemas de administración, un
cambio como el que se propone puede resultar contraproducente. Otorgar
más facultades a un organismo que junto a las virtudes de las corporaciones
que le sirven de fuente, heredará también sus vicios, implica un riesgo que
no ha sido suficientemente ponderado.

Pero más allá de los defectos de la organización, la conveniencia de un
modelo policial autónomo debe ser reflexionado. Desde el punto de vista
del estado constitucional de derecho, el principio de estricta legalidad se
convierte en condición de posibilidad de una dimensión sustancial de la
democracia; en esa perspectiva, la necesidad de establecer garantías orgáni-
cas para el funcionamiento del sistema penal, y eso incluye la función poli-
cial de investigación de delitos, supone fijar los criterios para la sujeción de
todos los actos de autoridad a la legalidad, mediante el principio de seguri-
dad jurídica. De ahí que, ni siquiera la jurisdicción goce de autonomía
plena en el ejercicio de sus funciones. Si ello es aplicable a las decisiones
soberanas de un poder de la Federación lo es, por mayoría de razón, a un
cuerpo administrativo como es el caso de la policía. De ahí que sea cues-
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tionable que un agente de la policía, so pena de sanción, esté obligado a
investigar un delito, aun cuando esta investigación no haya sido ordenada
por un fiscal, sobre todo si se piensa que es una condición de seguridad
jurídica que la denuncia se realice frente al órgano instructor y que sea éste
quien, evaluando la pertinencia de hacerlo, ordene o no la investigación. En
este sentido, la reforma propone una policía propia de un estado de emer-
gencia, sin más control constitucional que la facultad expresa de actuar con
autonomía funcional.

Esta observación es convergente con la apreciación que han hecho
algunos especialistas en torno a la inconveniencia de que esta nueva Policía
Federal dependa del Poder Ejecutivo, mientras que la Fiscalía ha sido pen-
sada como un órgano autónomo. ¿Qué garantiza que los fiscales del Minis-
terio Público tendrían control efectivo sobre un cuerpo que depende
orgánicamente de la autoridad presidencial? De hecho, yendo más allá,
¿qué evitaría que el Ejecutivo Federal ordenara, dadas las facultades que se
asignan a la Policía Federal, que ésta actuara por propia cuenta, con fines
políticos?

Para quienes cuestionan el modelo, la cuestión quedaría resuelta si se
mantienen diferenciadas las funciones de investigación de las de preven-
ción, lo cual supone que la policía de investigación dependa directamente
de la Fiscalía General, mientras que la policía preventiva lo haga del Ejecu-
tivo, de modo que éste continúe teniendo el control de la fuerza pública.
En un sentido convergente, otros especialistas opinan que una policía con
autonomía de investigación podría funcionar bajo el esquema de subordi-
nación al Ministerio Público como el que prevé hoy día la Constitución, sin
que sea indispensable una reforma orgánica y, en todo caso, hacen énfasis
en la necesidad de introducir más dispositivos de control, transparencia y
rendición de cuentas que limiten las posibilidades de abuso y que potencien
los mecanismos de observación externa de la corporación policial.

Otro filón de la discusión, tiene que ver con el modelo de policía pre-
ventiva al que habrían de ceñirse estas funciones. En efecto, si se tienen en
cuenta las facultades de la nueva policía en materia de seguridad pública y
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de inteligencia policial, de la iniciativa se desprende un modelo preventi-
vo basado en la disuasión situacional y en el acopio de información sobre
el fenómeno delictivo. Para algunos, el modelo a seguir es el de la policía
comunitaria, sin embargo, vale hacer un par de comentarios al respecto:
por un lado, el community policing ha sido el modelo que, siguiendo los
lineamientos de los programas comunitarios de prevención del delito, ha
s e rvido para la instauración de políticas de seguridad altamente represi-
vas, disgregadoras y estigmatizantes, entre las cuales, la más conocida es
la identificada como “cero tolerancia”, aplicada en la ciudad de Nueva
York y en la que se ha inspirado la política de prevención en el Distrito
Federal; por otro lado, dicho modelo policial, que bajo ciertos paráme-
tros puede ensayarse con una orientación garantista, resulta más adecua-
da en organizaciones policiales locales, cuyos agentes se encuentran, dada
la naturaleza de su función, en estrecho contacto con la gente. En ese sen-
tido vale tener en cuenta que, si bien hay una dimensión de seguridad
pública entre las funciones que se prevén para la nueva policía, éstas son,
cuando no de resguardo y control de espacios federales, de coadyuvancia
con las policías locales. De cualquier modo, existen otros modelos poli-
ciales exitosos que, conocidos bajo el rubro genérico de “policías de
proximidad”, ponen el énfasis en la construcción de ciudadanía, en la
resolución alternativa de conflictos y en la despresurización del sistema
penal, como es el caso de los Mozos de Escuadra en Cataluña, que en lo
que se refiere a tareas de seguridad pública, podrían inspirar a una even-
tual nueva Policía Fe d e r a l .

OTROS REFERENTES NORMATIVOS 

No hay proyectos convergentes con los fines de esta parte de la iniciativa.
Aunque existen en la Cámara de Diputados algunos proyectos de reforma
constitucional que tienen que ver con la asignación de funciones de inves-
tigación a las policías locales –concretamente una del Congreso del Estado
de Veracruz y otra del Partido Verde Ecológista- otra iniciativa de la dipu-
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tada Silvia Oliva que pretende reformar el artículo 21 constitucional
para denominar Ministerial a la policía que hoy constituye la Agencia
Federal de Investigaciones, así como una más, del Grupo Pa r l a m e n t a r i o
de Acción Nacional destinada a crear policías delegacionales en el
Distrito Federal, ni las exposiciones de motivos, ni el contenido de las
r e f o rmas aportan argumentos para orientar la discusión en torno a una
policía federal unificada.
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CONTEXTO/PROBLEMA:
INEFICACIA DEL SISTEMA 
PENAL Y UN PROCESO 
INQUISITIVO QUE VULNERA 
LOS DERECHOS HUMANOS

La iniciativa de reformas enviadas por el Presidente de la República al
Congreso de la Unión el 29 de marzo de 2004, comparte con la mayoría
de los procesos de reforma penal en el mundo dos motivaciones principa-
les: la primera es de carácter fáctico, la denominada “crisis del sistema
penal”, caracterizada por indicadores objetivos y de percepción de baja
efectividad y credibilidad de las instituciones encargadas de la seguridad
ciudadana y la justicia penal. La otra motivación invocada por los impul-
sores de las reformas, es la necesidad de avanzar la agenda del debido pro-
ceso y los derechos humanos.1 Estas dos inquietudes se reflejan en las
exposiciones de motivos del paquete de reformas.
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INEFICACIA DEL SISTEMA

Por lo que se refiere a la ineficacia del sistema la Exposición de Motivos de
la Iniciativa de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (a partir de aquí,
Iniciativa de reformas constitucionales) comienza señalando:

A nadie escapa que la percepción ciudadana respecto de la procuración e imparti-
ción de justicia, así como el sistema de seguridad pública, no han dado los resultados
que la sociedad espera de ellos… esta percepción se atribuye principalmente al des-
crédito de las Instituciones por la ineficacia en el actuar de las autoridades, que se
traduce en inseguridad pública y en mayor impunidad. Una de las causas que pueden
explicar la falta de presentación de denuncias, por parte de la ciudadanía, deriva de
su desconfianza hacia las instituciones, lo que da como resultado la llamada “cifra
negra”; es decir, el número de delitos que efectivamente son cometidos pero que no
son denunciados ante las autoridades competentes y, por lo tanto, quedan impunes
y fuera de los registros oficiales (p. 1).

Efectivamente, la percepción de inseguridad está muy extendida. En
una encuesta realizada en agosto de 2002, se registro que 44 por ciento de
los mexicanos se sentía “algo o muy inseguro”, y que casi en uno de cada 10
hogares, por lo menos uno de sus miembros había sido víctima de al menos
un delito (9 por ciento de los hogares).2 Esta percepción tiene fund a m e n t o
en indicadores objetivos. En la última década el número de delitos reporta-
dos se ha estabilizado en alrededor de 1.4 millones de denuncias (además
de que se estima que alrededor de tres de cada cuatro delitos no son denun-
ciados). Este nivel de incidencia delictiva es alrededor de 50 por ciento
mayor que el experimentado al inicio de los noventa. Los indicadores de
violencia, como homicidios y lesiones intencionales son también muy altos
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(en México se registran anualmente 14 homicidios por cada 100,000 habi-
tantes, una de las tasas más altas en el mundo).3

También la percepción de ineficiencia de las instituciones a la que hace
referencia la iniciativa, tiene fundamento en la realidad del desempeño de
las policías y procuradurías del país, pues, en promedio, de los delitos repor-
tados sólo llega a concluirse la investigación y a poner al presunto responsa-
ble ante la justicia en 13 por ciento de los casos.4

Por lo que se refiere a la investigación penal, la iniciativa detecta como
principales causas de esta ineficacia del sistema: la saturación de los órganos
de investigación, la falta de independencia del Ministerio Público, la falta de
coordinación interinstitucional y la falta de profesionalización del Minis-
terio Público y sus auxiliares.

UN PROCESO INQUISITIVO QUE
VULNERA LOS DERECHOS HUMANOS

En cuanto al segundo argumento del diagnóstico de la iniciativa: el debido
proceso y los derechos humanos, la exposición de motivos considera que el
principal obstáculo para el fortalecimiento de los derechos humanos es la
existencia en nuestro país de un proceso penal, que aunque denominado
tradicionalmente “mixto” tiene un claro sesgo inquisitivo. En el diagnósti-
co de los derechos humanos durante el proceso penal las exposiciones de
motivos invocan en este sentido tanto los resultados del Informe del Re-
lator de las Naciones Unidas sobre la Independencia Judicial, como el In-
forme del Alto Comisionado de las Naciones Unidas: Diagnóstico sobre la
situación de los derechos humanos en México. La exposición de motivos de la ini-
ciativa de reformas constitucionales señala que se busca:
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…desterrar los vestigios del proceso inquisitivo que aún persisten en nuestro país,
tales como la importancia actual de los elementos probatorios que se allega el
Ministerio Público de la Federación durante la etapa de averiguación previa, de tal
suerte que con sustento en dichas diligencias se emiten sentencias condenatorias, sin
que se garantice el derecho del imputado a una adecuada defensa, en detrimento de
los reclamos sociales de equidad y de los compromisos internacionales asumidos por
México, a través de la suscripción de diversos instrumentos como la Convención
Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos
Civiles y Políticos (p. 3).

También se hace referencia a que en el sistema actual se da la doble vic-
timización de los denunciantes y ofendidos por parte de las autoridades
encargadas de la procuración e impartición de justicia (exposición de
motivos de la iniciativa de reformas legales, p. 33), así como de la necesi-
dad de fortalecer los derechos de la defensa.

LA PROPUESTA DE LA INICIATIVA

La iniciativa considera que al mejorar estos dos aspectos: la eficacia del sis-
tema y el respeto a los derechos humanos se pueden resolver los problemas
del sistema penal mexicano: “…el ejecutivo federal a mi cargo tiene la
firme convicción de que sólo mediante una procuración de justicia pronta,
expedita, apegada a derecho y con respeto a los derechos humanos, que
cumpla las finalidades esenciales del Estado relativas al fortalecimiento del
orden público con base en la legalidad, se podrá revertir esta sensación
social de impunidad…” (exposición de motivos de la iniciativa de reformas
constitucionales, p. 1).

Entre los mecanismos más importantes para mejorar la eficacia del sis-
tema, la iniciativa plantea la adopción de criterios de oportunidad
reglados, particularmente mediante la adopción de medidas de justicia
a l t e rnativa; la autonomía constitucional del Ministerio Público tanto en el
ámbito de competencia federal como en el local; el mejoramiento de los
esquemas de coordinación interinstitucional y profesionalización a través
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de un “sistema nacional de seguridad pública profesional y uniforme en
todo el país” (exposición de motivos de la iniciativa de reforma constitu-
cional, p. 22).

Por lo que se refiere a terminar con los vestigios del proceso penal
inquisitivo, se propone la adopción de un procedimiento penal de corte
acusatorio, cuyos principios son, de acuerdo con la iniciativa, “la oralidad,
publicidad, inmediación, contradicción, concentración y economía”
durante el proceso (exposición de motivos de la iniciativa de reforma cons-
titucional, p. 10).

OBJETIVOS Y LÍNEAS PROPUESTAS:
INVESTIGACIÓN PENAL

La reforma en materia penal propuesta por el Poder Ejecutivo en marzo de
2004 presenta diversas transformaciones e innovaciones en la etapa de in-
vestigación de los delitos, con las que se pretende responder a la proble-
mática planteada. Entre las principales novedades incorporadas por la
reforma se pueden señalar, entre otras: el Ministerio Público se establece
como órgano constitucional autónomo; se incrementan las vías por las que
la autoridad puede ser enterada de los delitos e iniciar una investigación
penal; la Policía Federal recibe facultades y obligaciones de investigación de
los delitos bajo la dirección funcional del Ministerio Público; se reducen las
formalidades durante la investigación; se introducen criterios de oportu-
nidad y medidas alternas durante la averiguación previa;5 y se modifican los
elementos de que debe disponer la autoridad ministerial para ejercer la
acción penal y consignar un caso ante el Poder Judicial.

En las próximas páginas se hará referencia en primera instancia a las
principales reformas orgánicas de las organizaciones que participan durante
la investigación de los delitos, para posteriormente describir las principales

Análisis técnico 41

5La reforma también propone la aplicación de criterios de oportunidad durante el proceso,
pero estas figuras se abordarán en el apartado respectivo de esta síntesis.



novedades propuestas durante los procedimientos de investigación de los
delitos hasta llegar, en su caso, a la consignación.

EL MINISTERIO PÚBLICO SE
ESTABLECE COMO ÓRGANO
CONSTITUCIONAL AUTÓNOMO

El Ministerio Público como sujeto procesal que dirige la investigación penal
presenta una transformación orgánica fundamental. En primer lugar, la
función de investigación y persecución de los delitos y el ejercicio de la acu-
sación penal sigue residiendo en el Ministerio Público que estará cargo de
la “Fiscalía General de la Federación” (actualmente está a cargo de la Pro-
curaduría General de la República). Además de cambiar de denominación,
la dependencia a cargo del Ministerio Público se transforma, dejando de ser
parte del Poder Ejecutivo, es decir, dependencia de la Administración
Pública Federal bajo la dirección del Presidente de la República, para cons-
tituirse en un órgano autónomo de rango constitucional. Este cambio se
realiza al transformar el texto de los artículos 21 y 102 en su apartado “A”
de la Constitución.

La iniciativa propone que la autonomía del Ministerio Público sea
adoptada en todas las entidades federativas por mandato constitucional,
pues se plantea la reforma de los artículos 116 (que se refiere a la configu-
ración de los poderes públicos de los estados) y 122 (que se refiere a la con-
figuración de los poderes públicos del Distrito Federal). También se
establece en estos cambios que el periodo del encargo del titular del
Ministerio Público en los estados y en el Distrito Federal no podría ser
menor de cinco años.

La reforma prevé que el titular de la Fiscalía General, denominado
Fiscal General de la Federación, sea designado por el Presidente de la
República con la ratificación del Senado o, en sus recesos, por la Comisión
Permanente. Duraría en su encargo cinco años, pudiendo ser ratificado por
un periodo igual. También habría fiscales de Circuito designados de la
misma forma (propuestos al Presidente por el Fiscal General), éstos du-
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rarían en su encargo cuatro años y también podrían ser ratificados para otro
periodo, renovándose escalonadamente.

Esta reforma obedece al constante planteamiento en la doctrina mexi-
cana y en la internacional sobre la necesidad de brindar independencia y
garantizar la autonomía del Ministerio Público, para evitar que la trascen-
dente facultad de ejercer la acción penal pueda politizarse al quedar bajo el
mando directo del titular del Poder Ejecutivo. La independencia del Minis-
terio Público se considera también un atributo fundamental en un proceso
penal acusatorio. Las atribuciones y procedimientos propuestos en la refor-
ma, por ejemplo con una investigación más dinámica y flexible, un conjun-
to de facultades de gran trascendencia como la aplicación de criterios de
oportunidad y el ejercicio de la acción penal, así como la igualdad entre las
partes durante el proceso, entre otros, hacen de la autonomía del Minis-
terio Público una condición necesaria para que los procedimientos penales
alcancen sus objetivos y las instituciones del sistema de seguridad ciudadana
y justicia penal mejoren su desempeño, su eficacia y su credibilidad frente
a la ciudadanía.

Desde hace décadas se ha planteado en nuestro país la necesidad de darle
independencia al Ministerio Público, fortalecer su autonomía y establecer
mecanismos de control y rendición de cuentas eficaces. En este sentido se
han manifestado los clásicos textos del doctor Héctor Fix Zamudio,6 J u-
ventino Castro,7 Miguel Ángel Castillo Soberanes8 y otros tratadistas.9
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En cuanto a las figuras concretas por las que se pueden lograr estos
propósitos, algunos tratadistas han sido de la idea de que bastaría con que
el Ministerio Público fuera un organismo descentralizado de la adminis-
tración pública; en tanto que otros señalan que debe optarse por un órgano
constitucional autónomo. Por esta última opción se inclina la iniciativa de
reformas.

También algunos analistas y expertos en el tema de reformas penales
han señalado la trascendencia de que en la designación de los titulares de la
fiscalía u oficinas del Ministerio Público participen los otros poderes, para
que no se diluya la responsabilidad política y social de los actores electos
por el voto popular en el tema de la investigación de los delitos.10 En
algunos países la designación de estos funcionarios se hace a propuesta del
Presidente con el voto calificado del Congreso o de alguna de sus cámaras
(como en México se designa a los ministros de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación). Como se ha señalado, la propuesta de reforma constitucional
del presidente Fox, plantea un esquema de designación presidencial (sin
considerar ternas u otras alternativas), sujeta a la ratificación (por mayoría
simple) del Senado de la República y en sus recesos por la Comisión
Permanente.

También algunos analistas de los procesos de reforma penal, hacen
énfasis en la congruencia que debe haber tanto entre autonomía y sistema
acusatorio, como entre autonomía y mecanismos de rendición de cuentas y
de transparencia. Si no se garantiza un proceso acusatorio y quedan rema-
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nentes o inercias inquisitivas (como en algunos puntos de la iniciativa pre-
sidencial que se señalan en este análisis), se podría dar el gran peligro de
que los intereses de malos funcionarios o de grupos sesgen el desempeño
de las instituciones. También de no existir transparencia y mecanismos de
rendición de cuentas efectivos, podrían presentarse ámbitos propicios para
la desviación de poder y para prácticas corruptas.

SE CREAN LA OFICINA DEL ABOGADO
GENERAL DE LA FEDERACIÓN Y
LA SECRETARÍA DEL INTERIOR

Por otra parte, se crea la Oficina del Abogado General de la Federación.
Esta nueva dependencia se fusiona con la anterior Consejería Jurídica de la
Presidencia, asumiendo también sus atribuciones como asesor jurídico del
Poder Ejecutivo. Se transfiere de la Fiscalía a esta oficina la atribución de
participar en todos los asuntos en que la Federación fuese parte y en los
casos de los diplomáticos y los cónsules generales. La nueva Oficina del
Abogado General de la Federación se establece, de acuerdo con la reforma,
adicionando un apartado “C” al artículo 102 constitucional. Asimismo se
hace la reforma respectiva en la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal (particularmente, arts. 2, 4, 6 y 43).

El Fiscal General sigue participando en las controversias constitu-
cionales (art. 105 constitucional). En el artículo 105 constitucional de la
iniciativa no se establece quién representaría a la Federación en caso de
controversias constitucionales; pero en el artículo 11 de la Ley Regla-
m e ntaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución, la
i n iciativa plantea establecer que “el Presidente de los Estados Unidos
Mexicanos será representado por el secretario de estado, por el jefe del
departamento administrativo o por el Abogado General de la Federación,
conforme lo determine el propio Presidente…”. En lo que se refiere a
acciones de inconstitucionalidad, actualmente el Ejecutivo a través del
Pr ocurador General de la Federación podía ejercer esas acciones (art. 105,
fr. II, inciso c); en el nuevo texto propuesto esta atribución se encomienda
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al Fiscal General (como parte del cometido de representante del interés
social); este cambio que no se justifica en la exposición de motivos podría
tener, como un efecto aparentemente no deseado, la interpretación de que
el Ejecutivo quedaría marginado del ejercicio de las acciones de inconstitu-
cionalidad.

Otra reforma orgánica significativa es la transformación de la actual
Secretaría de Seguridad Pública y Servicios a la Justicia, en la Secretaría del
Interior, de la cual dependería la Policía Federal. También se ha reformado
para tal efecto la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (prin-
cipalmente arts. 26 y 30 bis).

INVESTIGACIÓN PENAL: PRINCIPIOS
Y SUJETOS PROCESALES

Por lo que se refiere ya a la investigación penal propiamente dicha, las
etapas del procedimiento penal, entre las que se encuentra la averi-
guación previa, deben de ceñirse a principios procesales establecidos
en el primer artículo del Código Federal de Procedimientos Pe n a l e s
(C F P P): 

Debido proceso
Resoluciones judiciales imparciales, objetivas con estricto apego a la ley
Presunción de inocencia (en caso de duda deberá absolverse)
Informar al imputado de sus garantías y de su situación
Defensa adecuada
Oralidad, publicidad, inmediación, contradicción, economía y concentración
Derecho a intérprete 
Prueba lícita

En la iniciativa de nuevo Código Federal de Procedimientos Penales, se
recoge la tendencia marcada por las reformas penales recientes y los diver-
sos códigos “tipo” que se han diseñado en el ámbito internacional, en el
sentido de incorporar disposiciones generales que contienen los principios
rectores que sirven de referencia axiológica y normativa para la actuación
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de quienes tienen alguna intervención en tales procedimientos, como para
los encargados de interpretar y aplicar sus disposiciones. 

Se establece un título en el CFPP en el que se señalan las atribuciones y
los derechos de los diversos sujetos procesales: Ministerio Público, víctimas u
ofendidos, imputado, autoridades jurisdiccionales, la defensa y auxiliares (po-
licía federal, intérpretes y asesores técnicos). Se puntualizan algunas atri-
buciones y derechos durante la averiguación previa cuyas principales inno-
vaciones se irán señalando en las etapas procedimentales e instituciones
jurídicas que se comentan en los próximos apartados.

En el caso de las víctimas se integra en una sola sección algunos dere-
chos que actualmente están diseminados en diversos artículos de la codifi-
cación. Se hace referencia a los derechos constitucionales de víctimas y
ofendidos. Entre las novedades se puede señalar el énfasis en la reparación
del daño, estableciendo para las diversas etapas procedimentales la obliga-
ción del Ministerio Público de brindar los elementos para la determinación
de su monto y en caso de sentencia, la obligación de las autoridades de pro-
mover su cumplimiento incluso por la vía económica coactiva de las autori-
dades fiscales. Se refiere un Fideicomiso para la Reparación del Daño a las
Víctimas del Delito, que garantizará el pago de la reparación en caso de que
no pueda garantizarlo el imputado por un delito no considerado grave o
bien, en caso de que el condenado resulte insolvente.

Sobre la defensa se reitera la reforma constitucional propuesta en el
sentido de que los abogados defensores deben ser certificados y los pro-
cedimientos para garantizar que los imputados tengan, desde el momento
de su detención o comparecencia, un defensor, así como en las diferentes
etapas procedimentales (si no tiene defensor particular, se le asignará un
defensor público, que puede ser revocado. En caso de que el imputado sea
miembro de un pueblo o comunidad indígena, su defensor deberá tener co-
nocimiento de su lengua y su cultura). También se establece que no podrán
ser defensores quienes estén sujetos a un proceso penal o quienes hayan sido
condenados por alguno de los delitos cometidos por abogados, patronos y
litigantes (CFPP, art. 20).
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Entre los sujetos auxiliares, el CFPP introduce a los “asesores técnicos”
que podrían asistir a los defensores, fiscales y jueces, “sin que éstos tengan
derecho a hacer uso de la voz sin la anuencia del Juez” (CFPP, art. 32).

LA DIRECCIÓN FUNCIONAL DEL
MINISTERIO PÚBLICO SOBRE LA POLICÍA

Una de las principales innovaciones de la iniciativa es señalar que será la
policía quien realice las investigaciones bajo las órdenes y directrices del
Ministerio Público, a quien le reportará el inicio y avances de la investiga-
ción. En el texto de la Constitución y en la legislación de la iniciativa de re-
forma se señala: “La policía tendrá autonomía operativa en el ejercicio de
sus funciones de investigación, que desarrollará bajo la dirección funcional
de la autoridad ministerial en los términos que señale la ley” (texto del art.
16 constitucional propuesto por la reforma). En lo que se refiere al con-
tenido y alcance de esta “dirección funcional” del Ministerio Público, el
artículo 26 de la iniciativa de CFPP establece que 

…se entiende como dirección funcional, la facultad de dictar lineamientos generales
o específicos de investigación, tanto para la investigación policial como para la
averiguación previa o proceso, así como de instruir el cumplimiento de los man-
damientos ministeriales y judiciales específicos que se le encomienden con motivo
de una averiguación previa o proceso penal y de supervisar en todo momento la
legalidad de las actuaciones de la Policía.

Este es uno de los puntos de mayor controversia en la reforma penal
contemporánea. Conceptualmente parece claro: si en la investigación pre-
liminar se reúnen “pruebas” o evidencias con poder probatorio, se trata de
un procedimiento que debe ser muy formal y objeto de escrutinio de abo-
gados. En el caso de nuestro sistema legal ese abogado es el Ministerio
Público que realiza las pesquisas. Si, en cambio, se pretende un sistema
acusatorio, esto implica que la prueba se integre ante la presencia de un
juez imparcial con la libre contradicción entre las partes, entonces, las
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pesquisas iniciales se transforman en un procedimiento preliminar en el
que se reúnen indicios (sólo ante el juez podrían ser considerados como
elementos probatorios), por lo que en este sistema acusatorio la in-
vestigación preliminar se transforma en un asunto policiaco, susceptible
de ser desformalizado, bajo la dirección funcional del fiscal o Ministerio
P ú b l i c o .

Una crítica de la doctrina y de los diagnósticos internacionales sobre el
estado de los derechos humanos en México es precisamente el gran poder
probatorio de esta etapa “previa” o “preliminar”, por lo que se ha transfor-
mado en una etapa muy formalizada con espacio al contradictorio entre
defensa y Ministerio Público como si éste fuese un juez (al mismo tiempo
que la autoridad que investiga), lo que es un rasgo institucional característi-
co de un sistema inquisitivo. El enfoque acusatorio busca que los resultados
de las pesquisas se trasladen ante la sede judicial y sea en ésta donde las par-
tes presenten y sustenten sus pretensiones y argumentaciones.

En la práctica, la instrumentación de este redimensionamiento de la in-
vestigación penal y particularmente, la dirección funcional del fiscal de la
investigación policiaca han sido muy controvertidas y se han registrado
muchas resistencias. En la mayoría de los países de Latinoamérica, la policía
ya era la que investigaba los ilícitos y ven como un intruso al Ministerio
Público, figura de reciente creación (Chile) o que no tenía la atribución de
dirigir la investigación (como en El Salvador, desde mediados de los noven-
ta). En Costa Rica se ha dado el fenómeno de que los nuevos ministerios
públicos, por su falta de experiencia en la investigación penal, han termi-
nado por delegar de facto en la policía, la dirección y realización de la inves-
tigación;11 en tanto que en países como El Salvador “…la policía sigue
rehusándose a ser dirigidos por una institución fuera de sus estructuras, en
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una de las facultades que históricamente han considerado propias”,12 por lo
que con frecuencia no notifica al fiscal o avisa con retraso, de sus actua-
ciones.13 La instrumentación del nuevo sistema ha tenido fricciones entre
policía y fiscal; y los poderes judiciales han tenido que intervenir, vía
jurisprudencia, para conformar la definición judicial de dicha dirección
funcional y sus alcances, así como garantizar su respeto.

En México, se pueden dar resistencias en sentido contrario, es decir,
que el Ministerio Público se resistiera a delegar el control formal que tiene
sobre las acciones de investigación o que la impericia de la policía en la rea-
lización de estas tareas, impida una adecuada pesquisa penal, así como la
posibilidad de que la policía busque poner a prueba los mecanismos de
control establecidos por la figura de la dirección funcional.

En la práctica, en México la investigación criminal es la excepción y no
la regla, la policía no está capacitada para investigar. Asimismo en la prácti-
ca quien realiza las pesquisas es la Policía Judicial –llamada ya en algunos
estados, por lo mismo, investigadora– mientras el Ministerio Público per-
manece en labores de oficina, integrando el expediente (Juventino Castro
ha señalado por ello que “el Ministerio Público ha devenido en un
amanuense de la Policía Judicial”). Esto se ha debido por una parte, al exce-
so de trabajo, pero en mayor medida al diseño institucional y orgánico de
las procuradurías que establecen estructuras paralelas entre el Ministerio
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and practice”, British Journal of Criminology , vol. 41, Centre for Crime and Justice Studies, Oxford
University Press, Oxford, pp. 342-361.



Público y la Policía Judicial, nulificando, en la práctica, el mandato consti-
tucional de que la Policía Investigadora esté bajo el mando directo del
Ministerio Público.

De esta forma los críticos de la instrumentación de la dirección funcio-
nal en México enfatizan que si en el actual marco normativo constitucional
en el que se señala la dependencia directa de la policía del Ministerio Pú-
blico “ha sido difícil… que el Ministerio Público de veras encauce y dirija
la actividad investigadora de la policía; la situación sería peor si el
Ministerio Público carece de autoridad directa sobre ella y debe requerir a
otra autoridad la participación de la policía”.14 En general se estima que la
carencia de capacitación de las policías, el diseño orgánico propuesto y el
breve periodo transitorio de un año, harían poco alentadora, incluso peli-
grosa, la adopción de esta dirección funcional.

Los principales desafíos en los procesos de reforma penal recientes han
sido: el establecimiento de mecanismos de comunicación y control entre
dos entidades autónomas (en el caso de la propuesta en México ubicadas
orgánicamente en dependencias diferentes), así como capacitar a los fun-
cionarios a cargo sobre una investigación científica.

Uno de los propósitos de colocar a la policía y al fiscal en dependencias
distintas, es evitar que el fiscal solape investigaciones y pruebas ilícitas; así
como, en sentido inverso, que el fiscal no pueda presionar o comprometer la
imparcialidad de la investigación policial. La supervisión judicial, así como
la d efinición de esta relación entre policía y órgano de acusación, y la resolu-
ción de sus controversias y lagunas por vía jurisprudencial son fundamentales.

VÍAS POR LAS QUE LA AUTORIDAD PUEDE SER
ENTERADA DE LOS DELITOS E INVESTIGACIÓN PENAL

Se establece que además de la denuncia o querella, también se puede
iniciar una investigación penal con un acta circunstanciada que levante e l

Análisis técnico 51

14 Sergio García Ramírez, “Comentario a la iniciativa de reforma constitucional en materia
penal del 29 de marzo de 2004”, inédito, México, 2004, 45 pp.



Ministerio Público cuando tenga noticia, por vía distinta de la de una
denuncia, de hechos probablemente constitutivos de un delito perse-
guible de oficio.

La Policía Federal está obligada a realizar investigaciones cuando haya
tenido conocimiento del ilícito por cualquier medio diverso a una denun-
cia dando aviso inmediato al Ministerio Público de la Federación15 (de
acuerdo con la exposición de motivos, esta disposición pretende dejar sin fun-
damento la inactividad de la policía por argumentar que no existe denuncia).
En caso de delitos que deban perseguirse por querella o su equivalente, la
policía no podrá realizar investigaciones de oficio, salvo en casos de fla-
grancia. En los delitos que la Policía Federal investigue de oficio estará
obligada a presentar la denuncia y los elementos que arroje la investigación
ante el Ministerio Público (CFPP, art. 283).

Como se ha referido la policía deberá realizar “todas las diligencias de
investigación que la autoridad ministerial le ordene en su auxilio” (CFPP, art.
290). No obstante, se señala, que “…el Fiscal deberá de señalarle a la Po-
licía Federal líneas generales de investigación, a efecto de que la Policía no
suspenda la indagatoria, aduciendo la falta de instrucciones específicas, sin
perjuicio, de que el fiscal le ordene la suspensión de la investigación a la
autoridad policial, cuando lo considere pertinente” (CFPP, art. 291).

UNA INVESTIGACIÓN PENAL SIN FORMALIDADES

Desde la exposición de motivos de la iniciativa de reformas constitucionales
se señala que “…la implementación del sistema acusatorio… implica des-
formalizar la investigación ministerial…”, en consecuencia, el CFPP estable-
ce como regla para las diligencias de investigación del fiscal y la policía, la
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no formalidad, salvo excepciones establecidas por la ley (art. 90). Se señala
que de lo realizado en la investigación se realizará una minuta (art. 91).

Si no se advierten datos concretos que investigar o de las diligencias
practicadas no resultan elementos bastantes para que el Ministerio Público
pueda ejercer acción penal y no aparece que se puedan practicar otras, el
servidor público que establezca la ley determinará la reserva de la investigación,
si con posterioridad pudieran aparecer nuevos indicios que permitan con-
tinuar la investigación con posibilidad de ejercer acción penal, dando aviso
inmediato al Ministerio Público de la Federación de esta determinación. 

Consistente con la reducción de eficacia probatoria de la averiguación
previa, se establece que: “En la etapa de averiguación previa los elementos
probatorios que se recaben sólo tendrán valor probatorio para acreditar el
cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado, salvo en
el caso de la prueba anticipada” (CFPP, art. 109). La prueba anticipada con-
siste en las diligencias que se lleven a cabo desde la averiguación previa y
hasta antes de la audiencia principal que por su naturaleza se consideren
irrepetibles (CFPP, art. 257) y sólo tienen validez cuando la defensa, el fis-
cal y el juez o, en su caso, el secretario del juzgado hayan estado presentes
en el desahogo de la diligencia (CFPP, art. 258). 

La esencia del juicio oral es que la intensidad probatoria, es decir la pre-
sentación de evidencias, peritajes y testimonios, y su discusión, argumenta-
ción y contradicción entre el fiscal y la defensa se den en una sola audiencia
y en presencia del juez, por lo que la evidencia reunida durante la investi-
gación no tiene más eficacia legal que la de fundar la consignación ante el
juez y ya será en el desarrollo de la audiencia principal en el que las partes
llevarán los elementos de la investigación, así como los que se hayan
reunido con posterioridad, al conocimiento del juez.

Por ello sólo puede ser prueba lo que se presente en la audiencia prin-
cipal del juicio oral. Sin embargo, hay circunstancias excepcionales en las
que una de las partes no puede esperar hasta la audiencia para desahogar un
medio de prueba, como podría ser, el caso de un testigo clave del caso, cuya
condición de salud haga probable su pronta muerte. Para estos casos
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extremos se contempla la posibilidad de la “prueba anticipada”. Si la legis-
lación no enfatiza este carácter excepcional, como no lo hace el código
propuesto, la inercia que actualmente hace de la averiguación previa un
ámbito en el que se integran elementos de gran valor probatorio, podría
provocar que los expedientes se llenaran de pruebas anticipadas que sólo se
repetirían o incorporarían al proceso durante la audiencia principal, desvir-
tuando la naturaleza del proceso oral y perdiendo el potencial de mejora en
la impartición de justicia que se deriva de su aplicación.

Como ya se había señalado, en ese mismo sentido de “redimensionar”
la averiguación previa, va el que las tareas de investigación y su registro, en
tanto no impliquen un acto de molestia para las personas, no deben estar
sujetos a formalidades legales. 

BREVE REFERENCIA A LA
RETENCIÓN DEL INDICIADO

En el capítulo sobre la “Detención y retención del indiciado” (C F P P,
arts. 306-309). La única referencia a la retención se encuentra en uno
de los párrafos del artículo 307 de la iniciativa de CFPP que señala que en
los casos de flagrancia “…el Fiscal decretará la retención del indiciado
si están satisfechos los requisitos de procedibilidad y el delito merece
sanción privativa de libertad, o bien ordenará la libertad del detenido,
cuando la sanción sea no privativa de la libertad o alternativa”. Este
texto es igual al actual artículo 193 vigente del mismo ordenamiento; sin
embargo, la iniciativa al describir el trámite de la averiguación previa
introduce una excepción al señalar: 

Cuando para la persecución de un delito se requiera querella u otro acto equivalente,
a título de requisito de procedibilidad, el Ministerio Público de la Federación ini-
ciará la averiguación previa y actuará según lo previsto en la Ley de la Fiscalía General
de la Federación, para conocer si la autoridad formula querella o satisface el requi-
sito de procedibilidad o equivalente; en los casos de flagrancia, podrá decretar la retención
del indiciado aun cuando no se haya cumplido el requisito, mismo que deberá satisfacerse den -
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tro del plazo a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos (cursivas del autor, art. 295). 

CRITERIOS DE OPORTUNIDAD

Como veremos en lo referente a la consignación de la averiguación, la ini-
ciativa considera que una de las implicaciones del establecimiento del sis-
tema acusatorio, sería el incremento en el número de las consignaciones
que aunado al “…principio del esclarecimiento judicial de los hechos,
podría saturar la capacidad del poder judicial, por lo que se propone optar
por la aplicación reglada de diversos criterios de oportunidad, como excep-
ción a la obligación ministerial de investigar y perseguir los delitos hasta la
sentencia, como ordena el tradicional principio de legalidad”. Asimismo
propone establecer en el artículo 16 constitucional la posibilidad de que los
ministerios públicos y los jueces apliquen criterios de oportunidad proce-
sal16 implementando figuras de la denominada justicia alternativa y meca-
nismos autocompositivos.

Así, el texto que propone la iniciativa para el artículo 16 constitucional
establece: “El Fiscal del Ministerio Público y el Juzgador, en los casos
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tiendo su debida aplicación al control judicial.



expresamente previstos por las leyes, podrán aplicar criterios de oportu-
nidad que fomenten el cumplimiento de los principios de la procuración e
impartición de justicia, previstos en esta Constitución.”

En la legislación procesal se le asigna al Ministerio Público la facultad
de aplicar criterios de oportunidad (CFPP, art. 4o., fr. IX y art. 178, fr. VI).
El criterio de oportunidad se aplica a través de los procedimientos que el
código referido denomina como “medidas alternativas”. La medida alter-
nativa aplicable durante la averiguación previa es la conciliación (CFPP, arts.
260 al 272). El fiscal, a través de conciliadores públicos (adscritos a la
unidad administrativa que el fiscal general de la Federación determine por
acuerdo: CFPP, art. 264) o privados, procurará la conciliación del imputado
y la víctima siempre y cuando sean delitos que se persigan por querella (o
equivalente), sean delitos que se persigan de oficio pero que no se consi-
d eren graves. También se podrán conciliar delitos considerados graves,
siempre y cuando se trate de delitos patrimoniales (robo, abuso de confian-
za, fraude, extorsión, delitos de comerciantes sujetos a concurso, despojo y
daño en propiedad ajena), con excepción del robo con violencia y robos
cometidos por más de dos sujetos con violencia y ventaja. No podrán con-
ciliarse los delitos perseguibles de oficio anteriormente señalados, si el
inculpado tiene antecedentes penales por el mismo delito (C F P P, art.
2 6 3 ) .

El acuerdo conciliatorio suspende la investigación (quedarán reservadas
las averiguaciones: CFPP, art. 319). Una vez ratificado y cumplido, el acuerdo
tendrá los mismos efectos que el perdón del ofendido en los delitos
perseguibles por querella o equivalente; en tanto que conllevará el no ejer-
cicio de la acción penal en los delitos perseguibles de oficio. Si no se logra
la conciliación de intereses o el imputado no cumple con el acuerdo con-
ciliatorio se continuará con la averiguación previa (270). La información
que se genere durante este procedimiento no podrá ser utilizada en per-
juicio de las partes dentro del procedimiento penal (269).

El principio de oportunidad es una figura de gran trascendencia en las
propuestas contemporáneas de reforma procesal penal. Siempre que se
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somete a análisis un sistema penal en los diversos países del mundo suele
hablarse de una “crisis del sistema penal”, en la que uno de sus principales
rasgos es la saturación de las instituciones encargadas de investigar, per-
seguir y juzgar los casos penales. Ante este panorama una de las propuestas
pragmáticas ha sido simplificar u obviar la investigación o el proceso penal
en ciertos casos en los que se considera que no se trata de un delito grave
y que puede dársele una salida alternativa sin necesidad de llegar hasta el
juicio, dejando esta instancia y los recursos del Estado para casos de mayor
gravedad o reprensión social o aquellos en los que no puedan conciliarse los
intereses afectados. El principio de oportunidad es una institución que ge-
nera gran interés y controversia en países que como México se desarrollan
dentro de la tradición jurídica romano-canónica (también denominada de de-
recho civil o continental), que tiene como una de sus instituciones más
arraigadas en materia penal el principio de legalidad, es decir, que en todo
caso en el que exista “un hecho, eventualmente punible, perseguible por
acción pública, es obligatorio promover la persecución penal y, tras el trá-
mite procesal pertinente, arribar a la decisión judicial que solucione el caso
según las normas del derecho penal y ponga fin al proceso”.17 Es decir,
independientemente de las características del ilícito y de la opinión de la
víctima u ofendido, la investigación y en su caso, el proceso debe agotar
todas las instancias y llegar hasta sus últimas consecuencias.

Los críticos de la aplicación inflexible de este principio señalan que en
ningún país del mundo se puede investigar y procesar todos los casos que
ingresan al sistema, por lo que en la práctica, los funcionarios a cargo tienen
que discriminar qué casos atienden y cuáles quedan en el olvido. 

El principio de legalidad es en la realidad, una ficción porque el sistema penal no da
respuesta a todos los conflictos, existiendo por lo tanto una selección arbitraria, por
lo que el principio de oportunidad resulta un criterio razonable de selección… el prin-
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cipio de legalidad se corresponde con un sistema inquisitivo, mientras que el
p r i ncipio de oportunidad se corresponde con un sistema acusatorio”.18

Por otra parte, existe un sector de la doctrina que propone la adopción
cuidadosa de estos principios velando porque en los casos de conciliación,
acuerdos reparatorios o algunos tipos arreglos que impliquen, explícita o
veladamente, una transacción entre víctima e imputado o entre éste y la
autoridad acusadora, se garantice la debida información y asesoría de las
partes y se someta al escrutinio judicial la suficiencia de la información de
las partes y la legitimidad de su consentimiento, así como la legalidad y
equidad de los términos del acuerdo. En el caso de la conciliación durante
la averiguación previa, el caso se resuelve en el ámbito de las procuradurías,
sin intervención judicial. En otros países, como por ejemplo, Chile (art.
241 de su legislación procesal) los acuerdos reparatorios durante la investi-
gación tienen que ser aprobados por un juez.

Otros autores señalan que no sólo se deben racionalizar los recursos del
sistema penal desahogando rápidamente o bien, permitiendo (o inducien-
do) la autocomposición entre los intervinientes, de los casos que ingresan
al sistema; sino, principalmente, evitando que ingresen.19 Es decir, si se
considera que por la naturaleza de los hechos (no exista intención o se trate
de un delito menor no violento) el caso puede ser resuelto de manera ágil
o por transacciones entre los intervinientes, ¿por qué no despenalizarlo,
sacándolo de los códigos penales y llevándolo a calidad de faltas adminis-
trativas?20

Investigación Penal58

18Conclusiones del “Congreso Internacional sobre el Principio de Oportunidad en Materia
Penal”, La Plata Argentina, 2002, citado por Pedro J. Bertolino en “Los sistemas de enjuicia-
miento penal y sus órganos de acusación”, Criminalia, año LXIX, núm. 2, México, mayo-agosto de
2003, pp. 125-162.

19En este sentido Nicolás Rodríguez García, habla de despenalización en sentido amplio, que
incluye tanto la descriminalización como la disminución de la intervención penal. Cfr. Nicolás
Rodríguez García, El consenso en el proceso penal español, J.M. Bosch Editor, Barcelona, 1997, 254
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20Se agradece al doctor Miguel Sarre el señalamiento sobre la omisión, en una versión ante-
rior de este análisis, de esta corriente doctrinal.



CONSIGNACIÓN

La exposición de motivos de la reforma constitucional propuesta señala
que la introducción del sistema acusatorio “…implica desformalizar la in-
vestigación ministerial y la reducción de requisitos para someter a la con-
sideración judicial el asunto, en equilibrio con el principio de que sólo
aquello que es ofrecido y desahogado en juicio tiene valor probatorio… Lo
anterior da lugar a que el número de asuntos para consignar aumente…”
(exposición de motivos de la iniciativa de reformas constitucionales, p. 6).
En el mismo sentido la exposición de motivos de la reforma legal señala
como una de las directrices que guiaron la elaboración de la propuesta del
nuevo CFPP: “Reubicar en su justa dimensión la exigencia probatoria a cargo
del Fiscal para ejercer la acción penal, en un proceso adversarial” (p. 8).

Si bien en el ámbito constitucional no se modifica que los requisitos
para consignar son la acreditación del cuerpo del delito y la probable respon-
sabilidad del imputado, a nivel de códigos, se introducen reformas que, a l
menos potencialmente, podrían reflejarse en un incremento de las consigna-
ciones. Consistente con el argumento de redimensionamiento de la averi-
guación previa, en el artículo 177 del CFPP de la propuesta se señala que se
consignan “elementos” y no “medios probatorios” como se establece ac-
tualmente en el artículo 168, su equivalente en el CFPP vigente. Asimismo,
se suprime la referencia a que la comprobación de alguna causa de licitud
o excluyente de culpabilidad pueda darse ante el Ministerio Público (art.
168 CFPP, vigente), también se suprime el señalamiento de que el fiscal debe
expresar “…sin necesidad de acreditarlo plenamente, la forma de reali-
zación de la conducta, los elementos subjetivos específicos cuando la des-
cripción típica lo requiera, así como las demás circunstancias que la ley pre-
vea” (art. 134 CFPP, vigente). Las posibles excluyentes derivadas de la falta
de elementos objetivos del delito serían abordadas en sede judicial. Por lo
que se refiere al análisis de los elementos de carácter subjetivo, se mantiene
el sistema de que se dé hasta después del auto judicial de procesamiento (el
nuevo texto propuesto señala que sería en la audiencia principal). También
se suprime la referencia a que el inculpado puede acreditar ante el Mi-
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nisterio Público la inexistencia de los elementos subjetivos del tipo (parte
final del art. 134 del CFPP vigente). Para ver con mayor detalle estos cam-
bios puede verse el cuadro comparativo que se presenta más adelante).

Estos cambios significan una reducción en los requisitos de consig-
nación, que corresponderían a la expectativa expresada en la exposición de
motivos de la iniciativa respecto a que el número de consignaciones se
incremente. Por ello, un gran desafío institucional de esta reforma es con-
tar con un Poder Judicial capaz de recibir el incremento en la carga de tra-
bajo y realizar un minucioso estudio de las consignaciones, para minimizar
las molestias que puedan causarse a los ciudadanos consignados sin los sufi-
cientes elementos para procesarlos, como corresponde a la tarea judicial en
tanto escrupuloso revisor de los elementos de la investigación y garante de
la presunción de inocencia y de las garantías de las personas sometidas al
sistema de justicia penal.21

CUADRO COMPARATIVO DE DISPOSICIONES SOBRE CONSIGNACIÓN EN EL CÓDIGO FEDERAL DE

PROCEDIMIENTOS PENALES

Texto vigente Texto propuesto
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Artículo 168
Por cuerpo del delito se entiende el
conjunto de los elementos objetivos o
externos que constituyen la materiali-
dad del hecho que la ley señale como
delito, así como los normativos, en el
caso de que la descripción típica lo
requiera.

Artículo 177
Por cuerpo del delito se entiende el
c o njunto de los elementos objetivos o
e x t e rnos que constituyen la materia-
l idad del hecho que la ley señale como
delito, así como los normativos, en el
caso de que la descripción típica lo
requiera.

21En México, este incremento, al menos formal, en la posibilidad de consignación, puede
resultar inquietante si se toma en cuenta que los jueces del país suelen considerar que existen sufi-
cientes elementos para procesar a los consignados en aproximadamente el 90 por ciento de los
casos (procesamiento de 89.8 por ciento de los consignados por parte de los jueces de compe-
tencia local; en tanto que asciende a 89.2 por ciento en el ámbito de competencia federal:
Cuadernos de Estadísticas Judiciales en materia Penal , INEGI, México, 2003, pp. 119 y 129).



Texto vigente Texto propuesto

Análisis técnico 61

La probable responsabilidad del indi-
ciado se tendrá por acreditada cuando,
d e los medios probatorios existentes, se de-
duzca su participación en el delito, la
comisión dolosa o culposa del mismo y no
exista acreditada a favor del indiciado algu -
na causa de licitud o alguna excluyente de
culpabilidad.
El cuerpo del delito de que se trate y la
probable responsabilidad se acreditarán
por cualquier medio probatorio que se-
ñale la ley.
Artículo 134
En cuanto aparezca de la averiguación
previa que se han acreditado el cuerpo
del delito y la probable responsabili-
dad d e l indiciado, en los términos del
artículo 168, el Ministerio Público ejer-
c itará la acción penal ante los tribuna-
les y expresará, sin necesidad de acreditarlo
p l enamente, la forma de realización de la
conducta, los elementos subjetivos especí -
ficos cuando la descripción típica lo requiera,
así como las demás circunstancias que la ley
prevea.
No obstante lo dispuesto por la
Fracción II del artículo 15 del Código
Penal Federal, el Ministerio Público
podrá ejercitar la acción penal en los
términos del párrafo precedente y, en
su caso, las excluyentes del delito que se
actualicen por la falta de los elementos

La probable responsabilidad del indi-
ciado existirá cuando, de los elementos
existentes, se deduzca su intervención
en el posible delito como autor o par-
tícipe.
El cuerpo del delito de que se trate y la
probable responsabilidad penal se
acreditarán por cualquier medio que
no esté prohibido por la ley.

Art. 305
Inmediatamente que el fiscal tenga ele-
mentos que acrediten el cuerpo del de-
lito y la probable responsabilidad penal
del indiciado, en los términos del ar-
tículo 177 de este Código, ejercitará la
acción penal ante los tribunales fede-
rales. 
No obstante lo dispuesto por el ar-
tículo 15 del Código Penal Federal, el
fiscal podrá ejercitar la acción penal
en los términos del párrafo anterior
y, en su caso, las excluyentes del deli-
to que se actualicen, por falta de los
elementos objetivos del delito, serán anali -
zadas por el juzgador al resolver la situa -
ción jurídica del imputado dentro del plazo
constitucional. En el caso de las de carác -
ter subjetivo, serán analizadas en la au-
diencia principal.



(Continuación)

Texto vigente Texto propuesto
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s u bjetivos del tipo, serán analizados por
el juzgador después de que se haya
d i ctado el auto de formal prisión o de
s u j eción a proceso según corresponda,
sin perjuicio del derecho del inculpado de
acreditar ante el propio Ministerio Público la
inexistencia de los mencionados elementos
subjetivos del tipo.



CONTEXTO/PROBLEMA: INCAPACIDAD 
DEL SISTEMA PENAL ORDINARIO PARA 
COMBATIR LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

A partir de la década de los setenta del siglo XX, occidente se ha caracte-
rizado por la aparición de procesos que, gracias al desarrollo de los medios
de comunicación, de transporte y de la informática, produjeron nuevos inter-
c a mbios en materia de migración humana, mercancías, recursos financieros,
información e ideas en el nivel transnacional, desde entonces conocidos e
identificados a través de la denominación genérica de “globalización”. Con
ello, la hegemonización de la economía de mercado y la occidentalización
de las identidades culturales a través de los medios masivos de comuni-
cación y la telemática, produjeron, sin embargo, paradojas. Entre los aspec-
tos negativos derivados de dichas paradojas, se encuentra la aparición de
fenómenos que, dado su carácter disruptivo, fueron paulatinamente pros-
critos en los ordenamientos penales en diversos países.

La reivindicación de los nacionalismos, cuya expresión violenta para-
digmática la constituyó el terrorismo de ETA en España y del IRA en Irlanda;
la exacerbación de la cultura de ilegalidad en la Italia a manos de Cosa
Nostra en Palermo, de la N’drangheta en Calabria o de la Camorra napoli-
tana, así como de organizaciones similares en Japón, China o Rusia; la
emergencia de mercados ilícitos de sustancias prohibidas en los Estados
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Unidos, América Latina y Asia; fenómenos todos con fuertes raíces sociales
históricas, en el ámbito de la globalización convergieron mostrando un
panorama que paulatinamente hizo evidente el crecimiento de una indus-
tria de la violencia asociada al mercado ilegal de bienes prohibidos, a la
corrupción de las instituciones del Estado y al poder, asentada en estruc-
turas jerárquicas y sistematizadas que, en términos genéricos han sido reco-
nocidas, por esta razón, como delincuencia organizada. Dado el carácter
fenoménico de estos delitos –es decir, de conductas que no se agotan en un
acto contingente, sino que poseen un carácter continuo, no sólo en el tiempo,
sino en el espacio– en los últimos 30 años, esta situación ha dado lugar a
medidas extremas que incluso, a mediados de la penúltima década del siglo
pasado, dieron lugar al reconocimiento de un periodo que en la historia del
control penal es claramente identificado como “fase de la emergencia” cuya
característica principal la constituyó la aparición de disposiciones legales
que supusieron una excepción a las garantías del orden constitucional, con
miras a atacar problemas específicamente relacionados con el terr o r i s-
mo –como ocurrió en España e Inglaterra– o con las organizaciones mafiosas
–como es el caso del Código Penal Italiano de los años ochenta– o con el
consumo y el tráfico de drogas –por ejemplo la National Security Decision
Directive, en los Estados Unidos. En todos estos casos, así como en las dis-
posiciones que poco más tarde se fueron concretando en instrumentos
internacionales, como las convenciones de Viena de 1998, la declaración
Política y Plan de Acción Mundial de Nápoles contra la Delincuencia
Transnacional Organizada de 1994 y su resultado, la reciente Convención
de Palermo de 2000, todos documentos aprobados por la Asamblea
General de la Organización de las Naciones Unidas, el común denominador
y eje de justificación de su carácter excepcional lo constituye, de hecho, el
reto de controlar un problema cuya persecución y control se dificulta en
función de las garantías del debido proceso.

En México, el periodo de la emergencia puede rastrearse también
hasta los ochenta, cuando la política criminal nacional prácticamente se
volcó hacia la Campaña Pe rmanente de Combate contra la Producción y

Procedimiento Especial64



Tráfico de Estupefacientes. Más claramente, durante la administración del
presidente De la Madrid, el Estado mexicano fue incorporando diversos
recursos a nivel constitucional y procesal destinados a combatir el fenó-
meno, pero no fue sino hasta 1996 cuando el Congreso aprobó la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada que, en términos generales,
planteó un régimen de excepción en el tratamiento penal de los ilícitos
cometidos por organizaciones criminales. La aprobación de la ley debe
leerse en el contexto de una fuerte llamada de atención hacia la constitu-
ción de redes delincuenciales que han tenido participación en delitos
hasta entonces considerados convencionales, como es el caso del robo de
autopartes, o el secuestro, detrás de los cuales, sin embargo, ha podido
probarse la colaboración sistemática y jerarquizada de diversas personas
asociadas con el fin de obtener beneficios económicos o materiales. Junto
a la ley, diversas disposiciones de carácter excepcional fueron también
incorporadas mediante la reforma del Código Federal de Pr o c e d i m i e n t o s
Penales, con la finalidad de restar obstáculos a la investigación de estas
organizaciones delictivas.

En esta dirección, la exposición de motivos de la reforma a la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada propuesta en el paquete envia-
do por el presidente Fox, reconoce que ésta tiene como fin …adecuar el
marco normativo (…) para continuar avanzando en la lucha contra la dinámica de
la delincuencia organizada…La propia exposición, al reconocer las caracterís-
ticas particulares de las organizaciones delictivas, señala que …es necesario
fortalecer los instrumentos jurídicos para su persecución… lo que implica … c o n t e m-
plar en la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, algunas figuras jurídicas
previstas en el actual Código Federal de Procedimientos Penales, a efecto de preservar
valiosas reglas, de investigación del delito…

Frente al modelo adversarial y acusatorio que propone la propia refor-
ma al procedimiento penal ordinario, la exposición de motivos de esta
iniciativa encuentra justificado el carácter mixto de la persecución de los
ilícitos atribuidos a la delincuencia organizada, argumentando que: 
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…este ejercicio democrático no puede otorgarse a quienes minan las instituciones
del Estado y resquebrajan el tejido social, de ahí que se propone sólo para los deli-
tos cometidos por miembros de la delincuencia organizada preservar el modelo
vigente de investigación en la etapa de averiguación previa… 
(…)
…así que esta presentación del actual formalismo de la investigación preliminar se
justifica y en nada desmerece la justificación que anima al nuevo Código Federal de
Procedimientos Penales que también se propone a esta representación popular, pues
éste va dirigido a otro tipo de delincuencia, e incluso a la persona que accidental-
mente incurrió en un delito, pero que tiene un modo honesto de vivir, así que no
hay comparación y por ello debe prevalecer el interés superior de la seguridad
nacional.

OBJETIVOS Y ESTRATEGIAS
DE LA PROPUESTA DE REFORMA

La mayor parte de las modificaciones que introduce la iniciativa de refor-
ma a la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada están destinadas a
armonizar el nuevo texto con el resto de las reformas propuestas en el
paquete enviado al Senado. Así, en los artículos 8, 11, 16, 20, 21, 27, 28 y
37 se sustituye, según corresponde:

Procuraduría General de la República, por Fiscalía General de la Federación,
Procurador General de la República, por Fiscal General de la Federación, 
Unidad especializada, por fiscalía especializada, 
Agentes del Ministerio Público de la Federación, por fiscales del Ministerio Público
de la Federación, y
Policía Judicial Federal, por Policía Federal.

Por otra parte, la iniciativa propone derogar el artículo 38 de la ley
actual, debido a que su contenido se encuentra comprendido ya en el
Código Federal de Procedimientos Penales.

Así, como modificaciones de fondo quedan, la incorporación de un
artículo 8 Bis, y nuevos textos para la primera parte del artículo 9 y para el
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artículo 41, así como una adición al final del artículo 34. El sentido de las
modificaciones realizadas puede agruparse en tres rubros, a saber:

1. modificaciones al procedimiento de solicitud de información relativa al sistema
financiero;
2. modificaciones al régimen de protección de personas que intervienen en un pro-
ceso penal relacionado con la delincuencia organizada, y
3. modificaciones al régimen de prueba en materia de delincuencia organizada.

REFORMA DEL PROCEDIMIENTO DE
SOLICITUD DE INFORMACIÓN RELATIVA
AL SISTEMA FINANCIERO, PREVISTO
EN EL ARTÍCULO 9 DE LA LEY

Aun cuando el argumento que justifica la reforma no se presenta en la
exposición de motivos, es sabido que el procedimiento que la ley vigente
prevé para la investigación del delito de operación con recursos de
procedencia ilícita supone, en los casos en los que se investiga el delito
de operaciones con recursos de procedencia ilícita, la coordinación con
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y, por otra parte, que los
requerimientos de información financiera se hagan por conducto de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional del
Sistema de Ahorro para el Retiro y de la Comisión Nacional de Seguros
y Fianzas según corr e s p o n d a .

La reforma al artículo 9 propone dos cambios: por una parte, elimina
la referencia a la coordinación del Ministerio Público con la Secretaría de
Hacienda, y por el otro, establece la facultad del Ministerio Público y de la
autoridad judicial para que los requerimientos que cualquiera de ambas au-
toridades formule de documentos e información relativa al sistema fi-
nanciero se hagan de manera directa a las entidades que lo integran, susti-
tuyendo la intermediación de las instancias previstas en el artículo 9 de la
ley en vigor y, por la obligación de darles aviso.

Como se puede inferir, la intención de la reforma es la de otorgar a
la autoridad ministerial o judicial, según se trate, mayores facilidades
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para realizar la investigación, en la medida en la que, en la práctica, la
i n t e rmediación de las comisiones que coordinan el sistema financiero,
supone un trámite que se torna en un obstáculo, en términos la celeri-
dad que requiere la investigación de los ilícitos relacionados con el sis-
tema financiero.

CUADRO 1. REFORMA AL PROCEDIMIENTO DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN

RELATIVA AL SISTEMA FINANCIERO, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 9 DE LA

LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

Texto vigente Texto propuesto por la iniciativa
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Artículo 9.- Cuando el Ministerio
Público de la Federación investigue
actividades de miembros de la delin-
cuencia organizada relacionadas con
el delito de operaciones con recursos
de procedencia ilícita, deberá realizar
su investigación en coordinación con
la Secretaría de Hacienda y Crédito
P ú b l i c o .
Los requerimientos del Ministerio
Público de la Federación, o de la autori-
dad judicial federal, de información o
documentos relativos al sistema banca-
rio y financiero, se harán por conducto
de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, la Comisión Nacional del Siste-
ma de Ahorro para el Retiro y de la
Comisión Nacional de Seguros y Fian-
zas, según corresponda. Los de natu-
raleza fiscal, a través de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. 
(…)

Artículo 9.- Los requerimientos que
f o rmule el Ministerio Público de la
Federación, o de la autoridad judicial,
en su caso, de documentos o inform a-
ción relativa al sistema financiero, se
harán a las entidades que integran el sis-
tema financiero dando aviso a la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores, a la
Comisión Nacional de Seguros y Fian-
zas, o a la Comisión Nacional del Siste-
ma de Ahorro para el Retiro, según
c o rresponda. Los de naturaleza fiscal, a
través de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.
(…)



REFORMA AL RÉGIMEN DE PROTECCIÓN
DE PERSONAS QUE INTERVIENEN EN UN
PROCESO PENAL RELACIONADO CON LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA

La otra modificación que aparece en la iniciativa, tampoco argumentada
en la exposición de motivos, tiene que ver con la concreción de las hipóte-
sis en las que es posible brindar protección a jueces, peritos, testigos, víctimas
u ofendidos y demás personas que participan en un proceso penal relacionado
con delincuencia organizada. La necesidad de establecer esta protección
resulta razonable si se piensa en la capacidad de las organizaciones c r i m i-
nales de intimidar o causar daño a las personas consideradas. Sin embargo, la
redacción del actual artículo 34 de la ley vigente es ambigua al no especi-
ficar los casos en los cuales debe brindarse esta protección y al atribuir la
facultad de otorgarla a la Procuraduría General de la República.

El texto propuesto por la reforma, en armonía con el resto del paque-
te, establece que es la Policía Federal, por instrucciones del Ministerio
Público de la Federación, la encargada de brindar esta protección, y
adiciona al final del párrafo una frase en la que se señala, por una parte,
que la protección se brindará cuando se ponga en peligro la vida o la salud
personal de quienes estén en el supuesto previsto por el artículo, y que
ello se hará a través de la incorporación a un programa especial que, de
acuerdo con el propio precepto, el Fiscal General de la Federación deberá
e x p e d i r, bajo la denominación de Programa Federal de Protección de
Pe r s o n a s .

CUADRO 2. REFORMA AL RÉGIMEN DE PROTECCIÓN DE PERSONAS QUE INTERVIENEN EN

UN PROCESO PENAL RELACIONADO CON DELINCUENCIA ORGANIZADA, PREVISTO

EN EL ARTÍCULO 34 DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

Texto vigente Texto propuesto por la iniciativa
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Artículo 34.- La Procuraduría General
de la República prestará apoyo y pro-

Artículo 34.- La Policía Federal, por i n s-
t rucción del Ministerio Público de la



CUADRO 2. (Continuación)

Texto vigente Texto propuesto por la iniciativa

MODIFICACIONES AL RÉGIMEN DE PRUEBA
EN MATERIA DE DELINCUENCIA ORGANIZADA

Más allá de las modificaciones señaladas, la parte sustancial de la reforma se
centra en la introducción en la ley del régimen de prueba preconstituida,
con miras a perfeccionar el actual modelo de persecución de este tipo de
delincuencia. De hecho, de acuerdo con la exposición de motivos, la refor-
ma mantiene la estrategia actual de persecución de delitos cometidos por
organizaciones criminales; textualmente afirma:

…se preserva el régimen de excepción en el combate a este tipo de delincuencia, y
ante la adopción de un modelo acusatorio para la delincuencia común, se incorpo-
ran a esta Ley las principales figuras de la averiguación previa propia del modelo
procesal mixto que actualmente rige el procedimiento en delitos de esta naturaleza,
de manera que se mantiene un esquema con tendencia inquisitiva dentro de la
averiguación previa y un modelo mixto pare el proceso penal.

En ese sentido, el objetivo más claro de la propuesta es …que las prue-
bas recabadas por el fiscal dentro de la averiguación previa, tengan valor
para efectos de sentencia, cuando se haya establecido la imposibilidad de
desahogarlas en el proceso penal. 
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tección suficientes a jueces, peritos,
testigos, víctimas y demás personas,
cuando por su intervención en un pro-
cedimiento penal sobre delitos a que se
refiere esta Ley, así se requiera. 

Federación, prestará apoyo y protección
suficientes a jueces, peritos, testigos, víc-
timas y demás personas, cuando por su
i n t e rvención en un procedimiento penal
sobre delitos a que se refiere esta Ley, se
ponga en peligro su vida o salud perso-
nal, mediante su incorporación al Pr o-
grama Federal de Protección de Pe r s o-
nas que expida el Fiscal General de la
Fe d e r a c i ó n .



Para el logro de este objetivo, la iniciativa incorpora un artículo 8 bis a
la ley y propone un texto nuevo para el actual artículo 41. La idea, en térmi-
nos generales, es dotar de fe pública al fiscal que realiza la investigación para
que las actuaciones que realiza durante la averiguación previa puedan ser
consideradas como pruebas preconstituidas, de modo que no sea necesario
desahogarlas durante el juicio.

Así el artículo 8 bis que otorga fe pública a los actos de los fiscales,
introduce también, a manera de controles, la necesidad de que estos fun-
cionarios estén acompañados por dos testigos, la obligación de levantar un
acta por cada actuación realizada, firmada por quienes intervienen y, en su
caso, donde quede constancia de oposición de quien así se manifieste:

Artículo 8 Bis. Los fiscales del Ministerio Público de la Federación estarán investi-
dos de fe pública en las diligencias de averiguación previa que realicen en compañía
de dos testigos de asistencia; deberán levantar acta de cada actuación, en las que
constará firma de todos los intervinientes o en su caso la constancia de su oposición.
El Ministerio Público de la Federación, tendrá la obligación de apercibir a los testi-
gos y peritos de las penas en que incurren las personas que declaran con falsedad
ante una autoridad distinta a la judicial, antes de que proceda a tomarles su
declaración.

El nuevo texto para el artículo 41, por su parte, mandata al juez para que
tome en cuenta las pruebas que se hayan practicado durante la averiguación
previa y que resulte imposible desahogar en el juicio. Considera además,
p rueba preconstituida, y en ese sentido de innecesario desahogo en el proce-
so, el testimonio rendido ante el fiscal durante la averiguación previa de
quienes tengan el carácter de testigos protegidos o de quienes se presuma un
riesgo la comparecencia directa o indirecta al juicio, debido a la existencia de
una amenaza objetiva a su seguridad física o mental. 

Como puede apreciarse, estas modificaciones se traducen en:

un rol fundamental a la averiguación previa dentro del proceso, lo que refuerza el
carácter inquisitivo que ya hoy presenta la persecución de ilícitos cometidos por
organizaciones criminales, y
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mayores facultades al Ministerio Público, quien adquiere la potestad de hacer valer
en el juicio actuaciones previamente realizadas, en las que no participa el inculpado
o su defensa.

CUADRO 3. MODIFICACIONES AL RÉGIMEN DE PRUEBA EN

MATERIA DE DELINCUENCIA ORGANIZADA

Texto vigente Texto propuesto por la iniciativa
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Artículo 41.- Los jueces y tribunales,
apreciarán el valor de los indicios hasta
poder considerar su conjunto como
prueba plena, según la naturaleza de los
hechos, la prueba de ellos y el enlace
que exista entre la verdad conocida y la
que se busca. 
Las pruebas admitidas en un proceso
podrán ser utilizadas por la autoridad
investigadora para la persecución de la
delincuencia organizada y ser valoradas
como tales en otros procedimientos
relacionados con los delitos a que se
refiere esta Ley.
La sentencia judicial irrevocable que
tenga por acreditada la existencia de
una organización delictiva determ i n a-
da, será prueba plena con respecto de
la existencia de esta organización en
cualquier otro procedimiento por lo
que únicamente sería necesario pro-
bar la vinculación de un nuevo proce-
sado a esta organización, para poder
ser sentenciado por el delito de delin-
cuencia organizada. 

Artículo 41.- Las pruebas que se prac-
tiquen en la averiguación previa, como
lo prevé el artículo 8 bis de esta Ley,
cuyo desahogo en el juicio se torne i m-
posible, serán consideradas por el j u e z
para la emisión de la sentencia y v a l o-
radas de conformidad con lo establec i d o
por el Código Federal de Pr o c edimien-
tos Penales. Independientemente de lo
antes señalado, se considerará p ru e b a
preconstituida, y por tanto innecesario
su deshago en el proceso, los testimo-
nios de testigos, peritos, víctimas u ofen-
didos por el delito, rendidos ante el fiscal
en la averiguación previa, que por su ca-
lidad de testigos protegidos o por exis-
tir una amenaza objetiva a su seguridad
física o mental constituya un alto riesgo
su comparecencia directa o indirecta al
juicio. Dichas pruebas serán valoradas
en los términos del Código Federal de
Procedimientos Pe n a l e s .



OTROS ELEMENTOS DE ANÁLISIS

Uno de los aspectos más comentados del paquete de reformas que se
resume en este documento está relacionado con el mantenimiento del régi-
men de excepción para la persecución de la delincuencia organizada. Más
allá de las reformas propuestas, prevalecen cuestionamientos acerca de la
validez ético-jurídica de la propia Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, no obstante que, como lo señala la iniciativa, el Poder Judicial
de la Federación ha considerado que dicho ordenamiento guarda congru e n-
cia con la Constitución Política Federal. Como lo han señalado diversos
especialistas, el establecimiento de un procedimiento de excepción, que
construye de facto dos tipos de delincuencia, rompe con los principios del
derecho penal democrático y constituye un régimen en el que las razones
de política criminal se imponen frente a la seguridad jurídica.

Especialmente en México, la incorporación de medidas que ponen
entre paréntesis garantías que la doctrina penal reconoce como criterios de
legitimación de la intervención penal en un estado constitucional de dere-
chos, ha sido descuidada en términos de la necesidad de crear los controles
que eviten la vulneración de los derechos de los imputados, no obstante la
comprensible situación que el enjuiciamiento de quienes participan de
estos delitos comporta. Aspectos tales como la inversión de la carga de la
prueba, la validez de las operaciones policiales encubiertas, las recompen-
sas a la delación, la protección de testigos y el anonimato del denunciante
y de otros participantes en el proceso, han sido ya ampliamente debatidos
en el foro con motivo de la ley vigente.

En relación con la prueba preconstituida, que como se ha dicho, cons-
tituye la propuesta más importante de la iniciativa de reforma, vale decir,
en adición a la discusión anotada que, tal como aparece en la iniciativa, este
régimen probatorio viola los derechos a la contradicción, a la defensa y a un
juicio justo que asisten al imputado, derechos fundamentales, que protegen
a quien es acusado de cometer un delito al permitirle refutar una acusación.
Como es claro, una declaración ante el Ministerio Público, validada por la
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fe pública de éste ante el juez, y sin que exista posibilidad de ser contra-
dicha por la defensa, deja en estado de indefensión al acusado e inclina
injustificadamente la balanza a favor del acusador, quien, de acuerdo con las
características del proceso, tiene además el control de la prueba. Aunque la
iniciativa establece mecanismos de validación, es claro que en ningún caso,
la fe pública, la presencia de testigos, el asentamiento en actas de lo actua-
do o la consignación de inconformidades en un acta circunstanciada, justi-
fica la cancelación de un derecho fundamental.

Por tales razones, se ha sugerido revisar la jurisprudencia internacional,
así como otros ordenamientos destinados a regular el fenómeno de la delin-
cuencia organizada de modo que la persecución de estos delitos armonice
con los mecanismos para enfrentar los conflictos penales ordinarios y, en
todo caso, para que se prevean los controles necesarios para garantizar los
derechos del imputado.

A mayor abundamiento vale la pena reflexionar que una reforma al sis-
tema penal ordinario como la que se pretende es de tal envergadura que no
se justifica hacerla si, para aquellos casos en los que se persiguen delitos
realizados por delincuentes organizados, que tendencialmente son los más
importantes desde las perspectivas cuantitativa y cualitativa, no sólo perma-
nece, sino se agrava el sistema mixto. El sistema penal acusatorio tendrá
vigencia entonces para un reducido número de casos de delincuencia
común, dejando el trato de la gran criminalidad a un modelo a todas luces
autoritario.

Procedimiento Especial74



CONTEXTO/PROBLEMA: FALTA DE 
CREDIBILIDAD, BAJA CALIDAD DEL 
JUICIO Y BAJOS ESTÁNDARES DE 
DEBIDO PROCESO 

La iniciativa de Reforma Estructural al Sistema de Justicia Penal Mexicano,
presentada por el titular del Ejecutivo, identifica como uno de los proble-
mas principales de la justicia penal federal su falta de credibilidad.

En efecto, la evidencia sugiere que la mayor parte de la población en
México desconfía de sus jueces. En encuestas nacionales realizadas durante
el 2000, quienes imparten justicia recibieron una calificación de 5.9 en una
escala del 0 al 10.23 De forma similar, la percepción sobre corrupción judi-
cial convence a la mayoría de que sólo el mejor postor logrará un fallo a
favor. Al respecto, México se ubica como el país con mayor percepción
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sobre corruptibilidad de jueces de entre 17 países de la región latinoameri-
cana, siendo que el 59 por ciento de la población estima que es posible
sobornar a un juez para conseguir una sentencia favorable.24 En medio de
la incertidumbre, los usuarios de la justicia buscan comunicarse en privado
con jueces y sus magistrados revisores con la esperanza de empatar las
probabilidades de ganar la contienda. Para muchos la ley ha sido y sigue
siendo negociable.25 El sistema de justicia penal no es una excepción; de
hecho, tal cual funciona en la actualidad, pocos se atreven a defenderlo. La
percepción mayoritaria sostiene que los juzgados penales fomentan la inse-
guridad en lugar de garantizarla26 y que sus usuarios se sienten indefensos
ante éstos.27

Independientemente de la escasa credibilidad de la que goza el Poder
Judicial, la iniciativa avanza la idea de que un problema de la justicia mexi-
cana encuentra sus raíces en el diseño general de justicia penal que hemos
adoptado. En otras palabras, el problema se explica a través del contraste
de modelos: acusatorio vs. inquisitivo. Este tópico teórico, de relativa im-
portancia para una porción de la profesión legal y poco comprensible para
el resto de la población, toca un aspecto práctico clave: la discusión de los
modelos tiene que ver con la pregunta de fondo de cómo lograr una mayor
calidad del juicio, es decir, de cómo contar con un proceso que perm i t a
l l egar a “la verdad” y diferenciar sin tropiezos a personas culpables de
inocentes.

Bajo el riesgo de extremar la simplificación de la discusión sobre mode-
los de justicia penales podemos decir que, en un extremo, el modelo acusa-
torio considera que, en torno a la culpabilidad o inocencia del acusado, la
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24 Latinbarómetro, “Informe-resumen latinbarómetro 2004, una década de mediciones”, en con-
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noviembre de 2004.

25Sobre la idea de que la justicia y la ley son negociables véase Héctor Aguilar Camín, “El
México vulnerable. Un recuento de las zonas vulnerables de México a la hora del cambio”, Nexos,
marzo de 1999, pp. 35-39.

26Concha Cantú et al., cit., nota 23, p. 38.
27Ibidem, p. 42.



verdad puede ser mejor lograda a través de la confrontación entre iguales
(entre el fiscal y la defensa), en un escenario público donde el juez es un
árbitro imparcial que observa la contienda. Pero el sistema acusatorio apli-
ca la técnica del debate y la audiencia pública no sólo a la cuestión de la
culpabilidad o la inocencia, sino también a cuestiones como el tipo de medi-
das cautelares que deben aplicarse al imputado, y en general para decidir
cualquier cuestión que tenga que ver con la libertad del imputado. En el
otro extremo, en el modelo inquisitivo, se considera que la mejor forma de
garantizar el encuentro de la verdad es a través de un juez profesional al que
se le dan facultades para investigar activamente, recabar pruebas, acusar y
decidir el conflicto.28 El primer modelo, el acusatorio, representa un mode-
lo horizontal y descentralizado de generación de información, mientras que
el modelo inquisitivo es una forma jerárquica y vertical para lograr lo
mismo.29

Adicionalmente a los rasgos generales, en el modelo inquisitivo, se argu-
menta, privan las actuaciones secretas y escritas, mientras que en el acusa-
torio se prefiere la contradicción pública y oral entre las partes como forma
de llevar a cabo la contienda entre pares. Esta última característica, la orali-
dad, es el atributo que a menudo se utiliza para denominar el modelo
acusatorio, hablándose así de juicios orales –aunque en realidad esta meto-
dología de toma de decisiones se aplica en el sistema acusatorio no sólo en
el juicio propiamente dicho (la audiencia principal), sino para resolver
muchas otras cuestiones. Qué modelo de justicia penal priva en México es
un tema de debate en sí mismo.30 Basta decir que la iniciativa sobre la mesa
considera que nuestro sistema penal federal tiene rasgos inquisitivos y que
centra su propuesta, en avanzar la instalación de un modelo acusatorio.
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29 Damaska Mirjan, “Aspectos globales de la reforma del proceso penal”, en Conferencia
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Ahora bien, con cierta independencia de la discusión teórica que inspi-
ra el debate de variados temas de la justicia penal, es posible identificar las
siguientes áreas problemáticas: 

• Ausencia de escenarios públicos que transparenten la toma de decisiones a lo largo
del proceso. En otras palabras la falta de mecanismos de rendición de cuentas judi-
ciales. 
• Los altos costos económicos de tramitar juicios poco complejos a través de escasas
opciones para su conclusión.
• Los espacios reducidos para lograr la defensa adecuada de un acusado como lo
contempla la Constitución. 
• El uso generalizado de la prisión preventiva. Su uso como forma de pena previa a
una declaratoria de culpabilidad o inocencia.
• Débiles controles judiciales en situaciones donde han existido abusos o ilegalidad
que afectan al detenido durante su detención o retención o durante la investi-
gación.31

• Averiguaciones previas con plena validez probatoria que hacen del juicio una etapa
prácticamente irrelevante. 
• La baja probabilidad de que la víctima de un delito logre ser compensada por un
acusado declarado culpable.

PROBLEMAS DERIVADOS DE LA FALTA
DE TRANSPARENCIA EN EL JUICIO

La iniciativa argumenta que parte de la escasa credibilidad que padecen las
instituciones de justicia se debe a la falta de publicidad en los procesos.

En efecto, las decisiones más importantes de los procesos judiciales se
toman sin cabal publicidad, lejos del escrutinio público. Esta sombra bajo
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la cual se desarrollan los juicios debilita la legitimidad de las instituciones
de justicia. A pesar de que la fracción VI del artículo 20 constitucional
establece el derecho a ser juzgado en audiencia pública, esta disposición se
ha desarrollado de forma restrictiva por las legislaciones secundarias y por
la jurisprudencia. Por ejemplo, recientemente la Suprema Corte ha emiti-
do mensajes afirmando que los juicios orales y públicos son una realidad en
el país y una garantía constitucional, sin embargo, el desarrollo de las audien-
cias de pruebas en los juicios federales y, sin duda, en la mayoría de los
juicios locales, está muy alejado del estándar de la jurisprudencia europea y
las disposiciones internacionales que desarrollan la idea de un juicio públi-
co. El desarrollo de la publicidad en el juicio tiene grados. El estándar míni-
mo deseable sería que las audiencias en donde se desahogan las pruebas
fueran de acceso real y comprensibles para todo interesado además de que
las sentencias y los argumentos que la sustentan, lo que llaman los aboga-
dos la fundamentación y la motivación, fueran también consultables por un
tercero. De este estándar estamos todavía muy alejados a pesar de la exis-
tencia de leyes de transparencia. Las legislaciones secundarias, la jurispru-
dencia y las prácticas en México han desarrollado el concepto de publici-
dad de manera precaria.

Además de los aspectos normativos, la infraestructura física de los juz-
gados y las prácticas en la conducción de las audiencias no dejan cabida para
personas extrañas al juicio y resultan de difícil comprensión para cualquier
observador, e incluso el acusado. Las salas de audiencia de los juzgados en
México asemejan una oficina de gobierno típica en donde se distribuyen es-
c r itorios de funcionarios trabajando desarticuladamente y quienes son in-
t e rrumpidos por vendedores ambulantes o boleros de zapatos. El Ministerio
Público y el abogado defensor se ubican en torno al escritorio del secretario
mecanógrafo quien transcribe, en narrativa indirecta, las intervenciones.32

Paralelo a la complejidad del lenguaje en las audiencias la estructura de las
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audiencias del juicio no hacen accesibles los procedimientos. Es frecuente
que las audiencias de prueba de un juicio rutinario (robo simple) se atomi-
cen a lo largo de audiencias múltiples a lo largo de siete meses. Cada audien-
cia se desarrolla de espaldas a la reja de prácticas desde donde presencian
su juicio cerca de la mitad de los acusados.3 3 Seis de cada 10 encuestados en
centros de readaptación social no comprendieron o no lograron escuchar
lo que se dijo en su juicio.34

Por lo que respecta a la conducción que tiene el juez sobre el proceso,
la evidencia sugiere que el juez está ausente en la gran mayoría de las audien-
cias penales (71 por ciento) y que éste delega sus funciones en sus secre-
tarios.35 Así, los jueces firman las sentencias pero no son realmente quienes
controlan el proceso. Esta dilución de la figura del juez es para los acusados
un desconcierto. La delegación de funciones es lamentable pero estructu-
ralmente inminente ante la práctica cotidiana de que en un mismo juzgado
se celebre más de una audiencia de juicio de forma simultánea: de hecho,
en cada juzgado penal en el Distrito Federal hay dos secretarías, las cuales
agendan audiencias de manera simultánea –asumiendo la ausencia del juez.
Esta práctica escala hasta la justicia federal. Por ejemplo, en juzgados de dis-
trito con competencia en amparo y en procesos federales pueden llegar a
haber más de siete secretarías. Cada una de estas secretarías programa sus
audiencias de manera independiente y son comunes las coincidencias de
hora y fecha, lo cual hace imposible la presencia del juez en todas las
audiencias de juicio.

Por otro lado, la justicia penal mexicana, centrada en dar seguimiento
a papeles, en nada ayuda a iluminar la toma de decisiones. Bajo tomos de
legajos judiciales se esconde parte de la confusión y la torpeza profesional.
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En un juicio escrito no es evidente la falta de pertinencia de las pruebas o los
malos argumentos de las partes o del propio juez. Los expedientes, confec-
cionados bajo la máxima expresión del ritualismo burocrático, compilan
celosamente hasta los tres acuerdos judiciales que preceden la solicitud de
copias del expediente por alguna de las partes. En su conjunto, no sólo el
tamaño sino el lenguaje mismo del expediente judicial hace de su público
lector un auditorio restringido. Parte de una desafortunada herencia colo-
nial, es un logro para un ciudadano común comprender el expediente de
un juicio redactado con el lenguaje críptico forense. Algunas pruebas, como
las periciales, por ejemplo, sólo les son comprensibles a expertos.

ALTOS COSTOS DEL PROCESO PENAL

En México, hay pocas opciones para resolver un conflicto que llega a los
juzgados penales. Prácticamente existe una única solución, el juicio, en sus
versiones sumario y ordinario, que dura entre seis meses y un año consu-
miendo importantes recursos públicos. Pero el moderado porcentaje de
casos que se tramitan de forma sumaria es simplemente una opción que
mantiene la misma lógica rígida del proceso, pero con plazos de tramitación
más cortos y, en una proporción muy menor, opera el “perdón del ofendi-
do”, en casos en que la víctima decide no continuar con el proceso. La falta
de más alternativas al juicio genera importantes costos sociales y convierte
el sistema penal en una incómoda camisa de acero –inadaptable a las
necesidades concretas de cada conflicto humano que se transforma en un
caso penal.

Por un lado, la mayoría de los casos que llegan a juicio parecería ameri-
tarían una solución menos costosa y más sensata. Sabemos que el sistema
procesa principalmente a acusados de delitos menores que fueron sorpren-
didos en flagrancia. Por ejemplo, más del 60 por ciento de los condenados
penalmente fueron detenidos dentro de las tres primeras horas de haberse
cometido el delito por el cual fueron juzgados.36 De forma similar, el 82 por
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ciento de las denuncias por delitos contra la salud –la denuncia federal más
recurrente– se refieren a casos de posesión o consumo de drogas y no a las
modalidades más graves e importantes para abatir el problema de fondo:
tráfico, producción o suministro.37 Los casos de flagrancia y de gravedad
menor, se argumenta, ameritarían un despacho más sencillo y ágil y, en
algunos casos, una pena alternativa a la prisión como lo sería el trabajo
comunitario. En otros países, este tipo de casos, donde existe una baja
probabilidad de que el acusado reúna pruebas en su favor, pueden llegar a
resolverse en unos cuantos minutos en una audiencia breve.

Por otro lado, se argumenta, muchos conflictos en juzgados penales
podrían resolverse mejor a través de formas conciliatorias con la víctima
quien preferiría un arreglo económico por encima de una sanción penal
para el transgresor. Tal es el caso, principalmente, de delitos cometidos sin
violencia y de carácter patrimonial que están en la frontera con conflictos
civiles como lo sería, por ejemplo, el caso en donde un arquitecto es proce-
sado por fraude a raíz de haber empleado cable de calidad inferior a la
estipulada en el contrato con su cliente. En casos como éste, posiblemente
la víctima preferiría una compensación económica que le permitiera corre-
gir y mejorar la instalación eléctrica por encima de la opción de encarcelar
al arquitecto sin poder reparar el daño sufrido.

Sobre el impacto que podrían tener las medidas alternativas en la con-
clusión de casos penales, se estima que algunos países usan el juicio en
menos del 30 por ciento de los asuntos que ingresan al sistema penal.38 Esto
significa que aquellos sistemas penales incorporan otros tipos de respuesta
al delito que son consideradas como soluciones más sensatas y ajustadas a
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la realidad del conflicto que atienden. El truco fino de las salidas alternati-
vas parece consistir en crear opciones que satisfagan a la víctima y a la
sociedad y que al mismo tiempo, eviten la reincidencia. 

PROBLEMAS DERIVADOS DE LA
FALTA DE DEFENSA ADECUADA

Para quienes defienden la idea de que un modelo acusatorio es el mejor siste-
ma de toma de decisiones en el marco de la justicia penal, la debilidad de la
defensa es un problema porque no garantiza la igualdad de fuerzas entre las
partes en conflicto. La falta de igualdad, se argumenta, reduce la calidad de
la información que conoce el juez porque elimina los controles recíprocos
sobre las pruebas. La idea de que una defensa fuerte es un estándar obliga-
torio se expresa en el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos
Humanos.39

En México la debilidad de la defensa encuentra sus raíces en la delgadez
institucional de la defensoría de oficio, en la casi total carencia de mecanis-
mos de control de estándares profesionales de los servicios legales privados
y en un diseño legal que privilegia la prueba rendida por las procuradurías y
reduce los espacios para que la defensa pueda cuestionarlas. 

Sin duda la defensa penal es un componente descuidado de nuestro
aparato de justicia. El derecho constitucional que permite ser defendido por
una “persona de confianza” –que ha sido indebidamente interpretado como
indicando que autoriza a ser defendido por un no abogado, ha generado que
una proporción importante de acusados no cuenten con una defensa capaci-
tada. Los datos recabados a nivel local indican que un 70 por ciento de los
detenidos en agencias del Ministerio Público no cuentan con abogado y un
30 por ciento se mantiene sin éste en las primeras etapas del proceso judicial.
La posibilidad de representarse por una persona de confianza permite, por
ejemplo, que la sola presencia de la madre analfabeta de un joven acusado sea
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considerada defensa suficiente, en lugar de que el acusado fuere defendido
por un abogado de su confianza –cuestión igualmente importante. Es evi-
dente que las defensorías de oficio no cubren la demanda de servicios legales
y que son instituciones subfinanciadas, descordinadas y débiles. Por su parte,
la defensoría federal actual, inserta orgánicamente dentro del Poder Judicial
federal, a pesar de estar mejor financiada aún presenta retos. Muchos defen-
sores de oficio federales se perciben limitados por el juez quien repru e b a
estrategias activas de defensa que tienden a alargar los tiempos de tramitación
de los juicios. Por otro lado, la defensa privada está mal regulada, y opera sin
ninguna supervisión, con frecuencia cobrando honorarios exagerados a cam-
bio de ofrecer expectativas irreales a clientes desesperados. Hasta la fecha no
parece haber un sistema federal o alguna entidad federativa que logre identi-
ficar y sancionar abogados sin escrúpulos.

Además de los aspectos estructurales relacionados con la defensoría de
oficio y con la profesión legal, hay reglas procesales clave que obstaculizan
la igualdad de oportunidades entre defensa y Ministerio Público.4 0 Las dispo-
siciones legales que otorgan un mayor valor probatorio a toda evidencia
recabada por el Ministerio Público no sólo ponen en desventaja a la defen-
sa sino que logran distorsiones absurdas durante el juicio al punto de privi-
legiar pruebas débiles sólo porque fueron recabadas por un funcionario. En
opinión de algunos jueces, las disposiciones legales los dejan atados de
manos para cuestionar las actuaciones del Ministerio Público. Observado-
res externos, en cambio, estiman que los jueces han optado voluntariamen-
te por ser condescendientes con las procuradurías y que la interpretación
judicial de estos artículos se ha realizado de la forma más favorable para el
Ministerio Público. De cualquier forma, el impacto de la investigación minis-
terial sobre el juicio parece ser sustancial al punto que es posible cuestionar
si lo que tenemos es una forma de ratificar las acusaciones en lugar de un
espacio para rendir un juicio sobre posturas confrontadas. Un estudio
sobre el contenido de las sentencias penales sugiere que la mayoría de los
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razonamientos de las sentencias penales se formulan de manera casi idén-
tica a los argumentos que el Ministerio Público plantea en su acusación o
pliego de consignación, llegando al punto de que elementos de la sentencia
son una copia textual de dicha acusación.41 Por el lado de las estadísticas
sabemos que 85 por ciento de las sentencias penales son condenatorias.

Si la situación de la defensoría de oficio es precaria durante juicio,
durante la etapa de averiguación previa es peor. Ahí, el orden legal se limita a
exigir la mera presencia del defensor, y firmas, pero tampoco le permite
tener una intervención suficiente, ni permite generar información que sirva
para evaluar a profundidad su desempeño. En la etapa de investigación, la
práctica dentro de agencias del Ministerio Público es no permitir el contac-
to privado entre acusado y defensor, reduciendo así la capacidad para gene-
rar una estrategia de defensa. Para term i n a r, es incluso difícil para un aboga-
do contactar a un cliente detenido si no provee éste todos los datos de la
agencia ya que son escasos los registros de personas detenidas. 

OBJETIVOS Y LÍNEAS PROPUESTAS:
PROCESOS JUDICIALES

El objetivo general explícito en la propuesta de reforma es ajustar nuestro
sistema de justicia para cumplir con estándares internacionales, especial-
mente aquéllos contenidos en el artículo 8o. de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos y en el artículo 14 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos.42 En estos artículos se enumeran los derechos
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mínimos de una persona sujeta a proceso penal. Entre estos derechos se
encuentran: el derecho a ser escuchado públicamente (juicios públicos); a
ser considerado inocente hasta que se pruebe su culpabilidad (un aspecto
de la presunción de inocencia); a ser juzgado por un juez imparcial (lo cual
implica contar con un juzgador que no esté comprometido con el órgano
acusador); a contar con una defensa adecuada lo que se traduce en un
defensor, con los medios y el tiempo adecuados y la comunicación libre y
privada con el imputado para preparar la defensa y, finalmente, el derecho
a garantizar que toda confesión sea libre de coacción.

De forma similar la exposición de motivos identifica como guías de
r e f o rma las recientes recomendaciones hechas por la Oficina del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México.43

Una de las principales recomendaciones del alto comisionado en materia
de procesos judiciales se refiere a la adopción de un sistema acusatorio.

Como mencionamos antes, el sistema acusatorio, muchas veces denomi-
nado juicio oral en referencia a una de sus características, tiene como obje-
tivo central instalar una metodología para que el juez tome decisiones (pero
no sólo la culpabilidad o la inocencia, sino en general todas las decisiones
previas al juicio y aun las de ejecución de sentencia). Esta metodología se
basa en explotar un debate entre el Ministerio Público y la defensa, el cual
tiene las siguientes características:

• Oralidad. Requiere que fiscal y defensor expongan sus argumentos centrales y las
pruebas que los respaldan en audiencias orales, en que expresen sus argumentos y
peticiones de viva voz. Para algunos analistas, la oralidad exige además, el uso simple
del lenguaje para hacer comprensible el juicio y desinstalar la lógica de hacer peti-
ciones escritas, acotando la posibilidad de usar materiales escritos. Por ejemplo,
algunos consideran que debe prohibirse leer documentos para no tener que expre-
sarse oralmente, pero sí permitir la lectura cuando se trate de leer alguna declaración
previa para refrescar la memoria de un testigo.
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• Publicidad. Consiste en que dichas audiencias orales se realicen con presencia de
las partes y abiertos al público y a los medios de comunicación (con limitadas excep-
ciones que protegen valores como la intimidad de la víctima o la seguridad nacional).
• Concentración y continuidad. Exige que todas las pruebas se desahoguen en la
audiencia principal de forma continua y sin interrupciones, además de que la deci-
sión del juez se pronuncia al interior de la misma audiencia, tras una breve delibe-
ración. Esto es un aspecto que se considera básico para fundamentar una decisión
que requiere relacionar y ponderar las pruebas en un sentido y en otro, dando lugar
además a la igualdad de oportunidades para la contradicción entre las partes
–estando prohibido que después alguna de ellas pueda buscar conferenciar con el
juez en privado. Aun las audiencias del juicio oral que citan varios testigos en casos
complejos, generalmente inician y terminan el mismo día. Pero las audiencias para
decidir las medidas cautelares, o autorizar que se practique alguna prueba al impu-
t ado, duran sólo algunos minutos.
• Inmediación. Que consiste en garantizar la presencia directa del juez para oír las
pruebas y escuchar de viva voz a las partes para poder basar su juicio. Esta relación
directa del juez naturalmente requiere eliminar la delegación de toma de decisiones
en subalternos, asegurando de esta forma el derecho a ser juzgado por un juez.
• Contradicción. Que se dirige a garantizar que toda prueba a favor de una postura
en el juicio pueda ser cuestionada por la contraparte en igualdad de oportunidades.
De ahí que sea indispensable negar pleno valor probatorio, o lo que se conoce como
“prevalidación de la prueba” a las investigaciones hechas previas al juicio, en secre-
to y sin presencia de un juez. Pero además se instituye que las partes compartan su
acervo probatorio de manera previa, bajo sanción de que no será oída prueba algu-
na de la fiscalía que la defensa no conozca, y viceversa.

Sobre los dos objetivos generales de la propuesta: elevar garantías
procesales e instalar un sistema acusatorio, la mayoría de los expertos con-
vocados a opinar en este estudio coinciden en que ambos son objetivos
políticos acertados. Entre estos actores el debate se centra en cuál sería la
mejor forma de lograr las metas propuestas. En mayor o menor grado las
instituciones convocadas consideran que la reforma fracasaría si no se forta-
lece en dos dimensiones: 1. en el desarrollo técnico legislativo y 2. en la planea-
ción de los procesos de implantación que no son evidentes en la propues-
ta. Este debate de segundo nivel parece ser clave ya que existen ejemplos en
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el mundo de modelos acusatorios que son muy exitosos junto a otros que
pueden resultar ser un total fracaso a pesar de las buenas intenciones.

A pesar del relativo consenso a favor de una reforma, del otro lado de
la arena, importantes actores políticos y algunos académicos consideran un
desatino la propuesta entera. Hay tres argumentos principales en contra de
la reforma: 1. El modelo acusatorio es un modelo norteamericano que no
es apropiado en nuestro contexto cultural y legal. 2. La reforma es costosa
y los beneficios no superan estos costos y 3. Los “juicios orales” ya existen
en el país, dejando implícito que una reforma en este sentido sería redun-
dante e inútil. 

Dado que estos argumentos en contra son un punto de partida para
seguir discutiendo el texto de la iniciativa dedicaremos algunos comenta-
rios. Sobre el primer argumento consistente en la importación inadecuada
del modelo, los que insisten en la pertinencia de la reforma afirman que el
modelo acusatorio no es privativo del sistema norteamericano. De hecho
los procesalistas citan como las experiencias de mayor éxito las de Chile,
Costa Rica y Alemania que son países de tradición legal continental. En el
segundo argumento, sobre los elevados costos de generar un sistema de
audiencias públicas, lo cierto es que no hay una proyección del impacto
presupuestal de la misma que permita definir cuánto cuesta y si esta canti-
dad es razonable. Sin embargo, así como no se tienen calculados los costos
de la reforma tampoco existe hasta ahora una evaluación cuantitativa del
costo que implica mantener nuestro sistema disfuncional. En todo caso, la
proyección de costos es una petición que se formula desde dos frentes,
desde quienes sujetan la aprobación de la reforma a que ésta comprometa
un presupuesto razonable como, también, desde quienes estiman que el
cálculo del impacto presupuestal es parte de una buena planeación que ele-
varía las posibilidades de la exitosa implantación de la reforma. Finalmente,
el tercer argumento en contra de la iniciativa que se centra en considerar
redundante la iniciativa en un país donde los juicios orales ya existen es
cuestionado por la mayoría de los expertos como una apreciación equivo-
cada de lo que un sistema acusatorio implica. Como se detalló en el aparta-
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do de contexto de esta sección, la oralidad y la publicidad implican una
cuestión de grados. Para quienes promueven el modelo acusatorio, la mera
verbalidad de la interacción que hoy existe entre las partes en las audiencias
del juicio y que ocurren en sesiones que los familiares pueden presenciar
desde la barandilla a varios metros de distancia tiene muy poco que ver con
la oralidad. Ellos mantienen que, de hecho, el éxito de una audiencia oral
depende de la preparación técnica de los participantes, de que sepan actuar
estratégicamente y de que también conozcan bien su caso.

Como parte del desarrollo de los objetivos generales, la iniciativa propo-
ne un conjunto extenso de reformas constitucionales y legales a diferentes
ordenamientos. La propuesta general es contar con un nuevo juicio; con
formas alternativas para terminar el proceso, con medidas que fortalezcan
la imparcialidad del juez, con formas de robustecer la defensa y con meca-
nismos que mejoren el trato a la vícitma. Con el fin de organizar estas propues-
tas, abajo se presentan bajo los rubros básicos identificados como proble-
mas en la sección anterior.

PROPUESTAS PARA TRANSPARENTAR
LA TOMA DE DECISIONES JUDICIALES:
JUICIO DE CORTE ACUSATORIO

El paquete de reformas pone sobre la mesa un nuevo proceso penal de-
s arrollado en una propuesta de Código Federal de Procedimientos Penales. El
proceso ordinario se desarrollaría a través de cuatro tipos de audiencias. 

La audiencia inicial. Donde se evalúa la detención y se considera la posibilidad de ini-
ciar el juicio.
La audiencia preliminar. En la que las partes presentan simultáneamente las pruebas
que desean presentar en la audiencia principal y el juez decide si serán presentadas
en la audiencia principal.
La audiencia principal del juicio. Donde se presentan las pruebas y se dicta sentencia en
público. Esta audiencia es conducida por un juez distinto al juez de la audiencia inicial
y la preliminar.
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La audiencia de individualización de pena. Momento en donde se admiten pruebas rela-
cionadas con elementos agravantes y atenuantes y se decide sobre la reparación del
daño de la víctima.

Intentando emular lo que sucede en los países que han adoptado el sis-
tema acusatorio, las nuevas reglas incluyen que las audiencias sean públicas,
orales, continuas, en presencia del juez, contradictorias, y que se constituyan
en espacios para la toma de decisiones. En el Código de Pr o c e d i m i e n t o s
Penales propuesto, el artículo 324 establece el principio de publicidad, y
regula sus excepciones. El artículo 325 indica que las audiencias se llevarán
a cabo en forma oral. El artículo 326 establece el principio de inmediación,
es decir, requiriendo la presencia del juez, el fiscal, el inculpado y el defen-
sor. El artículo 327 establece el principio de continuidad, que procura que
las audiencias se desarrollen ininterrumpidamente. Algunos críticos con-
sideran que, sin embargo, la ejecución técnica de la reforma es bastante
precaria en cuanto a los principios que desea establecer44 y que, exige una
legislación técnicamente mejor ejecutada.

Aspectos específicos sobre 
la audiencia inicial

El proceso judicial que propone instalar el Código Procesal Penal Federal
comenzaría con una “audiencia inicial”, cuyo propósito es valorar la legali-
dad de la detención, evaluar la posibilidad de iniciar un juicio y elegir el tipo
de proceso (véanse los artículos 371 y el 379). Sin embargo, algunas actua-
ciones escritas, y muy importantes, tendrían lugar antes de esta audiencia.
Por ejemplo, el artículo 363 obliga al juez a radicar inmediatamente las
consignaciones con detenido y el 364 regula las consignaciones sin deteni-
do. El artículo 369 obliga al juez a enviar un escrito al acusado informán-
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dole en qué consisten los cargos y quién lo acusa y el artículo 370 indica
que la cuestión de la prisión preventiva se decidirá por escrito. La audien-
cia inicial, regulada en el artículo 371, es un espacio para que la fiscalía
pueda de nuevo fijar los hechos de los cuales acusa y argumentar cómo se
acredita el delito, y para que la defensa pueda ofrecer pruebas. En la
audiencia inicial, el juez debe decidir sobre la admisión de las pruebas de
la defensa y si la defensa no las ofrece en esa misma audiencia el juez deberá
resolver si concluye el proceso o éste continúa (véase art. 375 del CFPP).
Finalmente, concluida la audiencia inicial se dicta la resolución de “plazo
constitucional”, que se emite por escrito y se encuentra regulada en el
artículo 377 del CFPP, cuyo propósito es plasmar por escrito la decisión de
si terminar el proceso o continuarlo, elegir el tipo de proceso que sigue, y
fijar la situación del inculpado en cuanto a su libertad.

Algunos críticos consideran que esta audiencia inicial no tiene mucho
contenido y carece de razón de ser. En un verdadero sistema acusatorio, la
cuestión de la prisión preventiva y toda otra medida cautelar tendría que
resolverse aplicando la metodología de la audiencia. Por lo tanto, artículos
como el 370 y el 252 tendrían que ser eliminados del proyecto del Código
Procesal Penal, en cuanto a que establecen un sistema de delitos graves para
decidir la cuestión de la prisión preventiva (art. 22). Para estos críticos, en
su lugar, debería haber un debate acerca de las medidas cautelares, al térmi-
no del cual el juez pronuncie su decisión de manera inmediata, quedando
los participantes notificados de ésta. Finalmente, otros críticos consideran
que el nuevo código sigue operando sobre la base de un expediente escrito
y que sería innecesario “radicar” el proceso como lo exige el artículo 363
ya que, como otros artículos, conducen a seguir tejiendo el proceso con la
misma metodología actual, que el proyecto desea eliminar.

Aspectos específicos sobre 
la audiencia preliminar

Enseguida, habría una audiencia preliminar, cuyo propósito es que el juez
examine las pruebas y excluya aquéllas que considere impertinentes, redun-
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dantes o innecesarias (véase el art. 386 del CFPP). Sobre este punto, la
exposición de motivos estima que a través de la audiencia preliminar se
logrará eliminar el valor probatorio de pruebas ilegales (i.e. confesiones
logradas a través de tortura o coacción) ya que el juez de esta audiencia es
distinto al de la audiencia de juicio; de esta forma se espera que la prueba
ilegal no logre influir en la decisión del juez. La audiencia sirve también
para fijar y acotar la controversia sobre los hechos, permitiendo a las partes
excluir del debate de la audiencia de juicio oral algunos hechos que se ten-
drán por acreditados. Tras un plazo que nunca podrá exceder de tres meses,
el juez deberá dictar un auto de apertura del juicio oral (art. 388 del CFPP),
citando a una audiencia que tendría lugar dentro de los siguientes 15 días.

Quienes creen que la audiencia preliminar debe fortalecerse estiman que
los criterios de impertinencia, redundancia o innecesariedad que rigen esta
etapa son muy ambiguos y no ponen un énfasis exacto en los estándares
i n t e rnacionales de trato del acusado sobre los que el presidente quiere avan-
z a r. Estos criterios, dicen, pueden conducir a serias limitaciones al sistema
de libertad probatoria que también desea implementarse, y consideran, que
por lo tanto, sería deseable que en su lugar se pusieran criterios que exijan
que para la obtención de las pruebas el acusado no haya sido maltratado,
f o rzado o torturado, o que hayan sido obtenidas a través de otras formas de
violencia. También sería deseable que esa audiencia se use para verificar que
la prueba que para su obtención requiriera de una autorización judicial, en
efecto cuente con ella, o verificar que no se emplee en juicio inform a c i ó n
obtenida en un proceso de conciliación fallido. Finalmente, es una oportu-
nidad para que las partes confirmen recíprocamente si conocen el acerv o
probatorio de la contraparte, y si éste en general es legítimo usarlo.

Aspectos específicos sobre 
la audiencia principal

Finalmente, vendría el punto culminante del proceso, la audiencia princi-
pal del juicio, en el cual se toma la decisión acerca de si condenar o
absolver, con base en la información probatoria que llega a esta etapa. En
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este sentido es fundamental el artículo 256 del CFPP, que establece que
“sólo aquello que sea ofrecido oportunamente y desahogado en la audien-
cia principal del juicio tendrá valor probatorio”. La audiencia principal está
regulada del artículo 471 al 477 del CFPP y el artículo 478 del CFPP establece
que el juez podrá decidir sobre la responsabilidad penal a más tardar den-
tro de las 72 horas tras el cierre del debate.

Sobre la audiencia principal hay críticos que consideran que el artículo
256 está contradicho por cientos de otros artículos que instalan una regu-
lación legal sobre la prueba, y que son una expresión del antiguo sistema de
juicio. Principalmente, se objeta que estos requisitos se mantienen a pesar
de no tener ningún contenido garantista. Como ejemplos de ello, estos críti-
cos citan las disposiciones que en la propuesta aparecen regulando la
averiguación previa, el artículo 89 que exige integrar un expediente de todo
y por duplicado, o el conjunto de artículos bajo del capítulo décimo, dili-
gencias especiales (194-205), o las relativas al aseguramiento de bienes
(206-227), o a las huellas del delito (228-231). Estos ejemplos no tienen
equivalente a nivel legislativo en otras legislaciones y, en el mejor de los casos,
se consideran consejos poco eficientes acerca de cómo hacer el trabajo de
investigación y privan al Ministerio Público de la posibilidad de innovar en
sus procesos de trabajo. Si bien es sensato tener procedimientos de trabajo
y archivo estandarizados, para estos críticos, parecería que sólo uno de estos
artículos es sensato mantener, el 202, en cuanto a que éste dispone que:
“para acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del
imputado, el Ministerio Público gozará de la acción más amplia para emplear
los medios de investigación que estime conducentes [aunque no estén men-
cionados en la ley] siempre que estos medios no sean contrarios a derecho”.

Aspectos específicos 
sobre la audiencia de 
individualización de la pena

La individualización de la pena está regulada del artículo 478 al 488 del
CFPP, en un capítulo titulado “sentencia”. Esta audiencia permite presentar
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pruebas para la individualización de la sanción y la reparación del daño, y
en su caso para la condena condicional. El artículo 481 del CFPP detalla las
partes que deberá contener la sentencia, que, según el artículo 480 del CFPP,
deberá emitirse dentro de los tres días posteriores a la celebración de la
última audiencia.

Hay críticos que consideran que las reglas que regulan la sentencia no
desarrollan aspectos cruciales y que incurren en una cantidad de detalle
que es innecesaria. Para estos observadores, lo que es fundamental acerca
de la sentencia es que ésta sea clara, comprensible, que se refiera específi-
camente a las argumentaciones de las partes y que explique claramente por
qué acepta o rechaza tal o cual postura presentada por las partes. Otra de
las críticas es que la propuesta debió haber contemplado que el juez pro-
nuncie el sentido de su decisión al final de la audiencia principal, explican-
do brevemente qué le convenció y qué no, para no alterar el principio de
concentración y para no abrir espacios para la corrupción. Con posteriori-
dad, entre tres y cinco días después, el juez podría emitir la versión escrita
de su sentencia. Esperar a emitir el sentido de su decisión fuera de la audien-
cia, argumentan, reforzaría la inercia del expediente en perjuicio de princi-
pios básicos del modelo acusatorio. Sin embargo, sobre este último punto
hay quienes insisten que es conveniente que un juez no dicte su decisión al
calor del debate sino dentro del ambiente más tranquilo de su oficina. 

Aspectos relacionados con 
la imparcialidad del juez

Adicionalmente a la propuesta de audiencias orales, la iniciativa propone
algunas medidas que pretenden fortalecer la imparcialidad del juez. El nuevo
código contempla sancionar las conversaciones ex parte (en ausencia de la con-
traparte), que muchos sistemas penales reprueban, y dividir las funciones
judiciales: los jueces que decretan la admisibilidad de la prueba no serán los
mismos que aquéllos que dictan el fallo en un mismo proceso. Además, el
código limita la posibilidad de decretar la prisión preventiva para los casos en
que la imputación constituya un delito grave (véase el art. 336 del C F P P) .
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Como en los casos anteriores, algunos analistas consideran que la propues-
ta no logra suficientemente garantizar la imparcialidad del juez. La crítica
afirma que para lograr realmente la imparcialidad del juez se requiere dise-
ñar mucho mejor la división de funciones judiciales entre audiencias, en
particular instalándola de manera obligatoria para todo el país, a nivel fede-
ral y local, e instituir un sistema de libertad probatoria mejor diseñado que
el de la propuesta. Sobre este punto se afirma que sería conveniente
establecer el estándar probatorio de duda razonable y hacen notar que a
pesar de que el proyecto habla de que “en caso de duda debe absolverse”
una disposición que ya está vigente desde hace muchos años, esto no es técni-
camente lo mismo que el estándar que exige que el “inculpado sólo debe
ser condenado cuando su responsabilidad haya quedado demostrada más
allá de toda duda razonable”. Por otro lado, estos críticos sostienen que sin
eliminar el abuso de la prisión preventiva la imparcialidad judicial seguirá
en entredicho. Como mencionamos antes la prisión preventiva genera
algunos incentivos para que los jueces condenen, pues de lo contrario,
ponen en tela de juicio la legitimidad del sistema al tener que reconocer
que tuvieron preso preventivamente a un inocente. Por lo tanto, los analis-
tas sugerirían eliminar el sistema de delitos graves y permitir que los jueces
tomen decisiones más libres, regidas por criterios de peligro de fuga, rein-
cidencia y protección a la víctima, entre otros. Sobre el punto de reforzar la
presunción de inocencia y reducir la prisión preventiva sugieren la modifi-
cación del artículo 20 fracción I para considerar la libertad como la regla y
no la excepción. Por otro lado, también se haría necesario eliminar las dispo-
siciones del Código Penal que califican los delitos como graves (252). 

Excepciones al modelo general 
de juicio ordinario

El proyecto de Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada (LFCDO)
establece excepciones en las reglas del proceso y al sistema de garantías. La
más importante de ellas se refiere a mantener la validez de las pruebas
recabadas en la etapa de investigación, incluyendo declaraciones de testigos

Análisis técnico 95



que no tendrían que presentarse en audiencia posterior (art. 8 bis. LFCDO).
En términos prácticos esta y otras excepciones implican que acusados de
delitos de delincuencia organizada serían investigados y procesados con un
sistema con menor control para los actos de autoridad.

Los que encuentran ventajas en la excepción al modelo general afirm a n
que no es posible combatir al crimen complejo con un gobierno atado de
manos. Af i rman, que sólo mayores espacios de discrecionalidad perm i t i r í a n
hacer frente a las grandes mafias. El argumento central es, por tanto, que el
avance en el combate al crimen pierde espacios con las garantías. En contra
de esta apreciación se pronunciaron todas las instituciones convocadas a
analizar la iniciativa. La crítica va en dos sentidos: por un lado está el argu-
mento normativo de que el régimen excepcional genera desigualdad de trato,
violándose así la garantía de igualdad del artículo 1o. constitucional; el segun-
do argumento es que no existe un juego de suma cero entre las garantías y la
eficiencia institucional en el combate al crimen. Es decir, reducir las garantías
procesales no causa debilidad institucional en el combate al crimen. Pru e b a
de ello es el propio sistema actual con bajos estándares de debido proceso y
una muy baja capacidad de control del delito. Así, los críticos del sistema de
excepción afirman que el desarrollo de capacidad técnica que demanda un
sistema garante, que no puede echar mano de la tortura y de la obtención de
p ruebas de forma ilegal, logra desarrollar investigación de alta calidad y atraer
y capacitar mejores policías y mejores detectives. Finalmente, argumentan
que un sistema de seguridad pública y de justicia penal opaco y sin controles
para la rendición de cuentas como el que hoy prevalece sólo ha logrado que
los propios cuerpos de seguridad y justicia se conviertan en parte del proble-
ma de seguridad pública en lugar de ser parte de la solución.

PROPUESTAS PARA REDUCIR COSTOS
EN TIEMPO Y RECURSOS HUMANOS

Se proponen tres mecanismos alternativos al juicio. Su propósito es reducir
la cantidad de casos que se tramitan con un juicio completo y por tanto sig-
nifican una diversidad de respuestas penales disponibles. Lo que se pre-
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tende con ello es reducir los costos económicos y sociales del sistema penal.
Se prevén tres mecanismos de conclusión alternativos que mantienen la
participación del juez de manera limitada (art. 342 fracción V del CFPP):

Un juicio abreviado.- Cuando el inculpado ha confesado y no hay controversia. El
juez resuelve de inmediato y procede la reducción de 1/3 de la pena. 
La conciliación. Que consiste en fomentar un acuerdo entre la víctima y el inculpado,
La suspensión condicional del proceso. Donde el inculpado se obliga a hacer o no
hacer algo en casos de delitos no graves y en graves cuando coopera con inform a c i ó n .

Además de estas formas alternativas de conclusión de un juicio se pro-
pone reducir los supuestos que permiten apelar la sentencia de primera
instancia.

Las posturas de los analistas respecto a las medidas alternativas son
favorables en sus términos generales. De nuevo las diferencias se suscitan
con los desarrollos de detalle de las mismas como lo veremos en los siguien-
tes párrafos.

Aspectos específicos sobre 
el juicio abreviado

El juicio abreviado tiene el propósito de obtener una resolución en breve
tiempo sin tener que agotar el proceso ordinario. La figura aplicaría sola-
mente en casos de delitos no graves y en los graves cuando el inculpado
lo solicite (art. 383 del C F P P). Este proceso está regulado del artículo 489
al 492 del C F P P, y procede solamente cuando el inculpado confiesa. El
juicio se desenvuelve en una sola audiencia (art. 491 del C F P P) y el bene-
ficio principal que ofrece al inculpado es que obliga al juez a sentenciar al
inculpado con “la sanción mínima prevista para el delito”, y, “a petición
del fiscal”, la pena puede reducirse hasta una tercera parte (delito grave)
o mitad (delito no grave) de la sanción que le correspondiere por su con-
ducta (art. 492 del C F P P). La lista de delitos graves se encuentra en el
artículo 252 del C F P P.
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Hay diversas opiniones sobre el juicio abreviado. Hay quienes lo consi-
deran una figura positiva que podría elevar sustancialmente la resolución de
asuntos. Esta figura existe en varios sistemas incluyendo el alemán, el yugosla-
vo y, el más conocido, el norteamericano.4 5 Se estima que esta figura denomi-
nada plea barganing en Estados Unidos y que no siempre fue una figura regu-
lada ni contemplada en la legislación despacha 95 por ciento de los casos que
los fiscales desean perseguir a nivel federal y cerca del 90 por ciento a nivel
estatal. El juicio abreviado plantea un escenario para la negociación donde fis-
cal y acusado tendrían incentivos para negociar por prometer ganancias para
ambos. La transacción aquí sería, por tanto, que se ofrece menor pena a cam-
bio de ahorrarse un juicio largo y la necesidad de probar la culpabilidad. Hay
sin embargo, quienes consideran que esta transacción que asemeja una nego-
ciación de la sentencia penal es reprobable y atenta contra el principio de
legalidad o aplicación sin excepción de las leyes del castigo.

Aspectos específicos sobre 
la conciliación

La conciliación consiste en generar un espacio que promueva la negociación
entre víctima e inculpado para lograr un acuerdo que evite la sanción penal.
La exposición de motivos pronostica que este mecanismo permitirá, entre
otras cosas, elevar la probabilidad de que una víctima reciba compensación
económica por el daño sufrido. Esto, bajo la lógica de que el inculpado
preferirá compensar a la víctima antes de afrontar la cárcel. La conciliación
se contempla solamente para cierto tipo de delitos: aquellos que se persi-
guen por querella o no graves y además para algunos delitos graves del
Código Penal federal. El código regula la conciliación de los artículos 260
del CFPP al 272 del CFPP. La conciliación estaría a cargo de un conciliador
designado por las partes o público, y el acuerdo conciliatorio que alcancen
tendría los mismos efectos que el “perdón del ofendido”, es decir, extin-
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guir la acción penal (art. 266 del CFPP) Además, tanto el mero proceso de
conciliación como el acuerdo conciliatorio suspende la investigación en la
averiguación previa (arts. 266 y 268 del CFPP). La información que genere
el proceso de conciliación no podrá ser usada como prueba en el proceso
penal (art. 269). Sin embargo, el incumplimiento del acuerdo conciliatorio
o no llegar a un acuerdo reactiva la averiguación previa o el proceso (art.
270 del CFPP), y esta decisión deberá ser tomada por el juez o el fiscal, según
la etapa en que la conciliación iniciare.

Los críticos de esta postura sostienen que la regulación de esto en la
propuesta es desafortunada y poco técnica y refieren al Código Procesal
Penal de Chile. La idea sería, de nuevo, que esta salida represente un bene-
ficio social y que además le permita al Estado dar una respuesta de calidad
y sensata a las víctimas. Por lo tanto sería indispensable un proceso de con-
ciliación ágil que tenga como presión permanente la amenaza de que el
proceso va a continuar si no se logra un acuerdo. Finalmente, algunas críti-
cas se dirigen a lo innecesario que resultaría restringir la figura para delitos
no graves –por cuanto a que son “graves” en cuanto a que están inclusos en
el artículo 252, la mayoría de los delitos– argumentando entonces que, si
es posible beneficiar a una víctima, debiera bastar que en el caso exista un
ofendido identificable y sometido esto a un cálculo político: que la opinión
pública no considere el asunto como un caso prioritario.

Aspectos específicos sobre la 
suspensión condicional del proceso

La suspensión condicional del proceso está regulada del artículo 273 al 279
del CFPP y contempla la posibilidad de generar obligaciones de hacer o no
hacer para el imputado, ofreciendo a cambio los beneficios de suspender el
proceso. Para algunos analistas, la figura de la suspensión es benéfica en
casos en que el Ministerio Público estime que es mejor que el acusado
cumpla con un programa de apoyo comunitario, por ejemplo, en vez de
afrontar una pena de pérdida de libertad. La obligación para el acusado per-
dura durante un tiempo acotado por la posible penalidad del delito de que
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se trate (el art. 273 del CFPP exige que la obligación no exceda el término
medio aritmético), al término del cual se sobresee el proceso (art. 275 del
CFPP). El artículo 274 del CFPP especifica las obligaciones que puede con-
traer el inculpado y lo obliga a la reparación del daño en todo caso. Final-
mente, el artículo 276 mantiene esta posibilidad de solución abierta hasta
antes de que el juez declare cerrado el debate en la audiencia principal.

Hay algunas críticas relacionadas con el desarrollo de la figura de la sus-
pensión. La primer crítica es que la iniciativa la extiende a un supuesto
injustificado, esto es en casos de delitos graves cuando el acusado coopera
con el Ministerio Público proveyendo información para la investigación.
Para los críticos este supuesto altera la lógica de la figura alternativa al per-
mitir que los beneficios de acudir a un programa de servicio a la comunidad
por ejemplo, y de no pasar tiempo en la cárcel, no deben ser otorgados por
igual a una persona acusada de un delito grave que a una acusada de delitos
menores sin antecedentes penales. Otra de las críticas es que no debería ser
posible esta alternativa muy avanzado el juicio ya que se reducirían los incen-
tivos de usarla. Sobre este punto se cree que la temprana utilización de esta
figura incrementaría los beneficios sociales al ahorrarse el sistema el costo
que un juicio conlleva. Finalmente, la tercera crítica se encuentra en el lado
de la implantación. A este respecto se argumenta que el ejecutivo no parece
anticipar que la eficacia de la figura de suspensión depende de la existencia
de programas alternativos para insertar a los acusados. Sin programas que
por un lado agreguen valor social y que, por el otro, impliquen una pena y
un costo para el acusado, la figura no tendría el impacto esperado como
medida alternativa.

PROPUESTAS PARA FORTALECER LA DEFENSA

En cuanto a las medidas para fortalecer la defensa, la propuesta contempla
eliminar la figura de la “persona de confianza” que es un defensor sin
preparación legal. (fracción II, apartado A, artículo 20 constitucional y 18
del CFPP, que establece que “sólo podrán ser defensores los abogados certi-
ficados por la autoridad competente”).
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Además de eliminar la persona de confianza, el código revisa las prácti-
cas procesales haciendo explícito varios derechos relacionados con la defensa
en el momento previo al inicio de un proceso. Entre estos elementos se e n-
cuentran la posibilidad de conferenciar en privado entre abogado y defen-
dido, la posibilidad de conocer las pruebas que sustentan la acusación del
fiscal y la presentación de pruebas antes de que el juez decida sobre si debe
iniciarse un juicio (arts. 371, 372, 375 y 376 CFPP). Estos aspectos rela-
cionados con la defensa se añaden a otros que el propio código contempla
para la etapa de investigación.

Quienes estiman que el proyecto debe fortalecer la defensa aún más
consideran que el proyecto debería desarrollar contenidos sobre lo que sig-
nifica calidad de la defensa. En cuanto a los contenidos, sería deseable
añadir varios derechos al defensor que le permitan tener pleno acceso al
acervo probatorio de la fiscalía y a su proceso de trabajo, además de poder
conferenciar privadamente con el defendido en todo momento. Por otro
lado, consideran que un abogado en que se pueda confiar es parte de la
garantía que sería deseable conservar, pero lo que sí hay que eliminar es que
pueda no ser abogado. Finalmente, quienes se preocupan por cuestiones
adicionales al marco legal consideran que hay necesidades estructurales de
las defensorías que hay que atender para que ésta pueda funcionar ade-
cuadamente. 

CONCLUSIONES DEL ANÁLISIS 

Las posturas relacionadas con la propuesta de reforma al sistema de justi-
cia penal explicadas a lo largo de esta sección se sintetizan bajo los siguien-
tes puntos generales:

• Importantes actores políticos y una minoría de expertos en el tema cuestionan la
iniciativa bajo tres argumentos básicos: 1. El modelo acusatorio es un modelo n o r t e a-
mericano que no es apropiado en nuestro contexto cultural y legal. 2. La reforma es
costosa y los beneficios no superan estos costos y 3. Los “juicios orales” ya existen en
el país por lo que una iniciativa en este sentido sería redundante e inútil.
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• En contraste con la postura anterior, la amplia mayoría de expertos consultados
para este documento considera que es indispensable una reforma al sistema de jus-
ticia penal y se expresa a favor de los objetivos generales de la iniciativa. La mayoría
de las instituciones se declaran a favor de elevar las garantías del procesado e insta-
lar un sistema de juicios penales de corte acusatorio (“juicios orales”).
• A pesar de la buena evaluación de los objetivos generales de la reforma, una amplia
mayoría de estos expertos estiman, en menor o mayor medida, que la iniciativa
requiere mejor desarrollo técnico legislativo y una adecuada planeación para su
implantación, de lo contrario las probabilidades de fracaso de una reforma serían altas.
• Los analistas estiman que la propuesta es técnicamente débil porque parte de su
expresión legislativa actual traiciona sus objetivos políticos. Argumentan que la pro-
puesta, como está, refuerza aspectos de la cultura legal que pretende cambiar. Por lo
tanto si la legislatura desea acoger los objetivos políticos, tendría que revisar y acoger
legislaciones más sólidas para incorporarlas textualmente.
• Los analistas creen también que existen una gama de políticas que sin requerir p r o-
mulgar legislación, son indispensables para que la reforma se logre, puesto que la
legislación sólo puede dar una guía muy básica de actuación de las instituciones. Entre
estos puntos se encuentra que es crucial dar seguimiento a la instalación de la refor-
ma, pero también a la operación actual de las instituciones: incentivando la produc-
ción de manuales internos, capacitación, y en general instalando sistemas de gestión
más modernos y eficientes. Sobre este punto estiman que no basta con legislar, pues
modificar las prácticas arraigadas requiere instalar procesos cotidianos de seguimien-
to que cambien a profundidad los incentivos de los actores del sistema de justicia
penal. La recomendación en este rubro, es motivar al desarrollo desde ahora de los
nuevos modelos de gestión para la implantación y al seguimiento, desde el Congreso,
de una reforma aprobada, algo que ha sido determinante para el éxito de todas las
reformas en la materia en el mundo.

OTROS REFERENTES NORMATIVOS 

Paralelo a la iniciativa ante el Senado, en la Cámara de Diputados se
encuentran pendientes de discusión dos iniciativas para un nuevo Código
Federal de Procedimientos Penales. Una de ellas fue presentada por el
diputado Miguel Ángel García Domínguez del Partido de la Revolución
Democrática y la otra iniciativa fue presentada por el diputado Luis
Maldonado de Convergencia.
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CONTEXTO/PROBLEMA: INEFICACIA 
DEL SISTEMA PENITENCIARIO

La crisis del sistema penitenciario constituye un tema recurrente en la histo-
ria de la ejecución de las penas en el país. Entre las respuestas más radicales
a esta problemática, el gobierno federal produjo en 1969 una importante
reforma orientada básicamente a humanizar, pero más claramente a cien-
tifizar, el ámbito del castigo, en especial en lo concerniente a la privación
de la libertad. Como resultado de esa reforma, la óptica correccionalista
vigente hasta entonces fue dejada atrás por una concepción novedosa y
promisioria destinada a intervenir en la personalidad del delincuente con el
objetivo de regresarlo a la sociedad como un individuo resocializado, ale-
j a d o del delito. Junto a la reforma, se introdujeron en el lenguaje peniten-
ciario los conceptos de peligrosidad, tratamiento y readaptación social, así
como una terminología destinada a reducir los efectos estigmatizantes de
la cárcel: esta misma fue denominada reclusorio y más tarde, particular-
mente en los estados, centro de readaptación social; al preso desde entonces
le conocemos como interno, y al carcelero como custodio, entre otros cam-
bios. En todo caso, cabe destacar que esta terminología constituye uno de
los pilares más importantes de una concepción heredera de la criminología
clínica imperante a lo largo de la primera mitad del siglo XX en el peniten-
ciarismo internacional.

Capítulo 6
Ejecución de sentencias penales
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Sin embargo, un lustro más tarde ya se hablaba entre los especialistas de
una nueva crisis de la prisión. Entre los argumentos esgrimidos destacaba la
certeza de que el modelo no funcionaba debido principalmente a la ausen-
cia de recursos y a la falta de capacitación del personal técnico. En la década
de los noventa, la aparición de las comisiones públicas de derechos huma-
nos tuvo un efecto directo en el quehacer penitenciario en la medida en la
que, dadas sus atribuciones para vigilar el respeto de estos derechos en
reclusión, fue posible documentar a través de visitas, reportes de investi-
gación y recomendaciones, el estado real de las prisiones y la relación de los
problemas con el enfoque de la reforma del 69. A partir de entonces, y a lo
largo de los últimos 10 años, se ha ido construyendo un debate acerca de
la necesidad de reformar, no sólo a la prisión, sino al sistema de ejecución
de penas en su conjunto, con la finalidad de establecer un marco normati-
vo que minimice la violación estructural de los derechos humanos de los
presos.

En este contexto se inscribe la iniciativa de reforma presentada por el
Ejecutivo federal en materia de ejecución de sentencias penales. La exposi-
ción de motivos que le antecede destaca en particular lo siguiente:

• El actual sistema de ejecución de penas es deficiente.
• Bajo el esquema en el que funciona hoy en día, no se visualiza que pueda alcanzar
su objetivo. 
• Las deficiencias se atribuyen a la ausencia de recursos y de personal calificado.
• De todo ello se hace derivar la presencia de impunidad, corrupción, hacinamien-
to, problemas de acceso a servicios de salud, violencia, prostitución, drogas, rezagos
en la revisión de expedientes y discrecionalidad en los procedimientos de ejecución
de sentencias.

A mayor abundamiento, es posible señalar que las circunstancias
planteadas por la iniciativa convergen de modo concreto en el papel que
ha jugado una concepción clínico-terapéutica de la readaptación social,
que ha arrojado como consecuencia, además de los ya enunciados, los
siguientes problemas:
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El rol del “tratamiento” como eje de la ejecución, lo que desvirtúa el carácter jurídi-
co de la ejecución de penas y crea importantes zonas de incertidumbre que afectan
la condición jurídica del sancionado y del procesado sujeto a prisión preventiva.
El enfoque sobre el “interno” que plantea una visión peligrosista, que pone en duda
la presunción de normalidad a la que tienen derecho todas las personas y que des-
dibuja en los hechos la distinción entre procesados y sentenciados, fundamental para
garantizar la presunción de inocencia.
El carácter estigmatizante de las prácticas clasificatorias, así como la incertidumbre
de los procedimientos de revisiones a visitantes y de los criterios para determinar las
faltas y las sanciones intrainstitucionales.
La orientación terapéutica del trabajo, la educación y los servicios de atención médica,
psicológica y social que no reconoce la condición de derechos que cada uno de
estas actividades comporta y que las reduce también a tratamientos que puede ser
instrumentalizados.
La labor del personal técnico que, anclada en la “misión imposible” de la readaptación
social, desaprovecha el talento y las fortalezas de los profesionales que trabajan en las
prisiones, para actuar transdisciplinariamente, a favor del mejoramiento de las condi-
ciones de la vida carcelaria, y
El imperio del Ejecutivo, que actúa como juez y parte en los conflictos entre el preso y la
institución, así como en el otorgamiento de los llamados beneficios de libertad anticipada.

OBJETIVOS Y LÍNEAS PROPUESTAS:
SENTENCIAS PENALES

Sobre la base del reconocimiento de la problemática penitenciaria, la inicia-
tiva se propone aproximar la ejecución de penas al régimen constitucional de
garantías, con miras a reducir los espacios de discrecionalidad que han dado
lugar a la violación estructural de los derechos de los presos y a la ineficacia
propiamente dicha de todo el sistema; como consecuencia, propone un cam-
bio en el enfoque de la ejecución de sanciones penales, subsumiendo en un
marco eminentemente jurídico, el carácter técnico que priva en la legislación
actual. Este cambio de enfoque juridifica el concepto de “readaptación so-
cial”, limita la influencia que los dictámenes técnicos tienen en la situación
jurídica de los presos y extiende el papel de la jurisdicción a la solución de los
conflictos entre los presos y la administración penitenciaria.
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El objetivo general que explícitamente se persigue, de acuerdo con
la exposición de motivos, es reestructurar el sistema penitenciario de
modo que los centros de reclusión se conviertan en centros de trabajo, educación
y deporte, con miras a combatir la corrupción, mejorar las instalaciones y aplicar
el programa integral de readaptación social. La exposición de motivos señala
también objetivos específicos, de los cuales se siguen estrategias que, de
modo general, se plasman a lo largo del articulado de la propuesta de ley.
Tales objetivos y estrategias son los siguientes:

REESTRUCTURACIÓN DE LA INTERVENCIÓN
DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS
DENTRO DEL SISTEMA PENAL

De acuerdo con el modelo actual, las autoridades administrativas del sistema
penitenciario nacional cuentan con una gran discrecionalidad para tomar
decisiones que afectan la situación jurídica de los penados, independiente-
mente del perjuicio que ello debiera implicar en términos del sometimien-
to de la ejecución a la decisión jurisdiccional que le da lugar. Esta discre-
cionalidad tiene diversas fuentes, pero en todo caso parte de la certeza de
que, dado que es el Poder Ejecutivo el que tiene el control directo sobre la
llamada “individualización ejecutiva de la pena”, a la autoridad administra-
tiva le corresponde decidir en torno a todos los aspectos que se dan durante
la ejecución. Cabe comentar también que el enfoque clínico y terapéutico
que se ha dado a la sanción, ha creado un velo que permite hacer pasar por
manifestaciones del tratamiento lo que en realidad constituye un acto a u-
toritario que, no obstante, pasa por legal en tanto que es posible derivarlo de
la actual concepción de la ley.

Ejemplos de esta situación han sido documentados en recomenda-
ciones de las comisiones públicas de derechos humanos, particularmente
en lo que se refiere a abusos cometidos en el otorgamiento de la visita ínti-
ma, donde se exigen criterios notoriamente anticonstitucionales. También
se aprecia esta discrecionalidad en lo relativo a los criterios para la revisión
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de visitantes y de los dormitorios de los propios internos que, dado que no
están regulados, dejan un amplio espacio para el abuso de autoridad y la
vejación. Desde luego, ello también se aprecia en las facultades que hoy
tiene la autoridad administrativa para efectuar traslados forzosos de inter-
nos a otras prisiones, para decidir la ubicación intrainstitucional de los
internos y para la concesión de los hoy denominados beneficios de libertad.
En este sentido, es claro que la iniciativa reconoce esta problemática en
tanto que busca otorgar seguridad jurídica a la ejecución y en especial, crear
condiciones que aseguren el apego de las autoridades penitenciarias al prin-
cipio de legalidad. 

Desde el punto de vista orgánico, conviene destacar que la propuesta
regula en un solo cuerpo legal, la ejecución de sanciones en el nivel federal,
actualmente dispersa en la Ley de Normas Mínimas para la R e a d a p t a c i ó n
de Sentenciados, en el Código Penal federal, en el Código Federal de Pr o-
cedimientos Penales y en el Reglamento de los Centros Federales de
Readaptación Social, con lo que se concentran en un solo ordenamien-
to, todos los aspectos relevantes en materia de ejecución penal federal,
a saber: las disposiciones para la ejecución de medidas de seguridad, de
sanciones no privativas de la libertad, así como de las restrictivas y pri-
vativas de la libertad; los criterios para regular el sistema penitenciario y
el régimen disciplinario que supone; los criterios para el otorgamiento
y revocación de la libertad anticipada y de modo enteramente novedoso,
las disposiciones para el otorgamiento del indulto, del reconocimiento
de inocencia y de la rehabilitación de los derechos del sentenciado; los
procedimientos administrativos de revisión y control de la actuación de
las autoridades penitenciarias, y finalmente, el proceso judicial de eje-
cución. El beneficio de esta concentración es evidente en la medida en
la que evita reenvíos a otras leyes y ordenamientos y permite la com-
prensión global del funcionamiento del sistema.

Desde la perspectiva funcional, el artículo 3o., señala de manera clara
las competencias que corresponden al Poder Ejecutivo en la ejecución de
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las sanciones penales, e introduce, en los artículos 5o., 8o., y en los títulos
Quinto y Sexto, los criterios que la ciñen al respeto de los derechos
humanos de los sentenciados. También en el sentido de apegar el ejercicio
de las facultades de la autoridad administrativa en materia de ejecución, la
iniciativa introduce en el título Octavo los procedimientos administrativos
de vigilancia que permiten controlar, y en su caso sancionar, los actos que
obstaculicen el desarrollo conforme a derecho de las visitas familiar e ínti-
ma; la toma de decisión respecto de los traslados; la ejecución de actos de
molestia injustificados o de medidas que agraven la sanción o la hagan más
aflictiva, y la ejecución de actos que atenten contra la vida, la integridad y
la dignidad de las personas, la tortura y los tratos crueles inhumanos o
degradantes.

Contrario sensu, el capítulo II del Título Primero, deja en claro que la
sustitución y la conmutación de sanciones, así como la aplicación de la ley
más favorable durante la ejecución, son temas que no estarían más dentro
de las esferas de atribución de la autoridad administrativa, al regularlas
como asuntos decidibles por la vía jurisdiccional. El capítulo III del mismo
título, por su parte, establece el mecanismo para que la Suprema Corte de
Justicia otorgue, a petición del sentenciado que se considere en este
supuesto, el reconocimiento de inocencia, hasta ahora no regulado en la ley.

Como es claro, la iniciativa resuelve problemas frecuentemente señala-
dos en materia de ejecución, relativos a la invasión de la esfera jurisdiccional
por la vía de procedimientos administrativos en manos del Poder Ejecutivo.

Además, cabe predecir que la inclusión expresa de controles a la activi-
dad administrativa producirá dos efectos importantes: por un lado, permi-
tirá a la autoridad administrativa reconocer un referente claro en torno a
los límites y prohibiciones en torno a lo que debe y no hacer, y por el otro,
al quedar estos actos plenamente establecidos como norma positiva, facili-
tarán la defensa ante el órgano jurisdiccional respectivo, de quien es vícti-
ma de tales actos.

De cara a la transformación que la reforma implica, el establecimiento
de criterios objetivos para la actuación de la autoridad administrativa se tra-
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duce en una solución garantista a los problemas de discrecionalidad y al
autoritarismo que de ellos se deriva.

DETERMINACIÓN DEL RÉGIMEN JURÍDICO
DE LA EJECUCIÓN DE SANCIONES

Otra de las transformaciones sustanciales que la iniciativa propone radica
en la juridificación total del régimen de ejecución de sanciones. Como se
ha comentado, la fuente de la mayor parte de los problemas que se pre-
sentan hoy en día en el sistema penitenciario la constituye la subordi-
nación del derecho a los criterios técnicos de la criminología. Si bien es
cierto que el carácter científico de la criminología clínica fue altamente
ponderado como el recurso que habría permitido superar la generalidad y
la abstracción de los criterios jurídicos en aras de otros –particulares, con-
cretos y sujetos a prueba empírica– que harían posible la individualización
del tratamiento, también lo es que en ese proceso se sacrificó el beneficio
que en términos de la protección de derechos supone la prevalencia de un
nivel jurídico normativo por encima de cualquier otro que suponga con-
tenidos atenidos a cualquier forma de verdad sustancial, sean éstos morales
o científicos, o bien de relativismo, como es el caso de los criterios políti-
cos o culturales.

En realidad, la discusión se remonta a los orígenes del derecho penal
ilustrado y al efecto que ésta produjo en la separación entre derecho y
moral, y por consiguiente, entre el derecho y cualquier otra forma de orden
que comprometa los principios que le otorgan validez al derecho penal. En
términos llanos, el problema se presenta en la medida en la que los crite-
rios de la criminología, que se centran en el sujeto que comete delitos más
que en los propios hechos delictivos, se sobreponen a los principios que
legitiman la intervención penal, subordinando el régimen jurídico a razones
extrajurídicas. Como lo han planteado diversos autores, ello supone un
modelo de derecho penal destinado a castigar a la persona por lo que es
–un sujeto peligroso– y no por lo que ha hecho. Desde luego, un esquema
de esa naturaleza vulnera las posibilidades de defensa de quien es etiquetado
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como delincuente frente a razones que por su naturaleza científica –o pseu-
do-científica– no son judiciables.

La iniciativa de ley que se propone reconoce sin duda esta problemática
y, en concordancia con el objetivo anterior destinado a aproximarse al ga-
rantismo penal, ajusta el régimen de ejecución de penas al marco normati-
vo de la Constitución y de los derechos humanos, subvirtiendo la relación
que hasta ahora existe con respecto al quehacer criminológico. 

Así, en el artículo 8o., hace explícitos los principios de seguridad jurídica,
legalidad, racionalidad, proporcionalidad y equidad en la ejecución, respeto
invariable de la dignidad humana, escrutinio público, personalización adminis-
trativa de la sanción, establecimiento de condiciones de seguridad, igualdad,
profesionalización, interpretación de la norma en el sentido que más favorezca
al detenido, procesado o sentenciado, el principio de defensa, el de mínima
aflicción, el de restricción de la trascendencia de la sanción, el de aplicación de
los derivados de las garantías constitucionales en general y del proceso penal en
p a r t i c u l a r, y el principio de intervención jurisdiccional.

MODIFICACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN Y
FUNCIONAMIENTO DE LOS CENTROS FEDERALES
DE READAPTACIÓN

Como resultado inmediato de los objetivos y estrategias anteriores, la ini-
ciativa desarrolla ampliamente los criterios de organización y fun-
cionamiento de los centros penitenciarios, de modo que se ajusten al nuevo
modelo de ejecución propuesto. Las estrategias más importantes para
alcanzar estos objetivos son las siguientes:

Incorporar modificaciones respecto del gobierno de las instituciones federales de reclusión, lo que
supone ceñir las funciones del director a la vigilancia del respeto a los derechos y
garantías de los reclusos (art. 74, fracciones III, IV, V, VI, VIII, IX, X y XI). En este
sentido, la iniciativa resulta novedosa pues orienta el cumplimiento del principio d e
legalidad en sentido lato, por la vía de la garantía de la legalidad en sentido estric-
to. En otras palabras, hace del respeto de los derechos y garantías de los internos el
h o rizonte normativo de las funciones del director, lo que obliga a que éste se con-
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duzca en todos sus actos, no sólo conforme a la ley, sino conforme a los principios
que la sustentan.
Asignar al Consejo Técnico el carácter de órgano colegiado con capacidad para proponer e
instrumentar medidas de gobierno del establecimiento, controlar la vida en
reclusión, la ejecución de programas especiales, coordinar al personal profesional y
asesorar al director (arts. 76 y 78) y limitar la relación de este último con el Consejo
Técnico a funciones de coordinación (art. 74, VII). Esta estrategia representa otra
de las novedades de la iniciativa pues otorga al Consejo Técnico una labor que tiende
a aprovechar el potencial profesional del personal técnico que labora en los centros
para analizar las condiciones en las que se desarrolla la ejecución y para proponer,
en su caso, medidas destinadas a solucionar los problemas que afectan la vida insti-
tucional. Este cambio propone un giro sustancial respecto del modo de concebir el
papel de psicólogos, sociólogos, trabajadores sociales, médicos y criminólogos den-
tro del centro quienes, además de brindar los servicios que sus profesiones implican,
son considerados como expertos capaces de observar transdisciplinariamente la vida
institucional para detectar las causas y los problemas que con más frecuencia se dan
en situaciones de reclusión: mercados ilegales, gobiernos ilegítimos, sobrepoblación,
motines, entre otros. 
Establecer una distinción entre la vigilancia exterior (seguridad) y la vigilancia interior (custo -
dia) del centro, lo que supone distinguir con claridad los niveles de uso de fuerza en
uno y otro caso. Diversas experiencias demuestran que el uso de armamento pesado
en las funciones de custodia resulta contraproducente en la medida en la que, en
ciertas situaciones, ha podido ser utilizado incluso por los propios internos en situa-
ciones de amotinamiento, o bien, hace posible excesos por parte del personal de
custodia. Por el contrario, el uso de mayores niveles de fuerza se justifica en la vigi-
lancia del exterior de los centros, con fines de aseguramiento del inmueble (art. 86).
En este sentido, el proyecto regula taxativamente las funciones de seguridad y de
custodia (art. 88), así como la participación concurrente de otras fuerzas en ciertos
casos; permite por ejemplo, la participación temporal de personal de la Policía
Federal en las funciones de vigilancia del centro, pero prohíbe que la policía judicial
local o miembros de las fuerzas armadas hagan funciones de custodia en los
supuestos de disturbios; en todo caso establece la subordinación del personal de
seguridad y custodia del centro y del de la Policía Federal que preste servicios tem-
porales de seguridad en el mismo, al director del establecimiento (art. 87), lo que
debe proveer unidad de mando y un mejor mecanismo para la rendición de cuentas
y el deslinde de responsabilidades. En el mismo rubro de la seguridad y custodia, el
proyecto asume la existencia de criterios generales para el ingreso, permanencia,
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promoción y terminación del servicio de los miembros de estos cuerpos (cuestiones
definidas en el proyecto de Ley de Seguridad Pública también contenido en el
paquete de reformas) y establece un Reglamento del Servicio Civil de Carrera (art.
86). Desde luego, la existencia de criterios claros para regular la carrera profesional
de los miembros de los cuerpos de seguridad y custodia tiene importantes beneficios
en la limitación de la discrecionalidad con la que normalmente se efectúan los
movimientos de este personal, pero además, cabe comentar que el proyecto fortalece
el servicio civil de carrera, en la medida en la que establece también el deber de
brindar capacitación sobre el uso racional y legal de la fuerza y del armamento a su
cargo, sobre su participación en situaciones conflictivas en las que se empleen
medios de resolución pacífica de conflictos (art. 89.I), así como de dotar de equipo
de autoprotección, uniformes, medios de radiocomunicación y armas no letales y
convencionales, según la función que desarrolle y las condiciones climáticas del cen-
tro (89.II). Estas disposiciones, leídas en conjunto, muestran el carácter de garantías
orgánicas para el adecuado desempeño de las funciones de seguridad y custodia que
el proyecto reconoce a quienes las desarrollan. Siempre en el sentido de otorgar
mayor seguridad jurídica a las funciones administrativas, finalmente, en el rubro de
las labores de seguridad y custodia, el proyecto regula taxativamente estas funciones
(art. 88).
Introducir modificaciones en el régimen de vida intrainstitucional de los centros federales de
reclusión, en función de la satisfacción de derechos fundamentales no conculcados
por la pena, tanto en el sentido de la protección de libertades negativas –traducidas
como límites a la autoridad administrativa– como de prestaciones positivas, en el
sentido de obligaciones de acción de la misma autoridad administrativa, siempre
respecto del penado. En el primer sentido, destaca la regulación de los procedimien-
t o s de ubicación intra e interinstitucional, el régimen disciplinario y el de revisiones
a la visita y al dormitorio y pertenencias del interno. En el segundo sentido, desataca
la garantía de los servicios educativos, laborales, de salud y de vinculación social,
como derechos plenos de los reclusos.

En lo que se refiere al primer sentido, el proyecto limita la utilización
de criterios en torno a la subjetividad de los internos para fines de su ubi-
cación en alguno de los centros federales o bien dentro de ellos (arts. 67 y
68.I). Esta limitación es de suma importancia en la medida en la que can-
cela el efecto estigmatizante y escasamente eficaz de la llamada hasta ahora
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clasificación clínico criminológica. La clasificación opera, en este nuevo
sentido, sobre las áreas y no sobre las personas, además de que funcionaliza
el uso del espacio carcelario en aras del fomento a la convivencia pacífica de
los reclusos, pero también en relación con el control de flujos dentro de la
institución. En esta misma lógica, se plantean en el proyecto lineamientos
para que en el Reglamento de los Centros Federales se limiten también las
revisiones (68.II y 77.X) y la disciplina (68.III) a reglas objetivas y r e s p e tu o s a s
de la dignidad humana. La iniciativa introduce los principios de necesidad,
culpabilidad y proporcionalidad en la definición de las faltas disciplinarias
(arts. 109 y 110); el de presunción de inocencia, los derechos de audien-
cia, de defensa (art. 112) y de revisión (art. 113) en los procedimientos disci-
p l i n a r i o s , y la prohibición expresa de la tortura, las sanciones degradantes o
infames y del aislamiento (art. 111). Todo lo anterior supone extender el
régimen constitucional de garantías incluso a la fase de ejecución de penas.

En torno a la obligación de salvaguardar el derecho fundamental de
acceso a las prestaciones sociales positivas que la Constitución reconoce
como derechos sociales, la ley establece la necesidad de garantizar en el
Reglamento de los Centros Federales, la puesta en marcha de programas
educativos, laborales y de capacitación (68.IV), sanitarios (68.V), de com-
bate a las adicciones y al tráfico de drogas (68.VI); la visita íntima y familiar
(68.VII), así como la industria penitenciaria (68.VIII), ajustados a los
alcances y límites de la Constitución, como se verá enseguida.

La propuesta considera como actividades laborales a las de tipo indus-
trial, a las artesanales, así como a los trabajos prestados para la satisfacción
de servicios del propio centro (art. 81); prevé que puedan ser organizadas
por los internos o realizadas en forma individual, siempre bajo la dirección
del consejo técnico y sin contravenir la ley (art. 82); y, en todo caso, d e
acuerdo con los siguientes fines (art. 83.I): a) promover el fomento de indus-
tria y servicios congruentes con el mercado de la comunidad; b) incremen-
tar la participación de la industria privada y pública; c) optimizar los puestos
de trabajo ya existentes; d) generar equidad en la distribución de las o p o r-
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tunidades laborales; e) distribuyendo racionalmente el salario del intern o ;
f) introduciendo el principio “a trabajo igual, salario igual”; g) garantizar
previsiones en materia de seguridad laboral e indemnización por acci-
dentes, de acuerdo con la Ley Federal del Trabajo; h) evitar y erradicar con-
cesiones a los internos para que éstos controlen la compra o venta de bienes
y servicios dentro del establecimiento, así como el empleo subordinado
entre internos.

Como actividades educativas, la ley comprende a las destinadas a la edu-
cación formal, como a la no formal, entendiendo por esta última a las
“actividades culturales, deportivas, musicales, literarias, lecturas, manuali-
dades y otras similares” (art. 80); prevé que puedan ser organizadas por los
internos o realizadas en forma individual, siempre bajo la dirección del
Consejo Técnico y sin contravenir la ley (art. 82). Respecto de los progra-
mas educativos, la ley propone (art. 83.II): a) orientarlos a las necesidades
de la población interna; b) apegarlos a lo dispuesto por las fracciones I, II
y IV del artículo 3o. constitucional y por los artículos 2o., 5o., 6o. y 7o. de
la Ley General de Educación, para garantizar que sus contenidos respondan
a las finalidades de la instrucción pública; c) garantizar que el acceso a las
oportunidades educativas sea igualitario y no discriminatorio.

En lo que se refiere a los programas sanitarios, la propuesta establece
otorgarlos de acuerdo con lo establecido por el artículo 4o. constitucional
(art. 84).

En cuanto al derecho a la vinculación social del penado, la propuesta
abre la posibilidad para garantizar el contacto de los reclusos con el exterior,
permitiendo a la autoridad penitenciaria la celebración de convenios con
instituciones que presenten servicios asistenciales, de carácter educativo,
laboral o recreativo, sean éstas de carácter público o privado, sin que ello
implique relevar a las autoridades de estos deberes (arts. 91 y 92).

También establece criterios para facilitar a los internos la presentación
de escritos, peticiones y quejas ante tribunales y organismos de protección de
derechos humanos, públicos y privados (art. 93), así como para garantizar
la confidencialidad de la correspondencia, limitando su revisión a los
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medios electromagnéticos adecuados para verificar que no se introduzcan
sustancias u objetos prohibidos por el reglamento (art. 94).

En lo relativo al derecho a recibir visitas, la iniciativa prevé la existencia
de condiciones adecuadas, de tiempo y espacio, para que los internos se
entrevisten con sus abogados –sin demora, interferencia o censura y de
forma confidencial, permitiendo una vigilancia visual del encuentro, pero
resguardándole de ser escuchado– (art. 95); la visita de la familia y de ami-
gos, dos veces por semana, de acuerdo con el reglamento y previendo que
la sanción de aislamiento no puede afectar estas visitas (art. 96); la visita
íntima, una vez por semana, de conformidad con el reglamento; facilidades
para la comunicación de los reclusos extranjeros con sus representantes
diplomáticos y consulares, sin importar que se trate de refugiados, apátri-
das o personas provenientes de estados sin representación diplomática o
c o n s u l a r, quienes podrán recurrir a las autoridades del Estado que represente
sus intereses (art. 98); el derecho a que los reclusos consulten la prensa
nacional o internacional, lean cualquier tipo de publicaciones y utilicen los
medios electrónicos de información y entretenimiento que establezca el
reglamento, de conformidad por lo establecido por las autoridades peni-
tenciarias y por el juez de ejecución (art. 99); la visita de miembros de aso-
ciaciones religiosas y la realización de visitas pastorales entre los internos,
respetando el derecho del recluso a negarse recibir a estas visitas (art. 100).

La iniciativa establece la posibilidad de que organismos no guberna-
mentales e integrantes de organismos asistenciales realicen visitas a los cen-
tros en los términos del reglamento (art. 102); también prevé la posibilidad
de que previo consentimiento por escrito del interesado, los internos atien-
dan entrevistas de los medios de comunicación, con resguardo de la seguri-
dad del centro (art. 103); permite asimismo que la autoridad penitenciaria
celebre convenios con instituciones de educación superior para que los
internos interesados asistan a las actividades que éstas ofrezcan y –con-
comitantemente– permite también el ingreso periódico del personal
docente para el cumplimiento de estas actividades (art. 104).
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Armonizar el trabajo del personal profesional con las necesidades de orden de la institución (art.
90) poniendo especial cuidado en evitar que el personal de seguridad y custodia
ejerza funciones que son propias del personal técnico (90.I) y limitando el contacto
entre el personal de seguridad y custodia y los internos a los fines de vigilancia del
orden y del apoyo al personal profesional (90.II).
Modificar la relación entre el régimen interior del centro y la vida en el exterior del mismo, en el
sentido de transparentar la cotidianidad de los centros y de establecer mecanismos que
p e rmitan el escrutinio público de lo que allí sucede. Para estos fines, la iniciativa tiende
a facilitar la comunicación entre los internos, sus familiares, amigos, organismos reli-
giosos, académicos y de la sociedad civil, así como a establecer mecanismos destinados
a la rendición de cuentas y al control sobre la autoridad penitenciaria.

La propuesta prevé, en este sentido, el ingreso a los centros federales de
readaptación social, en cualquier momento y sin aviso previo, de los visita-
dores de las autoridades federales, de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos, y de la Defensoría Pública Federal, así como la de los defensores,
incluidos los instrumentos necesarios para realizar sus tareas –tales como cá-
maras fotográficas y aparatos de reproducción magnética. Establece que bas-
tará con mostrar identificación sin que pueda exigirse otro requisito que la
revisión reglamentaria tanto a las personas como al equipo que introduzc a n
(art. 105); ordena a las autoridades y personal penitenciario permitir el
desplazamiento libre, por todas las áreas del centro y a cualquier hora, a
v i s i t a d o r e s , defensores públicos y defensores penitenciarios y dar las facili-
dades para la realización de sus funciones (art. 106), así como proveer de
espacios adecuados en el área de gobierno, para facilitarles el cumplimiento
de sus atribuciones (art. 107).

Implantación de órganos jurisdiccionales de la Fe d e r a c i ó n
en la vigilancia jurídica de la ejecución de sanciones y en
las controversias jurídicas que se susciten entre la autoridad
penitenciaria local y los particulares.

Quizá la parte que más ha llamado la atención de la reforma en el sistema
de ejecución de penas ha sido la introducción de los jueces de ejecución.
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Como se ha mencionado, en la tradición del penitenciarismo nacional, el
control de la ejecución por parte de la autoridad administrativa es visto
como una derivación “natural” de la atribución que la actual Ley de
Normas Mínimas asigna al Ejecutivo para la llamada individualización eje-
cutiva de la pena. Sin embargo, es claro que durante la ejecución se suscita
una serie incidentes que guardan relación con la decisión jurisdiccional o
bien, que derivan de conflictos entre el penado y la administración peni-
tenciaria en los que esta última se convierte en parte. 

En el primer caso, resulta evidente que todo lo relacionado con la modifi-
c a c i ó n de la pena impuesta tiene un carácter esencialmente jurisdiccional
y que toda decisión en este sentido, tomada por una autoridad distinta,
resulta en una invasión injustificada de esferas, aun si la decisión benefi-
cia al sentenciado. El ejemplo más claro en este sentido lo constituyen los
llamados beneficios de libertad anticipada que, en los términos en los que
se encuentran regulados hoy en día, dejan en manos de la autoridad
administrativa la posibilidad de disponer de porcentajes considerables de
la pena con base en criterios subjetivos, inciertos y en esa medida incon-
trovertibles. El otro caso lo constituyen por ejemplo, todas aquellas si-
t u aciones en las que una disposición, reglamentaria o decidida por la
autoridad penitenciaria, afecta los derechos del penado o impacta en su
situación jurídica; este es el caso de los traslados, la clasificación, los
cateos y revisiones y de las medidas disciplinarias impuestas por la
comisión de faltas en los establecimientos. 

En reconocimiento a esta problemática, la propuesta de ley se propone
jurisdiccionalizar el control de la legalidad de la ejecución de las sanciones
penales, introduciendo la figura del juez de ejecución (arts. 1.I y 7.III) a quien
corresponde controlar el cumplimiento adecuado del régimen penitencia-
rio, disponer las inspecciones a los establecimientos penitenciarios que
fueren necesarias y hacer comparecer ante sí a los sentenciados con fines
de vigilancia y control (art. 3). Para el adecuado desempeño de estas fun-
ciones, la iniciativa otorga atribuciones específicas al juez de ejecución en
los siguientes ru b r o s :
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En relación con los procedimientos de sustitución, conmutación y aplicación de la
ley más favorable:

a) recibir del sentenciado las observaciones respecto del ejercicio de sus derechos y
facultades durante la ejecución, así como el nombramiento de un defensor de oficio
cuando el interno así lo requiera (art. 5);
b) recibir, resolver y notificar a la autoridad y al interesado en torno a las solicitudes de
conmutación, reducción de la sanción o sobreseimiento que los internos que se encuen-
tren en el supuesto de sustitución o de aplicación de la ley más favorable le hagan llegar,
de conformidad con el procedimiento establecido en la propia iniciativa (arts. 9 y 10);
c) dejar sin efecto la sustitución y ordenar la ejecución de la sanción de prisión
impuesta por el juez de la causa cuando el sentenciado no cumpla con las condi-
ciones que le fueran señaladas para tal efecto; la iniciativa le faculta, sin embargo,
para apercibir al sentenciado de que, en caso de incurrir en nueva falta, o de ser con-
denado por la comisión de un nuevo delito, se hará efectiva la sanción sustituida. No
puede resolver en este sentido si el delito es culposo, en cuyo caso la decisión es del juez de la
causa (art. 11);
d) prevenir al sentenciado cuando sea necesario de la necesidad de presentar un
nuevo fiador, manifestándole el tiempo con el que cuenta para hacerlo y apercibién-
dole de que, en caso de no hacerlo, se hará efectiva la sanción; recibir la notificación
del sentenciado en caso de muerte o insolvencia del fiador (art. 12);
e) modificar la sanción cuando el sentenciado acredite plenamente que, por razones
de edad, sexo, salud o constitución física no puede cumplir con la sanción que le fue
impuesta (art. 14);
f) dictar de oficio el auto de adecuación de la sentencia en los casos en los que, en
virtud de una reforma legislativa se reduzca la penalidad de los delitos por cuya
comisión se hubiera sentenciado a uno o más individuos, en los términos del artícu-
lo 56 del Código Penal (art. 16);
g) recibir las solicitudes de rehabilitación de derechos en los casos en los que el sen-
tenciado hubiere ya extinguido su pena, o en los casos en los que no le hubiere sido
impuesta (art. 28) y emitir la declaración correspondiente (art. 29).

En relación con las medidas de seguridad:

a) vigilar la aplicación de las medidas de tratamiento para adultos inimputables en
internamiento o en libertad, verificando que estas medidas sean acordes con el
interés superior de la salud del inimputable y con propósitos de asistencia (art. 30);
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b) solicitar al juez de la causa la remisión a un hospital psiquiátrico de quien, en el
curso de la ejecución, sea acreditado como inimputable; en este mismo sentido, y si
el padecimiento fuese irreversible, decretar la suspensión definitiva de la sanción pri-
vativa de la libertad impuesta y dictar las medidas necesarias para garantizar el interés
superior de la salud del interno; igualmente, recibir la notificación de la autoridad
penitenciaria una vez extinguida la medida de seguridad, con la finalidad de que la
persona sea entregada a quien legalmente corresponda (art. 32);
c) c o m p r o b a r, a petición de parte, que el procesado interno en una institución de salud
no sea privado de su libertad por más tiempo que el señalado por las reglas de
p r e s c r i p c i ó n del delito de que se trate, en los casos de suspensión del procedimien-
t o previstos por el artículo 489 del Código de Procedimientos Penales (art. 35).

En relación con la ejecución de sanciones no privativas de la libertad:

a) en el caso de sanciones pecuniarias, recibir de la autoridad fiscal la cantidad
c o rrespondiente a la reparación del daño, en un máximo de tres días posteriores al
pago de una sanción pecuniaria, y hacer comparecer a quien tenga derecho a ella para
hacerle entrega inmediata de su importe;
b) resolver las controversias relacionadas con el cumplimiento de las sanciones de tra-
tamiento en libertad, semiliberación y de trabajo a favor de la comunidad, de acuer-
do con la legislación sustantiva y procesal aplicable (art. 43); recibir las denuncias
que cualquier persona haga sobre el incumplimiento o simulación que favorezca la
impunidad del sentenciado, así como las desviaciones respecto de la recta ejecución
de las sanciones antedichas (art. 44).

En lo referente a las sanciones restrictivas y privativas de libertad:

a) garantizar la observancia de la ley y demás ordenamientos aplicables para hacer
salvaguardar los derechos de los internos durante el tiempo de ejecución de la sen-
tencia (art. 60);
b) personalizar las sanción privativa de libertad impuesta por el juez de la causa, de
conformidad con la conducta observada por los internos durante la reclusión a
través del otorgamiento de la remisión parcial de la sanción y la reducción de la san-
ción por reparación del daño en los términos dispuestos por la iniciativa (art. 62); y
en los casos en los que la persona esté recluida en un centro distinto de los federales,
hacerlo de conformidad con la información proporcionada por las autoridades peni-

Análisis técnico 119



t e n c i a r i a s correspondientes, sin que ello produzca tratos diferenciados respecto de
los internos de los ceresos (art. 63);
c) solicitar, para determinar la situación jurídica de un sentenciado, el diagnóstico de
las características y circunstancias del interno al personal del Estado de que se trate,
o bien de otros organismos públicos y privados (art. 64.III);
d) solicitar la intervención de peritos terceros en discordia –de la lista publicada por
el Poder Judicial de la Federación– en los casos en los que haya controversia en los
dictámenes de los peritos de las autoridades competentes en materia de ejecución
como de la defensa;
e) autorizar, a petición de parte, los traslados de internos entre ceferesos, entre éstos
y los ceresos, viceversa y entre los ceresos de acuerdo con lo previsto en los artícu-
los 69 y 70 de la iniciativa;
f) recibir del director del establecimiento, copia de los expedientes de los sentencia-
d o s una vez que le son puestos a disposición, así como de cada auto o acuerdo que
celebre con posterioridad en un plazo no mayor de 24 horas posteriores a la cele-
bración de éstos (art. 74.VI);
g) establecer las medidas necesarias para que los sentenciados ejerzan su derechos a
leer la prensa nacional e internacional, cualquier libro o publicación y a utilizar los
medios electrónicos de información y entretenimiento (art. 99);
h) autorizar o negar la excarcelación temporal de los internos, siempre que se obser-
ven las condiciones de seguridad previstas por el reglamento (art. 101) en los casos
de nacimiento, fallecimiento o enfermedad grave de un pariente cercano (art. 101.I)
o para recibir atención médica especializada cuando esta no pueda ser proporcionada
por el propio centro (art. 101.II).

Relacionadas con el otorgamiento de la libertad anticipada:

a) recibir de la autoridad penitenciaria y tramitar la solicitud de preliberación que
corresponda; escuchar al sentenciado en compañía de su defensor y de la autoridad
penitenciaria; promover, de modo facultativo, el incidente de preliberación,
emplazando a la dirección del establecimiento para que le remita los informes pre-
vistos por la propia iniciativa; rechazar sin trámite, cuando sea manifiestamente
improcedente o cuando estime que no transcurrió el tiempo suficiente para que
hayan variado las circunstancias que motivaron un rechazo anterior; vigilar el
cumplimiento de las condiciones fijadas en el auto de libertad y en su caso, refor-
marlas de oficio (art. 114);
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b) ordenar la detención de quien, gozando de preliberación, no pudiese ser hallado
para efectos de llevar a cabo el incidente de revocación al que se refiere el artículo
115 de la iniciativa; en estos mismos casos, decidirá por auto fundado si el senten-
ciado debe mantenerse en detención preventiva en tanto se resuelve la incidencia, y
en su caso, practicará nuevo cómputo.

Relacionadas con el otorgamiento de la libertad preparatoria:

a) concederla, sujeta a las condiciones establecidas en la fracción tercera del artículo
117 de la iniciativa;
b) revocarla, en los supuestos del artículo 119 de la iniciativa; amonestar al senten-
ciado y apercibirle de revocarle la libertad en caso de un primer incumplimiento de
las condiciones impuestas para otorgársela;
c) decidir sobre la permanencia o revocación de la libertad en los casos en los que el
sentenciado fuese condenado por un nuevo delito culposo (art. 119.II).

En relación con la remisión y la reducción de la sanción:

a) solicitar a la autoridad penitenciaria la información relativa al tiempo compurgado,
los días laborados, las infracciones graves cometidas, así como cualquier otra inform a-
ción que pueda condicionar el otorgamiento de la libertad anticipada (art. 122);
b) recibir la acreditación de reparación del daño por parte del sentenciado (art. 125);
c) acumular la reducción de la sanción y remisión parcial de la misma (art. 126).

En el proceso judicial de ejecución (título noveno):

a) conocer sobre la personalización, adecuación y modificación de la sanción de
prisión, así como sobre las peticiones de traslado (art. 130.IIa);
b) declarar la extinción de la sanción de prisión y de trabajo a favor de la comunidad,
así como de las medidas de seguridad (art. 130.IIb);
c) conocer sobre los incidentes y medios de impugnación que surjan con motivo de
la privación de libertad por parte de las autoridades penitenciarias, así como con
motivo de la ejecución de las sanciones de prisión y de trabajo a favor de la comu-
nidad, y de la aplicación de las medidas de seguridad (art. 130.II.c);
d) resolver sobre los conflictos que se puedan presentar en la tramitación de la reha-
bilitación de los derechos del sentenciado (art. 130.II.d);
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e) recibir del juez de la causa copia certificada de toda sentencia ejecutoriada en la
que se imponga una sanción privativa de libertad, de trabajo en favor de la comu-
nidad o en la que se decrete una medida de seguridad (art. 131);
f) en el caso de la sustanciación de incidentes en el procedimiento de ejecución, a su
juicio o a petición de parte, abrir un término de prueba que no será mayor de tres
días (art. 133.II); una vez concluido el término, citar a las partes y resolver después
de escuchar a los comparecientes (art. 133.III);
g) revisar los medios de impugnación contra las determinaciones de las auto-
ridades contempladas en el artículo 137 de la iniciativa, y de acuerdo con las
reglas establecidas en el artículo 138 de la misma; determinar con precisión
las correcciones y adecuaciones necesarias en los casos en los que la violación que
se acredite consista en la falta o inadecuada prestación de los ser vicios necesa-
rios para garantizar una estancia digna en reclusión o en la insatisfacción de los
derechos establecidos en el artículo 18 constitucional, fijar el plazo para el
cumplimiento de lo ordenado, así como, concluido dicho plazo, efectuar una
inspección para verificarlo; de ser el caso, dictar el auto de incumplimiento y
proceder a la destitución del director en los términos del artículo 147 de la ini-
ciativa (art. 140);
h) ordenar en cualquier momento a las autoridades penitenciarias la adopción de las
acciones necesarias para proteger a los sentenciados y a los visitantes de los actos
señalados en el artículo 110 de la iniciativa.

POSTURA DOCTRINAL 
DE LA PROPUESTA

La propuesta tiene una orientación político criminal claramente situada
en el garantismo penal, lo que se aprecia sin duda en la intención de hacer
valer también en el ámbito de ejecución de las penas, el principio de
legalidad en sentido estricto. Consecuentemente, es notoria la intención
de dotar de certeza jurídica a todas las prácticas que, en la fase ejecutiva,
carecen actualmente de ella, de acuerdo con la hipótesis garantista que
a f i rma que la existencia de incertidumbre en procedimientos que tienen
consecuencias en la situación jurídica de las personas, produce espacios
propicios para el autoritarismo y la corru p c i ó n .

Ejecución de sentencias penales122



POSTURAS DOCTRINALES 
CONTRARIAS A LA PROPUESTA

H a y, básicamente, dos posturas vigentes que pueden enderezar argumentos en
contra de la propuesta. Por una parte, anclada en la defensa social y en el
Programa de Marburgo, está la postura que anima el espíritu de la actual Ley
de Normas Mínimas para la Readaptación Social de Sentenciados. Como es
sabido, esta posición adopta una visión de prevención especial positiva c e n t r a d a e n
dos conceptos clave aportados por la criminología clínica: peligrosidad y
readaptación social. Estos dos conceptos están en la base de una práctica peni-
tenciaria que se concibe como individualización terciaria –o ejecutiva– de la
pena, y que otorga a esta última el carácter de “tratamiento”, frente al delito
que es considerado como “patología” y al delincuente como “patológico”. 

Según esta posición, el principio de culpabilidad queda relativizado por
efectos de la finalidad clínica del internamiento, lo que justifica una aproxi-
m a c i ó n criminológica centrada en el autor del delito, y no ya en el hecho
delictivo. Esta aproximación impacta de modo directo las prácticas de clasi-
ficación inter e intra institucional, el trabajo y la educación penitenciarias, la
visita íntima, así como el otorgamiento de los beneficios de libertad antici-
pada; de modo indirecto justifica también otras prácticas tales como las
revisiones y cateos, los traslados y el régimen disciplinario. 

El común denominador en todas ellas es la presencia de un criterio
cientificista que otorga un sentido terapéutico a la vida institucional. Con
esa base doctrinal, ha sido justificada la imposición de etiquetas –“peli-
groso”, “irreductible al tratamiento”–, la negación de la visita íntima por
razones terapéuticas, una visión del trabajo como terapia ocupacional y no
como un derecho y la negación de los beneficios de libertad debido a
desórdenes de la personalidad. Aunada a esta visión terapéutica, una noción
de la seguridad y el orden como telón de fondo de la práctica penitenciaria
ha justificado también la imposición de revisiones vejatorias de visitantes y
de internos, el condicionamiento de traslados y el establecimiento de faltas
y sanciones disciplinarias violatorias de los derechos de los presos. 

Análisis técnico 123



La otra postura tiene menos raíces entre los penitenciaristas pero
aparece como argumento político contra el régimen de garantías en la
prisión. Su fundamento se localiza en el llamado realismo de derecha y tiene
orígenes en el retribucionismo, según el cual, la pena es una manifestación
de venganza; en todo caso, las versiones utilitaristas del neorrealismo de
derecha, fundan su propuesta en una visión de prevención especial negativa que
niega todo poder resocializante a la pena, a la que le asigna más bien una
función de incapacitación. Desde este punto de vista se han enderezado
argumentos a favor de la pena de muerte, de la prisión neutralizante y de la
prisión perpetua.

CONTRADICCIONES, LAGUNAS 
Y ANTINOMIAS DE LA INICIATIVA

No obstante que el concepto de readaptación social, de acuerdo con la
orientación de la ley que se propone, tiene un evidente contenido jurídico,
la denotación del mismo sigue teniendo como referente a las doctrinas
patologistas del delito y del delincuente; en los hechos, ello puede producir
efectos que contradigan el interés de la reforma, especialmente por el
carácter que asumiría el consejo técnico y por la inercia. La reforma consti-
t u c i o n a l debe aportar un concepto más neutral –por ejemplo, se ha
p r o pu e s t o el concepto de reinserción social que hace referencia al hecho
real de que el privado de la libertad ha sido apartado de la sociedad y tiene
que volver en algún momento a ella– para consolidar la orientación garan-
tista que se busca imprimir al régimen de ejecución penal.

El artículo 111 prohíbe expresamente la sanción de aislamiento, pero
antes, el artículo 96 la da por hecho al afirmar que esta sanción no puede
afectar el derecho a la visita familiar y de amigos. 

En lo que se refiere a los procedimientos para la conmutación y apli-
cación de la ley más favorable, el artículo 11 otorga al juez de ejecución la
facultad para dejar sin efecto la sustitución y para ordenar que se ejecute
la sanción de prisión impuesta cuando el sentenciado no cumpla con las
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condiciones señaladas. Con una redacción muy deficiente, le permite con-
siderar la posibilidad de mantener la sustitución pero apercibiendo al penado
de que en caso de incurir en nueva falta o en un delito, la sustitución
quedará sin efecto. Luego, en la última parte del párrafo primero, inex-
p l i cablemente acota: “si el nuevo delito es culposo, el Juez de la causa
resolverá si se debe aplicar la sanción sustituida”. No parece haber una
razón válida para que esto sea así. ¿Por qué el juez de ejecución puede
decidir si el delito es doloso y no cuando es culposo?

OTROS REFERENTES NORMATIVOS

Hasta el momento existen en el Congreso de la Unión otras iniciativas o
proyectos integrales de iniciativa sobre la materia. En el Distrito Federal,
existe un proyecto de Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas de
Seguridad, también de orientación garantista.
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CONTEXTO/PROBLEMA 

A lo largo del siglo XX en México, desde la instauración del primer Tribunal
para Menores, la historia del control de la delincuencia cometida por niños
y jóvenes está signada por una tendencia que, convergente con los postula-
dos del positivismo criminológico, dibujó un ámbito de atención especial
que paulatinamente alejó la justicia juvenil del derecho penal. Con un
carácter claramente moralista en un principio, el correccionalismo de
menores de la primera mitad del siglo alcanzó su punto álgido en 1974, cuan-
do, de modo convergente con la reforma penitenciaria de 1969, la justicia
de menores adoptó y desarrolló, a través de la Ley que crea los Consejos
Tutelares para Menores Infractores para el Distrito Federal en materia de
fuero común y para toda la República en materia de fuero federal, un
ámbito de atención estatal que sustrajo del todo al adolescente menor de
18 años del ámbito de la justicia penal de adultos. En términos generales,
esa sustracción tuvo los siguientes efectos:

• a través de la figura del menor en estado de peligro desdibujó la línea divisoria
entre niños y jóvenes delincuentes y quienes necesitaban de asistencia social;
• creó y fomentó un lenguaje y una práctica específicas destinadas a mostrar la
debilidad e incompletitud de los menores y, por tanto, su incapacidad de culpa y de
p e n a ;
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• en ese sentido, instauró un procedimiento de tutela destinado a proteger al menor
en estado de peligro por la vía de medidas de seguridad finalizadas a la adaptación
social del menor;
• dada la lógica del sistema, otorgó un rol central –prácticamente único– a los dic-
támenes de las ciencias del comportamiento y centró la intervención institucional en
la personalidad del niño, en el diagnóstico y pronóstico de su situación, y no en la
conducta que motivara su internamiento.

Como es claro, la extracción del niño del sistema penal –justificada en
el discurso tutelar por la necesaria aflictividad de este último, por la natu-
raleza violenta de la cárcel pero fundamentalmente por considerar que los
menores no tienen capacidad para comprender la naturaleza del delito, ni
para asimilar el contenido pedagógico y resocializante de la pena– significó
también la cancelación para ellos de las garantías constitucionales que son
base de legitimación de la intervención penal. En otras palabras, al amparo
de un discurso paternalista sostenido en la debilidad de los menores, se can-
celó para estos últimos la posibilidad que el sistema penal otorga a quien es
imputado por haber cometido un delito para garantizar su defensa y para
protegerle de las posibilidades de abuso que el propio sistema comporta.

Sin embargo, en 1990, el Estado mexicano ratificó la adhesión del país
a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño de 1989, con
lo cual se obligó a adecuar el marco de intervención legal nacional en torno
a niños, niñas y adolescentes a lo requerido por dicho instrumento inter-
nacional y en general por todos aquellos instrumentos que contienen y
desarrollan la Doctrina de la Protección Integral de los Derechos del Niño
impulsada por la Organización de las Naciones Unidas.

Como efecto de dicha adhesión, se activó un importante debate en
t o rno al tema de la justicia juvenil en lo referente al problema de la comisión
de delitos, dado que la convención, en reconocimiento de la condición del
niño como sujeto del derecho, insta a los gobiernos signantes a respetar el
debido proceso a quienes, siendo menores de edad, son acusados por pre-
sumirse, y en su caso sentenciados por probarse, su participación en hechos
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delictivos. En resumen, dado el arraigo de la tradición del tutelarismo en
México, el debate produjo una división entre los defensores de la ideología
tutelar y los que promovieron el cambio hacia un régimen de garantías, lo
que a su vez, se manifestó en tres consecuencias: la primera se aprecia en la
permanencia del régimen tutelar en más de la mitad de los estados del país;
la segunda cristalizó en una reforma que en 1991 creó la Ley para el
Tratamiento de Menores Infractores aún vigente a nivel federal y en la otra
parte de los estados de la República. La tercera consecuencia consistió en
la prolongación del debate, ahora no sólo frente al tutelarismo, sino de cara
a la posición ecléctica imputada a la ley de 1991. Y es que, en efecto, a la
luz de la Doctrina de Protección Integral de la Infancia de las Naciones
Unidas, y del desarrollo que ésta ha tenido en la creación de un sistema penal
garantista para adolescentes, la legislación vigente muestra serias deficiencias.

La nueva ley introdujo en efecto algunos institutos procesales, entre los
que destacan: a) la cancelación formal del “estado de peligro” al introducir
como criterio de intervención la comisión de “faltas que en el caso de los
adultos constituyen delitos”; b) la incorporación al proceso de un defensor,
de un acusador –denominado comisionado– y de una especie de juez
–denominado Consejero– así como, c) la limitación del internamiento a un
periodo entre seis meses y cinco años –indeterminado en el caso del mode-
lo tutelar. Sin embargo, la propia estructura de la ley y la inercia de la prácti-
ca motivaron que en los hechos prevalecieran criterios extrajurídicos en la
d e t e rminación de la situación jurídica del adolescente imputado, así como un
efecto procesal a favor de la acusación, practicada como prueba plena por el
Ministerio Público de adultos hasta el momento de derivar el asunto al comi-
sionado, que dejó sin efecto real a la defensa; el efecto más importante de esta
situación se observa en la consolidación de un modelo que form a l m e n t e
aparece como garantista, pero que en los hechos funciona como tutelar, con
el agravante de que se crearon nuevas zonas de incertidumbre jurídica, veri-
ficables por ejemplo en la discrecionalidad con la que cuentan los consejeros
para dictar y revisar las medidas impuestas, lo que agudiza notablemente la
violación legal de derechos de la infancia sujeta al sistema de justicia.
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OBJETIVOS Y ESTRATEGIA DE LA REFORMA

En el contexto descrito, la reforma pretende crear un sistema de justicia
penal para adolescentes que permita: a) cumplir efectivamente con los
tratados internacionales de los que es parte el Estado mexicano en la mate-
ria; b) adecuar la justicia juvenil a los fundamentos del estado de derecho,
apegándose al sistema de garantías que ha de regir para toda persona involu-
crada en la comisión de delitos; c) instaurar una jurisdicción de adolescentes
entendidos como personas entre los 12 y los 18 años, y d) modificar el
lenguaje que se emplea en el texto legal de forma que deje de considerarse
al Estado como paternalista y sí, en cambio, como protector de garantías y
derechos consagrados en el sistema de justicia en México.

En este sentido, la estrategia general de la reforma implica incorporar
como principios rectores de la ley el interés superior del adolescente; el
reconocimiento expreso de todos sus derechos y garantías; su protección
integral; los principios de mínima intervención, subsidiariedad, celeridad
procesal, flexibilidad, proporcionalidad y racionalidad para la determ i-
nación de las sanciones, así como la adaptación social y familiar del ado-
l e s c e n t e durante el proceso. En lo específico, las estrategias se resumen en
tres grandes rubros destinados a establecer las características generales de
la justicia penal federal de adolescentes, del procedimiento y de las san-
ciones aplicables:

CARACTERÍSTICAS GENERALES DE LA JUSTICIA
PENAL FEDERAL PARA ADOLESCENTES

El título primero de la ley que se propone está destinado a señalar las carac-
t e r í s t i c a s generales de la justicia federal para adolescentes. En este título se
fijan los criterios dogmáticos para la interpretación de la ley y de los pro-
cedimientos de sistema penal de adolescentes. Como puede apreciarse en
el articulado que lo constituye, queda claro el distanciamiento que, en tér-
minos formales al menos, hace la propuesta de ley respecto de la ideología
tutelar, adoptando sin eufemismos conceptos e instituciones propias del
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sistema penal e introduciendo los principios y derechos que lo constituyen
como un régimen penal de garantías.

El capítulo I, relativo a las disposiciones generales establece como objeto
de la ley, la determinación de las bases de responsabilidad penal de los ado-
lescentes y los principios, derechos y garantías a las que habrá de sujetarse
la justicia penal federal para adolescentes (art. 1). Establece también, como
criterio de aplicación, la comisión de hechos tipificados como delitos en el
Código Penal Federal o en leyes especiales, cuando son realizados por per-
sonas mayores de 12 y menores de 18 años, y como criterio de demarcación
entre el ámbito de intervención penal y el asistencial, el límite mínimo de
edad de 12 años, en cuyo caso, prevé la remisión del o la infante al sistema
asistencial público o privado (art. 2). Crea juzgados y tribunales especializa-
d o s en justicia penal para adolescentes (art. 5) y deja claro el carácter
jurisdiccional de los órganos encargados de la impartición de justicia y del
control de la ejecución de sanciones (art. 8).

En este capítulo se contempla también, que sólo en los casos en los que
sea necesaria una medida cautelar, habrá lugar al internamiento preventivo,
pero en todo caso, por tiempo limitado (art. 10); equipara la sanción de
internamiento con la pena de prisión en el caso de adultos (art. 11) y
establece la presunción de minoridad en los casos de duda (art. 13).

ESTABLECIMIENTO DE LAS GARANTÍAS SUSTANTIVAS

Y DE EJECUCIÓN EN LA JUSTICIA PENAL JUVENIL

El segundo capítulo del título primero, establece las garantías sustantivas de
no discriminación (art. 15), racionalidad y proporcionalidad de las san-
ciones respecto de los delitos cometidos (art. 16), prohibición de tortura y
de tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 17) y de protección de la
identidad del adolescente sometido a averiguación previa, proceso o ejecu-
ción de sanciones (art. 18); dentro del mismo título primero, el capítulo
tercero establece las garantías que deben hacerse valer durante la ejecución
de las sanciones impuestas a adolescentes. Estas garantías suponen:
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• que la limitación de la libertad o de algún d e r e c h o sea consecuencia directa o inevi-
table de la sanción impuesta, con lo que se positiva el principio de retributividad del
sistema penal (art. 19); 
• el d e r e c h o a un programa personalizado de la sanción, que implica la posibilidad de
seguimiento a cargo de padres o tutores; el derecho a la revisión semestral de la san-
ción para, en su caso, ser modificada o sustituida por una menos gravosa siempre
que esté cumpliendo con los fines de la adaptación social, con lo que se positiva el
principio de flexibilidad (arts. 20 y 21); 
• el derecho a ser informado, desde el inicio de la ejecución de la sanción sobre el
contenido de su programa personalizado (art. 22.I), las normas y reglamentos que
regulan el centro en el que se encuentre sujeto (22.II), los derechos que le asistan
frente a los responsables del centro (22.III), las visitas que puede recibir durante su
internamiento (22.IV), las causas que pueden originar una medida disciplinaria
durante el internamiento (22.V), las que le reporten un beneficio para el cumplimien-
to de su sanción (22.VI), así como el derecho a recibir esta información en su idioma
o lengua, todo lo anterior parte esencial del principio de legalidad en sentido lato
(art. 22, párrafo final); 
• en el caso de adolescentes emancipados, el derecho a recibir visita conyugal (art.
23); el deber de cursar la primaria y la secundaria y una vez cumplido éste, la posi-
bilidad de recibir instrucción técnica o formación práctica para el desempeño de un
oficio, arte o profesión. El derecho a recibir educación especial cuando el adoles-
cente presente problemas cognitivos o de aprendizaje, y el deber de la institución de
considerar los usos y costumbres propios de los adolescentes indígenas en la edu-
cación que se les imparta, así como en las demás actividades que realicen, con lo que
s e positivan diversos derechos de carácter social;
• el deber de realizar una actividad ocupacional en función de sus habilidades y apti-
tudes (art. 25);
• el derecho a la salud, estableciendo además el derecho de los centros a tener acce-
so a las instalaciones y equipo médico necesarios, a contar con personal capacitado
y a brindar atención médica especializada de acuerdo con el género (art. 26);
• el derecho a recibir alimentación de calidad y contenido nutrimental acorde con su
desarrollo (art. 27);
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• el d e r e c h o a contar con tiempo para ejercicios físicos y actividades recreativas o de
esparcimiento (art. 28);
• a la libertad de culto (art. 29);
• a la comunicación con el exterior, a recibir visitas cuando menos dos veces por sema-
na, de ocho horas cada una, y en el caso de madres, a permanecer con sus hijos en
lugares adecuados mientras dure la sanción (art. 30).

Dentro del ámbito de estas garantías ejecutivas, destaca también la instau-
ración de un régimen disciplinario para el caso de faltas cometidas durante la
i n t e rnación, en el que se dispone que tales medidas resulten lo menos perju-
diciales para el adolescente, que sean proporcionales a la falta cometida, que
estén previamente determinadas, que existan mecanismos de impugnación y
que, tanto las sanciones como el procedimiento disciplinario, hayan sido
i n f o rmados con anterioridad a los adolescentes internados (art. 31). Se pro-
híben expresamente la incomunicación, el aislamiento y las sanciones corpo-
rales, pero se deja abierta la posibilidad de que la incomunicación y el aisla-
miento puedan ser aplicados por considerarse necesarios para evitar actos de
violencia, en cuyo caso, se establece el deber de sujetar dicha medida a la
aprobación del juez y de comunicarla al defensor (art. 32).

REGLAS GENERALES DEL PROCEDIMIENTO

La iniciativa establece los deberes y atribuciones de los órganos y autoridades
especializados para adolescentes, en ese sentido, sujeta la actuación de
defensores –en las fases de averiguación previa, proceso o ejecución– (art.
34), de los fiscales y de la policía (art. 35), y de jueces y magistrados (art. 39)
a lo dispuesto en la propia iniciativa, en el Código Federal de Procedi-
mientos Penales y en las demás leyes aplicables. Se señala también la obliga-
ción del fiscal de remitir de inmediato a las autoridades asistenciales a los
niños o niñas que sean puestos a su disposición (art. 36). Exige, asimis-
mo, que las autoridades involucradas en la justicia penal de adolescentes
se conduzcan con apego al orden jurídico y respeto de los derechos de
niños, niñas y adolescentes, de manera congruente, oportuna y proporcio-
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nal al hecho y velar por que no se inflijan, toleren o permitan actos de tor-
tura y otros tratos o sanciones crueles, inhumanas o degradantes, aun cuan-
do se trate de una orden superior o se argumenten circunstancias especiales
(art. 37). Dentro de los deberes de las autoridades relacionadas con la jus-
ticia de adolescentes, prescribe también el de preservar en secreto todo
asunto relacionado con personas menores de 18 años de edad, y el de evi-
tar su publicidad o exhibición pública.

En este capítulo, la iniciativa determina que los jueces que conozcan de
las audiencias previas a la principal, sean los encargados de vigilar la ejecu-
ción de la sanción (art. 40).

Respecto del juez especializado en justicia penal de adolescentes, la ini-
ciativa asienta los siguientes deberes y atribuciones (art. 41):

• Actuar con apego a los principios, derechos y demás disposiciones previstos en la
ley (41.I).
• Supervisar las sanciones y resolver las cuestiones o incidentes que se susciten den-
tro de las mismas (41.II).
• Resolver los recursos de revisión que se presenten durante la ejecución de la san-
ción (41.III).
• Decidir, en los casos de impugnación, sobre el Programa Personalizado de Ejecu-
ción de la Sanción y darle seguimiento (41. IV).
• Velar por el respeto, la integridad, dignidad y estricto cumplimiento de los dere-
chos de los adolescentes sancionados, especialmente de los sujetos a internamiento
(41.V).
• Garantizar en todo momento el acceso de los adolescentes sancionados a los servi-
cios de salud, educativos y recreativos, a que se respete su libertad de culto, a tener
contacto con su familia y a recibir información sobre la sanción (41.VI).
• Garantizar que los adolescentes en internamiento permanezcan en centros espe-
cializados distintos a los de los adultos (41.VII).
• Atender las solicitudes que realicen los adolescentes sancionados o sus represen-
tantes legales y resolver a la brevedad lo que corresponda (41.VIII).
• Visitar mensualmente los centros de ejecución y vigilar su funcionamiento (41.IX).
• S u p e rvisar al menos una vez al mes los programas de sanciones no privativas de la
libertad (41.X).
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• Evaluar, por lo menos cada seis meses, las sanciones de internamiento, pudiendo
ordenar su continuación, sustitución o término, cuando sea procedente (41.XI).
• Sustituir la sanción si se considera que ésta ya produjo sus efectos, es innecesaria
o afecta gravemente el desarrollo, la dignidad o la adaptación social del adolescente
(41.XII).
• Emitir resoluciones vinculatorias para el personal de las unidades administrativas
de ejecución de sanciones (41.XIII).
• Dictar resoluciones en las cuales se dé por cumplida la sanción impuesta (41.XIV).
• Los demás que la propia ley y los ordenamientos aplicables prevengan (41.XV).

En lo que se refiere a la unidad administrativa, establece como deberes
y atribuciones, la sujeción a la ley y demás disposiciones (art. 42), la apli-
cación de las sanciones penales para adolescentes y la realización de las fun-
ciones conducentes a alcanzar su adaptación social (art. 43). También le
asigna el deber de elaborar el Programa Personalizado de Ejecución de la
sanción y el de velar por el estricto cumplimiento de la sanción impuesta
por el juez (art. 44). Además, prescribe que la unidad administrativa debe
cumplir con las resoluciones que el juez le ordene, y de informar por
escrito a este último, cada seis meses, sobre la forma en la que está siendo
cumplida la sanción, el comportamiento del adolescente o cualquier
obstáculo que se presente para el cumplimiento de la misma (art. 45).

De acuerdo con la iniciativa, la unidad administrativa deberá procurar el
mayor contacto con los familiares del adolescente sancionado e informar por
escrito, a petición del padre, tutor o responsable de ejercer la patria potestad,
todo lo relativo al cumplimiento de la sanción y al avance de su proceso de
adaptación (art. 47). Finalmente, se obliga a la unidad administrativa a infor-
mar al juez sobre cualquier violación de los derechos de los adolescentes o del
peligro de afectación de los mismos.

PROCEDIMIENTO

La iniciativa señala que el procedimiento penal contra adolescentes que
infrinjan las leyes penales debe tramitarse de acuerdo con lo previsto en el
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Código Federal de Procedimientos Penales (art. 48); sin embargo, prevé las
siguientes excepciones:

• en los casos en los que los gobiernos locales establezcan convenios con la
Federación, prevé la concurrencia en materia de persecución de delitos federales a
cargo de autoridades locales, en cuyo caso, establece la aplicación de la ley local,
salvo que la federal sea más benéfica para los adolescentes (art. 49);
• ofrece la posibilidad de que las audiencias, que normalmente deben ser públicas,
se desahoguen a puerta cerrada si así lo solicita el fiscal, la defensa o el adolescente
al juez (art. 51);
• en los casos de detención con detenido, señala el deber del fiscal de decretar
arresto domiciliario con vigilancia de la policía federal, o bien de remitir al adoles-
cente al DIF hasta por 48 horas, mientras integra la averiguación; en el caso de que
el fiscal ejerciera la acción penal, le ordena ponerlo a disposición del juzgado espe-
cializado (art. 52);
• también establece la posibilidad de que los delitos que la ley considera como
graves, en los términos del 252 del CFPP, sean considerados no graves para los efec-
tos de la libertad provisional y demás previsiones del mismo CFPP (art. 53);
• se prohíbe expresamente la posibilidad de sujetar a un adolescente al proceso
abreviado (art. 54); y
• se señala que inmediatamente que se ejecute una orden de aprehensión, la
policía deberá poner al imputado a la disposición del juez en el juzgado especiali-
zado (art. 55).

EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL

El fiscal tiene la obligación de ejercer la acción penal en los casos proce-
dentes pero, durante la averiguación previa, puede abstenerse o limitar su
ejercicio a determinados delitos, autores o participes cuando: a) el delito
tenga prevista un máximo de tres años de prisión; b) el adolescente haya
sufrido, a causa del hecho, un daño físico, psíquico o moral grave; c) la san-
ción carezca de importancia en consideración con la sanción ya impuesta o
la que se deba esperar por otros hechos; d) el hecho, por su insignificancia
no afecte el interés público. También puede desistirse de la acción penal
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solicitando al juez la aplicación del criterio de oportunidad, hasta antes de
que se declare cerrado el debate en la audiencia principal (art. 56).

SANCIONES

El título tercero regula las sanciones a que son acreedores los adolescentes
que infringen la ley penal. El capítulo 1 establece taxativamente estas san-
ciones (art. 57), así como su finalidad general –que es la orientación hacia
la adaptación social del adolescente– así como la posibilidad de que en su
instrumentación participen la familia, la comunidad con el apoyo de los
especialistas que se determinen en el reglamento respectivo (art. 58); el
capítulo 2 ofrece las definiciones de cada una de ellas. Estas sanciones y sus
características más relevantes son las siguientes:

–Amonestación: llamada de atención o advertencia hecha por el juez de
modo concreto directo y claro en la que se explican las razones por las que
el hecho cometido es intolerable, así como sus consecuencias. Se acompaña
de un exhorto para la evitación en lo sucesivo de tales conductas, así como,
cuando corresponda, de una advertencia a los padres, tutores o responsables
de la conducta seguida y de una indicación para que colaboren con el
respeto de las normas legales y sociales (art. 59).

–Apercibimiento: conminación que el juez hace al adolescente debido a la
existencia de un temor fundado de la comisión de un nuevo delito, ya sea
por la actitud del adolescente o por haberlo manifestado mediante ame-
nazas (art. 60).

–Libertad asistida: consiste en someter al adolescente en libertad a la vigi-
l a n c i a y supervisión de la autoridad ejecutora a través de un delegado con
quien se desarrollará un programa personalizado, cuyo fin es su incorpo-
ración social (art. 61).

–Prestación de servicios a la comunidad: realización de actividades gratuitas
en instituciones oficiales de asistencia social, públicas y privadas sin fines de
lucro, o de solidaridad social, de acuerdo con las aptitudes y capacidades
del adolescente, durante jornadas de ocho horas semanales, los sábados,
domingos y feriados, o bien en días hábiles si ello no interfiere con sus
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actividades laborales o escolares. El máximo de duración de esta sanción es de un
año (art. 62).

–Abandono de trato con determinadas personas: evitación de la convivencia con
personas que obstaculizan o no favorecen su incorporación social (art. 63).

–Órdenes de orientación y supervisión: mandamientos o prohibiciones impues-
tas por el juez para regular el modo de vida de los adolescentes, así como
promover y asegurar su formación y su integración familiar y comunitaria.
La duración máxima de esta sanción será de dos años. En caso de incumplimi e n-
t o el juez podrá modificar la orden o prohibición impuesta (art. 64).

–Internamiento domiciliario: prohibición de salir de su casa habitación,
pudiéndose aplicar esta sanción, si hubiere razones para ello, en la casa de
cualquier familiar o en vivienda de comprobada responsabilidad y solvencia moral.
La sanción no debe afectar el cumplimiento del trabajo ni la asistencia a la
escuela y estará bajo la supervisión de un trabajador social especializado.
La duración máxima de esta sanción es de seis meses (art. 65) .

–Privación de libertad en tiempo libre: internamiento en un centro espe-
cialidado durante el tiempo libre del adolescente sancionado –aquél en el
que no deba cumplir con su horario escolar o laboral. La duración de esta san -
ción no podrá exceder de seis meses (art. 66).

–Privación de libertad: internamiento en un centro especializado. Esta
sanción tiene un carácter excepcional y sólo puede aplicarse en el caso de
la comisión de delitos graves. La iniciativa prevé que el juez pueda susti-
tuirla por otra sanción cuando se advierta que con ella se logrará la
adaptación del adolescente (art. 67). La duración de esta sanción tiene un rango
de tres días a cinco años (art. 11).

–Sanción pecuniaria: multa y reparación del daño en los términos del
Código Penal Federal (art. 68).

EJECUCIÓN Y CONTROL DE LAS SANCIONES

En este capítulo se clarifica el objetivo de las sanciones fijando como
propósito fundamental de las mismas el que el adolescente no vuelva a
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delinquir (art. 69). En este sentido, se establecen condiciones mínimas para
garantizar los elementos necesarios de convivencia social para orientar su
conducta, a través de la educación y de la realización de las acciones que
permitan su desarrollo personal, la mejor integración a la familia y a la
sociedad, el desarrollo de sus capacidades y de su sentido de responsabili-
dad (art. 70). Tales condiciones son las que:

• satisfagan sus necesidades educativas (70.I); 
• posibiliten su desarrollo personal (70.II);
• refuercen su sentimiento de dignidad y autoestima (70.III);
• permitan incorporar al adolescente en la elaboración de su Programa Personaliza-
do de Ejecución (70. IV), y las que
• fomenten, cuando sea posible y conveniente, los vínculos familiares y sociales que
contribuyan a su desarrollo personal (70.V).

Control de la ejecución

El artículo 71 da competencia a la autoridad ejecutora, para resolver los inci-
dentes que se presenten durante la ejecución de la sanción y para vigilar y
garantizar el cumplimiento de los objetivos fijados por la ley propuesta.

A la unidad administrativa se le asigna el desarrollo de los programas
personalizados de ejecución de las sanciones, y de las de orientación y
supervisión, así como de los centros de internación (art. 72); también tiene
a su cargo la emisión de los reglamentos que regulen las sanciones no priva-
tivas de la libertad, como de las de internamiento (art. 73).

Por otra parte, la ley faculta a esta unidad para firmar convenios de
coordinación con instituciones y organismos públicos y privados y de la
comunidad con el fin de contar con redes de apoyo para la implantación de
los mecanismos de ejecución de las sanciones. Estos convenios también
suponen la colaboración con gobiernos locales, en cuyo caso se prevé que
los adolescentes cumplan sus sanciones en centros dependientes de las enti-
dades federativas (art. 74).
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Personal encargado

Respecto del personal encargado de la ejecución, la iniciativa establece que
deberá ser competente, suficiente y especializado en las diferentes discipli-
n a s que se requieran para el desarrollo de sus funciones, debiendo tener
experiencia en el trabajo con adolescentes; también prevé la participación
de auxiliares y asistentes no permanentes y de voluntarios si se considera
apropiado y benéfico para los centros.

Proceso de ejecución

De acuerdo con la iniciativa el proceso de ejecución inicia una vez que e l
juez de ejecución y la unidad administrativa son informados por el juez de la
causa de que la sanción ha sido determinada (art. 78). Es responsabilidad de
la unidad administrativa integrar un expediente de ejecución que contenga
información sobre la identidad del adolescente y en su caso de los antece-
dentes penales con los que cuente; el delito por el que fue declarado respon-
sable, las circunstancias y motivación del mismo y la autoridad judicial que
decretó la sanción; día y hora de inicio y de finalización de la sanción; datos
acerca de salud física y mental conocidos, incluyendo el consumo de drogas
y de alcohol, siempre que sean indispensables para el cumplimiento de la
sanción impuesta; el programa personalizado de ejecución y sus modifica-
ciones; las sanciones disciplinarias impuestas y cualquier otro hecho o cir-
cunstancia que se considere importante incluir en el expediente (art. 80).
De acuerdo con el art. 83, la unidad administrativa puede tomar todas las
decisiones, resoluciones, medidas disciplinarias u otras necesarias para el
cumplimiento efectivo de la sanción (art. 83); se prevé un recurso de
revisión contra las resoluciones dictadas por la unidad administrativa que
procede ante el juez de ejecución.

Los jueces de ejecución pueden ordenar a los padres o tutores, si con-
sideran que con ello se fortalece y se contribuye a la reintegración social
y familiar del adolescente, la asistencia a programas comunitarios de
apoyo y protección a la familia; a programas de escuela para padres; pro-
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gramas de orientación y tratamiento de alcoholismo o drogadicción, de
atención psicológica o psiquiátrica; cursos o programas de orientación
entre otros que contribuyan a la integración social del menor (art. 76).
Para lograr el cumplimiento efectivo de las sanciones, la iniciativa
establece la colaboración conjunta entre padres y tutores con las autori-
dades (art. 77). Los jueces pueden también modificar el Pr o g r a m a
Personalizado de Ejecución de oficio o a petición de parte; en este últi-
mo caso, deben citar a audiencia dentro de los cinco días siguientes a la
solicitud a la que asistirían el adolescente, su defensor, un funcionario de
la unidad administrativa y el fiscal; en esta audiencia deben rendirse las
p ruebas pertinentes y al juez toca resolver lo que corresponda. En todo
caso, también está previsto un recurso de apelación contra la admisión o
rechazo de esta solicitud (art. 85).

El fiscal puede solicitar, de manera fundada, la modificación, revoc a c i ó n
o sustitución de las sanciones cuando considere que hay cumplimiento
injustificado de las mismas; en todo caso, le corresponde a él presentar las
pruebas que acrediten el incumplimiento y una vez escuchados en audien-
cia el adolescente y su defensor al juez corresponde tomar la decisión.
También en estos casos procede la apelación contra la admisión o rechazo
de la solicitud (art. 86). Sin embargo, el fiscal sólo puede apelar las resolu-
ciones que concedan beneficios que impliquen la terminación anticipada de
una sanción o rechacen el incumplimiento injustificado de una sanción por
el adolescente (art. 88).

El recurso de apelación procede, además, contra las resoluciones del
juez que afecten derechos fundamentales o causen daños irreparables al
adolescente (art. 87).

Cabe destacar que, dado que la iniciativa establece que cuando una per-
sona mayor de 18 años sea juzgada por actos cometidos antes de haber
cumplido la mayoría de edad, debe aplicarse el régimen de justicia penal de
adolescentes, así como la posibilidad de que una sanción continúe aplicán-
dose aún después de que el adolescente haya alcanzado la mayoría de edad
(art. 12), prevé también la existencia en las instituciones de internamiento,
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de espacios físicos para personas mayores de 18 años de edad, separados de
los destinados a los adolescentes (art. 79).

Cuando el adolescente esté próximo a egresar debe ser preparado para
su salida, con la asistencia de especialistas en trabajo social, psicología y
psiquiatría en su caso, y con la colaboración de padres o familiares de ser
posible (art. 89).

De acuerdo con el proyecto de ley, en ningún caso se autoriza la per-
manencia de la persona en el centro de internamiento con el fundamento
de que no existe otra forma de garantizar sus derechos fundamentales, en
particular los derechos económicos (art. 89).

OTROS ELEMENTOS DE ANÁLISIS

Aun cuando la iniciativa representa un paso muy importante respecto de la
legislación actual en el sentido señalado por la ONU en esta materia, sigue
dejando importantes espacios de discrecionalidad que abren la puerta al
decisionismo y a la posibilidad del abuso de argumentos proteccionistas que
violen los derechos de los adolescentes. La sanción sigue teniendo un con-
tenido de prevención especial positiva, del que depende su modificación y
terminación; eso desjuridifica la ejecución y mantiene intacto su contenido
punitivo-premial. La duración de la sanción de internamiento sigue siendo
indeterminada y aunque ahora se decide en sede jurisdiccional, la revisión
semestral permite la argumentación de criterios no judiciables, lo que genera
incertidumbre jurídica para el adolescente y está a la base de un trato despro-
porcionado respecto del acto cometido. Por otro lado, se evidencia también
la ambigüedad en torno al contenido de la sanción denominada “manda-
mientos y obligaciones”, donde no se acotan los límites de la autoridad a la
hora de imponerla.

De hecho, el concepto de “adaptación social” que la iniciativa conserv a
de la ley en vigor, es ambiguo y por esa razón multívoco. No se percibe un
contenido jurídico para el mismo –como sí ocurre en cambio en la iniciativa
de ley de ejecución para adultos– lo que otorga al contenido de las sanciones
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un carácter terapéutico contrario a los fines perseguidos por el garantismo y
proclive, por tanto, a la inseguridad jurídica y al autoritarismo paternalista.

Por otro lado, el proyecto de ley resulta muy confuso en cuanto a la
definición de quién es el juez de la causa y quién el juez de ejecución, pues
en ocasiones parece que se trata de la misma persona, mientras que en
otras, claramente no es así. Es notoria la ausencia de regulación de esta
figura si se la compara con el desarrollo que de ella se hace en el proyecto
de Ley de Ejecución Penal para Adultos, especialmente considerando que
se trata de una innovación en la justicia mexicana. Su intervención aparece
limitada, lo que deja en manos de la autoridad administrativa aspectos q u e
deberían estar bajo vigilancia jurisdiccional, como es el caso de los lineamien-
tos del llamado Programa Individual de Ejecución, los reglamentos de los cen-
tros de ejecución, en especial de los de internamiento, y de los conflictos
que eventualmente hagan de la autoridad administrativa parte frente al ado-
lescente durante la ejecución.

Por otra parte, la omisión de un procedimiento específico para ado-
l e s c e n t e s y su remisión al Código Federal de Procedimientos Penales,
puede leerse como un recurso destinado a aproximar las innovaciones que
el paquete de reformas propone en materia de juicio penal oral a la justicia
juvenil, lo cual puede ser un acierto en términos de técnica legislativa. Sin
embargo, dada la naturaleza especial del sistema penal de adolescentes, y en
la medida en la que el proceso es parte esencial del mismo, convendría
revisar la pertinencia de este criterio y desarrollar completo el procedimien-
to en el cuerpo mismo del proyecto.

Sin duda, el proyecto de ley presentado puede ser sustancialmente
mejorado. La envergadura de la reforma justifica su revisión integral, con
miras a la inclusión de innovaciones que en los últimos años se han hecho
en materia de protección de garantías penales para adolescentes, de modo
que no se produzca de nuevo el efecto que en los hechos anuló el potencial
garantista de la reforma de 1991, un intento a medio camino entre el tute-
larismo y el garantismo que generó nuevos problemas, sin resolver las limita-
ciones del modelo tutelar.
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OTROS REFERENTES NORMATIVOS 

Existe en el Senado de la República un anteproyecto de iniciativa de Ley de
Justicia Penal para adolescentes que complementa notoriamente la propues-
ta de esta iniciativa; un desarrollo aún mayor, puede hallarse en la iniciati-
va de Ley de Justicia Penal para Adolescentes presentada recientemente en
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.
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OPINIÓN Y COMENTARIOS

En esta primera sección se presentan las posturas y comentarios de las
siguientes instituciones:

Barra Mexicana-Colegio de Abogados.
Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE).
Centro de Investigación para el Desarrollo (CIDAC).
Instituto Ciudadano de Estudios sobre Inseguridad (ICESI).
Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM.*
Ilustre y Nacional Colegio de Abogados.
Instituto Nacional de Ciencias Penales (Inacipe).
Programa de Apoyo al Estado de Derecho en México (Proderecho).

La segunda sección de este anexo presenta una serie de cuadros compara-
dos sobre las posturas institucionales construido con base en un cues-
tionario temático. Los cuadros constituyen un ejercicio de síntesis de las
posturas institucionales con respecto a temas específicos de la iniciativa de
reforma, por lo que estos cuadros no pretenden ser exhaustivos de los
temas relevantes ni tampoco de las opiniones institucionales. El cuestio-
nario en el que se basan estos cuadros es el siguiente:

Anexo
Posturas institucionales en torno a la reforma 

del sistema de justicia en México
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• ¿Favorece reconocer en la Constitución Política la presunción de inocencia?
• ¿Favorece la instalación de un sistema de audiencias públicas, orales, continuas y
contradictorias, frente a un juez, para tomar decisiones procesales (no sólo culpabili-
dad o inocencia), sí o no y por qué?
• ¿Favorece independizar a los procuradores-fiscales del Poder Ejecutivo?
• En caso de favorecer este punto, ¿logra la propuesta del Ejecutivo consolidar este
objetivo?
• ¿Favorece la unificación de las policías federales? En caso de favorecer una policía
unificada, ¿favorece también dar facultades de investigación a la policía unificada?
• ¿Favorece la propuesta de crear una jurisdicción penal para adolescentes?
• ¿Favorece la adopción de la figura del juez de ejecución?
• ¿Favorece la desburocratización del trabajo que hace el Ministerio Público (liber-
tad probatoria)? 
• ¿Favorece la incorporación de mecanismos alternativos de solución distintos al
juicio (principio de oportunidad)?
• ¿Agregaría otra propuesta específica a la iniciativa? 
• En todas las preguntas, ¿identifica usted legislación de otros países o disposiciones
internacionales específicas o manuales de implementación que, por su desarrollo
técnico, sería deseable incorporar textualmente a la propuesta?

Las instituciones que respondieron al cuestionario fueron las siguientes:

• Barra Mexicana-Colegio de Abogados.
• Centro de Investigación para el Desarrollo (CIDAC).
• El Colegio de México de manera conjunta con Democracia, Derechos Humanos
y Seguridad, A.C.
• Instituto Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad (ICESI).
• Instituto Nacional de Ciencias Penales (Inacipe).
• Programa de Apoyo al Estado de Derecho (Proderecho).

BARRA MEXICANA-COLEGIO DE ABOGADOS*

1. Para la Barra Mexicana-Colegio de Abogados, la necesidad de una
reforma integral al sistema penal se explica simplemente porque la legis-
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lación penal actual no ha resuelto los problemas de inseguridad, corrup-
ción, impunidad y falta de credibilidad en los organismos encargados de
procurar e impartir la justicia.

2. Entre los planteamientos de la iniciativa de reforma presidencial dignos
de encomio, reconocemos el establecimiento de la presunción de inocencia de
f o rma expresa en la Constitución; la modernización de la justicia penal al adop-
tarse sistemas alternativos; el propósito de promover la –verdadera– indepen-
dencia del Ministerio Público; la inclusión de algunos principios fundamentales
garantes de los derechos humanos y, en general que toma en cuenta el fenó-
meno delictivo y sus orígenes en el diseño del sistema de justicia penal.

Sin embargo, habrá que fortalecer la iniciativa a través del establecimiento
de la prisión preventiva sólo como excepción, garantizar en mayor medida los
derechos de los ofendidos y las víctimas; sustrayendo de la esfera del Ministerio
Público la averiguación previa para trasladarla a sede jurisdiccional; garantizar
la imparcialidad del juez; agilizar el proceso penal y, finalmente, atacar al mismo
tiempo que los problemas que han generado la crisis en la justicia penal, que
no pueden estimarse aisladamente, los otros problemas que tienen que ver con
la crisis económica, política, de salud, educativa, laboral, etcétera.

CENTRO DE INVESTIGACIÓN 
Y DOCENCIA ECONÓMICAS (CIDE)

OBSERVACIONES DE LA DIVISIÓN
DE ESTUDIOS JURÍDICOS DEL CIDE

Rob Varenik
Ana Laura Magaloni*

• La iniciativa en materia de seguridad pública y justicia penal presen-
tada por el presidente Vicente Fox es profundamente ambiciosa: busca
c r e a r, a través de reformar la Constitución y varias leyes federales, una nueva
e s t ructura del sistema penal mexicano abarcando a todas las instituciones que
lo conforman (policías, procuradurías, tribunales y cárceles). Desde que el
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problema de seguridad pública está entre los temas prioritarios de la agen-
da nacional, por primera vez contamos con una propuesta que pretende dar
una respuesta tajante al problema y que, de punto de partida, admite sin
atenuantes o paliativos algunos de los más graves problemas de nuestro sis-
tema penal: ineficacia, violación de derechos humanos, falta de transparen-
cia, falta de coordinación, etcétera. Ambas cuestiones denotan un acto de
liderazgo inédito por parte del Ejecutivo federal.

• La virtud de un proyecto así de ambicioso y honesto es que puede ser
una espléndida plataforma para la discusión; sería un error no usar dicha
propuesta como detonante de un proceso de debate informado y bien orien-
tado sobre un tema tan relevante en la agenda nacional, como lo es el de la
seguridad pública y la justicia penal. Sin embargo, debemos tomar en cuenta
que la propuesta de Fox dista mucho de ser un proyecto terminado y viable
para solucionar los graves problemas de las instituciones penales mexicanas.
La propuesta de Fox es un buen punto de partida mas no de llegada.

• Uno de los más graves problemas que tiene la propuesta foxista es
que vuelve a cometer el mismo error que ha caracterizado a los proyectos
en materia de seguridad pública y justicia penal. Fox, como sus antecesores,
erróneamente considera que es posible fortalecer y mejorar las institucio-
nes penales a través de reformas de corte exclusivamente legislativo. E l l o ,
en sí mismo, puede ser el principio del fracaso rotundo de una reform a tan
necesitada y esperada en nuestro país. 

• Las normas jurídicas no prefiguran la realidad deseable. En el mejor
de los casos dichas normas dan un marco de referencia para la actuación de
autoridades y agentes sociales; en el peor, simplemente son ignoradas y vio-
ladas sin consecuencia legal alguna. Por ello, no bastan casi nunca los cam-
bios legislativos, éstos tienen que ir acompañados de otras políticas dirigi-
das a orientar y monitorear las prácticas y formas de operar en el día a día
de tales instituciones. 

• Por ejemplo, sabemos que 70 por ciento de los acusados por el
Ministerio Público en un juicio penal en el Distrito Federal son atrapados
en flagrancia por la policía preventiva. Ello denota la poca capacidad que
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tiene la procuraduría capitalina para llevar a cabo investigación policiaca
profesional que permita detectar a delincuentes más peligrosos y organiza-
dos que los que se atrapan en flagrancia. La propuesta de Fox considera que
unificando a las policías bajo un único mando se logrará una mayor coor-
dinación y por lo tanto una mayor eficacia policiaca. Probablemente sea
cierto. Sin embargo, esta unificación de cuerpos policiacos por sí sola no va
a generar investigación policiaca profesional; se requiere, entre otras cosas,
de un diseño institucional que premie e incentive dicho tipo de investi-
gación. Hoy en día los incentivos institucionales, al menos en el Distrito
Federal, están orientados a aumentar el número de consignaciones, lo cual,
obviamente, genera un sistema en donde los casos fáciles como son los de
flagrancia serán los casos a los que se les dé prioridad. 

• Creemos que los cambios legislativos son insuficientes para modificar
los pobres resultados que hoy arroja el sistema penal. Podría argumentarse
que dichos cambios legislativos sólo son el inicio de un proceso de reforma
y que la generación de una nueva cultura institucional será una tarea poste-
rior. Sin embargo, en ningún momento el presidente Fox ha expresado esta
idea. Por el contrario, en su exposición de motivos prevalece una visión
normativista, esto es: las nuevas reglas jurídicas resolverán por sí solas los
graves problemas que aquejan al sistema penal mexicano.

• ¿Cuál sería un enfoque adecuado al problema? Para generar institu-
ciones potentes y efectivas es indispensable diseñar sistemas que perm i t a n
que tales instituciones sean capaces de diagnosticar la dimensión de los
problemas que atienden, medir su desempeño, rendir cuentas a la sociedad,
aprender de su propia experiencia (y la de otros), planear al futuro, respon-
der adecuadamente ante situaciones diversas (tanto en lo cotidiano como en
lo urgente), estar siempre informadas e informar a la opinión pública.

• Ello significa, entre otra cosas, definir las siguientes cuestiones: 

Políticas de reclutamiento y formación.
Descripciones de puestos, manuales de procedimiento y otras herramientas que
señalen a cada miembro de la institución cuáles son sus responsabilidades y cómo
debe ir cumpliendo con ellas.
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Sistemas de incentivos alineados con objetivos institucionales correctos. 
Sistemas de supervisión y evaluación que aseguran que los miembros de la institu-
ción hagan su trabajo de conformidad tanto con el mandato y misión institucional,
como con las descripciones y los manuales. 
Procedimientos adecuados y eficaces de quejas y comentarios de los usuarios de los
servicios, así como para investigar y disciplinar a aquellos que resulten responsables
de alguna falta. 
Protocolos para revisión de incidentes de diversos tipos para aprender de la práctica. 
Brazos de investigación para informar permanentemente sobre acontecimientos
relevantes o instituciones que ocupan el mismo campo y/o otros relacionados, sean
mexicanas o extranjeras. 
Políticas de comunicación para divulgar información internamente para ayudar al
proceso de cambio y evolución, y externamente para poder informar el público
sobre el proceso continuo de mejoramiento.

• Es probable que las instituciones penales cuenten con algunos de
estos elementos. Sin embargo, ello no significa que sean los instru m e n t o s
idóneos para generar mejores resultados. Creemos que uno de los proble-
mas más importantes que enfrentan las instituciones penales es que el
entramado de procesos y sistemas internos que requiere cualquier insti-
tución para dar resultados es deficiente e inadecuado. Dicho de otra
f o rma, la falta de institucionalización de sistemas de planeación, revisión,
i n f o rmación y control, por nombrar algunos, ha robado a las instituciones
penales mexicanas la posibilidad de optimizar su desempeño ante los
retos que plantea el aumento de la criminalidad en el país y los requeri-
mientos de respeto a los derechos humanos de una democracia. Cual-
quier reforma que prometa resolver el problema del crimen y la justicia
penal tiene que hacerse cargo cabalmente de la debilidad institucional del
sistema mexicano. 

• ¿Qué puede hacer el Congreso para reorientar las políticas públicas
en estas materias? El Congreso puede asumir el liderazgo que obligue al
Ejecutivo a llevar una reforma institucional integral, que contemple nuevas
reglas jurídicas pero también un entramado de sistemas y procesos internos
que fortalezcan la institucionalidad y la eficacia del sistema penal. 

Centro de Investigación y Docencia Económicas, CIDE150



• ¿Cómo puede hacer esto? Puede señalar algunas directrices de esta insti-
tucionalidad en la ley, pero además los legisladores tienen la posibilidad de
proveer fondos y mantener un escrutinio cuidadoso para que la reforma no se
limite al ámbito legislativo y abarque también el fortalecimiento institucional. 

Algunas de las medidas legislativas que puede adoptar el Congreso con
miras a este objetivo son: 

1. Directrices básicas de estructuras organizativas. 
2. Un mandato legislativo que obligue a que la formación policiaca no se limite a los
resultados de exámenes y la formación en aulas, sino que incluya un sistema en
donde los policías cuentan con monitoreo y retroalimentación respecto de su prác-
tica cotidiana, que les sirva como mecanismo de capacitación permanente. 
3. Establecer una comisión de escrutinio-seguimiento permanente respecto del dise-
ño y la implementación de las reformas legislativas y administrativas al sistema penal. 
4. Disposiciones que aseguran transparencia tanto sobre el proceso de reforma
como sobre los datos de seguridad publica de justicia, con las excepciones limitadas
para proteger privacidad e investigaciones pendientes.

CENTRO DE INVESTIGACIÓN 
PARA EL DESARROLLO (CIDAC)*

El Centro de Investigación para el Desarrollo agradece y acude con mucha
satisfacción a esta convocatoria del Instituto de Investigaciones Legislativas
del Senado de la República y del Centro de Estudios México-Estados Uni-
dos de la Universidad de California en San Diego, para presentar nuestra
opinión sobre las iniciativas de reformas constitucional y legal que ha envia-
do la Presidencia de la República a esta soberanía, así como el análisis téc-
nico que se nos ha hecho llegar. Nos parece de gran trascendencia realizar
una síntesis y análisis de la iniciativa que, dado lo extenso del documento y
de las múltiples instituciones que toca, constituye un insumo de gran utili-
dad y un referente necesario para el análisis y la discusión.
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Hemos entregado a los convocantes un texto más extenso que analiza
con mayor detalle la iniciativa, por lo que para no exceder del tiempo que
se nos ha marcado, haré en esta intervención una descripción panorámica
del documento que anexamos.*

La incidencia delictiva se ha estabilizado en niveles elevados, inusuales
una década atrás, y los indicadores de ilícitos violentos y de alto impacto se
mantienen en rangos preocupantes. Padecemos de alta incidencia de la
delincuencia común y el crimen organizado goza de cabal salud. 

Por otra parte, la capacidad de prevención y respuesta de las institu-
ciones mexicanas ante el desafío de la delincuencia no ha sido suficiente. Las
víctimas desconfían de la autoridad y cuatro de cada cinco denuncias quedan
sin respuesta. En lo que se ha denominado una “sobrerreacción sistemáti-
c a ” ,1 se ha optado por el incremento constante de las penas, se ha duplica-
do en sólo ocho años el número de personas privadas de su libertad y se ha
c u a d ruplicado el presupuesto en algunas áreas de la seguridad ciudadana y
justicia penal; sin que ello se refleje en una reducción significativa de la inci-
dencia delictiva ni en una percepción ciudadana de seguridad.

Ante esta realidad hay un consenso en la necesidad de una transforma-
ción profunda del entorno institucional y, particularmente, de un rediseño
y reforma de las organizaciones encargadas de brindar seguridad, de procu-
rar e impartir justicia, así como de la readaptación de los responsables de
los delitos. Desde luego hay una gran controversia en los mecanismos insti-
tucionales que pueden adoptarse y las expectativas que pueden anticiparse
sobre su instrumentación. Por ello son muy valiosos estos espacios para la
discusión y el análisis.

En este sentido quisiéramos destacar un comentario general respecto del
paquete de reformas en general: el desarrollo legislativo de las instituciones
que propone introducir la reforma, y que tienen como principal conducto
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el nuevo Código Federal de Procedimientos Penales que se plantea, presen-
ta algunas inconsistencias y lagunas que podrían brindar espacios propicios
para que la inercia se aclimate. Efectivamente, problemas de contradic-
ciones, lagunas, poca claridad en los objetivos y en los ámbitos de toma de
decisiones son instancias propicias para que las de por sí fuertes resistencias
a los cambios, adquieran argumentos legales y cierta legitimidad, propician-
do que el proceso de instrumentación enfrente dificultades adicionales.2 A
falta de directrices claras en la legislación acusatoria, la rutina y la reproduc-
ción de los métodos inquisitivos tradicionales tenderán a ganar terr e n o .3

Algunos puntos particulares que toca el documento anexo y que aquí se
esbozan son:

1. En cuanto a la orientación de la política criminal, puede señalarse que se
da un cambio radical al introducir en la legislación procesal el sistema acu-
satorio, el juicio oral, la presunción de inocencia y una serie de institu-
ciones de orientación indisputable, aunque con el desafío de instrumen-
tación que han ilustrado la mayoría de las reformas latinoamericanas. Este
cambio de tendencia no presenta el mismo vigor en la legislación penal sus-
tantiva, ya que, en cuanto a tipos penales, el Código Penal Federal sólo se
reforma para incorporar nuevas figuras delictivas y para aumentar tres figu-
ras al catálogo de delitos graves. 

Disentimos totalmente de la preocupante propuesta de la iniciativa de
reformas constitucionales de establecer un régimen de excepción para el
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combate a la delincuencia organizada, cuyo contenido, además, se delega
totalmente al legislador ordinario.

2. El juicio oral es uno de las innovaciones más trascendentes de la refor-
ma. Sin embargo, en la regulación del juicio oral se registran algunos ele-
mentos que valdría la pena considerar para evitar que su instrumentación
fracase. A lo largo de la regulación de la figura existen diversos “lapsus” en
los que pareciera que el legislador de la iniciativa sigue teniendo en mente
el culto a un expediente. Esta ambigüedad legislativa podría llevar a que
como en Córdoba, Argentina, o Ecuador,4 las audiencias principales sirvan
para leer testimonios de personas que no comparecen a la audiencia, surja
una especie de expediente integrado por la compilación de registros solici-
tados por las partes y que una gran proporción de las audiencias se cance-
len, o difieran, con la consiguiente sobrecarga de trabajo que provoca tar-
danza en la programación de audiencias y casos en los que el juez vuelve a
delegar en sus subalternos la dirección de las audiencias, que es una de las
cosas que se quieren desterrar en México.

3. Sobre las salidas alternas, también debe cuidarse su instrumentación
legal y operativa para garantizar la adecuada información y asesoría de los
intervinientes. En particular se propone que el acuerdo conciliatorio
durante la averiguación previa sea puesto a la consideración de una autori-
dad judicial como garantía de imparcialidad y de salvaguarda del interés
público, tal como sucede en Chile (artículo 241 de su legislación procesal)
con los acuerdos reparatorios durante la investigación. Esto en virtud a que
en si la conciliación se deja sólo en manos de la procuraduría, se podría
prestar a que el interés organizacional de reducir rezagos y carga de trabajo
induzca a laxos criterios de revisión de los acuerdos.

4. La reforma plantea la reducción de exigencias legales para consignar. A
manera de caballo de Troya se introduce esta transformación, mantenien-
do los requisitos constitucionales de la consignación, pero haciendo laxa la
regulación de uno de ellos –la probable responsabilidad– en el ámbito de
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la legislación ordinaria. En la legislación secundaria se introducen ajustes al
contenido legal de la noción de probable responsabilidad, se dejan para el
escrutinio judicial las excluyentes del delito y se dispensa al Ministerio
Público de expresar “...cuestiones como la forma de realización de la con-
ducta, los elementos subjetivos específicos cuando la descripción típica lo
requiera, así como las demás circunstancias que la ley prevea” (actual art.
134 del C F P P). Lo más inquietante de esta disposición es la tendencia actual
del sistema penal por una parte la autoridad ministerial que se impone explí-
citamente como meta aumentar el número de consignaciones, en tanto que
los poderes judiciales no han logrado consolidarse como un contrapeso y
como una garantía de control sobre las actuaciones de la autoridad investi-
gadora, en nuestro país. La inercia señala que en nuestro país, independi-
entemente de la carga probatoria del Ministerio Público, antes o después de
la reforma constitucional en este sentido de 1998, la tasa de procesamien-
to de los consignados se mantiene alrededor del 90 por ciento (y en enti-
dades como Puebla, Querétaro y el Distrito Federal la proporción de proce-
samiento llega a 96 por ciento). Por ello, el incremento en la consignación
unido a la inercia judicial actual podría provocar que el fenómeno de la vul-
neración de los derechos humanos y los costos humanos y materiales del
error judicial seguirían en aumento.

5. Prisión preventiva. La propuesta elimina del texto constitucional las
directrices para establecer el monto de la caución. Asimismo, la propuesta
establece la posibilidad de que en casos de delitos considerados graves, el
juez pueda conceder la libertad provisional; sin embargo, no se establecen
en el texto constitucional los supuestos y directrices aplicables, por lo que
nuevamente sería el criterio del legislador ordinario el que disponga sobre
el alcance de una garantía constitucional. 

Este es un tema fundamental de la reforma, pues si no se establecen cri-
terios transparentes y accesibles para disfrutar de la libertad provisional y se
impulsan medidas cautelares distintas de la prisión preventiva, el fenómeno
del preso sin condena podría agravarse ante la expectativa de la reforma de
incrementar el número de consignaciones.
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Estos son algunos de los temas que se analizan y argumentan en el docu-
mento anexo.*

Para concluir, el Centro de Investigación para el Desarrollo, como
muchas de las organizaciones ciudadanas e instituciones académicas aquí
reunidas, considera que existe un consenso de la mayoría de los actores
interesados en este tema en el sentido de que es apremiante una profunda
revisión y reforma de nuestro sistema.

Creemos que el impulso de un sistema acusatorio de tipo oral y adver-
sarial es fundamental y proponemos que se haga una revisión exhaustiva del
paquete de reformas para tratar de enriquecer y armonizar las disposiciones
legales, enriqueciéndolas con las experiencias de instrumentación que exis-
ten en Latinoamérica y en otras regiones del mundo.

Proponemos que esos acuerdos en lo fundamental se articulen y sis-
tematicen a través de grupos de trabajos sobre puntos específicos y críticos
del sistema y de la reforma. Existe suficiente experiencia, información y
trabajo acumulado, así como la referencia de mejores prácticas y experien-
cias internacionales que pueden nutrir estos trabajos, por lo que esta agenda
de discusión puede dar resultados en un término breve. 

Estos consensos sobre el diseño institucional deben ser ampliamente dis-
cutidos con la participación de todos los sectores de la sociedad. Los princi-
pales consensos o conclusiones deberían ser ampliamente comunicados.

Un punto fundamental de la agenda en la experiencia internacional es el
proceso de instrumentación, por lo que en cada línea se deben revisar los pla-
zos y términos de transición (sin duda insuficientes en los términos que están
planteados en la reforma), establecer y actualizar diagnósticos con criterios e
indicadores de seguimiento y evaluación, planes para la administración del
cambio, programas de desarrollo de habilidades y capacidades que preparan
el capital humano y la infraestructura y organización para la instru m e n t a c i ó n
de los nuevos modelos; comisiones de seguimiento y evaluación.
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Se han dado pasos muy significativos para tener los cimientos de una sóli-
da reforma; aunque se enfrentan enormes inercias adversas, nuestro país
tiene los elementos humanos técnicos y de infraestructura que puedan rever-
tir la tendencia de inseguridad, impunidad e injusticia en nuestro sistema
penal, para comenzar a reconstruir un andamiaje institucional al servicio de
la tranquilidad y la seguridad de las familias de México. Es un gran desafío y
es apremiante, pero tenemos razones para ser optimistas sobre el potencial
de cambio de nuestro sistema y la vocación de justicia en nuestro país.

Muchas gracias.

INSTITUTO CIUDADANO 
DE ESTUDIOS SOBRE INSEGURIDAD (ICESI)

UNA INICIATIVA AMBICIOSA... Y RIESGOSA

Luis de la Barreda Solórzano*

El proyecto de reformas a los sistemas de seguridad pública y justicia penal,
enviado el 24 de marzo de 2004 por el Presidente de la República al
Congreso de la Unión, tiene el propósito declarado de sentar las bases
constitucionales y legislativas para mejorar esos delicados e importantísi-
mos ámbitos de la convivencia ciudadana. Sus aspectos positivos han sido
resaltados ampliamente por los autores y los simpatizantes del proyecto. En
este texto me ocuparé de los puntos equivocados, riesgosos o inaceptables.
Mis observaciones –por razones de espacio, no todas las que quisiera– se
referirán sólo a tres materias de la iniciativa: la seguridad pública, la inves-
tigación penal y los procesos penales. 

Sísifo en la seguridad pública

Con sustento en el señalamiento de que “el Sistema Nacional de Seguridad
Pública no ha logrado los objetivos para los que fue propuesto”, la iniciati-
va se propone reorganizar el sistema y darle “mayor coherencia interna”.
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Pero el diagnóstico en que se basa la ley que lo creó sigue siendo válido. Lo
que ha faltado son los mecanismos para establecer el servicio de carrera
policial, la coordinación entre las instituciones de seguridad pública y jus-
ticia, y la sistematización e intercambio de información. No es razonable
que una vez más se quiera partir de cero pretendiendo un supuesto acto
fundacional del sistema de seguridad pública. 

Es preciso formular un programa, nacional e integral, de política crimi-
nológica, que necesariamente ha de ir acompañado de las medidas que
posibiliten su viabilidad. Es aconsejable reintegrar a la Secretaría de Gober-
nación al Consejo Nacional de Seguridad Pública. Es indispensable dotar al
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública de la
estructura jurídica que le permita fungir como el órgano ejecutor de los
acuerdos de ese consejo nacional. Es imprescindible que todas las entidades
federativas integren los registros de personal de seguridad pública, arma-
mento y equipo, presuntos delincuentes y delincuentes condenados,
vehículos robados, etcétera, a fin de alimentar al Centro Nacional de Infor-
mación sobre Seguridad Pública, fuente de consulta, hoy parcialmente
desaprovechada, de todas las entidades del país. Es urgente que se pro-
muevan y se apoyen las encuestas victimológicas anuales que ha realizado,
por primera vez en el país a nivel nacional, el Instituto Ciudadano de
Estudios sobre la Inseguridad. Es inaplazable que se aprovechen cabalmente
la tecnología de punta y los sistemas digitales en las instituciones de procu-
ración y administración de justicia y de seguridad pública. 

Autonomía y control del Ministerio Público

La iniciativa propone que el Ministerio Público se constituya en órgano
autónomo de rango constitucional, tanto en el orden federal como en el
fuero local de cada una de las entidades federativas, para evitar que la facul-
tad de ejercer la acción penal pueda politizarse al quedar bajo el mando
directo del titular del Poder Ejecutivo. El fiscal general de la Federación y
los fiscales generales de las entidades –como se designaría a los hoy procu-
radores– serían propuestos por el respectivo titular del Ejecutivo y ratifica-
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dos por el Senado o por el Congreso local, respectivamente, y durarían en
el cargo cinco años con posibilidad de ser reelectos una vez. 

La autonomía del Ministerio Público es saludable siempre y cuando se
eludan consecuencias indeseables similares a las que propició el doctor
Víctor Frankenstein al engendrar a su criatura. El derecho punitivo tutela
los bienes más importantes conminando a quienes potencialmente puedan
afectarlos con las punibilidades más rigurosas. La acción penal debe liberar-
se de la insensibilidad, la negligencia, el abuso y la corrupción que la han
desvirtuado. No ha de utilizarse, como con espanto e indignación hemos
visto que se ha utilizado, ni para ejercitar obsesiones ni para imponer el
t e rr o r. No ha de ser, como ha sido, arma vindicativa contra adversarios
políticos y manto encubridor de correligionarios. 

Es correcto que el fiscal federal no dependa ya del Presidente de la
República y los fiscales de las entidades federativas de los respectivos gober-
nadores. ¿Pero qué sucedería con un fiscal –como algunos que hemos
padecido– que no fuera dueño del equilibrio emocional indispensable para
llevar a cabo su labor con rectitud, esforzándose en perseguir los delitos
pero sin avalar jamás la fabricación de falsas acusaciones, y que no tuviera
ya ningún freno al protagonizar su desmesura? 

La iniciativa propone un consejo que supervise la actuación del fis-
cal, pero la integración que prevé no garantiza que tal instancia de con-
trapeso realice tan necesaria supervisión con las suficientes distancia
crítica y autonomía. Se prevé un consejo oficialista, demasiado institu-
cional. No se trata de crear un Consejo que simplemente avale la
actuación del fiscal. La misma autonomía real que el fiscal debe tener
respecto del titular del Ejecutivo es la que el consejo supervisor ha de
gozar respecto del fiscal. 

Esa indispensable autonomía del consejo sólo será posible si éste se
integra por profesionales y académicos especialistas en la materia de la
mayor calidad intelectual y de la mayor autoridad moral así como un proba-
do criterio independiente, no sumiso a las servidumbres de la ideología
partidaria. El consejo del ámbito federal, por ejemplo, podría integrarse,
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entre otros, por el presidente de la Academia Mexicana de Ciencias Penales,
el presidente de la Barra Mexicana-Colegio de Abogados, el director del
Instituto de Investigaciones Jurídicas y el director de la Facultad de
Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, el director gene-
ral del Instituto Nacional de Ciencias Penales, el director general del
Instituto Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad y tres prestigiados
teóricos del derecho penal o del derecho procesal penal. 

¿Una sola policía?

La unificación de la policía supone al menos dos problemas de difícil solu-
ción: por una parte, la naturaleza de la relación entre las fiscalías y las nuevas
policías, y, por otra, la mezcla de las funciones preventivas y de investigación. 

La reforma al sistema de justicia penal crea una fiscalía independiente
de los tres poderes del Estado, mientras que las nuevas policías quedarán
adscritas a un órgano que dependerá del Poder Ejecutivo, lo que no podría
ser de otro modo.

Para que los nuevos fiscales puedan perseguir los delitos, se les dota de
un “control funcional” de la nueva policía. Surge aquí la primera inquietud:
¿en verdad podrá un organismo autónomo –la fiscalía–, ajena al Poder
Ejecutivo, ejercer control sobre los agentes policiacos de una secretaría de
estado dependiente del Poder Ejecutivo?

Para que los fiscales tengan un mando efectivo sobre la policía tendrían
que seguir formando parte del Poder Ejecutivo, como ocurre hoy, pero
entonces estaríamos renunciando a la fiscalía independiente que propone la
r e f o rma, o, bien tendría que quitarse al titular Ejecutivo el mando sobre
la fuerza pública, lo que a todas luces sería una locura.

Si, en cambio, continuara el deslinde entre policía preventiva y policía
de investigación, y ésta siguiera estando como ahora bajo el mando del
órgano de la acusación, no se despojaría al Ejecutivo de fuerza pública a su
disposición, pues tendría el control de la policía preventiva.

El segundo problema que implica la unificación de la policía tiene que
ver con aspectos cruciales de operatividad y eficacia. La tendencia contem-
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poránea exitosa, observable en varios países, es la de contar, al lado e inde-
pendientemente de una policía de investigación, con una policía preventiva
que responda a características que implican que sea una institución esen-
cialmente diversa de la que conocemos.

Se trata de la policía comunitaria, cuya función clave es resolver con-
flictos y apagar focos de conflicto para evitar que devengan delitos, es decir,
para cumplir con la tarea que debiera cumplir una policía preventiva, la de
prevenir delitos, con acciones que van más allá, mucho más allá, de la mera
vigilancia policiaca.

Con preparación auténticamente profesional; con recursos técnicos
adelantados, sofisticados y suficientes; con estadísticas certeras y avanzadas;
con especialistas en la detección y el análisis de problemas; con mapas que
posibiliten descubrir continuidades criminológicas y detectar los motivos
de los problemas; con la confianza conquistada de la comunidad, esa nueva
policía puede ser garante de la seguridad pública.

En vez de aglutinar a todos los elementos policiacos en un solo grupo,
resultará más eficaz ubicarlos en dos cuerpos a fin de organizar la división
de su trabajo en dos vertientes claramente distintas.

La imputación secreta

Las denuncias anónimas se comprenden ante el temor o la apatía que puede
provocar el requisito de la denuncia formal. En la medida en que las inda-
gaciones que a partir de allí se realizaran no impliquen acto de molestia
alguna contra particulares, no se estarían violando derechos.

Se trataría de una denuncia distinta de la denuncia a la que se refiere la
Constitución, la que sólo puede presentarse ante el Ministerio Público por un
denunciante que tiene que ser identificado. La investigación puede dar lugar
a la denuncia formal, fortalecida quizá con algún elemento probatorio.

Lo que no se entiende es que esa noticia sobre un delito –para ya no
llamarle denuncia– no sea ante el órgano encargado de perseguir los deli-
tos sino ante la policía que ya no dependería de dicho órgano.
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En la actualidad, no obstante que la policía judicial o ministerial está
legalmente bajo el mando del Ministerio Público, no es infrecuente que
actuando por propia iniciativa perpetre abusos graves contra los individuos.

Si se permite que legalmente la policía actúe sin necesidad de una denun-
cia formal sino ante cualquier denuncia anónima –que probablemente infor-
mara acerca de chismes, rumores o sospechas infundadas, o que podría estar
inspirada en un insano afán de dañar a un inocente–, se estará abriendo de par
en par una puerta generosamente ancha a tropelías que será difícil combatir. 

Presunción de inocencia versus prisión preventiva

La consagración del principio de presunción de inocencia en la Constitu-
ción, que parece tan plausible, no será sino una hipocresía políticamente
correcta mientras se mantenga la actual situación procesal, en la que se han
reducido considerable y escandalosamente las posibilidades de libertad pro-
visional. 

Una pulsera electrónica inamovible en la muñeca del procesado y una
adecuada vigilancia policiaca son suficientes para superar las dos razones
que tradicionalmente se han esgrimido para justificar la prisión preventi-
va: el riesgo de fuga y el riesgo de nuevos delitos por parte del presunto
responsable. 

Por definición, la prisión preventiva –prisión sin condena– es injusta. Si
se le mantiene en consideración a la alarma social que provocaría que ciertos
presuntos delincuentes estuvieran en libertad mientras se les procesa, tendría
que restringirse sólo a los delitos dolosos contra la vida, contra la salud, con-
tra la integridad corporal, contra la libertad ambulatoria, contra la libertad
sexual, las torturas, los robos con violencia y los robos en casa-habitación.

La excepción extendida

Es inaceptable la instauración de un régimen de excepción para la delin-
cuencia organizada: rompe con el principio de igualdad de todos ante la
ley y da al traste con la protección universal de las garantías constitu-
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cionales. Por cierto, dentro de esta denominación se ha dado cabida,
como en el lecho de Procusto, no sólo a delitos como los de secuestro y
los relacionados con el narcotráfico sino a otros varios ajenos por com-
pleto a los motivos que inspiraron la figura.

Justicia instantánea

Las ventajas que se atribuyen a la oralidad en el juicio no deben dar lugar a
reglas procesales que sacrifiquen la ponderación en aras del trámite expedito.
Que todo el juicio se lleve a cabo en una sola audiencia, y que allí mismo, o
cuando mucho tres días después, el juez tenga que dictar sentencia, no parece
lo mejor para la delicada tarea de juzgar, la cual requiere frescura mental y
sosiego para razonar, expresar articuladamente los razonamientos y decidir
una cuestión tan delicada como la condena o la absolución del acusado. No se
trata, por supuesto, de que el juez aplace su sentencia ad infinitum sino de que
pueda dictarla serenamente sin que un chasquido de dedos del tirano Cronos
lo lleve a consideraciones o conclusiones ayunas de meditación.

INSTITUTO DE INVESTIGACIONES 
JURÍDICAS (UNAM)

COMENTARIOS A LAS PROPUESTAS
DE REFORMA AL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL

José Antonio Caballero
Carlos F. Natarén*

Esta exposición se centra en el análisis de algunos aspectos que nos han pare-
cido especialmente complicados para la reforma del sistema de justicia penal.
Los autores partimos de la convicción de que la existencia de un debate y de
propuestas para mejorar el sistema representan en sí mismas un avance. En
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términos generales, nuestra posición coincide con las propuestas existentes
en cuestiones como la justicia para menores, la reparación del daño, la
creación de jueces de ejecución de penas y el establecimiento de un proce-
so acusatorio, entre otras. Pero en lugar de discutir sobre las razones que
sustentan cada una de estas propuestas,1 optamos por proporcionar ele-
mentos adicionales para la discusión de aquellos aspectos de las propuestas
de reforma que nos han parecido más problemáticos.2

Este documento aborda primero cuestiones generales relacionadas con
las propuestas de reforma. Posteriormente, nos ocupamos de aspectos
específicos de dichas propuestas.

Consideraciones generales

En primer lugar es necesario hacer algunas consideraciones sobre el carác-
ter de las reformas propuestas y sus alcances. En el caso de la iniciativa pre-
sentada por el Presidente de la República, se trata de una propuesta que
plantea una larga lista de cambios que afectan tanto al sistema de justicia
penal federal como los sistemas de las entidades federativas. En el caso de
las propuestas presentadas por el diputado Miguelángel García Domínguez
del Partido de la Revolución Democrática, se trata de planteamientos orien-
tados a producir un procedimiento penal más garantista y a fortalecer el
funcionamiento del Ministerio Público y la policía. La iniciativa presentada
por Convergencia, al igual que la iniciativa presidencial, contiene una serie
de propuestas encaminadas a modificar el funcionamiento de varios secto-
res del sistema de justicia penal. En términos generales, es posible sostener
que las propuestas intentan abordar en forma integral al sistema de penal
de justicia. La revisión de las mismas deberá tomar en cuenta precisamente
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la necesidad de esta aproximación con el propósito de asegurar que la deci-
sión que se adopte contenga un diseño coherente que permita que el sis-
tema funcione en su totalidad.

En algunos casos se ha querido ver a la reforma a la justicia penal como
un intento por generar mayor eficiencia en las instituciones del sistema con
la consecuente reducción de la criminalidad. Desde este momento es nece-
sario aclarar que la correlación entre ambos fenómenos no es tan simple.
No es posible pensar que propuestas como las que están sobre la mesa
puedan constituir por sí solas soluciones contra la delincuencia. Las propues-
tas deben ser analizadas por partes y solamente de esta manera se puede
definir con precisión de qué manera impactarán en los distintos compo-
nentes del sistema y en la sociedad en general. De esta manera se puede dar
el justo alcance a la reforma y evitar la generación de expectativas que no
van a cumplirse.

Las tres iniciativas contienen disposiciones que impactarán tanto la
esfera federal como la de las entidades federativas. Este es uno de los prin-
cipales retos del esfuerzo reformador. Dadas las características de los
planteamientos, deben definirse los efectos de la reforma en la Federación
y en las entidades federativas. Para contribuir a resolver esta cuestión, la
propuesta de Convergencia plantea la posibilidad de unificar tanto la legis-
lación sustantiva como la adjetiva. Esta alternativa se ha mencionado desde
hace tiempo no sólo para el tema penal sino también para cuestiones de
carácter civil. Sin embargo, hasta el momento no ha existido un debate
serio sobre las ventajas y las desventajas de este tipo de alternativas.

Por otro lado, las tres propuestas plantean una serie de cambios
e s t ru cturales en la integración y operación del sistema de justicia penal que
afectarán no sólo al sistema sino a los operadores del mismo (internos y
externos). Lo anterior quiere decir que en el proceso de aprobación de las
reformas planteadas necesariamente debe considerarse un periodo de tran-
sición con el objeto de preparar tanto a actores como a instituciones para
el cambio. El reto que implica la reforma del sistema de justicia penal
requiere forzosamente de la existencia de un compromiso de colaboración
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por parte de los actores del sistema, los legisladores, los poderes ejecutivos
y la sociedad mexicana en general. Iniciar un proyecto sin dichos consen-
sos puede resultar especialmente problemático dada la magnitud de los
cambios que se pretenden introducir.

Presunción de inocencia

En la iniciativa de reforma constitucional presentada por el Presidente, la pre-
sunción de inocencia se reconoce como un elemento esencial a la configu-
ración del nuevo proceso acusatorio. Otro tanto ocurre con la propuesta del
diputado García Domínguez. En ambos casos la medida parece acertada.3

Sin embargo al descender al proyecto de Código Federal de
Procedimiento Penales nos encontramos que en realidad la prisión preven-
tiva seguiría siendo la regla general y la libertad provisional la excepción.4

En efecto, al considerar que la libertad provisional depende esencialmente de
que el hecho con apariencia delictiva por el cual se sigue el procedimiento no
sea considerado como delito grave, la definición de lo que se considera deli-
to grave adquiere especial relevancia. El artículo 252 del proyecto de Código
Procesal Penal contiene un catálogo de delitos graves que no sólo no disminu-
ye el listado establecido por el artículo 193 del código vigente, sino que al
contrario lo amplía. Lo anterior hace que la declaración de la presunción de
inocencia se convierta en una frase retórica o hueca.

El anterior caso es sólo un ejemplo de los problemas existentes en el
proyecto de reformas presentado por el Presidente para construir debida-
mente una estructura constitucional adecuada para la incorporación del
principio de presunción de inocencia. La cuestión no es sencilla, después
de todo, es necesario que el tema de la prisión preventiva en general afecte
directamente a la presunción de inocencia. De esta manera, una reforma
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constitucional debe tomar en consideración tanto la perspectiva de incul-
pados y ofendidos como la de los órganos encargados de la persecución de
los delitos para la construcción de dicho principio. No obstante, en ningún
caso se considera oportuno justificar limitaciones al principio de presun-
ción de inocencia como resultado de la falta de eficacia de los órganos
responsables de perseguir el delito.

Nuevo procedimiento penal

El proceso penal es un instrumento desarrollado para la protección del
individuo, por lo que su reforma debe ir dirigida a la mayor efectividad de
las garantías en favor de los ciudadanos, ofendidos e inculpados por igual.
La reforma procesal penal es, esencialmente, una reforma de garantías. En
este aspecto no hay ni es posible encontrar espacio de una política pública
diseñada para fortalecer el combate a la delincuencia.5

Una primera reacción a las propuestas de cambios al proceso penal
puede estar orientada a sostener que muchos de los principios procesales
que se plantean ya se encuentran previstos de una u otra forma en la legis-
lación procesal vigente. El argumento puede tener algún valor desde una
perspectiva estrictamente formal. No obstante, desde una perspectiva
estrictamente práctica, es necesario reconocer que la tutela de garantías de
los ciudadanos es laxa.6 Por ello es que a pesar de la existencia de disposi-
ciones orientadas a proteger los derechos de los ciudadanos, conviene pen-
sar en el diseño de un modelo que contribuya a generar incentivos institu-
cionales que permitan modificar patrones de conducta entre los actores del
proceso y con ello fortalecer la tutela de las garantías de los ciudadanos. Los
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diseños presentados por las tres propuestas deben ser analizados a la luz de
dicha perspectiva.7

El tema del ejercicio de la abogacía es una cuestión que plantea proble-
mas no sólo en materia penal. En términos generales parece necesario
instrumentar políticas públicas con el objetivo de mejorar la prestación de
servicios jurídicos. Las iniciativas abordan esta cuestión desde dos perspec-
tivas. Desde una general y desde otra particular. En la perspectiva general,
se plantea introducir en el artículo 17 de la Constitución una mención alu-
diendo a la necesidad de que existan mecanismos diseñados para regular el
ejercicio profesional de los abogados, bajo la premisa de que un efectivo
acceso a la tutela jurisdiccional efectiva requiere de una adecuada repre-
sentación profesional. No obstante, la iniciativa no desarrolla más esta
cuestión. Parece una oportunidad para que las organizaciones de abogados
hagan planteamientos al respecto. En el segundo caso, se trata la cuestión
de la defensa penal, en donde se incluye un mecanismo específico que pre-
tende garantizar que quienes presten este servicio se encuentren debida-
mente capacitados. Para tal efecto, se propone facultar al Consejo de la
Judicatura Federal para expedir dichas certificaciones. Nos parece que esta
facultad no puede estar exclusivamente en manos del Consejo de la Judi-
catura. Resulta necesario generar por lo menos algún tipo de represen-
tación a cargo de la abogados. A pesar de ello, debe reconocerse que en este
momento la abogacía no cuenta con órganos suficientemente representa-
tivos. Dado lo anterior, deben buscarse mecanismos que permitan asegurar
la integración de un órgano plural que permita realizar las labores de certi-
ficación de abogados. 
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Autonomía del Ministerio Público

El tema de la independencia de los procuradores es una cuestión que en
ocasiones se plantea sin hacer un análisis de los problemas existentes. En
realidad, lo que se requiere es la existencia de agentes del Ministerio Públi-
co que cuenten con autonomía para realizar sus funciones pero que también
rindan cuentas de su labor y enfrenten cualquier responsabilidad por su
desempeño. La autonomía de la procuraduría de justicia puede ser una
respuesta a dicho planteamiento tal y como lo proponen las tres iniciativas
de reforma. Sin embargo, el modelo planteado en la iniciativa presidencial
tiene varios problemas en su diseño. Preocupan cuestiones como la coordi-
nación de la institución, la profesionalización de los servidores públicos y
su supervisión y vigilancia, entre otras. Asimismo, debe establecerse con
claridad los alcances de las atribuciones del procurador-fiscal para iniciar
litigios constitucionales o participar en los mismos. El cambio de nombre
de la institución no parece una cuestión relevante, aunque tanto la iniciati-
va presidencial como la del diputado García Domínguez intentan justificar
la medida aludiendo al enorme desprestigio de estas instituciones.

La iniciativa presidencial propone establecer, junto con el fiscal general,
un Fiscal por cada uno de los circuitos que conforman las circunscripciones
competenciales del Poder Judicial de la Federación, quienes contarán con
un estatus muy similar al del fiscal general. En efecto, al margen de que es
cuestionable la selección de los circuitos judiciales federales para determi-
nar el número y ubicación de órganos importantes para la organización inter-
na de la futura fiscalía –pues los circuitos se establecen con base en las nece-
sidades propias del Poder Judicial, que pueden, o no, coincidir con las
necesidades organizativas del Ministerio Público– el verdadero problema,
desde nuestra perspectiva, es que los fiscales de circuito tendrán una condi-
ción muy similar a la del fiscal general, al obtener la misma legitimidad de
origen que este último –ya que serán designados de la misma forma que
este funcionario–, y, por lo tanto, es complicado que en la práctica vaya a
existir una auténtica unidad en la institución a nivel nacional con las corres-
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pondientes consecuencias para el ejercicio de la política criminal en
México.

Cabe destacar que la propuesta presidencial plantea crear un órgano
descentralizado para la prestación de servicios periciales. Esto parece espe-
cialmente acertado.

Policía unificada

La unificación de la policía es un tema que típicamente ha presentado
diversas posturas en el panorama latinoamericano. Los críticos afirman que
hacerlo implicará una excesiva concentración de poderes en una sola cor-
poración. Quienes apoyan la propuesta sostienen que se obtendrá una actua-
ción de la policía mucho más eficiente. Sin embargo, también se argumen-
ta que existen modelos que se inspiran en esquemas descentralizados con
lo que se pretende tener un mayor acercamiento a la población (policía
comunitaria) y que cuya operación es también eficiente. Desde luego que
este debate involucra también cuestiones relacionadas con la forma en la
que se opte por definir las funciones de la policía. En todo caso, es nece-
sario reconocer que antes de tomar cualquier decisión sobre la materia es
necesario definir con precisión las funciones que se espera cumplan la o las
policías.

Por otro lado, debe reconocerse que las policías mexicanas enfrentan
importantes problemas. Existen dificultades para controlar y supervisar la
labor de los policías. Sobre este particular, llama la atención la ausencia en
la propuesta de una estructura diseñada para garantizar el control de la
policía (controles internos y externos). Lo anterior es especialmente rele-
vante considerando la baja confianza pública hacia las policías. En cues-
tiones de selección de personal y capacitación la situación en las policías es
desigual. Si bien muchas de estas cuestiones pueden estar contempladas en
la legislación, es necesario reconocer que su operación efectiva trasciende
claramente el ámbito legislativo y no parece que una reforma legislativa
pueda representar una solución. Lo que es necesario es definir con claridad

Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM170



en qué casos se requieren cambios legislativos y en cuáles acciones al inte-
rior de las corporaciones.

En cuanto a la propuesta de desvinculación orgánica de la policía en
relación con el Ministerio Público, la cuestión no parece ofrecer perspecti-
vas favorables. Es difícil pensar que la separación orgánica pueda resolver
los problemas de coordinación que han aquejado a policías y a agentes del
Ministerio Público. La experiencia comparada así parece indicarlo.8 En
realidad, parece ser que no se debe buscar un remedio constitucional en una
situación donde aparentemente el problema es claramente operativo.

En el caso de la iniciativa presentada por el diputado García Domín-
guez, también se plantea la separación de la policía del Ministerio Público.
Al respecto, su proyecto indica que no es adecuado que un cuerpo
autónomo tenga mando de fuerza. En su propuesta, los servicios periciales
quedan en manos de la fiscalía.

Juez de ejecución de penas

La medida orientada a establecer jueces de ejecución parece apropiada. El
juez de ejecución cumple con diversas funciones. En primer lugar, es
responsable de la tutela de las garantías de los sentenciados. En segundo
lugar, le corresponde vigilar el debido cumplimiento de la ejecución de las
sanciones. En tercer lugar, se constituye en la instancia encargada de mediar
entre los sentenciados y el Estado, de tal forma que dicha relación se pre-
sentará mucho más equilibrada. Todos los aspectos antes reseñados parecen
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requerir de una atención urgente por lo que se considera adecuado intro-
ducir la discusión sobre los jueces de ejecución de penas.

Si bien la figura del juez de ejecución parece un acierto dentro de las
propuestas de reforma, es necesario considerar la forma en la que dicha
figura será llevada a la práctica. Bajo esta perspectiva, el juez de ejecución
necesariamente debe formar parte del Poder Judicial. Ello implica habilitar
funcionarios jurisdiccionales para que sirvan dicha función. Desde esta pers-
pectiva, los jueces de ejecución deben contar con un sistema igual al de los
jueces ordinarios para definir las condiciones en las que prestan sus servi-
cios y su desarrollo dentro de la institución. En pocas palabras, la creación
de jueces de ejecución obliga necesariamente a pensar en su incorporación
a la carrera judicial. Únicamente de esta manera será posible asegurar que
dichos servidores jurisdiccionales cumplan debidamente su labor. De esta
manera, la decisión que se tome en esta materia necesariamente deberá
considerar la forma en la que la medida será implementada y los costos de
la misma. La iniciativa presidencial avanza en este aspecto al plantear modi-
ficaciones a la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal.

Principio de oportunidad

Uno de los elementos más polémicos de la iniciativa de reforma al sistema
de justicia penal es la introducción de criterios de oportunidad en el pro-
ceso mexicano. En efecto, se propone que tanto el fiscal del Ministerio
Público como el juez penal puedan introducir excepciones a la vigencia del
principio de legalidad, en otras palabras, se plantea la posibilidad de excep-
ciones a la obligación ministerial de investigar y perseguir los delitos hasta
la obtención de una sentencia o también la posibilidad de suspender pro-
cedimientos u omitir alguna etapa procedimental,9 excepciones que estarán
basadas en consideraciones coyunturales, que, entre otras cosas, depen-
derán de los recursos disponibles.
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La justificación que se esgrime para la introducción de este principio es
la saturación del sistema de justicia penal, se señala que los recursos del
Estado para hacer frente a la delincuencia son limitados y por esta razón se
requieren salidas alternativas para el conjunto integrado por los delitos que
no sean graves, dejando el proceso penal y, en general, los recursos del
Estado para los delitos de mayor impacto social o en los que no pueda exis-
tir un acuerdo conciliatorio de las partes.

Debe señalarse que, derivado de nuestra tradición jurídica, el sistema
penal tiene como una de sus bases el principio de legalidad, al considerarse
una garantía frente a la discrecionalidad en el ejercicio del poder. Si lleva-
mos este principio al terreno que nos ocupa, encontraremos que, entonces,
determina que la acción penal es un deber. Es decir, ante un hecho con
apariencia delictiva y una vez establecida la existencia del cuerpo del delito
y la probable responsabilidad el Ministerio Público se encuentra obligado a
ejercer la acción.

La regulación planteada para el principio de oportunidad por el proyec-
to de Código Federal de Procedimientos Penales nos parece bastante laxa.
Lo anterior puede ser especialmente preocupante en un escenario poco
transparente y con mecanismos limitados para su control. Pero aun en el
caso de que se pretenda introducir el principio de oportunidad atenuado o
reglado éste requerirá como complemento necesario un sistema de defen-
soría pública y asesoría legal para los ofendidos verdaderamente eficaz.

En consecuencia debemos señalar que si bien el principio de oportu-
nidad puede tener una justificación para el adecuado funcionamiento del
sistema, su introducción puede abrir la puerta a importantes distorsiones
en el sistema penal. Por ello, antes de su establecimiento deben generarse
las condiciones necesarias para su correcto funcionamiento.

Delincuencia organizada

La propuesta de adicionar el artículo 16 de la Constitución en lo relativo a
delincuencia organizada representa la creación de un régimen de excep-
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ción. La cuestión lleva necesariamente al debate sobre la conveniencia de
adoptar semejante sistema. Si bien la Constitución ya ha sido modificada
con anterioridad para dar cabida a algunas situaciones de excepción para
asuntos clasificados como de delincuencia organizada y a nivel legislativo ya
existe un régimen excepcional para este tipo de asuntos, debe reflexionarse
sobre las razones que justifican la introducción de disposiciones constitu-
cionales que permiten el fortalecimiento de dicho modelo. La propuesta de
r e f o rmas no presenta un análisis sobre la forma en la que el sistema de excep-
ción ha operado. No hay información sobre los casos en dónde se ha tenido
éxito o en dónde se han presentado abusos. Una decisión que implique forta-
lecer un régimen de excepción necesariamente requiere de i m p o r t a n t e s
justificaciones. Hasta el momento éstas no parecen haber sido discutidas.
La primera pregunta que debe responderse satisfactoriamente es por qué
no son suficientes los mecanismos ordinarios para el combate a la delin-
cuencia. En todo caso, debe reconocerse que la adopción de semejante
sistema necesariamente acarrea altos costos para la sociedad en materia de
libertades. Una decisión al respecto debe ponderar dichos costos con los
beneficios que se esperan obtener.

Pero aun en el caso de que se opte por este régimen, debe tenerse en
cuenta que un sistema de excepción exige necesariamente el estableci-
miento de controles que eviten el abuso en el empleo de las facultades que
se conceden al Estado. La propuesta es especialmente laxa en esta materia.

La creación de juzgados especializados en la materia es otra cuestión
que merece más análisis. No se trata simplemente de contar con jueces que
conozcan mejor las reglas del proceso, también es necesario considerar las
cargas de trabajo y las condiciones en las que el mismo puede realizarse. Los
jueces deben contar con garantías suficientes para gozar de una efectiva
independencia en el ejercicio de su función. Debe evitarse la captura de los
jueces tanto por los órganos encargados de perseguir los delitos como por
los delincuentes. Un sistema que concentre los casos de delincuencia orga-
nizada en un reducido grupo de funcionarios jurisdiccionales puede generar
importantes presiones y un impacto negativo sobre la administración de
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justicia. En todo caso, esta es una cuestión en la que los propios jueces
deben ser consultados.

ILUSTRE Y NACIONAL COLEGIO DE ABOGADOS

COMENTARIOS A LA REFORMA INTEGRAL
DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA Y JUSTICIA PENAL

Comentarios y observaciones

Por principio de orden sería muy conveniente iniciar esta postura abordan-
do la pertinencia de la reforma que se analiza.

Así entonces, bien vale la pena decir que lo que hasta hoy hemos denomi-
nado el Sistema de Justicia Penal Mexicano está sumido en una de sus crisis
más dramáticas y aparentemente irreversible debido a múltiples factores que
no sólo se agotan con las ya trilladas excusas de la corrupción, la ineficiencia
y la carencia de recursos. De hecho, podríamos considerar que ha dejado de
ser un “sistema” debido a que este vocablo esboza la idea de una constitución
de diversos elementos que funcionan a la par mediante elementos que le son
afines y que van hacia un resultado definido, lo que en la especie ya no sucede,
ya que en el presente encontramos que su constitución es disímbola, amorf a ,
i n c o n g ruente y en muchas ocasiones contradictoria.

Pero la realidad de la que hoy nos quejamos cierto es que obedece a
diversos elementos externos pero también de orden estructural que se han
vuelto cada vez más incompatibles con la realidad que prevalece en nuestro
país. Es claro que esta crisis ha sobrevenido en los últimos años y que en un
afán de ocultarla e incluso erradicarla, el Estado mexicano ha adoptado
diversas políticas criminales sin que hasta el momento las mismas hayan
generado siquiera la mitad de los resultados esperados frente a una delin-
cuencia que crece geométricamente en un ámbito de impunidad cada vez
más amplio pero al mismo tiempo cada vez más escandaloso. Así, el mode-
lo de justicia penal que en muy deteriorados vestigios sobrevive al día de
hoy, data de principios del siglo XX con antecedentes, desde luego, mucho
más remotos que necesariamente nos llevan a la historia de la Europa occi-
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dental y ha sido a través de diversas reformas legales como el legislador, a
sugerencia de los diversos entes públicos y privados de la vida nacional, ha
pretendido mantener la vigencia de tan añejo sistema legal, lo que induda-
blemente dio buenos resultados hasta la década de los ochenta, pero fue
precisamente a partir de esa época en donde la incidencia de diversos ele-
mentos trajo como consecuencia el desbordamiento del orden público
hasta el punto tan escandaloso en el que actualmente se encuentra.

Sin duda, aplicando un criterio de insensibilidad, el Estado mexicano
podría prolongar “artificialmente” aún más la vida del sistema de justicia
penal que hasta la fecha nos rige, con el inminente riesgo de una desesta-
bilidad social, política y económica que necesariamente nos llevarían al des-
bordamiento del orden público, en la inteligencia de que en el presente,
dicho sistema parece haber llegado a sus niveles más bajos y en donde lo
más grave es que a la sociedad mexicana parece habérsele acabado su capa-
cidad de asombro con respecto a los diversos ángulos y flancos de los que
se pueden observar las fallas y limitaciones del citado sistema de justicia
penal.

Por encima de cualquier reforma y problema que pudiésemos detectar
dentro del sistema de justicia penal del que pretendemos despojarnos, bien
vale la pena considerar de inicio cuáles han sido las razones por las que ha
dejado de tener vigencia tal sistema, en un afán de que el nuevo sistema de
justicia penal que se adopte contenga los blindajes suficientes para evitar la
filtración de estas causales y así garantizar que el cambio por el que se pugna
sea de forma pero también de fondo, en una proyección histórica de larga
e importante vigencia para las expectativas de la sociedad mexicana. 

En este punto, bien vale la pena decir que las razones de la crisis penal
bajo ningún concepto pueden polarizarse y menos aún matizarse cuando se
tocan verdades que a muchos avergüenzan y que desde luego a pocos
enorgullecen. Se trata pues, de un ejercicio que privilegie la verdad, pero
sobre todo la honestidad de quienes radiografíen el sistema de justicia penal
a cambiar. La pretensión de politizar lo jurídico sin aceptar la verdad que
prevalece en nuestra realidad histórica ha sido el motivo primordial por el
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que no se han podido atacar los problemas de fondo que engendra la apli-
cación del derecho penal en nuestro país. Gobernantes y gobernados nor-
malmente atajamos por el sencillo camino trayendo a la mesa justificaciones
que de haber sido ya tan nombradas han perdido su sentido y su impor-
tancia. Palabras como “corrupción”, “carencia de recursos”, “ineficacia” y
otras tantas se han convertido en la bandera con la cual los ciudadanos cul-
pan a las autoridades y las autoridades excusan su proceder sobre el tema.
Pero por más que ha sido el intento de ocultar la verdad llamándola con
otras palabras, lo cierto es que la realidad objetiva de nuestro país en el
rubro que nos ocupa necesariamente ha tenido que salir a flote a través de
múltiples y penosos incidentes que han ennegrecido el escenario nacional
cuando menos en los últimos 15 años.

Se pretende entonces despojar el criterio político con respecto a un
tema que ha trascendido el ámbito legal y que ahora podemos decir ya se
refiere a la seguridad nacional. Si en este momento crucial para la historia
de nuestro país omitimos nuevamente analizar nuestra realidad histórica en
el ámbito de la justicia penal desde una perspectiva objetiva, honesta y
apolítica, necesariamente estaremos condenados a fracasar bien sea en el
“remiendo” de nuestro sistema actual o bien en la adopción de la propues-
ta que en forma de paquete legislativo envió el Presidente de la República
al Congreso de la Unión en marzo del año pasado. Sin el sello de la pulcri-
tud y de la honestidad en el diagnóstico y proyección legislativa, no habrá
reforma legal que reivindique el ya tan deteriorado sistema de justicia penal
y mucho menos existirán personajes que puedan asumir tan controversial
reto.

Atento a la postura explicada con antelación, debe decirse que efectiva-
mente resulta pertinente la renovación de nuestro sistema de justicia penal
por diversas razones que enseguida se explican.

En primer lugar, debe decirse que nuestro actual sistema lejos de ser
negativo, podríamos elogiarlo como uno de los mejores en el mundo y que
en la época de su implantación en nuestro país solucionó con mucho tino
la tarea que le fue encomendada, pero que ha sido el transcurrir del tiem-
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po y los vertiginosos cambios que han caracterizado la historia de nuestro
país en la última veintena de años, lo que irreductiblemente ha puesto en
crisis a tan brillante sistema que, aunque como se ha dicho con antelación,
ha recibido diversas enmiendas legislativas para tratar de preservar su vigen-
cia, lo cierto es que al día de hoy está realmente cerca del límite del colap-
so. No se trata sólo de un cambio de forma sino también de fondo, es decir,
de su contenido. Con mucha vergüenza hay que decir que los actores que
inciden en el funcionamiento del sistema penal han encontrado todas y
cada una de las maneras para pervertirlo, abriéndole tantos flancos que se
ha vuelto insostenible. Las circunstancias que han propiciado la apertura de
tales horadaciones constituye el punto clave para blindar el sistema que
estemos por recibir y aprobar legislativamente.

Así pues, la justicia penal de principios del siglo XX estuvo diseñada
integralmente y bajo un principio de armoniosidad entre sus componentes
para regir en un lugar y tiempo históricamente determinados, más no así para
una ilusa vigencia infinita. Y aunque es de elemental lógica decirlo en estas
líneas, bien vale la pena recordar que la realidad en nuestro México al día
de hoy está infinitamente alejada de lo que fue la realidad histórica de prin-
cipios del siglo XX.

Así, detectamos que el fenómeno de la cor rupción ha permeado desde
los niveles operativos hasta los altos mandos a la política, la policía, la insti-
tución del Ministerio Público, los consejos de menores, los tribunales supe-
riores de justicia, algunos tribunales federales y desde luego las prisiones.
Ni siquiera ha sido necesario fincar este delicado juicio en una exhaustiva
investigación, pues ha sido la vida pública y los propios medios de comuni-
cación quienes nos han traído a nosotros los ciudadanos todos y cada uno
de los detalles de tan despreciable flagelo que como consecuencia inmedia-
ta han generado los ámbitos de impunidad que a manera de un cáncer van
creciendo cada vez más, en forma aparentemente incontrolable. Así, la tole-
rancia de las ilicitudes se ha ido originando desde los niveles más elemen-
tales hasta los más influyentes en la vida nacional. La misma corrupción ha
traído como ineludible resultado la deshonra de las autoridades y la cada vez

Ilustre y Nacional Colegio de Abogados178



más diluida capacidad para imponer sus determinaciones, generando un
clima de inestabilidad que no sólo afecta a los entes que interactúan en el
mundo de la justicia penal, sino que sus negativos efectos han trascendido
a otros ámbitos de interés, algunos de ellos tan prioritarios como lo es el de
la economía, particularmente en el renglón de la inversión extranjera que
ante la impotencia de ver una franca incapacidad de las autoridades para
castigar las actividades delictivas, han buscado otros destinos de inversión
que a pesar de aparentar un régimen económico menos vigoroso que el de
nuestro país, ofrecen un irrestricto cumplimiento a la ley.

La corrupción ligada al ámbito de impunidad y al deterioro de la
capacidad coactiva de las autoridades puede observarse mediante ejemplos
sumamente elementales pero al mismo tiempo de básica inteligencia. De
este modo, lo que en un principio fue la impunidad sistemática para casti-
gar a quien se pasaba una luz roja ahora lo es la sistemática indiferencia para
atender delitos de alto impacto social como son el narcotráfico, el secues-
tro, los robos calificados y otros tantos.

En todo este devastador escenario, el papel de la sociedad civil ha sido
importantísimo ya que al jugar un doble papel de reprochante ante las
autoridades y de cómplice con las mismas, ha colaborado de manera impor-
tante para el nivel de crisis que actualmente vive nuestro sistema penal. En
este renglón, desde luego, destacan aquellos que ejercen la profesión de la
abogacía y que en mucho han propiciado a favorecer la cultura de la corru p-
ción. Para la desgracia de este gremio han sido los malos abogados quienes
se dieron a la tarea de hacerle saber a toda la sociedad civil que los proble-
mas penales se resuelven a base de mordidas, cochupos y otro tipo de corru p-
telas; y esta educación ha sido tan “eficaz” que se ha convertido en el para-
digma de todo aquel que enfrenta un proceso penal en donde su prioridad
inicial no es la manera de defenderse, sino el de buscar a la persona ade-
cuada para corromper, bien a través de su defensor o bien a través de sus
familiares. Así, la defensa legal de un caso penal se ubica en la mente de
quien es acusado en un tercero o cuarto grado de importancia siempre por
debajo de la sombra de la corrupción.
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El enrarecimiento de este ambiente necesariamente ha permeado al
Poder Judicial tanto del orden común como del orden federal generando
fenómenos que no necesariamente son de corrupción, pero tan negativos
como ésta. La desconfianza de autoridades y ciudadanos frente al funcio-
namiento del sistema penal ha traído como consecuencia el endurecimien-
to de los criterios judiciales que en nada ha favorecido al restablecimiento
del orden público y la convivencia equilibrada de la sociedad pero que sí se
ha traducido en la consigna de la condena. Y en esta tesitura, se ha conver-
tido en bandera de quienes quieren permanecer seguros y por mucho tiem-
po dentro del Poder Judicial tanto del orden común como del federal. El
desgraciado lema de que “es más fácil condenar que absolver” u otro más
que dice “que si a alguien se va a absolver en un proceso penal que sea una
instancia superior y no el juez de origen”. Estas frases reflejan una proble-
mática de facto que ha encontrado su justificación en aspectos de derecho
como han sido las recientes reformas penales en donde al adoptar el sis-
tema causalista de enjuiciamiento penal e integrar el ingrediente del cuerpo
del delito en sustitución de los elementos del tipo penal, ha devenido en lige-
ra la administración de justicia cuando menos en sus primeras etapas. El
“endurecimiento” al que nos hemos referido con antelación, ha deteriora-
do el concepto de la justicia e impulsado la cultura del encarcelamiento. No
se trata de que como medida desesperada se busquen los mecanismos
legales para meter más gente a la cárcel, sino que de lo que realmente se
trata es de pugnar por el fortalecimiento de un sistema judicial que efecti-
vamente administre justicia sin importar la tonalidad que ésta tenga. El
endurecimiento injustificado de la justicia, simple y sencillamente se tradu-
ce en la perversión de la misma y deviene así en injusta. Recordemos que
el derecho y su administración constituyen el punto de referencia que en
teoría debe ser lo más objetivo y estable que permita a los estados moder-
nos contemporáneos su desarrollo y el de sus pobladores. Si este punto de
referencia sigue la misma inercia de aquello a referenciar, estamos en presen-
cia del auténtico caos del Estado y de una automática negación de su futuro.
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En muchas ocasiones se ha tocado el tema, ya recurrente, de la caren-
cia de recursos para hacer frente a las nuevas realidades que enfrenta el
derecho penal en nuestro país y sin embargo observamos que año con año
existen presupuestos subejercidos por diversas razones que sólo nos llevan
a la triste conclusión de la ineficacia y de una ausencia en el sentido de
administración de recursos. Si realmente existiera una carencia de recursos
económicos en el rubro que nos ocupa no existiría dinero que permitiera
los subejercicios presupuestales. No es necesario efectuar una exhaustiva
investigación para darse cuenta que en el intento desesperado por reducir
los índices delictivos se han generado superestructuras al interior de los
cuerpos de seguridad pública y de las procuradurías de justicia, lo que tam-
bién ha demostrado que esa no es la solución para la crisis que encaramos.
Bajo un criterio de burocratización compulsiva de las instituciones que
integran el sistema de justicia penal jamás existirán los recursos suficientes
para cubrir tan irracionales pretensiones. Han sido casi nulas las ocasiones
en que se ha hablado de una auténtica administración de los recursos públi-
cos dentro del sistema de justicia penal y, por el contrario, se han vuelto fre-
cuentes los reclamos de más y más recursos. Baste poner como ejemplo de
tales inconsistencias y de la ausencia en el sentido de la administración al
Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los estados y del
Distrito Federal (FASP) que actúa a través de los consejos estatales de seguri-
dad pública que son los encargados de hacer llegar a las entidades federati-
vas recursos por parte de la Federación bajo el amparo del Sistema Nacional
de Seguridad Pública y en donde a pesar de hablarse de cifras millonarias,
estos recursos no siempre llegan a las áreas en donde se necesitan, ya que
los secretarios ejecutivos de los comités estatales de seguridad pública son los
secretarios generales de gobierno que es la segunda posición de importan-
cia en el gobierno de los estados por abajo del gobernador y que por lo
regular son incondicionales a éste, de tal manera que en la vida práctica son
los gobernadores quienes deciden el destino de tan preciados recursos
aunque no necesariamente sea en beneficio de la seguridad pública o de la
procuración de justicia. Además debe decirse que este sistema de aporta-
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ción federal de recursos económicos aglutina ambos rubros en un solo canal,
lo que ha traído como consecuencia graves problemas de aplicación finan-
ciera, amén de que los recursos que efectivamente llegan a las áreas de justi-
cia se encuentran legalmente etiquetados en forma inflexible y sin considerar
las particularidades de cada entidad federativa en donde la más importante
prohibición es que dicho dinero no puede ser utilizado para salarios o la
creación de nuevos empleos.

Es entonces que no necesariamente hablamos de pobreza al interior del
sistema de justicia penal, sino de una anacrónica administración de recur-
sos al interior del mismo, debido al exceso de burocratización y de la per-
versión de los modelos jurídicos.

Aspectos como los anteriores son los que se han pretendido ocultar en
el discurso público y que ha sido el propio devenir de nuestra historia
reciente lo que nos ha permitido conocer fragmentos de un sistema legal en
franco proceso de descomposición. Se trata pues de aplicar un principio tan
lejano en la historia como la aparición del hombre mismo y es aquel que
descansa sobre la idea de que aquello que no puede corregirse debe borrar-
se con la aparición de algo nuevo y que en el mundo empresarial interna-
cional se ha conocido como el desaprehender para aprehender partiendo de la
idea de que lo inicialmente aprehendido no sirve para las perspectivas del
futuro. Aprender lo correcto hoy día con respecto a un sistema de justicia
penal que ha llegado al punto crítico y que funciona mayormente con
engranajes derivados de la perversión, no es lo más adecuado cuando como
opción se tiene el desaprender para aprender un nuevo sistema de justicia
penal. La explicación que antecede no es sólo un voto de inconformidad
por la realidad imperante, sino es un llamado de atención para que el
paquete de iniciativa legislativa enviado por el Presidente de la República al
Congreso de la Unión el pasado mes de marzo de 2004, sea el inicio de una
nueva etapa para la justicia penal de nuestro país en donde sean desterra-
dos todos aquellos errores que con timidez han sido detectados y recono-
cidos tanto por gobernantes como por gobernados. A lo largo de la lectura
de la reforma planteada, se observan algunas facultades discrecionales que
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a la luz del sistema legal que aún nos rige han mostrado su ineficacia y su
peligrosidad en agravio del elemento poblacional. La reforma debe conte-
ner plazos, términos y condiciones expresamente establecidas y no dejarse
al libre arbitrio de quienes se encargan de aplicar la ley, que es precisamente
una herencia del sistema legal que pretendemos cambiar, en donde a
propósito se dejaron y se han dejado múltiples ambigüedades y potestades
discrecionales para poder ser usadas en el momento en que más convenga
no al poder público, sino al poder político, y lo que es más peligroso, a fac-
ciones del mismo. Asimismo, la reforma debe de establecer controles que
por un lado permitan como en el caso del fiscal general de la Federación y
de los fiscales de circuito tener un margen de seguridad que garantice la
continuidad de su trabajo pero, por otro lado, que sean aptas para evitar
que esa relativa inamovilidad temporal más bien se traduzca en un feudo de
carácter dictatorial, y en este mismo sentido debe perfeccionarse la refor-
ma para que la policía ministerial o judicial no sólo se quede bajo la “direc-
ción funcional” del Ministerio Público, sino que además se establezcan
mecanismos de control perfectamente estudiados y basados en las experien-
cias del pasado que permitan otorgarle a la sociedad la certeza de que el
poder de la policía investigadora no se desbordará hacia una situación de
terror y de nula certeza jurídica como lo que muchos recordamos sucedió
en la década de los setenta en donde el poder otorgado a los jefes policia-
cos rebasaba a quienes se suponía eran sus jefes. Y este aspecto del control
hacia la policía investigadora es uno de los más importantes por cuidar den-
tro de la reforma pues por un lado constituye parte integral de la misma al
reconfigurar el papel que actualmente tienen las procuradurías de justicia,
lo que necesariamente nos lleva a pensar que es un ingrediente inseparable
de la iniciativa de reforma, pero al mismo tiempo de ser aprobada será en
términos de certeza, transparencia y control en el actuar policial que vaya
más allá de una simple dirección funcional. Sin perjuicio de lo anterior, a
continuación se presentan algunos comentarios específicos con respecto
a la reforma constitucional que involucra el paquete legislativo en la inicia-
tiva del nuevo sistema de justicia penal.
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Comentarios a la propuesta 
de reformas constitucionales

1. Por lo que hace a la modificación al segundo párrafo del artículo 16,
debe decirse que la sustitución de la palabra indiciado por imputado,
podría parecer una trivialidad legal pero indudablemente expresa el senti-
do subyacente de la reforma de concederle a todo el que enfrenta un proce-
so penal el beneficio de la duda hasta en tanto no sea condenado mediante
sentencia definitiva, de tal suerte que tal sustitución parece adecuada.

2. El mismo comentario merece la sustitución de términos a que se
refiere la propuesta de los párrafos tercero, cuarto, quinto y séptimo del
artículo 16. 

3. La inserción del noveno párrafo del artículo 16 constitucional repre-
senta un logro bastante importante ya que desde la creación de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada a finales de 1996, no se había
elevado a rango constitucional la figura de la delincuencia organizada y el
régimen procesal que le es inherente, lo que en estricto sentido represen-
taba que dicha Ley Federal y sus menciones de la figura en comento por las
legislaciones estatales, venían a ser de carácter inconstitucional.

4 . Por lo que hace a la inserción del párrafo duodécimo del artículo 16,
debe decirse que el término fiscal del ministerio público parece el respeto a
la tradicional figura que prevé y que ha previsto el artículo 21 constitucional
pero con la innovación que plantea la reforma en comento, lo que a simple
lectura parece extraño e incluso hasta contradictorio; sin embargo, lo verdade-
ramente importante es que en este párrafo no existe ni siquiera una descrip-
ción más o menos general de lo que deba de entenderse por criterios de o p o r-
tunidad, sin perjuicio de que la reforma integral en su parte de la l e g i s l a c i ó n
adjetiva pudiese desentrañar completamente el sentido de tal expresión,
por lo que se sugiere una definición genérica de lo que debe de entenderse por
criterios de oportunidad, bajo la óptica de que se trata de una vertiente legal
de novedosa incorporación en nuestro sistema punitivo.

5. En lo relativo a la adición del tercer párrafo al artículo 17, se estima
afortunada tal medida, bajo la óptica de que hasta este momento el legis-

Ilustre y Nacional Colegio de Abogados184



lador federal tan sólo se ha preocupado por establecer los lineamientos bajo
los cuales un abogado puede comenzar el ejercicio de su profesión median-
te la obtención de su título y respectiva cédula profesional; sin embargo, y
a diferencia de otros países, en el nuestro no ha existido una preocupación
legislativa que se centre en forma integral con respecto al papel social que
un abogado desempeña en nuestro medio, tiempo después de que obtiene
su autorización para ejercer profesionalmente. De tal manera que el ejerci-
cio de la profesión de los abogados hoy día pareciera controlada bajo una
legislación que podría tacharse de ligera, permitiendo, por un lado, que
algunas autoridades se den a la tarea del hostigamiento hacia los defensores
y, por otro, permitiendo que muchos individuos que se dicen abogados
irresponsablemente se hagan cargo de representar o asesorar a personas
que enfrentan un procedimiento penal en su contra, sin contar con la expe-
riencia o probidad necesarias para tal efecto, habida cuenta que la vida
nacional nos ha ilustrado acerca de los alcances de voracidad y de falta de
ética de ciertos licenciados en derecho que aprovechando determinadas
posiciones o conexiones han patrocinado a determinados individuos o per-
sonas morales bajo una directriz absolutamente carente de probidad en
agravio de la sociedad misma.

Sobra decir que a pesar de lo que muchos pudiesen argumentar respec-
to a que la inserción en el artículo 17 pudiese constituir la violación del
artículo 5o. constitucional, lo cierto es que el derecho constitucional nos
dice que las garantías que otorga nuestra ley suprema encuentran su punto
de regulación en las leyes de carácter reglamentario, siendo entonces que la
regulación de las garantías constitucionales no es una restricción de las
mismas, sino una acotación del marco normativo de la Ley Suprema, en aras
de otorgar certeza jurídica a los destinatarios de la propia norma, y bajo
dicha óptica, es dable reconocer que en nuestro país existe o debe existir
una libertad para que toda persona se dedique a la profesión, industria,
comercio o trabajo que le acomode, siempre y cuando sean lícitos, es decir,
conforme a la ley.
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6. Por cuanto hace a la reforma del párrafo tercero del artículo 18, se
estima afortunada ya que mejora su redacción y le otorga un semblante más
institucionalizado al contenido de dicho párrafo.

7. En lo que se refiere a la adición de un párrafo cuarto al artículo 18,
merece especial reconocimiento el hecho de que a nivel constitucional exis-
ta preocupación por prever mecanismos de justicia penal para adolescentes,
que aun cuando el término pudiese producir múltiples críticas derivadas de
la ortodoxia con la que pudiese concebirse la punibilidad, lo cierto es que
en nuestro Estado mexicano hemos luchado por décadas por sancionar a
los menores que cometen una infracción idéntica a lo que sería un delito,
evitando así llamarlo para no caer en el regaño de los especialistas que tradi-
cionalmente nos han dicho que la denominación penal lleva inherente la
capacidad de las personas para someterse a dicho sistema. Lucha, que ha
demostrado ser pragmáticamente impráctica, ya que hoy día el procedi-
miento para castigar a los menores infractores guarda extrema semejanza
con el que se sigue a quienes son acusados de un ilícito. Incluso ha sido
tanta la resistencia por reconocer que existe una justicia penal para adoles-
centes, que de manera dogmática se le conoce al resultado de sus conduc-
tas ilícitas como infracciones, mas no como delitos, aun cuando se utiliza el
propio Código Penal para la tipificación de tales conductas, lo cual ha crea-
do un sistema jurídico simulado y paralelo al penal que por mucho que haya
tratado de resistirse a su autonomía, lo cierto es que tiene puntos de con-
tacto con el derecho penal de carácter indestructible.

8. La inserción de los párrafos quinto, sexto y séptimo merecen los
siguientes comentarios:

Es sumamente loable que a nivel constitucional se establezcan los linea-
mientos generales de lo que deberá ser el sistema de justicia penal para ado-
lescentes.

Aquí precisamente se encuentra la justificación de que a este sistema se
le denomine en la reforma como de justicia penal para adolescentes, ya que
es sólo aplicable para jóvenes mayores de 12 años y menores de 18.
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9. Por cuanto hace al artículo 19 se vuelve a estimar afortunada la adop-
ción del término imputado. Sin embargo, debe decirse que en el propuesto
párrafo segundo de dicho numeral debería cambiarse la siguiente redac-
ción: “dar a conocer por los conductos legales correspondientes sobre
dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo”. La expresión
(como se observa) abusa de lo genérico deviniendo en confusa, por lo que
un poco de concreción sería de bastante utilidad, más aún, si tomamos en
cuenta que el segundo párrafo de este artículo 19 trata de aquellos casos
en que ilegalmente es prorrogada la detención del imputado dentro del tér-
mino constitucional.

10. Por lo que se refiere a las garantías del imputado en los asuntos del
orden penal, previstas por el artículo 20 apartado A de la Constitución,
merecen los siguientes comentarios:

–Es muy importante y destacable que el legislador, por encima de todo,
retome la presunción de inocencia como garantía constitucional de quien
enfrenta un proceso penal, garantía que en cierta forma quedó tremenda-
mente mermada por las reformas al Código Federal de Procedimientos
Penales del año 1999 en donde expresamente se insertó que para los efec-
tos de las primeras etapas procesales, la responsabilidad penal era dable de
acreditarse con base en indicios, lo que al día de hoy ha originado impor-
tantes irregularidades en los procedimientos y profundas injusticias, que
por cierto en nada han mejorado el sistema de procuración y administra-
ción de la justicia. La presunción de la inocencia es la base sobre la que
debe descansar todo sistema jurídico punitivo que se confiese emanado de
las importantes revoluciones sociales del siglo XVIII.

–Se observa un replanteamiento de las hipótesis en las que un indivi-
duo gozará de su libertad dentro de un proceso penal mediante la fijación
de los puntos de excepción; en donde por un lado resulta tremendamente
elogiable que la omisión expresa de garantizar la reparación del daño sea
motivo suficiente para no gozar del beneficio de la libertad aun cuando se
trate de un delito no grave aun cuando hoy día constituye uno de los tres
aspectos por garantizar por quien enfrenta un proceso penal para acceder
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al beneficio de la libertad provisional bajo caución, aunque el hecho de
destacarlo en la reforma representa el claro mensaje de que para la misma
la preocupación hacia las víctimas del delito ocupa un lugar importante.
Pero, por otro lado, se percibe tremendamente amenazante que un indi-
viduo no tenga derecho a la libertad dentro de un proceso penal cuando se
trate de delitos calificados como graves, sin perjuicio de lo que pueda
disponer un juez. Seguramente en las reformas a los ordenamientos legales
eventualmente se explicarían las facultades con las que gozará un juez para
poder obsequiar la libertad de alguien que es acusado de cometer un deli-
to grave. Sin embargo, el hecho de que en la parte final de inciso a) frac-
ción I apartado A del artículo 20 constitucional propuesto se deje a la dis-
posición del juez las excepciones para que alguien obtenga su libertad, aun
en el caso de haber cometido un delito grave, representa un fundamento
metajurídico y en consecuencia profundamente criticable. En todo caso
esta excepción a la excepción de la libertad deberá estar escrita en térmi-
nos que sea la propia ley quien imponga tales posibilidades tratándose de
delitos graves pero no la voluntad de los jueces.

–Garantizarle al imputado la defensa a cargo de un abogado certificado
en términos de ley le otorga una mayor certeza de los términos a que se
constriñe su garantía de defensa, ya que hoy día el derecho a un abogado
cierto es que representa una garantía constitucional pero también es cierto
que no todos los abogados, o quienes dicen serlo, representan una garantía
de equidad capacidad o experiencia en el trámite de un asunto de índole
legal.

–De la lectura del contenido propuesto para la fracción III, llama la
atención que el imputado pueda conocer los hechos materia de acusación
y los derechos que en su beneficio establece la Constitución sólo a partir del
momento de su detención cuando en realidad debe ser una garantía con la
que cuente desde el momento mismo en que se presenta a declarar o es lle-
vado a la autoridad para tal efecto. Aun cuando en el último párrafo del
apartado A del propuesto artículo 20 constitucional se dice que este dere-
cho subjetivo público contenido en la fracción III es aplicable durante la
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etapa de averiguación previa, ello no elimina el infortunio de que sea hasta
la detención cuando el imputado pueda saber de lo que se le acusa y a lo
que tiene derecho dentro del proceso que se le sigue, habida cuenta de que
el primer contacto que en muchas ocasiones tendrá el imputado con el pro-
ceso penal que se le siga no será precisamente cuando se le detenga, sino
cuando se le lleve a declarar o lo haga voluntariamente, en donde necesaria-
mente deberá conocer los hechos materia de acusación y en donde también
necesariamente deberá hacérsele saber del catálogo de garantías constitu-
cionales que lo protegen con esa calidad de imputado. No es dable que los
nuevos preceptos de la Constitución otorguen menos a los acusados que lo
que otorga actualmente nuestra Ley Suprema.

–Llama la atención el contenido de la fracción V en donde se eleva a
rango de garantía constitucional la obligación de los jueces para estar pre-
sentes en todas las audiencias de los imputados, lo cual hoy día y bajo el
esquema del sistema penal que prevalece resultaría prácticamente imposi-
ble. Con esta inserción, el legislador debe de estar consciente que la presen-
cia de los jueces en las audiencias, al elevarse al rango de garantía constitu-
cional, viene a ser al mismo tiempo una formalidad del procedimiento de
carácter novedoso por disposición expresa de la propia letra constitucional
y todo ello necesariamente traerá como consecuencia que en los procesos
penales deba de cumplirse con esta formalidad y que en caso de no ser así,
como en la actualidad acontece, ya que debido a las cargas de trabajo son
los secretarios de acuerdos ante quienes normalmente se desarrollan las
audiencias procesales, los procedimientos propuestos en la reform a
podrían ser tachados en múltiples ocasiones de anticonstitucionales. Sin la
reforma estructural del sistema penal, en donde subyace un espíritu de
agilidad basado en la oralidad, se estima viable que los jueces estén pre-
sentes en todas las audiencias, entonces se estima que la propuesta de la
fracción V del apartado A del artículo 20 constitucional vendría a ser una
garantía de los imputados tremendamente favorable ya que en muchas oca-
siones es necesario que acorde con el principio de la inmediación procesal
sean los jueces quienes conozcan de viva voz los testimonios, declaraciones
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y demás probanzas que se van desahogando a lo largo del proceso. Pero si
en caso contrario a lo previsto son nuevamente los secretarios de acuerdos
quienes continúan guiando las diligencias, entonces no tendrá caso la sub-
sistencia de esta garantía constitucional. No pasa por alto aquellos criterios
de la Suprema Corte de Justicia en el sentido de que no son inconstitu-
cionales las audiencias en donde no está presente el juez, otorgándoles
omnipresencia a los mismos por el hecho de que las diligencias se desa-
hogan en el local del juzgado. Estos criterios de omnipresencia hasta el
momento han sido tolerados debido a que hasta este momento no es una
garantía constitucional expresa el que el juez esté presente en todas las
audiencias del imputado, pero de llegar a ser como lo propone la reforma,
se estima que tales criterios serán prácticamente insustentables.

–El mismo comentario que el vertido en el apartado anterior, merece la
propuesta fracción VI del artículo 20 Apartado A, en donde se establece
el derecho al careo, salvo en los casos en donde las víctimas son menores
de edad, estableciéndose la presencia del juez en dichos actos, lo que trae
aparejadas las implicaciones anotadas líneas atrás.

–La propuesta fracción VIII del artículo 20 Apartado A, nos habla de la
“concentración en el desahogo de las pruebas”, que por ser un concepto
jurídico novedoso, se considera que amerita una descripción general pero
reveladora acerca de los alcances del vocablo y su significación procesal.

–La propuesta fracción IX, si bien representa un lapso más largo por
cuanto hace al término mínimo que hoy día prevé la fracción VIII del
artículo 20 Apartado A de la Constitución, también debe decirse que si la
intención de reformar el sistema penal es en forma integral, deberán
asumirse los mecanismos necesarios para garantizar que dicho lapso se
respetará efectivamente en los procesos a fin de que no suceda lo que en la
actualidad nos aqueja, es decir, procesos injustificadamente largos en donde
no se respetan los límites temporales que la propia Constitución establece
y en donde los acusados tienen miedo de impugnar dichas infracciones so
pena de tener represalias por parte de los tribunales encargados de sus
causas penales. 
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11. El nuevo contenido del artículo 21 constitucional deviene en con-
fuso cuando por un lado sostiene el concepto del Ministerio Público y más
adelante hace referencia al fiscal del Ministerio Público, en la inteligencia
de que la propia reforma constitucional establece en su artículo 102 aparta-
do A una diferencia entre: fiscal general de la Federación, Ministerio
Público de la Federación y abogado general de la Federación. Por represen-
tar este cambio una reforma estructural al sistema de enjuiciamiento, se
sugiere que en el artículo constitucional en comento y su relacionado se esta-
blezca en breves líneas la esencia jurídica de cada una de las instituciones o
figuras de novedosa incorporación, y en su caso, de novedosa denomi-
nación.

En el propio artículo 21 constitucional, particularmente en su conte-
nido del párrafo segundo, se propone que las funciones que de acuerdo con
el nuevo esquema jurídico tendrá la policía, se expliquen y delimiten con una
mayor claridad, evitando el uso de términos abstractos, partiendo de la base
de que se trata de un auténtico cambio al sistema de investigación de los deli-
tos. De no explicarse con claridad cuáles serán los nuevos linderos que ten-
drá la policía bajo la “dirección funcional” del Ministerio Público, serán
muchas las entidades de la sociedad que se muestren resistentes a consen-
tir esta propuesta constitucional. La redacción debe estructurarse de tal
manera que no se entienda que la policía volverá al desenfreno que caracte-
rizó a nuestro país en la década de los años setenta. Si bien es cierto que en
las disposiciones adjetivas que se proponen como parte de la reforma, se
establecen las directrices más o menos específicas sobre los que funcionará
dicha policía, lo cierto es que a nivel constitucional y guardando lo que una
Constitución federal debe y puede describir, sería conveniente que quedara
explicada con mayor claridad la función que desempeñará la policía inves-
tigadora.

Debe insistirse en que en la reforma constitucional se establezcan con
claridad las diferencias entre el fiscal general de la Federación y el Minis-
terio Público de la Federación, y si es que en un mismo artículo como lo es
el propuesto 21 constitucional se utilizan indistintamente ambos términos,
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aparentemente para nombrar algo igual, debe de mejorarse la redacción en
un afán de que la lectura, y sobre todo, la comprensión de los destinatarios
de esta norma constitucional no tengan dudas acerca de las figuras o insti-
tuciones jurídicas a que se ha hecho mención

Debe decirse que la última parte del párrafo final del propuesto artícu-
lo 21 constitucional, más que ser una disposición jurídica, parece una parte
del discurso político que en nada favorece el contenido imperativo del párr a-
fo que se analiza, por lo que se sugiere sea anulado o bien reestructurada su
redacción, en un afán de que no parezca de contenido demagógico.

12. De la lectura del artículo 29 constitucional propuesto, se desprende
nuevamente la existencia de dos entidades jurídicas afines cuya definición
no es clara, esto es, el abogado general de la Federación y el fiscal general
de la Federación. Al no encontrarse en este artículo nombrado al titular del
Ministerio Público de la Federación, se entiende pues que dicho personaje
viene a ser lo que de acuerdo con la propuesta es el fiscal general de la
nación, y en esa tesitura entenderíamos que el Ministerio Público de la Fe d e-
ración queda en la letra de la ley propuesta como una institución concep-
tual, y en ese sentido tal pareciera que la reforma pretende sostener nues-
tras raíces de procuración de justicia haciendo alusión a la mencionada
institución del Ministerio Público aunque en la realidad jurídica y política
que deriva de la reforma, en realidad dicha institución fue sustituida por la
de la Fiscalía General de la Federación.

Como es de observarse, las reformas constitucionales que en turno se
analizan, lejos de dilucidar con claridad el nuevo esquema de justicia en
nuestro país, lo deja a la interpretación etiológica y pragmática, lo cual es
inadmisible tratándose del contenido de la Ley Suprema, en donde la clari-
dad y puntualidad deben ser sus rasgos distintivos. En esta línea de pen-
samiento, debe analizarse la forma en que el legislador constitucional pueda
conciliar la fusión y coexistencia de dos sistemas jurídicos de procuración
de justicia aparentemente distintos y hasta cierto punto disímbolos como
en la especie lo son el sistema de origen francés de donde emana el
Ministerio Público, y el de origen sajón de donde emana la figura del fiscal.
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Cierto es que la reforma procura conjugar ambas figuras en un afán de jus-
tificar sin rupturas jurídicas e históricas el sistema de procuración y de
administración de la justicia que predomina en los territorios sajones, c o m o
Estados Unidos de Norteamérica; sin embargo, es muy importante que el
Congreso de la Unión constitucionalmente busque la justificación de que
prevalezca la figura del Ministerio Público y que ello permita coexistir a la
figura del fiscal general, ya que en la reforma constitucional planteada, tal
pareciera que la mixtura pretendida tiene un espacio de ruptura en donde
no aparece una secuencia que justifique la interacción de ambas institu-
ciones. Así como está la reforma, tal pareciera que se hace alusión al
Ministerio Público sólo para que la sociedad se quede con la idea que el
nuevo sistema de enjuiciamiento penal no se despojó de sus orígenes,
aunque en realidad, en el pragmatismo del nuevo procedimiento penal,
quien aparece como el monopolizador del ejercicio de la acción penal sea
el fiscal general de la Federación. Se estima, que la reforma con la coexis-
tencia a la que hemos venido aludiendo puede ser factible siempre y cuan-
do se determine con claridad en la letra de la Constitución General cómo
se conserva la figura del Ministerio Público y cómo se enlaza y se materiali-
za en la entidad jurídica o política conocida como Fiscalía General de la
nación. 

13. En la reforma al segundo párrafo del artículo 93, llama la atención
la facultad que se otorga a las cámaras legislativas para citar entre otros fun-
cionarios al fiscal general de la nación para que rindan informes en el
momento de discutirse una ley o de estudiarse un negocio concerniente a
sus respectivos ramos o actividades, sin que se haga mención al abogado
general de la Federación, que por su carácter de consultor técnico del Ej e c u-
tivo federal, debería participar con su opinión y expresión de puntos de
vista al momento de discutirse leyes en las que pudiese estar involucrado o
que como órgano técnico pudiese aportar luz a las discusiones legislativas.

14. De acuerdo con lo explicado en el numeral 12 de este trabajo, se
sugiere que la redacción del artículo 102 apartado A que se propone sea
depurado en su redacción a fin de que quede claro a la sociedad la diferen-
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cia y al mismo tiempo la relación que existe entre la Fiscalía General de la
nación y lo que es el fiscal del Ministerio Público. A lo largo del artículo que
se analiza, se utiliza indistintamente fiscal general de la nación, fiscal del
Ministerio Público y Ministerio Público de la Federación, lo cual puede
generar profundas conclusiones a la entrada en vigor de la reforma estruc-
tural que se propone.

15. En lo que se refiere al propuesto apartado C del artículo 102 cons-
titucional, se considera que la descripción de las funciones del Abogado
General de la Nación es ambigua e imprecisa, ya que simplemente refiere
que la oficina del abogado general de la nación intervendrá en todos los
negocios en que la Federación fuese parte, así como en algunos otros deter-
minados en el apartado constitucional que nos ocupa; sin embargo, en
ninguna parte se dice la forma en que dicha oficina o su titular interven-
drán en tales casos, ya que puede ser como entidad de asistencia o asesoría
técnica, o bien como apoderado por ministerio de ley o representante. Se
estima que la figura del abogado general de la Federación parece inacabada
a la luz de la reforma estructural que se plantea.

16. Si de acuerdo con el contenido de la reforma, se prevé al Ministerio
Público como una institución conceptual y a la Fiscalía General como la
entidad gubernamental encargada de ejercer sus funciones, no se encuen-
tra motivo por el cual en el artículo 105 fracción I inciso l), m) y n) se haga
alusión al titular del Ministerio Público cuando en realidad se debe aludir
al titular de la Fiscalía General de la Federación o de su equivalente en las
entidades federativas. De origen, debe aclararse en la reforma constitucio-
nal que las instituciones bajo estricto ángulo conceptual no tienen titulares,
ya que éstos los encontramos en las entidades gubernamentales en donde
se materializan dichas instituciones y se ejercen sus funciones.

17. No se encuentra razón por la cual se deje al margen del derecho de
los quejosos la posibilidad de solicitar que aquellos amparos directos que
por su interés y trascendencia sean conocidos por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación; omisión que, como está redactado el segundo párrafo
de la fracción V del artículo 107 constitucional propuesto, deja en estado de
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desigualdad a quienes son peticionarios del juicio de garantías en su vía
directa. Parece incongruente que sea mejor el fiscal general de la nación
a quien la ley le conceda esa posibilidad de petición por encima del dere-
cho que tendrían quienes son los peticionarios naturales del amparo, esto
es, los quejosos. No se encuentra ninguna razón para que la reforma cons-
titucional conceda esta desigualdad expresa en un tema tan delicado como
lo son las garantías constitucionales.

Mismo comentario merece el segundo párrafo de la fracción VIII del
artículo 107 constitucional propuesto.

1 8 . En la propuesta del artículo 110 constitucional se observa una
i n c o n g ruencia casi de carácter natural pero digna de tomarse en conside-
ración. Por un lado la disposición comprende como sujeto de juicio políti-
co al fiscal general de la nación y más adelante se refiere al titular del
Ministerio Público del Distrito Federal cuando lo congruente sería pensar
que a partir de la reforma que se propone, los procuradores de justicia del
país recibirían el nombre de fiscales generales de sus entidades, partiendo de
la idea ya expresada con antelación de que no podría hablarse de la titu-
laridad de instituciones conceptuales sino de la titularidad de entidades
jurídicas gubernamentales. Sin embargo, resulta comprensible que la refor-
ma constitucional que se propone no genera nuevas denominaciones para
funcionarios de las entidades federativas, ya que ello corresponde precisa-
mente a las funciones de los congresos locales; sin embargo, bien vale la pena
visualizar desde este momento que el futuro congruente del nuevo esquema
de justicia penal deberá necesariamente comprender la transformación de
las procuradurías estatales en fiscalías generales del orden común.

Mismo comentario merece el párrafo segundo del artículo 110 consti-
tucional, así como el 111 en su párrafo primero de la Ley Suprema que se
propone.

19. Se sugiere que acorde con lo expuesto con antelación se replantee
la expresión “Titular del Ministerio Público”. Este mismo comentario se
tiene por reproducido con respecto al apartado D del artículo 122 cons-
titucional.
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20. Sin perjuicio de revalorar los tiempos de entrada en vigor que
establecen los artículos transitorios de la reforma constitucional propuesta,
vale la pena que en dicho capitulado se ingrese el mandato de reformar las
leyes de carácter sustantivo, adjetivo y reglamentario que en la especie
resulten afectadas con motivo de los cambios a la ley fundamental.

México, Distrito Federal, 18 de enero de 2005.

INSTITUTO NACIONAL 
DE CIENCIAS PENALES (INACIPE)

LA REFORMA AL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN MÉXICO

Reflexiones y propuestas

El presente documento contiene algunas reflexiones y propuestas, en función
de la iniciativa presentada por el C. Presidente Constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos,1 para reformar el sistema de justicia penal en México.
Debido a la solicitud expresa del Instituto de Investigaciones Legislativas del
Senado de la República (I I L S E N) y el Centro de Estudios México-Estados
Unidos (U S M E X), nos hemos limitado a señalar, únicamente, aquellos puntos de
la iniciativa en comento, que consideramos nucleares, dejando para un poste-
rior debate, los puntos más específicos que podrían merecer algún comentario.

Acerca de la necesidad 
de reformar el sistema de 
justicia penal en México

La reforma al sistema de justicia penal mexicano es impostergable. El
modelo implementado a escala de los órganos de seguridad, así como los
relativos a los órganos de procuración e impartición de justicia, es antiguo,
parcialmente eficaz y escasamente garantista en comparación con los mode-
los más modernos y éxitosos en el ámbito internacional. La crisis que
actualmente sufre nuestro sistema penal, se incrementa día a día merced a
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que las leyes vinculadas al sistema penal han quedado rebasadas, no sólo por
la evolución de la sociedad, sino también por la globalización de la delin-
cuencia y las tecnologías de avanzada que utiliza el crimen organizado. Si
bien creemos que la iniciativa en comento debe ser revisada y sometida a
debate, somos de la opinión que la reforma a las instituciones, la imple-
mentación de nuevos esquemas de actuación y la creación de nuevas figuras
jurídicas, pueden revitalizar al sistema, en beneficio de la procuración e
impartición de justicia. 

Las fortalezas de la iniciativa

Sin duda, la iniciativa ha retomado las experiencias internacionales más exi-
tosas a escala internacional y las ha implementado en el marco de las diversas
disciplinas. Consideramos un acierto del todo plausible las reformas consti-
tucionales, fundamentalmente la relativa a la presunción de inocencia, así
como la instauración de la oralidad en el proceso, la unificación policial y la
ineludible independencia del fiscal general de la nación. Por otro lado, tam-
bién es importante la propuesta de rescatar a las personas menores de edad
del estado de indefensión en el que actualmente se encuentran, merced al
esquema antiguo que se aplica, y dotar de garantías al procedimiento al que
deben ser sometidos. Finalmente, es indispensable instaurar en México, tal y
como lo sostiene la iniciativa en cuestión, el Juez de Vigilancia Pe n i t e n c i a r i a ,
una de las figuras más representativas dentro de un sistema penal digno de un
Estado moderno. En suma, quizás la fortaleza más destacada de la iniciativa,
es la modernización del sistema penal, su alcance a todas las disciplinas que
c o n f o rman dicho sistema y su proyección de cara al futuro.

Las debilidades de la iniciativa

La iniciativa es criticable, fundamentalmente, desde tres dimensiones. La
primera se refiere a la poca elaboración que muestran las diversas exposi-
ciones de motivos. Y esto es importante, pues ahí deben señalarse los cri-
terios político-criminales que rigen la toma de decisiones. La segunda es
que, ocasionalmente, se decanta por la eficacia en detrimento de la garan-
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tía (juicio abreviado). La tercera es la referente al nulo análisis realizado en
el ámbito sustantivo, pues tratándose de una reforma penal, no puede
quedar excluido de la iniciativa, precisamente, el Código Penal. Es cierto
que se formulan algunas propuestas de reforma, pero éstas inciden única-
mente en las consecuencias jurídicas del delito (aumento de penas), en el
esquema de la autoría y participación y la legítima defensa (mal formulada,
pues confunde proporcionalidad, con racionalidad, tal y como debiera ser).
No obstante, somos de la opinión de que estas carencias podrían ser sol-
ventadas por el legislador, y no impiden considerar a la iniciativa, como una
propuesta plausible.

El contenido de la iniciativa

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Una de las propuestas de
reforma más importantes a escala de nuestra Carta Magna, es la referente a
la instauración del sistema acusatorio, que actualmente no se encuentra
debidamente adoptado en nuestra Ley Fundamental, lo que da pauta para
que los encargados de procurar e impartir justica, interpreten, por ejemplo,
la “presunción de inocencia” como mejor consideren en el marco del proce-
so penal. De ahí que, desde nuestro punto de vista, deban encontrarse pre-
vistos de manera expresa en el texto constitucional, tanto el fundamento del
sistema acusatorio, como el principio de presunción de inocencia, pues con
ello se logra certeza jurídica para los imputados. De esta forma, el recono-
cimiento expreso de la presunción de inocencia impedirá múltiples precep-
tos y prácticas inquisitivas del procedimiento actual.

Asimismo, consideramos un acierto que la iniciativa establezca, a escala
constitucional, que la confesión del indiciado sólo es válida en sede judicial
y que además ésta debe estar rodeada de garantías, así como del previo
conocimiento de la consignación y de la asesoría de la defensa del indicia-
do. Por otro lado, también se establece la exigencia de que el Ministerio
Público cuente con otras pruebas, no menos importantes, con la finalidad
de hacerlas valer ante el juez. Es así como, con base en esta iniciativa, se
lograría un mejor equilibrio de las cargas procesales entre las partes, a efec-
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to de que todas las pruebas puedan ser analizadas por el juzgador para bus-
car la verdad al dictarse la sentencia respectiva.

Ley de Justicia Penal para Adolescentes. Uno de los objetivos más impor-
tantes de esta propuesta, es que sirva como una legislación marco que de
pie a que las entidades federativas uniformen la edad penal a escala
nacional, al mismo tiempo que se establece la judicialización del sistema de
justicia penal para adolescentes a las personas que estén acusadas de haber
cometido un delito después de cumplir los 18 años de edad. Consideramos
que la propuesta se encuentra armonizada con los tratados internacionales
de los cuales México forma parte, como la Convención de los Derechos del
Niño ratificada el 20 de noviembre de 1991 por nuestro país. Asimismo,
consideramos que el proyecto de reforma, es congruente con lo previsto en
la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
publicada el 29 de mayo de 2000. Igualmente, consideramos plausible que
la iniciativa contemple la participación del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia y de las instituciones de asistencia priva-
da, previamente autorizadas, para que se les brinde una atención adecuada
a los niños y niñas involucrados en un asunto de carácter jurídico-penal. Po r
otro lado, y en el marco de la misma iniciativa, consideramos absolutamente
innovador que se establezca como uno de los criterios rectores para impar-
tir justicia en el ámbito de los adolescentes, la instauración –expresa– del
principio de proporcionalidad para los efectos de la individualización judi-
cial de la pena. Este principio es parte fundamental de un proceso acusato-
rio. Asimismo, es importante señalar que el principio de prop o r c i o n a l i d a d
no sería, según la iniciativa, el único al que se atendería para los efectos de la
imposición de la sanción, toda vez que el juzgador deberá valorar las circuns-
tancias especiales del hecho y el tipo y forma de comisión del delito, rigien-
do como prima ratio, la imposición de una medida de seguridad y no la pri-
vación de libertad. Por último, es importante destacar que el principio de
proporcionalidad estaría referido, tal y como lo sostiene la doctrina más avan-
zada, al injusto cometido, con especial referencia al grado de antijuridicidad
material, siendo ésta la forma más adecuada y garantista para individualizar la
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consecuencia jurídica a imponer. Lo anteriormente señalado, se deriva de que
esta ley tiene una clara orientación teórica basada en los principios rectores
del sistema penal acusatorio, el cual implica la supremacía de los principios
penales reconocidos internacionalmente, como la relevancia de la acusación,
la imparcialidad del juez, el esclarecimiento judicial de los hechos y, sobre
todo, la presunción de inocencia.

Ley Federal de Ejecuciones Penales. Una de las aportaciones más impor-
tantes establecidas en la iniciativa de referencia, es la de instaurar la figura
del juez de ejecución de sanciones, con la finalidad de generar un marco de
respeto a los valores constitucionales a escala de la ejecución de las penas.
Así, la función principal del juez de ejecución de sanciones consistiría en
vigilar la adecuada ejecución de las sanciones con base en el principio de
legalidad y con estricto apego a la protección de los derechos humanos y las
garantías de los sancionados.

Código Penal Federal. Una de las propuestas más destacadas en el marco
del Código Penal Federal, es la inclusión de la “cooperación necesaria”,
contemplada en la fracción VII del artículo 13. Hace tiempo que era indis-
pensable la inclusión de dicha figura, toda vez que no existe una adecuada
delimitación en la legislación vigente en torno a las hipótesis de autoría y
complicidad, en específico, acerca de aquellas aportaciones esenciales que
no forman parte de la ejecución del hecho. Con esta innovación, se resol-
vería la problemática de las aportaciones que se encuentran en la periferia
de la ejecución, y que bajo el criterio dogmático del dominio funcional del
hecho,2 se consideran bajo el rubro de la coautoría sin que encuadren en la
expresión “los que lo realicen conjuntamente”, por tanto, su conducta debe
tener una punibilidad más alta que la del cómplice y no obsta para su recha-
zo, el que sea parecida a la complicidad. 

Código Federal de Procedimientos Pe n a l e s. Quizás la parte más importante de
la iniciativa, es la reforma al proceso penal, que pasaría de ser un modelo
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inquisitivo, a uno acusatorio, con todas y cada una de las garantías relativas al
debido proceso. Esta reforma marcaría un cambio muy positivo a escala de la
procuración e impartición de justicia y una clara modernización del modelo
procesal mexicano, que significaría colocar a nuestro sistema de justicia penal
a escala de los modelos más modernos en el ámbito internacional. Así, la
implementación de la oralidad en nuestro proceso penal, implicaría la impar-
tición de una justicia pronta y expedita conforme al mandato constitucional,
pues es la oralidad uno de los mecanismos más eficaces para salvaguardar los
principios de contradicción y el derecho a una adecuada defensa. Esto es así,
pues ahí donde se implementa la oralidad en el proceso, se garantiza la adver-
sarialidad para precisar la controversia y existencia de indicios suficientes, así
como la inmediación judicial. Una de las figuras que se consideran más inno-
vadoras, contempladas en la iniciativa de referencia, es la relativa a la instau-
ración del proceso abreviado, que tiene como sustento la confesión judicial
verosímil del imputado, para lo cual se requiere de la verificación los ele-
mentos aportados hasta el momento procesal corr e s p o n d i e n t e .

Asimismo, consideramos plausible que se otorguen facultades de inter-
vención a la víctima, tal y como acontece actualmente con el coadyuvante,
para los efectos de que, tal y como lo establece el artículo 371, pueda exami-
nar al imputado sobre los hechos consignados, pues una de las demandas
más importantes de la ciudadanía, ha sido fortalecer la presencia y partici-
pación de las víctimas del delito, a partir de que la autoridad ha tenido cono-
cimiento de los hechos. Esto se encuentra estrechamente vinculado con los
principios de oralidad y contradicción, que posibilitan que el juez pueda
analizar el asunto estando presente en la audiencia, lo que constituye una
premisa fundamental del modelo acusatorio.

Por otro lado, de la iniciativa en comento se desprende que la instau-
ración del modelo acusatorio, brindaría un plus de independencia y obje-
tividad a los jueces, pues uno de los principios rectores del modelo acusato-
rio, es el fortalecimiento del principio de imparcialidad judicial, la cual se
fortalece con la previsión de que el juez que acompaña las diligencias pre-
vias al plenario no sea el mismo que dicta sentencia, en razón de que se
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corre el riesgo de que el juzgador se vaya formando un criterio anticipado,
en ocasiones difícil de revertir, antes de que se desahoguen de forma oral
todas las diligencias probatorias. Esta medida se deriva de la interpretación,
reconocida a escala internacional,3 en el sentido de que la acumulación de
funciones –tanto de las instructora como de la juzgadora– en un mismo
juez, atenta contra el principio de imparcialidad.

En general, se considera que la iniciativa presentada por el titular del
Poder Ejecutivo federal, responde a las necesidades de modernizar el sis-
tema de impartición de justicia, pues es de dominio público que el sistema
actual no responde a los reclamos de la sociedad mexicana. Así, la iniciati-
va de referencia, constituye una alternativa, eficaz y garantista, que se
encuentra fundamentada en modelos internacionales exitosos y en la
búsqueda del respeto a los derechos humanos, en aras de disminuir los
índices de impunidad y acercar a la sociedad mexicana a las instituciones de
procuración e impartición de justicia.

PROGRAMA DE APOYO
AL ESTADO DE DERECHO EN MÉXICO
(PRODERECHO)

BREVES COMENTARIOS A LA INICIATIVA
DE REFORMA DEL PROCESO PENAL FEDERAL
IMPULSADA POR EL SEÑOR PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA

Daniel González A.*

Iniciamos nuestros comentarios señalando algunas de las ideas en las que se
sustentaron las reformas al proceso penal en América Latina y así contribuir
al debate sobre la necesidad de reforma de la justicia penal en México, para
luego hacer algunas referencias muy puntuales a algunos de los aspectos que
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hemos estimado como de mayor relevancia que contiene la propuesta de
reforma a la justicia penal federal impulsada por el señor Presidente de la
República. Obviamente la reforma es muy amplia y sólo pretendemos sin-
tetizar algunos de sus aspectos más relevantes, sin pretender señalarlos
todos.

Algunas razones que han justificado 
la reforma al proceso penal

La reforma del proceso penal impulsada inicialmente en la segunda mitad
del siglo pasado por los países europeos de tradición jurídica germano
romana, seguida luego por la mayoría de los países de América Latina, no
fue aislada ni casual. Se sustentó en la necesidad de desterrar las insufi-
ciencias, arbitrariedades e injusticias que el funcionamiento del sistema
mixto clásico trajo aparejada, no obstante las bondades de sus postulados
filosóficos, de manera que se transformara el sistema de justicia penal en un
verdadero instrumento de solución de los conflictos penales, que respon-
diera a las necesidades planteadas por los ciudadanos, pero por medio de
un adecuado respeto de los derechos fundamentales reconocidos en las
c o n v e nciones y tratados internacionales relativos a los derechos humanos,
así como en la mayoría de las constituciones políticas que pretendieron
moldear y sustentar un verdadero estado de derecho, frente al anacrónico
estado policía que se pretendía desterrar.

En la reforma procesal penal de América Latina tuvieron enorme reper-
cusión, por un lado, el anticipado Código de Procedimientos Penales de la
Provincia de Córdoba de Argentina, elaborado por los profesores Jorge
Clariá Olmedo y Alfredo Vélez Mariconde; así como el Código Pr o c e s a l
Penal Modelo para Iberoamérica, elaborado por varios distinguidos proce-
salistas latinoamericanos, dirigidos por los profesores Julio Maier de Argen-
tina y Ada Pellegrini Grinover de Brasil, entre otros. 

La propuesta de reforma del sistema de procuración e impartición de jus-
ticia penal impulsada por la Presidencia de la República se engarza y se rela-
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ciona con esas corrientes, pero le agrega algunos ingredientes muy propios de
la tradición jurídica mexicana, que la hacen ejemplar en el área, como la
necesidad de preservar la exigencia de la comprobación del cuerpo del delito.

Tal vez lo más importante a resaltar, en primer término, es que las ini-
ciativas de reforma del proceso penal responden a la necesidad de garanti-
zar a los ciudadanos, por un lado, una convivencia con mayor seguridad
pública, haciendo más eficiente y eficaz la persecución de los delitos y la
participación de la víctima en la solución de los conflictos penales; y por
otra, a la necesidad de fortalecer la existencia de un estado de derecho que
reconozca como límite de la potestad punitiva estatal el respeto de los dere-
chos fundamentales, por medio de un instrumento procesal que otorgue
amplias garantías a todos los sujetos involucrados en el conflicto penal,
incluyendo desde luego al imputado y a la víctima. 

Como puede apreciarse, se trata de una reforma muy sensible en la vida
política y jurídica del país, íntimamente relacionada con la institucionali-
dad, con la existencia y el desarrollo pleno de un Estado democrático,
debido a esa estrecha relación que ha existido siempre entre Constitución
Política y sistema procesal penal, pues este último no es más que la articu-
lación de la potestad punitiva del Estado. 

En general en América Latina la reforma al sistema penal se justificó
por muchas razones, entre las cuales cabe destacar tres. En primer término
en el excesivo formalismo del proceso penal, plagado de ritos y actos repeti-
tivos innecesarios, generalmente muy complicados, donde se articulaban
procedimientos escritos de muy poca eficacia para garantizar alguna posi-
bilidad de persecución real de los delitos complejos y no convencionales.
En segundo lugar, en nuestra región la justicia penal estaba muy lejos de
constituirse en un instrumento de solución de los conflictos penales, la exce-
siva burocratización impedía o en el mejor de los casos obstaculizaba la
búsqueda de una respuesta adecuada a las demandas ciudadanas, lo que
había contribuido a una pérdida generalizada de la confianza en los tribu-
nales de justicia. En otros términos la justicia penal no ofrecía ninguna
respuesta a los problemas planteados por los ciudadanos. Y, en tercer lugar,
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también el sistema penal aparecía caracterizado por su ineficacia, al pre-
tender asumir el conocimiento de todos los casos sometidos a su compe-
tencia, sin posibilidad de discriminar y racionalizar el uso del proceso, que
lo llevó a atascarse con una gran cantidad de pequeños asuntos, de poca
trascendencia y repercusión social, en detrimento de los casos más graves y
de mayores consecuencias para los ciudadanos, en virtud de una inflexible
aplicación del principio de legalidad en el ejercicio de la acción penal.

La reforma planteada por el señor Presidente de la República también
se sustenta en necesidades similares y va dirigida a ofrecer soluciones en
esos aspectos. Concretamente indica la propuesta “…El Estado de Dere-
cho no puede subsistir si las leyes quedan rezagadas frente a las exigencias
de la sociedad, sobre todo, inmersa en un profundo proceso de cambio
político, económico y social…” Por ese motivo es que la reforma se plantea
en una serie de direcciones, es integral y comprende también la necesaria
transformación del sistema penal sustantivo, del sistema penitenciario, de
la legislación penal juvenil, y abarca aspectos estructurales y orgánicos de la
policía, del Ministerio Público, de la defensa pública y de los tribunales.

Se agrega en la propuesta del señor Presidente: 

…Estamos ciertos, que cuando no se actualiza el orden jurídico al que están sujetas
las autoridades encargadas de la investigación de los delitos y persecución de los
imputados, y se mantienen los supuestos normativos del pasado, se convierte en un
impedimento que favorece el ensanchamiento de la brecha entre una criminalidad
que avanza sin ataduras, y un aparato de persecución que se mueve pesadamente con
normas superadas por la realidad…

La idea de consagrar el respeto a los derechos fundamentales se trans-
pira en toda la propuesta. Al respecto en ella se afirma 

…Es claro que esta propuesta implica dar un golpe de timón en materia de seguridad
pública y justicia penal, para dotar al país de la reforma estructural que hoy demanda,
a la luz de las directrices de eficiencia, eficacia y respeto irrestricto a los derechos
humanos, consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en diversos instrumentos internacionales de los que el Estado Mexicano es parte…
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La reforma es integral, y como bien lo afirma la propuesta 

…se basa en tres ejes rectores, es decir, el procesal, el orgánico y el profesional, en
aras de lograr un cambio de fondo que permita concretizar las aspiraciones sociales de
justicia y dote de cabal confiabilidad a las instituciones integrantes del sistema de jus-
ticia penal federal, en beneficio de la sociedad y con miras al fortalecimiento del
Estado democrático, con la visión de revertir la percepción actual, de la sociedad mexi-
cana, la cual consiste en que los procesos penales son largos, tortuosos y en ocasiones
injustos; que el Ministerio Público de la Federación no constituye una institución
plenamente independiente, a pesar de estar dotada legalmente de facultades autóno-
mas; que el gremio de la abogacía en México, está inundado de personas sin escrúpu-
los y falta de ética, que no velan por los intereses de sus clientes; que las fuerzas del
orden público no dan respuesta eficiente ante la ola de inseguridad desatada en nues-
tro país desde hace ya varios años; que el sistema de tratamiento de menores infrac-
tores ha probado su ineficacia, ya que los medios de comunicación reportan con
mayor incidencia la participación de menores de edad en actividades delictivas, y que
el sistema penitenciario se ha convertido en una escuela del crimen y no en verdade-
ros centros de readaptación social, que permitan la reintegración a la vida social de
los responsables de ilícitos penales..

Como puede apreciarse, las ideas en que se sustenta la necesidad del
cambio van dirigidas a mejorar la calidad de vida de los mexicanos y a for-
talecer la existencia de un verdadero estado de derecho, donde el respeto y
el imperio de la ley constituyen los antecedentes básicos para una con-
vivencia pacífica, democrática y en libertad.

Puntualizamos de seguido una breve referencia a algunos de los aspec-
tos más relevantes de la propuesta.

Convertir el juicio oral en la fase 
más importante de todo el proceso penal

Las ideas en que se sustentó el sistema mixto clásico, al dividir el proceso
penal en una fase de averiguación previa o instrucción, y en una fase ple-
naria o de juicio, son todavía admisibles.

Programa de Apoyo al Estado de Derecho en México, Proderecho206



Teóricamente se pretendía realizar una fase inicial de investigación y
recopilación de las pruebas, caracterizada por la escritura, la privacidad
y ausencia de defensa; seguida de una fase plenaria o de juicio, en algunas
ocasiones con un poco de oralidad, donde se permitiera el ejercicio de la
defensa. 

Desde el punto de vista teórico esas ideas son todavía aceptables. El
problema que trajo aparejado el funcionamiento de ese sistema se produ-
jo cuando la fase de investigación o de averiguación previa, por lo general
en manos de la policía o el Ministerio Público, sin posibilidad de defen-
sa para el acusado, se convirtió en la fase más importante del proceso
penal, porque se dedicó a recopilar las pruebas en las que se iba a susten-
tar la condena del acusado, en un momento procesal en el que no estaba
legitimado el ejercicio de su defensa, con amplias violaciones a derechos
esenciales y básicos.

Por ese motivo, uno de los objetivos básicos de la propuesta de refor-
ma va dirigido a convertir el juicio oral en la fase más importante de todo
el proceso penal, señalándose que la única prueba en la que se puede sus-
tentar la sentencia del tribunal es aquella que ha sido desahogada frente
al tribunal, en forma oral y pública, con la presencia de todas las partes y
con todo lo que ello implica, y minimizando la trascendencia de los actos
de investigación practicados por la policía y el Ministerio Público en la
fase de averiguación previa, los cuales van dirigidos ya no a obtener la conde-
na del imputado, sino a sustentar la acusación en su contra, para luego ser
ofrecidos y evacuados en el juicio oral. Desde ese punto de vista se habla
de un juicio previo entendido como el procedimiento utilizado por los
jueces directamente (inmediación), por medio del cual recibe los elemen-
tos de prueba frente a las partes (contradicción, concentración, continua-
ción), frente a los ciudadanos (publicidad, control). Se trata de darle plena
vigencia a los principios de inmediación, concentración, contradicción,
continuidad y publicidad, básicos y esenciales para el funcionamiento de
un sistema de justicia que pretenda algún grado de eficacia, de eficiencia
y de confianza. 
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Ampliar la participación 
de la víctima en el proceso penal

Por circunstancias que ahora están fuera de este breve comentario, en el sis-
tema mixto clásico la víctima fue expropiada del proceso penal, al impe-
dírsele asumir algún papel relevante durante todo el trámite policial y judi-
cial, no obstante tratarse de un sujeto protagónico en ese conflicto, pues
resulta ser la persona cuyos derechos han sido vulnerados y violados con la
conducta delictiva atribuida al imputado.

La propuesta señala que por víctima deberá entenderse a la persona titu-
lar del bien jurídico tutelado, mientras que por ofendido se entenderá la
persona que resienta la conducta que afecte o ponga en peligro su esfera
jurídica, y de seguido les otorga una serie de potestades que rescatan su
papel protagónico en el proceso penal, al permitirle, por ejemplo, conciliar
con el acusado de modo que se busque una solución diferenciada al con-
flicto penal, donde los propios involucrados son los que determinan la
manera de acabar con la situación. 

La propuesta prevé la necesidad de informarle a la víctima o al ofendi-
do de sus derechos y posibilidades apenas entre en contacto con los órganos
del Estado encargados de la persecución penal; la obligación de los fun-
cionarios de la policía y del Ministerio Público de ofrecerles un trato digno
y respetuoso tomando en cuenta la situación de vulnerabilidad física y emo-
cional en la que se encuentran; la necesidad de que se dicten todas las
medidas que sean indispensables para evitar que se ponga en peligro su
integridad física o psicológica; el deber de informarle a la víctima o al ofen-
dido el estado en que se encuentran las investigaciones y las diligencias de
averiguación previa; la obligación de suministrar un perito intérprete cuan-
do la víctima u ofendido pertenezca a algún pueblo indígena y no hable o
entienda suficientemente el español; la obligación del fiscal de recibir todos
los elementos de prueba propuestos por la víctima o el ofendido cuando lo
haga en ejercicio de su derecho de coadyuvancia, para acreditar el cuerpo
del delito y hacer probable la responsabilidad del indiciado, para la com-
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probación de los elementos del delito y la plena responsabilidad del incul-
pado, así como para determinar, en su caso, la procedencia y monto de la
reparación del daño; el deber del fiscal de citar también a la víctima para
que participe en el desahogo, cuando el imputado tenga derecho a estar
presente en alguna diligencia; el deber del fiscal de realizar todas las inves-
tigaciones pertinentes con el fin de determinar el monto de la reparación
de los daños y perjuicios sufridos por la víctima con el fin de que sean
reparados, así como también en la consignación, el deber del fiscal de seña-
lar los elementos que obren en la averiguación previa tendientes a acreditar
la procedencia y el monto de la reparación del daño, y al formular conclu-
siones de acusación, solicitar la reparación del daño y justificar su cuantía;
en caso de que el sentenciado resulte insolvente se crea el Fideicomiso para
la Reparación del Daño a las Víctimas del Delito, el cual deberá cubrir el
monto de la reparación del daño subsidiariamente; en fin, el ciudadano
afectado con la realización de un hecho delictivo deja de ser un simple
espectador de los procedimientos y de las diligencias judiciales, para pasar a
ser un verdadero sujeto, un protagonista del procedimiento, con derechos y
facultades de intervención, y también con amplias posibilidades de ser resar-
cido de los daños y perjuicios sufridos con la acción delictiva.

Convertir el proceso penal 
en un instrumento de solución de conflictos

Como indicábamos, en el sistema mixto clásico el conflicto de seres huma-
nos que provoca el surgimiento de un proceso penal no constituye el cen-
tro de la atención, porque el problema se aborda desde una perspectiva
totalmente formal, escrita, sin relacionar la tramitación judicial con los sen-
timientos, necesidades y vivencias de los sujetos involucrados (víctimas,
ofendidos, acusados, familiares).

La reforma propuesta pretende y tiene la aspiración de humanizar el
proceso penal, al poner como eje central de toda la tramitación la plena
intervención de los sujetos involucrados en el conflicto, para que éstos
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d e t e rminen la forma en que siguen su curso por medio de soluciones diferen-
ciadas como la conciliación o la suspensión del procedimiento a prueba, en
especial frente a delitos de poca gravedad. 

En esa perspectiva el proceso penal pasa a responder a las necesidades
reales que plantean los ciudadanos, y da respuesta a las inquietudes de
política criminal de la sociedad según criterios técnicos. 

En ese sentido se pretende romper un principio muy arraigado en una
concepción inquisitiva de la persecución penal: el principio de legalidad en
el ejercicio de la acción penal, según el cual frente a todo hecho en aparien-
cia delictivo necesariamente debe surgir un procedimiento penal dirigido a
identificar a su autor, con el fin de tramitar un proceso para llegar a una
sentencia, que la sentencia sea condenatoria y que la condena consista en la
aplicación de una pena privativa de libertad. Esta concepción fue siempre
teórica, porque no todos los delitos son perseguidos, hay selección en muy
diversos sectores y además ningún Estado, ni siquiera los más ricos, tienen
capacidad para enfrentar la persecución de todos los delitos que ocurren en
su determinada comunidad. Se hace necesario discriminar, racionalizar el
uso del sistema penal, con el fin de aplicar los recursos a la persecución de
los delitos más graves y violentos, pues ellos ocasionan daños más lesivos
a los ciudadanos, y dejar para otras soluciones diferenciadas los delitos
menores, los de poca peligrosidad social, los que provocan poca alarma
social, en los que son posibles soluciones más baratas, más eficaces, más
rápidas y de menor costo social. 

Todo lo anterior exige, conforme lo pretende la propuesta de reforma,
propiciar la aparición de organismos y entidades públicas o privadas, dedi-
cadas a buscar soluciones diferenciadas, negociadores, conciliadores, com-
ponedores, en fin, personas de la comunidad que faciliten la solución de
problemas y de conflictos sociales, sobre todo aquellos que implican hechos
delictivos de poca alarma social y escasa gravedad, en los cuales la víctima
está más interesada en que le cubran lo daños y perjuicios sufridos con el
delito, más que en que se someta a proceso penal al acusado.
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Acentuar el respeto de los derechos
fundamentales en el proceso penal

Otro aspecto que viene totalmente reforzado en la propuesta de reforma
impulsada por la Presidencia es el de los derechos fundamentales. 

La propuesta considera que cualquier estado de derecho que se precie
de serlo, debe partir del reconocimiento de que la persecución de los deli-
tos tiene como límite el respeto de los derechos fundamentales del hombre
y los principios básicos de legalidad y transparencia.

En efecto, no obstante la constante necesidad pública para que sea con-
trarrestada la criminalidad, en especial la organizada y violenta y aquella que
implica abuso de poder económico o abuso de poder público, debe tenerse
claro que esa guerra debe ser combatida con el pleno respeto de los dere-
chos fundamentales, dentro del marco de constitucionalidad y legalidad que
caracteriza a todo estado de derecho, y para tales efectos es indispensable
reforzar el cumplimiento de los compromisos que el Estado mexicano ha
asumido con su pueblo y con la comunidad internacional, al ser suscriptor
de los principales instrumentos de derechos humanos existentes. 

En efecto, la propuesta diseña un nuevo proceso penal más simple,
eliminando todo rigor formalista y todo procedimiento estéril y repetitivo,
para convertirlo en un instrumento más ágil, rápido, más sencillo pero efi-
caz, y a la vez también más transparente y dinámico, con el fin de que los
medios de comunicación colectiva y los ciudadanos puedan apreciar la
forma en que los funcionarios estatales procuran y administran justicia,
como parte del proceso de rendición de cuentas indispensable en toda la
actividad estatal.

Desde ese punto de vista, en la reforma se reconoce que sin garantías
no existe proceso, se fortalecen los principios de participación y defensa de
todos los sujetos procesales, se refuerza y se garantiza la vigencia de princi-
pios constitucionales básicos como el derecho de defensa, el principio de
inocencia, la necesidad de acreditar el cuerpo del delito, el debido proceso
legal, etcétera. 
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Como muy bien lo señala el señor Presidente en la exposición de motivos
de su propuesta, el proyecto de transformación de la justicia penal federal ha
sido elaborado a la luz de las siguientes directrices fundamentales:

• Transformar estructuralmente el procedimiento penal, conservando los valores
esenciales de la tradición jurídica mexicana, al tiempo que se incorporan novedosos
mecanismos que respondan a la exigencia constitucional y social de una justicia
pronta y expedita.
• Simplificar las formalidades de la averiguación previa, y dotar a la nueva policía
federal de mayores facultades de investigación.
• Implementar el proceso penal acusatorio, oral y público, con presencia obligato-
ria del juez en las audiencias, que permitirá la resolución de la mayoría de los con-
flictos penales en sede judicial, como garantía de seguridad jurídica y transparencia.
• Instrumentar medidas alternativas en los procedimientos penales, capaces de
lograr la pronta solución del conflicto, la reincorporación social del inculpado a la
sociedad, al tiempo de restablecer a las víctimas u ofendidos en sus derechos.
• Establecer mecanismos jurídicos para garantizar los derechos de las víctimas u
ofendidos del delito.
• Reducir los tiempos de la investigación del delito por el fiscal, al tiempo que se
reduce el valor probatorio de sus actuaciones, para fortalecer las que se realizan en
el juicio.
• Reubicar en su justa dimensión la exigencia probatoria a cargo del fiscal para
ejercer la acción penal, en un proceso adversarial.
• Suprimir las formalidades innecesarias que acotan o dilatan las facultades del
Ministerio Público de la Federación, de investigación y persecución de los delitos
federales, así como de los tribunales para impartir justicia, aprovechando los avances
tecnológicos.
• Agilizar el proceso, mediante el diseño de su desarrollo a través de audiencias, y
cuando no hay controversia, mediante un proceso abreviado solicitado por el fiscal.
• Distinguir en el juicio, la prueba para efectos de declarar la existencia del delito y
la responsabilidad del procesado, de la prueba para la individualización de la pena.
• Fomentar el sistema de sana crítica para la valoración judicial de las pruebas.
• Lograr el imperativo de justicia pronta y expedita, a través del fomento de solu-
ciones rápidas del problema, mediante la implantación de las salidas conciliadas o
negociadas al amparo de la ley, y mecanismos eficaces de reincorporación y restau-
ración social, como la suspensión condicional del proceso, permitiendo con ello
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canalizar los recursos del Estado a la administración de justicia en los casos en que
subsiste el derecho estatal de castigar.

La propuesta tiene entonces importantes repercusiones en todo el fun-
cionamiento del sistema penal, pero lo más relevante también es que es
comprensiva de una reforma orgánica y profesional, dirigida a transformar
y fortalecer instituciones vitales como el Ministerio Público, la policía judi-
cial, la defensa pública, el sistema penitenciario, entre otros.

La reforma aspira a transformar los roles y papeles asumidos por cada
uno de los sujetos de derecho público que intervienen en el proceso penal,
con el fin de democratizar la justicia, de humanizarla y hacer real el princi-
pio de justicia cumplida, eficaz, reparadora.

Ello también requiere del fortalecimiento de garantías básicas como el
principio de independencia judicial, es decir la necesidad de crear un Poder
Judicial independiente al externo y a lo interno; que opere con indepen-
dencia funcional, económica y política; integrado por jueces compenetra-
dos con su realidad histórica; identificados con la riquísima diversidad cultu-
ral de su comunidad; imparciales pero no neutrales; con un sistema judicial
desburocratizado e independiente. 

Esa tarea la han venido asumiendo la mayoría de los países de América
Latina, tenemos plena y absoluta confianza que también la asumirá el
pueblo mexicano, quien ya ha dado importantísimos ejemplos a la comu-
nidad internacional de su reconocido respeto a los derechos del hombre,
con aportaciones jurídicas tan importantes como resulta ser, por ejemplo,
la tutela judicial efectiva a través del juicio de amparo.
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¿FAVORECE RECONOCER EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LA

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA?

Institución Postura

Sí, pues aunque hay quienes estiman que implícita-
mente la reconoce nuestra Constitución, es preferible
que sin ambages y siendo un principio reconocido uni-
versalmente y aceptado por nuestro país en diversos
instrumentos internacionales, se incluya de manera
expresa.
Desde luego su introducción en el texto constitucional
no es suficiente por sí mismo y, la legislación secun-
daria y la operación del sistema, suelen subvertir los
alcances buscados por la presunción de inocencia. Sin
embargo, es significativo tener ese referente normativo
a nivel constitucional para poder fundar su defensa
legal. Las antinomias en este principio serían un agravio
al texto fundamental.

Sí, constituye un cambio importante que debe refle-
jarse también en las leyes secundarias así como en los
reglamentos y prácticas de trabajo de la policía,
Ministerio Público y el juez.
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Sí, pero siempre y cuando eso se traduzca en que la
prisión preventiva quede tan sólo para los delitos más
graves. Lo que ha venido ocurriendo en la legislación
penal mexicana es lo contrario.

El reconocimiento de la presunción de inocencia, es un
requisito ineludible en el marco de un Estado democrá-
tico. Su reconocimiento a escala constitucional, obliga-
ría a las instituciones encargadas de la procuración e
impartición de justicia, a respetar todos y cada uno de
los derechos subjetivos públicos, además de exigir que, a
escala penal, se demuestren todos y cada uno de los ele-
mentos del tipo, tanto para consignar, como para
declarar penalmente responsable a un ciudadano.
Asimismo, podría generar, a largo plazo, la instauración
de un derecho penal más humano, respetuoso del
mandato de no discriminación y acorde al principio de
la dignidad humana.

Evidentemente es útil hacer una definición constitu-
cional de este principio para los efectos no sólo de la
r e f o rma penal, sino en todos aquellos ámbitos en los que
el Estado pueda llegar a poner en cuestión la presunción
general de libertad de la que goza cada gobernado. El
problema es que tanto en éste como en otros aspectos
sustanciales de la iniciativa, no se lleva hasta sus últimas
consecuencias el principio en cuestión. El síntoma más
evidente de lo anterior es que la propuesta de reforma
a la Constitución continúa haciendo referencia a los
delitos graves como supuesto para no satisfacer dere-
chos específicos, tal es el caso de la prisión preventiva,
la cual no se convierte en una medida verdaderamente
excepcional. El problema principal es que no se la
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vincula con hipótesis cuya razonabilidad pueda ser
evaluada de acuerdo al caso concreto y con criterios que
la hagan objetiva. Este hecho produce que ciertos dere-
chos pierdan su calidad de tales para convertirse en bene-
ficios que son “concedidos” por el gobierno. Incluso
dentro de la propia Constitución existen figuras que
contradicen palmariamente el principio de presunción de
inocencia, tal es el caso de los bienes producto de la
delincuencia organizada o aquellos respecto de los cuales
el imputado debe acreditar su legítima procedencia. Es
claro que esta reforma no es de ahora, sino de 1996,
sin embargo, si la pretensión es justamente hacer el reco-
nocimiento del principio de presunción de inocencia,
sería conveniente hacer una revisión puntual de todos
aquellos elementos que la contradicen.

¿FAVORECE LA INSTALACIÓN DE UN SISTEMA DE AUDIENCIAS PÚBLICAS, ORALES,
CONTINUAS Y CONTRADICTORIAS, FRENTE A UN JUEZ, PARA TOMAR DECISIONES

PROCESALES (NO SÓLO CULPABILIDAD O INOCENCIA), SÍ O NO Y POR QUÉ?

Institución Postura

Sí, porque ello es signo de adopción del sistema acusa-
torio que distingue a los regímenes democráticos de
derecho, si bien habrá que tomarla con reservas en
ciertos asuntos, como los relativos a la delincuencia
organizada en que por su complejidad y el volumen que
alcanzan los expedientes, no sería lo más recomendable
pues serían casi nulos los efectos prácticos que se
obtendrían y difícilmente llegarían a resolverse en los
plazos que fija la Constitución del país. En cualquier
caso, se debe pugnar por un sistema uniforme para
todos los delitos, y no bifurcar los procedimientos
según el tipo penal.
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La principal ventaja es la inmediación (que debe salva-
guardarse institucionalmente), fuente de la auténtica
convicción del juez y motivación de las decisiones
procesales, le da transparencia y credibilidad al sistema
judicial y al proceso e implica un mecanismo de rendi-
ción de cuentas.

Cierto es que favorece la toma de decisiones, pero esto
no cambia la decisión procesal; el juez tiene todavía
necesidad de analizar el caso. Además, habrá que
establecer las condiciones necesarias para que este tipo
de juicios puedan llevarse a cabo preservando las garan-
tías de individuos de habla indígena o en su defecto
cualquier individuo en una situación de vulnerabilidad.
Hay que señalar que las audiencias públicas brindan un
espacio para hacer más expedita la administración de la
justicia y donde permite a las partes en conflicto pre-
sentar de una manera más ágil y en presencia de un
juez los elementos del caso.

Sí, siempre y cuando no se sacrifiquen garantías del
acusado ni se propicien resoluciones judiciales ayunas
de deliberación.

Que las audiencias sean públicas y que su línea direc-
triz sea la oralidad, significa transparencia en el marco
de la impartición de justicia. Ha sido una tradición, del
todo criticable, el que los jueces no conozcan a las
partes y únicamente firmen la sentencia –redactada
además por el proyectista– sin tener conocimiento
directo de los hechos y de quienes en éstos inter-
vinieron, de ahí que la presencia del juez genere un
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desahogo del proceso más justo y equilibrado. Los
principios de continuidad y contradicción exigen la
presencia del juez durante el proceso y permite que
éste tenga un conocimiento amplio y directo de los
hechos. Sólo así se puede impartir justicia en un Estado
social y democrático de derecho.

Evidentemente lo satisface, en la medida en que
cualquier decisión que se adopte en el marco de un
juicio penal podrá ser discutida por el afectado en una
audiencia pública, lo cual actualiza y da efectividad al
derecho de defensa. La importancia de que todas las
audiencias sean públicas es que no se permitirá convali-
dar actuaciones sin transparencia en el marco de un
nuevo procesal penal. Ahora bien, es claro que la inicia-
tiva presidencial cumple con este espíritu, sin embargo
existen diversas dimensiones en las que no se satisface a
cabalidad la publicidad en el juicio, incluso, perv i v e n
regiones enteras del derecho penal –en concreto el régi-
men sobre delincuencia organizada–, en la que el prin-
cipio no sólo es defectuoso, sino que ni siquiera existe.

¿FAVORECE INDEPENDIZAR A LOS PROCURADORES/FISCALES DEL PODER EJECUTIVO?
EN CASO DE FAVORECER ESTE PUNTO, ¿LOGRA LA PROPUESTA DEL EJECUTIVO

CONSOLIDAR ESTE OBJETIVO?

Institución Postura

Sí. Estaríamos de acuerdo con la propuesta.

Es un sí con la condicionante de desmontar el sistema
inquisitivo para establecer uno acusatorio, son decis i o-
nes complementarias. Si nos quedamos con un proceso
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Institución Postura

inquisitivo y damos independencia al fiscal podríamos
tener una escenario inquietante e incrementaríamos la
vulnerabilidad de la esfera de derechos de los ciudadanos
frente a la investigación penal. La iniciativa de reform a s
plantea la independencia, lo que está en entredicho es si
sus planteamientos acusatorios podrán revertir la inercia
inquisitiva del sistema y sus organizaciones.

La iniciativa propone reformar el ministerio público
federal, y serán éstos los que tengan la función de inves-
tigar los delitos y la persecución legal del imputado;
mientras los procuradores tendrán como misión vigilar
la observancia de la constitucionalidad y legalidad. Así
que es importante que se distingan las dos figuras. 
Los controles novedosos de la propuesta son dos: a)
comparecer ante cualquiera de las Cámaras del
Congreso de la Unión a citación de éstas (…) (art. 7.
VIII). “Presentar anualmente, en el mes de marzo, a los
Poderes de la Unión un informe de actividades en el
ejercicio anterior, primero ante la Cámara de Sena-
dores, luego ante el Presidente de los Estados Unidos y
posteriormente ante el Pleno de la Suprema Corte de
Justicia.”
El fiscal general de la Federación durará en su cargo por
cinco años, podrá ser ratificado por un periodo igual
una sola vez. 
Otra cuestión novedosa, es que los fiscales de circuito
serán nombrados por el Presidente, a propuesta del fis-
cal general, con ratificación del Senado, lo que impon-
drá mayores controles y profesionalización en los servi-
dores designados. Estos funcionarios durarán en su

El Colegio de México y
Democracia y Derechos
Humanos
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encargo cuatro años, y podrán ser ratificados por un
periodo igual una sola vez. Ahora bien, los fiscales gene-
rales adjuntos y especializados podrán ser removidos a
discreción del fiscal general de la Federación. La inde-
pendencia de los procuradores y fiscales se verá forta-
lecida para una apropiada conducción en el ejercicio de
la acción penal sin componentes políticos siempre y
cuando en la designación de los mismos haya equilibrios
reales en el proceso de auscultación, designación y per-
manencia en el cargo.
La policía federa es auxiliar del ministerio público de la
Federación. El fiscal ordenará la actividad de los poli-
cías en lo que corresponda exclusivamente a las actua-
ciones que se requieran de parte del fiscal.
La propuesta adolece de señalar que todo fiscal o
procurador deberá ser un civil, y sólo para el caso de
justicia militar podrá ostentar ese cargo un militar.

Sí, pero siempre y cuando el fiscal, que ejerce un poder
muy grande y potencialmente muy dañino, sea super-
visado por una instancia autónoma. De otro modo, se
puede estar creando al monstruo de Frankenstein. El
consejo previsto en la iniciativa no garantiza en modo
alguno esa supervisión, pues su composición lo hace
demasiado oficialista.

Si un procurador –tal y como sucede actualmente en
México– es nombrado directamente por el titular del
Poder Ejecutivo, entonces es su empleado y debe obe-
decerle. Debido a la importante labor que un Procu-
rador desempeña, que es precisamente fortalecer uno
de los pilares del estado constitucional llamado justicia,
entonces ese procurador debe tener la independencia
suficiente para poder investigar, y en su caso ejercer
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acción penal, en contra de cualquier ciudadano, inde-
pendientemente de quién sea y a cuál de los tres
poderes pertenezca. Eliminar la posibilidad de que el
procurador reciba instrucciones de su jefe para los
efectos de procurar justicia, es indispensable en el
marco de un Estado moderno.

Las razones históricas por las que el ministerio público
fue colocado en la esfera de atribuciones del Poder Eje-
cutivo es que en la época en que fue redimensionado su
papel institucional, no fue posible adecuar sus funciones
a las que desarrollan los poderes del Estado. La selección
del ministerio público para formar parte del Po d e r
Ejecutivo se hizo por exclusión, dado que sus funciones
no son asimilables a las jurisdiccionales y a las legislativas,
se optó por adscribirlo al Ejecutivo. El paso de los años
nos ha dado una buena muestra de porque ello no es
deseable, debido a la excesiva dependencia del ministerio
público de la agenda política del gobierno en turno. Po r
este motivo es de enorme relevancia que se dote al minis-
terio público del estatus de órgano constitucional autó-
nomo, similar al de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y el Banco de México. El minis-
terio público está demasiado próximo a las funciones
de administración de justicia como para compartir
las líneas generales de actividad de la administración
pública, cuyos ejes de actuación se dirigen a la form u-
lación general de políticas públicas; tampoco es desea-
ble que el ministerio público esté formalmente adscri-
to al Poder Judicial de la Federación, toda vez que
ello atentaría contra el principio de separación pre-
visto en el artículo 21 constitucional.
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¿FAVORECE LA UNIFICACIÓN DE LAS POLICÍAS FEDERALES?
EN CASO DE FAVORECER UNA POLICÍA UNIFICADA,

¿FAVORECE TAMBIÉN DAR FACULTADES DE INVESTIGACIÓN A LA POLICÍA UNIFICADA?

Institución Postura

Estimamos que a la vista del poco resultado que ha
dado la dispersión y multiplicidad de las policías, sería
una experiencia que, por haber dado resultado en
otros países, quizás significara una solución viable en el
nuestro, aunque se requieren los controles internos
suficientes para guardar la disciplina de la unificación.

En este punto suspendemos nuestro juicio, en virtud
de que la policía no es uno de los temas de nuestra
especialidad y nuestra postura es favorable a algunos
aspectos; pero mantenemos reservas sobre el diseño
institucional de la función de policía. Si bien estamos
persuadidos de que la policía requiere de más atribu-
ciones y que el manejo de indicios debe ser un trabajo
especializado de una policía de investigación. Tenemos
demasiadas reservas sobre el hecho de que las atribu-
ciones de investigación policiaca queden sujetas a una
dirección remota por parte del fiscal; por otra parte, el
Ejecutivo debe conservar el mando de la fuerza públi-
ca, por lo que consideramos que debe analizarse
detenidamente si estas condiciones ameritaría una
redistribución del personal sin la fusión planteada. 

La iniciativa encara algunos problemas: el primero, no
unifica a todos los cuerpos policiales federales entre los
que también se encuentran los agentes aduanales y
migratorios. Es una iniciativa que simplemente une a la
policía federal preventiva, la cual en su gran mayoría
está integrada por militares y que por tanto, ha sido suma-
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mente difícil construir un espíritu de cuerpo institucio-
nal; y unirla con la Agencia Federal de Investigaciones,
ex policía judicial federal; y que apenas lleva dos años en
un proceso de transformación, sin que hasta hoy esté
claro cuál es la construcción del modelo policial mexi-
cano. La ley se acompaña de un plan maestro de imple-
mentación de la unificación y la integración de ambos
cuerpos, que hasta el día de hoy debieron realizar distin-
tas labores. 
Se debe entender que la unificación no necesariamente
significa mejor eficiencia en el combate al delito porque 
esta unificación sólo sería para las fuerzas policiales fede-
rales, y sigue arrastrándose una profunda deficiencia a
nivel municipal y estatal. 
Es adecuado que se establezca, como lo prevé la ley, que
la corporación no tendrá atribuciones en los procesos
electorales.
Adicionalmente, aun cuando se realice la unificación se
debe garantizar la capacitación, formación y perm a n e n-
cia institucional como requerimientos básicos de una
c a rrera policial. Si el Estado no salvaguarda un modelo
policial con claridad en el proceso de profesionalización
es muy probable que se sigan presentando los mismos
problemas de corrupción y falta de integridad para
realizar las funciones que se les encomiendan.
Lo que se debe acotar del proyecto son las amplias
facultades que tienen para investigar. Ejemplo: “entre-
vistar a los testigos presumiblemente útiles para des-
cubrir la verdad” (art. 9-XXVII).
Para mejorar esta situación pueden aprovecharse otras
experiencias en el mundo; es necesario que se revisen los 
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Institución Postura

procesos de transformación policial de la Unión Euro-
pea, la integración de los cuerpos policiales de Europa
del este e incluso de Sudáfrica. 
El proyecto parece resolver el falso dilema entre dis-
tintas policías federales, y la inexistencia de una policía
investigadora; sin embargo, no se establecen los meca-
nismos de reforma y de reorganización policial nece-
sarios para crear una policía profesional, eficiente y
responsable. No hay una idea de carrera policial pro-
fesional. Tampoco hay elementos para pensar que la
policía mejore su condición social, laboral y humana.
No hay mecanismos para resolver conflictos y estable-
cer plenos derechos a estos actores gubernamentales.
Sus derechos están limitados.

No, es un error. La tendencia exitosa en el mundo es
la de contar, al lado de la policía investigadora, con una
policía comunitaria que actúe con la comunidad. Permi-
tir que la policía investigue denuncias no presentadas
al ministerio público abre las puertas a la arbitrariedad.
Además, si el fiscal va a ser autónomo y la policía depen-
derá del Ejecutivo, se está creando un problema serio.

Junto con la corrupción, el gran problema de la policía
en México, es que existen tantos modelos de policía mal
c o n s t ruidos, que incluso se llegan a producir enfrenta-
mientos entre las diversas corporaciones, pues no se
conoce cuál es el objetivo de cada una de las policías,
y los agentes desconocen los límites de sus funciones.
Esto genera, también, poca cooperación entre las dis-
tintas corporaciones policiacas, falta de solidaridad
entre los agentes pertenecientes a distintas institucio-
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nes y, finalmente, una cantidad dispersa de modelos d e
capacitación policial, que impiden labores contundent e s
y bien ordenadas en el combate al crimen. La unifi-
cación policial, generaría un solo modelo de formación,
capacitación, pero también de reacción, que se reflejaría
en un combate claro y eficaz a la delincuencia. En caso
de que este proyecto, efectivamente se lleve al cabo,
sería entonces posible tener a policías capaces de reali-
zar labores de investigación.
En este apartado se trata en realidad de dos cuestiones
enteramente distinguibles. La primera concierne a la
cuestión de si la hoy conocida policía preventiva debe
contar con facultades de investigación. En este sentido
la respuesta es afirmativa pero con matices, toda vez que
al tiempo en que se le den estas facultades, tendrían
que diseñarse esquemas de servicio civil de carrera poli-
cial, adoptar el código de ética de los funcionarios encar-
gados de hacer cumplir la ley, y fortalecer el grado de
disciplina y control de las otras policías, de lo contrario
los efectos sociales podrán no ser los óptimos. Por lo que
hace a la unificación no es una medida que en lo inme-
diato sea realista, los distintos cuerpos federales de segu-
ridad y de procuración de justicia presentan rasgos y
condiciones institucionales tan diversas que sería virtual-
mente imposible generar un cuerpo unitario que funcio-
ne con los mismos parámetros. En otras palabras, para los
efectos de otorgar facultades de investigación a la policía
no es necesario independizarla del ministerio público o
crear una Secretaría del Interior, basta con darle otras
facultades a la policía para que sea más eficiente.
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¿FAVORECE LA PROPUESTA DE CREAR UNA JURISDICCIÓN PENAL PARA ADOLESCENTES?

Institución Postura

Parece que habría que buscar mejores soluciones que
atendieran a los aspectos preventivos de la delincuencia
de adolescentes, sin poner necesariamente énfasis en el
aspecto de represión, como la iniciativa lo hace. Unifi-
cación del proceso y reducción de la edad del imputable
podrían ser una alternativa.

El modelo propuesto es garantista. Los diagnósticos
actuales señalan que el sistema tutelar oculta bajo esta
denominación amplios márgenes de discrecionalidad e
indefensión para los menores.

Desde hace mucho tiempo se ha planteado la necesidad
de establecer un sistema de justicia acorde con los
acuerdos internacionales en la materia.

Ya la hay. Es bueno que se amplíen sus garantías.

Junto con las prisiones, el modelo de supuesta “justicia”
para menores en México, es el ámbito más delicado,
con menor rigor técnico al momento de implementar-
lo y ausente de garantías. La jurisdicción penal para
adolescentes, dotaría a ese sistema de las garantías que
existen a escala del procedimiento penal, pero además
generaría un cambio radical en la visión de las personas
menores de edad, como sujetos y no como objetos de
derecho. Es importante insistir en que, de implemen-
tarse la propuesta contemplada en la reforma, la priva-
ción de la libertad debe aplicarse solamente para casos
extremadamente graves.
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El derecho penal para niños y adolescentes en nuestro
medio ha estado enormemente alejado de los parámetros
i n t e rnacionales en la materia. A pesar de que en 1989
entró en vigor para nuestro país la Convención sobre los
Derechos del Niño, y que en la misma se prevén las
garantías del debido proceso para niños y niñas en con-
flicto con la ley, a nivel federal y del fuero común perv i v e
un imaginario tutelarista que considera que los jóvenes
–denominados menores infractores– no son sujetos de
derecho, sino objetos de intervención de carácter reha-
b i l i t a d o r. Esta noción ha servido a las políticas más
autoritarias en la materia y hecho nugatorios los derechos
de la juventud en la esfera penal so pretexto de un dere-
cho humanitario. En este orden de ideas se debe consi-
derar un avance de enormes proporciones el hecho de
que se cree una jurisdicción especial en la materia, sin
embargo, para que exista una reforma verdaderamente
eficaz es necesario hacer una revisión de la ideología
conocida como “la readaptación social” del delincuente.
Si la nueva jurisdicción de menores opera sobre la base
del antiguo esquema, las reformas no serán útiles.

¿FAVORECE LA ADOPCIÓN DE LA FIGURA DEL JUEZ DE EJECUCIÓN?

Institución Postura

Sí, estaríamos conformes con la iniciativa.

Actualmente nuestros códigos señalan que el juez es el
rector del proceso y consideran asimismo la ejecución
como parte del proceso. Por otra parte la toma de
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decisiones sobre el alcance y administración de la san-
ción sería transparente, fundada e impugnable.

No respuesta

Sí, es una buena medida.

Sin duda, esta es la propuesta, en torno a la cual,
existe un acuerdo generalizado por parte de la acade-
mia, pero también de todos y cada uno de los actores
del sistema penal mexicano. Su instauración refor-
maría dramáticamente el sistema penitenciario mexi-
cano –que ha entrado en una profunda crisis– y
generaría una ejecución de las penas digna del Estado
constitucional. Con su instauración, se lograría un
equilibrio entre el poder absoluto que ejerce el
Ejecutivo dentro de las prisiones y se sometería a las
autoridades de las prisiones al escrutinio del Po d e r
Judicial. Somos de la opinión de que esta es una figu-
ra, cuya adopción ya es ineludible.

Al igual que en el caso de la pregunta anterior es muy
pertinente desarrollar este tipo de jurisdicciones
pero, nuevamente, si no se hace una revisión puntual
del paradigma del tratamiento progresivo técnico,
que ha estado vigente en nuestro país desde la década
de los setenta, la reforma de nada servirá, pues se
habrá adoptado el principio de jurisdiccionalidad
desde una perspectiva puramente formal sin conte-
nido material. Esto último no quiere decir sino que se
seguirá aplicando el mismo derecho penal de autor,
como hasta ahora.
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¿FAVORECE LA DESBUROCRATIZACIÓN DEL TRABAJO QUE HACE EL MINISTERIO PÚBLICO

(LIBERTAD PROBATORIA)? 

Institución Postura

La posición de la barra está señalada en la documenta-
ción entregada al Senado oportunamente. El MP si bien
debe actuar como organismo independiente del Ejecu-
tivo, debe investigar y perseguir el delito en sede juris-
diccional y no reunir las funciones de acusador, defen-
sor y juzgador como ahora sucede, en tanto titular de la
averiguación previa, porque ello es signo de la inquisi-
toriedad del sistema.

La disminución de los trámites internos permite dedi-
car más recursos humanos y materiales a la investiga-
ción, más aún si se ha considerado que no se pueden
considerar pruebas a los resultados de la investigación,
por lo que no demandan los formalismos que actual-
mente se exigen. Por ello es importante quitar los vesti-
gios constitucionales y procesales sobre la trascendencia
legal de la averiguación (como el art. 19 de la Consti-
tución que sigue señalando que el juez decide sobre la
averiguación, que en las condiciones actuales de la orga-
nización judicial, incide sobre el denominado “objeto”
y sustancia del proceso).

Esta pregunta no es clara.

Desde luego, siempre y cuando no se le exima de fun-
dar y motivar sólidamente la acción penal.

Conforme al estado actual de las cosas, el ministerio
público es una figura que genera desconfianza y cuya
actividad ha sido rebasada, tanto por los índices delic-
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tivos, como por la burocratización de sus labores.
Además, la figura propuesta se fundamenta, nada
menos, que en el valor libertad, otro de los pilares del
Estado constitucional.

La pregunta en sí no es muy clara, supongo que se
refiere a la desformalización de la investigación por
parte del ministerio público. De ser este el caso, por su-
puesto que la propuesta me parece enorm e m e n t e
adecuada. La investigación no debe por qué parecerse
al proceso como proceso de conocimiento, por ello, a
pesar de que existen ciertos límites a las actividades
de investigación que tenemos el deber de respetar, no
es adecuado que sea esta sede en la que se discutan los
derechos del imputado, y que sea en ella en la que
finalmente se acabe por dejar sentada la situación
jurídica del imputado.

¿FAVORECE LA INCORPORACIÓN DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DISTINTOS AL JUICIO

(PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD)?

Institución Postura

Sí, acotando los casos estaríamos conformes con la
propuesta.

También es un sí con muchas restricciones. Es preferi-
ble la descriminalización amplia: despenalizar conduc-
tas que se considera que no deben ser objeto de inves-
tigación o juicio penal o que pueden dejarse a una
composición entre las partes: en cuanto a los casos de
delitos a los que pueda aplicárseles criterios de oportu-
nidad reglados, debe cambiarse el diseño institucional
de la propuesta para darles transparencia y salvaguardar 
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(Continuación)

Institución Postura

la información y los derechos fundamentales de los
intervinientes. Estas medidas despresurizan el sistema
penal para que arriben al juicio oral los casos más con-
trovertidos y de mayor trascendencia social.

No respuesta.

Sí.

Los mecanismos alternativos de solución de conflictos
son plausibles, en la medida en que agilizan el procedi-
miento y descargan a las instituciones encargadas de la
procuración e impartición de justicia, de juicios, expe-
dientes y casos diversos que no necesariamente deben
pasar por todo el proceso penal. Sin embargo, en el
caso del principio de oportunidad, se corre el riesgo de
cargar un alto coste sobre las garantías, si ese principio
no se encuentra debidamente reglado en la ley penal.
Somos de la opinión de que todos y cada uno de los
requisitos, así como de sus alcances y límites, deben
estar plasmados de forma muy específica en la ley para
evitar abusos en contra de los ciudadanos.

Los defensores del principio de oportunidad con fre-
cuencia recurren a una argumentación que hace apare-
cer al sistema de justicia como permanentemente satu-
rado, aunque no se incluyan criterios selectivos de
oportunidad, el propio sistema selecciona, y no siem-
pre por los mejores criterios, qué causas son las que
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deben ser perseguidas. Tal argumento es ideológico
porque no considera que la mayor causa de saturación
del sistema de justicia proviene de una política criminal
inflancionaria que en desviación al principio de necesi-
dad punitiva, ha hecho crecer hasta la saciedad el
género de conductas penalmente relevantes. El princi-
pio de oportunidad, lejos de ser necesario, como sus
defensores quieren hacer creer, depende de una políti-
ca específica. La única forma de aceptarlo es que esté
regulado constitucionalmente con supuestos acotados y
taxativamente especificados.

¿AGREGARÍA OTRA PROPUESTA ESPECÍFICA A LA INICIATIVA?

Institución Postura

Habrá que fortalecer la iniciativa a través del estableci-
miento de la prisión preventiva sólo como excepción,
garantizar en mayor medida los derechos de los ofen-
didos y las víctimas; sustrayendo de la esfera del MP la
averiguación previa para trasladarla a sede jurisdic-
cional; garantizar la imparcialidad del juez; agilizar el
proceso penal y, finalmente, atacar al mismo tiempo
que los problemas que han generado la crisis en la jus-
ticia penal, que no pueden estimarse aisladamente, los
otros problemas que tienen que ver con la crisis
económica, política, de salud, educativa, laboral,
etcétera.

No respuesta.
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Institución Postura

Anexamos un documento* con una serie de propues-
tas sobre el diseño de la política de seguridad pública,
sobre su implementación, sobre la urgente necesidad
de examinar el gasto público, y las políticas de preven-
ción del delito, entre otras cosas.
Propuestas:
El diseño de las políticas de seguridad pública federal no
puede implementarse sin la debida participación de la
sociedad civil y de organismos no gubernamentales que
vigilen el cumplimiento de los derechos humanos. 
Debe realizarse un análisis del costo-beneficio de la r e f o r-
ma. Debe efectuarse una reforma administrativa profun-
da y sistemática a lo largo de todo el aparato de seguridad
pública. Toda política pública en materia de seguridad pú-
b l ica y justicia penal debe ser acompañada por los recur-
sos humanos y económicos para llevar a cabo el impulso
de cambio y transformación hacia un sistema más demo-
crático de derecho. Las actuales e s t ructuras federales de
seguridad son profundamente burocratizadas donde el
mínimo de los recursos no están en los agentes y minis-
terios públicos sino en un extenso cuerpo burocrático,
donde se requiere adelgazar la planta administrativa y
hacer más eficiente los elementos sustantivos de las
instancias de seguridad pública. 
Cualquier propuesta de seguridad pública que no se vea
acompañada por una extensa campaña de cultura de la
legalidad y prevención al delito tendrá sólo efectos de
corto plazo, sin atender de fondo los elementos que se
articulan para la comisión de los delitos federales.
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Institución Postura

Hace falta que en la propia Constitución se limite a
casos gravísimos la prisión preventiva, que en los códi-
gos penales deje de abusarse de la pena de prisión y,
desde luego, es inaceptable que se dé trato de excep-
ción a la delincuencia organizada.

Si bien es cierto que la iniciativa abarca toda la gama
de disciplinas vinculadas a la justicia penal, no menos
cierto es que omite una parte muy importante: la rela-
tiva al Código Penal. La iniciativa plantea, en este ámbi-
to, únicamente aumento de penas y ese no puede ser
el criterio rector de una reforma a la ley sustantiva. Es
indispensable reformar el Código Penal, con la finali-
dad de tener una reforma acabada. Los siguientes crite-
rios pueden servir de base para esa tarea: a) reducción
del catálogo de delitos. b) contemplar penas racionales
y no draconianas como las que actualmente existen y
que son violatorias de la Constitución, c) Instaurar un
verdadero sistema de penas alternativas a la prisión.

¿AGREGARÍA OTRA PROPUESTA ESPECÍFICA A LA INICIATIVA?

Institución Postura

Más que una propuesta puntual, habría que apoyar la
toma de un acuerdo político nacional que, partiendo
de los diversos consensos alcanzados por las fuerzas
políticas, tendiera a dar continuidad al proyecto de
reforma a la justicia. Sin ese acuerdo es francamente
imposible avanzar en una reforma que en otros países
ha tardado más de 10 años y que ha requerido el
concierto de voluntades de gobiernos con distintas filia-
ciones y orientaciones. El acuerdo, en consecuencia, 
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(Continuación)

Institución Postura

es indispensable para que la reforma tenga lugar y se
consolide a lo largo de los años que serán necesarios
para su implementación. Las instituciones académicas
muy bien podrían poner el ejemplo y promover una
toma de postura común frente a los distintos linea-
mientos de la misma. No importa que los acuerdos
sean mínimos y que adopten lineamientos muy gene-
rales. El punto es generar un territorio común.

EN TODAS LAS PREGUNTAS, ¿IDENTIFICA USTED LEGISLACIÓN DE OTROS PAÍSES

O DISPOSICIONES INTERNACIONALES ESPECÍFICAS O MANUALES DE IMPLEMENTACIÓN QUE,
POR SU DESARROLLO TÉCNICO, SERÍA DESEABLE INCORPORAR TEXTUALMENTE A LA PROPUESTA?

Institución Postura

Parece saludable que empezáramos por incorporar en
nuestra legislación doméstica penal, las normas que
hemos aceptado internacionalmente en los diversos
tratados que ha suscrito nuestro país.

No respuesta.

Se conocen distintos acuerdos internacionales así
como códigos penales “tipo ideal” que sería útil revisar
antes de aprobar la iniciativa de reformas.
Asimismo, es necesario hacer un examen más detalla-
do de la iniciativa en términos de respeto a los dere-
chos humanos, ya que, si bien se afirma en los docu-
mentos que se pretende incorporar estos derechos, a
lo largo del documento no se esclarecen los procedi-
mientos para realizarlo.
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Institución Postura

No, basta con que se incorporen implícitamente.

Quizás sería benéfico revisar los manuales de actuación
de la policía alemana, así como su legislación penal. En
lo referente al principio de oportunidad, el Código
Procesal de Costa Rica podría servir de modelo. Sin
lugar a dudas, sería oportuno analizar la legislación
penitenciaria española, pues el juez de vigilancia peni-
tenciaria ha mostrado un excelente rendimiento en ese
país. Lo mismo sucede con el catálogo de penas alter-
nativas existente en ese país.

No. Aunque hay mucho material de referencia que
ciertamente podría consultarse, no es adecuado que se
asuma un modelo diseñado para otro país. Vale cierta-
mente recurrir al derecho comparado para ver la
forma en que en Argentina, Bolivia, Chile, Colombia y
otros países latinoamericanos ha funcionado la refor-
ma procesal penal, sin embargo, la respuesta mexicana
tendrá que adecuarse a las particularidades del país.
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